








Los Acuerdos de Paz de Guatemala 
Edición conmemorativa





Los Acuerdos de PAz  
de GuAtemALA

edición conmemorAtivA



Los Acuerdos de Paz de Guatemala 
Edición conmemorativa

Fundación Propaz

 

Ilustración de portada: Arnoldo Ramírez Amaya
Diseño de portada: F&G Editores

Impreso en Guatemala
Printed in Guatemala

Fundación Propaz 
5ª calle 1-49 zona 1
Ciudad Guatemala, 
Guatemala
Código postal: 01001
www.propaz.org.gt
fundacionpropaz@propaz.org.gt
Teléfonos: 2232-5121 y 2230-1841
 
ISBN rústica: 978-99922-842-5-4
ISBN pasta dura: 978-99922-842-6-1

La reproducción de este documento ha sido financiada por el Fondo para la 
Consolidación de la Paz de las Naciones Unidas, a petición de Fundación 
Propaz. El contenido de este documento no representa necesariamente la 
posición del Sistema de las Naciones Unidas.

Guatemala, octubre de 2022



Contenido

Prólogo 
xi

Introducción 
xiii

Acuerdo de Querétaro 
Acuerdo Marco sobre Democratización  

para la Búsqueda de la Paz por Medios Políticos
Resumen 1

Acuerdo Global  
sobre Derechos Humanos

Resumen 9

Acuerdo para el reasentamiento  
de las poblaciones desarraigadas  
por el enfrentamiento armado

Resumen 23
I. Definiciones, principios y objetivos de una estrategia global 

de reasentamiento de las poblaciones desarraigadas por el 
enfrentamiento armado 26

II. Garantías para el reasentamiento  
de la población desarraigada 28

III. Integración productiva de las poblaciones  
desarraigadas y desarrollo de las áreas de reasentamiento 31

IV. Recursos y cooperación internacional 34
V. Arreglos institucionales 35



viii Los Acuerdos de Paz de Guatemala

VI. Disposición final 36

Acuerdo sobre el establecimiento de la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico de las Violaciones a los Derechos 

Humanos y los Hechos de Violencia que han Causado 
Sufrimientos a la Población Guatemalteca

Resumen 39

Acuerdo de identidad y  
derechos de los pueblos indígenas

Resumen 47
I. Identidad de los pueblos indígenas 52
II. Lucha contra la discriminación 53
III. Derechos culturales 56
IV. Derechos civiles, políticos, sociales y económicos 63
V. Comisiones paritarias 72
VI. Recursos 73
VII. Disposiciones finales 73

Acuerdo sobre aspectos  
socioeconómicos y situación agraria

Resumen 77
I. Democratización y desarrollo participativo 82
II. Desarrollo social 88
III. Situación agraria y desarrollo rural 103
IV. Modernización de la gestión pública y política fiscal 116
V. Disposiciones finales 121

Acuerdo sobre el fortalecimiento del  
poder civil y función del ejército  

en una sociedad democrática
Resumen 123
I. El Estado y su forma de gobierno 127
II. El Organismo Legislativo 127
III. Sistema de justicia 129
IV. Organismo Ejecutivo 134
V. Participación social 147
VI. Participación de la mujer  

en el fortalecimiento del poder civil 148



ixLos Acuerdos de Paz de Guatemala

VII. Aspectos operativos derivados de la finalización del 
enfrentamiento armado 149

VIII. Disposiciones finales 151

Acuerdo sobre el definitivo cese al fuego
Resumen 153

Acuerdo sobre reformas  
constitucionales y régimen electoral

Resumen 167
I. Reformas constitucionales 170
II. Régimen electoral 179
III. Disposiciones finales 185

Acuerdo sobre bases para la incorporación de la Unidad 
Revolucionaria Nacional Guatemalteca a la legalidad

Resumen 187
I. Definiciones 190
II. Objetivos y principios 193
III. Componentes del programa de incorporación 194
IV. Arreglos institucionales 204
V. Disposiciones finales 205

Acuerdo sobre el cronograma  
para la implementación, cumplimiento  
y verificación de los Acuerdos de Paz

Resumen 207
I. Presentación del cronograma 210
II. Cronograma de los 90 días a partir del 15 de enero de 1997 214
III. Cronograma del 15 de abril al 31 de diciembre de 1997 227
IV. Cronograma 1998, 1999 y 2000 240
V. Comisión de Acompañamiento 251
VI. Verificación internacional 253
VII. Disposiciones finales 255

Acuerdo de paz firme y duradera
Resumen 257
I. Conceptos 260
II. Vigencia de los acuerdos de paz 263



x Los Acuerdos de Paz de Guatemala

III. Reconocimiento 264
IV. Disposiciones finales 264

Bibliografía sucinta  
sobre los Acuerdos de Paz 

267



xi

Prólogo

Haciendo Memoria, hacemos futuro.

Guatemala, a lo largo de su historia se ha visto envuelta en una serie 
de acontecimientos y situaciones difíciles, algunas de las cuales han 
sido superadas en la medida en que diversos sectores y actores han 
abierto espacios para el acercamiento, el diálogo y la búsqueda de 
acuerdos políticos y salidas procesales. Los Acuerdos de Paz expresan 
la mayor concertación política nacional, de allí su enorme significación 
histórica.

A 25 años de haberse firmado los Acuerdos de Paz, Fundación 
Propaz, con el apoyo del Fondo de Naciones Unidas para la 
Consolidación de la Paz (pbf, por sus siglas en inglés), nos propusimos 
hacer una edición conmemorativa de los Acuerdos de Paz, como un 
aporte a la memoria histórica del país y para que las futuras generaciones 
conozcan los acuerdos y comprendan la importancia de incluirlos en 
los debates actuales y sobre los dilemas del futuro. Se trata de rescatarlos 
y resignificarlos para el presente y futuro de Guatemala.

Su reedición es relevante, porque negociar y firmar los Acuerdos 
de Paz reflejó un proceso de madurez y capacidad de la sociedad 
guatemalteca de verse a sí misma objetivamente, de identificar los 
obstáculos para construir un desarrollo inclusivo en un régimen 
democrático y en función del bien común.

La reedición de los Acuerdos busca que más y más guatemaltecas 
y guatemaltecos los conozcan y los valoren como un documento 
histórico estratégico, que contiene una agenda de paz que aún no 
hemos terminado de cumplir.

Rescatar el “espíritu” de los Acuerdos, las reflexiones, valores, 
propuestas y conceptos contenidos en ellos es parte de los objetivos 
de esta reedición. En efecto, la visión de paz, el enfoque negociador 
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y la busca de acuerdos intersectoriales son propuestas que, ante las 
crisis que vivimos, cobran un enorme significado.

Los Acuerdos de Paz, como la Constitución de la República, 
nos educan en un espíritu ciudadano democrático, y nos capacitan 
para enfrentar los retos del futuro desde una sólida perspectiva de 
nuestro pasado, con sus luces y sombras.

Hemos incluido una introducción a cada acuerdo para que el 
lector se familiarice con sus contenidos. También se incluye un ensayo 
sobre el significado histórico de los Acuerdos: antecedentes, compro-
misos, el contexto de su desarrollo, el rol de la cooperación interna-
cional, y algunas reflexiones finales sobre la paz y la gobernabilidad 
democrática.

Para la profundización del contexto y conocer distintas valora-
ciones sobre los Acuerdos, hemos incluido una bibliografía básica 
para los lectores que quieran conocerlos más.

Como todo texto trascendental, los Acuerdos de Paz han sido 
politizados en el debate nacional; así diversos sectores los alaban, 
critican o valoran. Desde la perspectiva institucional e imparcial de 
Fundación Propaz, no nos corresponde hacer una interpretación de 
los Acuerdos; nuestra intención es rescatarlos, divulgarlos y contex-
tualizarlos. Las interpretaciones corresponderán a las visiones ideoló-
gicas, políticas y culturales de cada lector.

Aspiramos a que esta reedición conmemorativa, se constituya 
en un referente de paz y reconciliación entre los guatemaltecos y 
guatemaltecas, que su lectura anime a rechazar las guerras y fortalecer 
la cultura de paz, el bien común, la democracia y la interculturalidad.

Finalmente es preciso indicar que la presente edición toma como 
base para el texto de los Acuerdos el libro La construcción de la paz 
en Guatemala, publicado por Minugua y el Congreso de la República 
en 1997.

Agradecemos la confianza y apoyo del pbf a Fundación Propaz 
al acoger nuestra propuesta con entusiasmo y determinación.

Fundación Propaz
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Presentación

Carlos Alberto Sarti Castañeda
Director Fundación Propaz

La intención de esta presentación es contextualizar los Acuerdos: 
naturaleza, antecedentes y sus principales aportes sustantivos y 
procesales, desde la posición imparcial de Fundación Propaz. Se trata 
de presentarlos, no de interpretarlos.

eL confLicto ArmAdo interno  
(1960-1996)

No podemos entender el surgimiento y características de los Acuerdos 
de Paz, sin mencionar la acumulación histórica de conflictividades, 
los nudos estructurales del desarrollo y los límites y restricciones del 
modelo de democracia en el que vivimos desde hace muchísimos 
años. Como síntesis podemos señalar que Guatemala se gestó como 
un país con profundas conflictividades estructurales, que, en su 
desarrollo, condujeron a crear condiciones para que se diera el 
enfrentamiento militar directo entre estado y grupos insurgentes, a 
partir de los años sesenta.

El conflicto armado interno guatemalteco, como otros conflictos 
de esta naturaleza, se caracterizó por ser una guerra abierta entre el 
Estado y sus instituciones, bajo la tutela del Ejército, y segmentos de 
la sociedad, que no encontraron cauce para satisfacer sus demandas 
en el marco de la normalidad institucional y, por tanto, optaron por 
la lucha armada revolucionaria. Confrontación bélica que duró 36 
años. Todo esto en un contexto internacional en el que emergen otros 
conflictos armados internos en América Latina y en otros continentes, 
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Por lo demás, el conflicto armado guatemalteco se convierte en un 
caso paradigmático de la Guerra Fría global.

36 años de conflicto armado interno lastimaron a todo el corpus 
social guatemalteco. Una guerra de tal magnitud, profundidad y 
cobertura dejó huellas profundas en la psiquis, hábitos, actitudes y 
comportamiento excluyentes y polarizados de todos los sectores 
sociales guatemaltecos, los cuales subsisten, coexisten y se proyectan 
hacia el futuro. La lógica de la guerra: revolucionaria para unos, 
contrainsurgente para otros, marcaron la dinámica nacional y sus 
relaciones internacionales.

Uno de los rasgos más profundos que crea y deja el conflicto es 
la pérdida de confianza mutua, la cual en nuestro caso se exacerba 
dada la desconfianza histórica labrada a través de siglos de relaciones 
asimétricas, racismo y exclusión. En el conflicto armado interno, la 
desconfianza se expresa como rechazo total entre enemigos y búsqueda 
del aniquilamiento del adversario, con el cual ya no cabe platicar o 
negociar. Con todo, llegamos a la negociación al cambiar el contexto 
nacional e internacional, como veremos más adelante.

contAdor A y Los  
Acuerdos de esquiPuLAs i y ii

Un rasgo destacado del proceso de negociación guatemalteco, y del 
posconflicto, ha sido el fuerte compromiso y apoyo de la cooperación 
internacional para acompañar y facilitar el proceso de negociación, 
el cese al fuego, la restructuración institucional y diversas modalidades 
de construcción y consolidación de la paz en todo el territorio nacional. 
A esto cabe sumar el decisivo apoyo político y financiero a la fase de 
construcción y consolidación de la paz desde 1996. Síntesis de este 
apoyo y compromiso fue la organización in situ de la Misión 
Internacional de Naciones Unidas para Guatemala (Minugua), como 
institución de seguimiento verificador del cumplimiento de los 
Acuerdos de Paz.

Las raíces del involucramiento de la cooperación internacional 
en Centroamérica las encontramos en los procesos de Contadora y 
los Acuerdos de Esquipulas ii. Ambas iniciativas buscaban la resolución 
de las guerras internas de Centroamérica por medio de negociaciones 
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regionales y nacionales que dieran fin a los conflictos armados (El 
Salvador, Nicaragua y Guatemala, principalmente).

A inicio de los años ochenta se da un incremento de la 
conflictividad en Centroamérica, cuestión que comienza a preocupar 
a distintos países que deciden prestar sus buenos oficios para ayudar 
a los países centroamericanos a desmontar los conflictos bélicos 
internos, y asegurar que el conflicto no se regionalizara. Cabe recordar 
que ese tensionamiento se da en el contexto de la Guerra Fría, con 
lo cual la preocupación internacional aumenta.

En 1983, se formó el Grupo de Contadora, integrado por Mexico, 
Colombia, Venezuela y Panamá. En 1986, el Grupo de Contadora, 
y el Grupo de Apoyo (Argentina, Brasil, Perú y Uruguay) que se 
sumó al esfuerzo de Contadora, plantearon la necesidad de que los 
países centroamericanos firmaran el Acta de Contadora para la Paz 
y la Cooperación de Centroamérica. Texto que, aunque no se firmó, 
es un antecedente clave para entender el rumbo de las negociaciones 
de paz guatemaltecas.

En este caminar y búsqueda de opciones pacificadoras, en 1986, 
a instancias del entonces presidente de Guatemala, Vinicio Cerezo 
Arevalo, inicia el proceso negociador regional de Esquipulas I, en el 
cual participan los presidentes de los cinco países centroamericanos, 
con el compromiso de lograr la paz en la región y en cada uno de los 
países. En consecuencia, firman el Acuerdo de Esquipulas ii: 
Procedimiento para Establecer la paz firme y Duradera en Centro-
américa, en 1987.

El Acuerdo de Esquipulas ii da un paso más en el sendero de 
las ideas y procesos delineados por el Grupo de Contadora. Entre 
otros, se profundiza en los temas de: reconciliación nacional, 
democratización, la necesidad de realizar elecciones libres y desarrollar 
mecanismos operativos para la implementación de las negociaciones, 
incluida la creación de una comisión internacional de seguimiento 
y verificación.

Esquipulas ii es una propuesta de naturaleza regional que define 
los temas, los mecanismos y los puntos estratégicos que hay que tomar 
en cuenta para ir superando el conflicto y poder negociar la paz en 
cada uno de los países centroamericanos, de acuerdo con sus propias 
características.
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En Guatemala se creó la Comisión Nacional de Reconciliación, 
la cual realizó una destacada labor que contribuyó a abrir nuevos 
espacios a la negociación, al lograr el acercamiento entre el gobierno 
y la urng.

En este contexto, también se desarrolló un variopinto movimiento 
de solidaridad internacional con Centroamérica, encabezado por 
organizaciones no gubernamentales y religiosas de diversos países.

Las propuestas de Contadora y Esquipulas ii no plantearon 
procedimientos de negociación internos, claramente definidos. Faltaba 
que los procesos nacionales maduraran para que cada país desarrollara 
su propio esquema negociador.

Con todo, los aportes conceptuales y procesales del Grupo de 
Contadora y Esquipulas i y ii, fueron insumos importantes para 
iniciar los procesos nacionales de negociación.

Siguiendo el ejemplo de Contadora, en el proceso negociador 
guatemalteco se conformó un grupo de “países amigos” integrado 
por España, Noruega, Colombia, México, Estados Unidos y Venezuela, 
el cual dio apoyo económico y político-diplomático a las negociaciones. 
Por su parte, Naciones Unidas creo la Misión de Verificación de las 
Naciones Unidas (Minugua), la cual se retiró de Guatemala en 2004.

Cabe destacar que el apoyo internacional, principalmente el de 
la onu, fundamentó su accionar en reflexiones conceptuales y 
metodológicas sobre, cómo lograr la paz y luego construir paz.1

eL Proceso de neGociAción  
de LA PAz (1991-1996)

Todo proceso negociador supone, como punto de partida, algún nivel 
de convicción de las partes de que no pueden lograr la victoria militar 

1. El modelo de paz de Naciones Unidas fue el marco conceptual 
-metodológico que fundamento el proceso de paz guatemalteco. Para la 
onu, primero se debe hacer la paz (cese al fuego, desmovilización) y luego 
se construye la paz, bajo diversas modalidades. Véase: Vicens Fisas. Escuela 
de Cultura de Paz (ecp), Cuadernos de construcción de paz #14: Procesos 
de paz comparados. Barcelona, 2010.
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sobre su adversario, y que, en consecuencia, es necesario contemplar 
la opción de negociar.

Ahora bien, visualizar la opción negociadora como posibilidad 
es un proceso que va madurando en la medida en que se crean 
condiciones para que pueda ocurrir. Por lo general, al inicio, las partes 
ven la negociación como una opción B, que les permita ganar tiempo, 
sin abandonar su estrategia de victoria militar. Luego, en la medida 
en que hay más contactos e intercambios entre las partes, y certeza 
de una mediación internacional imparcial, comienzan a visualizar 
que la negociación político-militar es una alternativa real estratégica 
para resolver el conflicto armado interno. En esa medida, el compro-
miso de las partes aumenta, la confianza mutua se profundiza y se 
pasa a negociar con mayor transparencia y determinación, sin olvidar 
cada parte sus objetivos estratégicos.

En los inicios de las negociaciones jugó un papel importante la 
presión internacional y el rechazo de amplios sectores de la sociedad 
guatemalteca a que la guerra continuara. Muchas organizaciones 
sociales, gremiales y políticas se manifestaron contra la guerra y a 
favor de una salida negociada, incluidos algunos sectores empresariales. 
La población civil, principal víctima del conflicto armado interno, 
también veía con buenos ojos que terminara la violencia armada. Se 
genera así presión social sobre las partes.

Dado el llamado de diversas fuerzas políticas internas en contra 
de la continuidad del conflicto y los buenos oficios e iniciativas de 
la cooperación internacional, se dio la posibilidad de reuniones de 
urng con diversos sectores sociales y políticos. La primera, en 1990, 
se realizó en Oslo Noruega entre la urng y la Comisión Nacional 
de Reconciliación. Luego se sucedieron otras reuniones con la 
participación de distintos sectores: El Escorial, España, con los 
partidos políticos; Ottawa, Canadá, con el sector empresarial; Quito, 
Ecuador, con grupos religiosos; Metepec, México, sectores populares 
y sindicales; y la última en Atlixco, México, con organizaciones de 
docentes, académicos, pequeños empresarios y colegios profesionales.2

2. Véase: Acuerdos de Paz. Universidad Rafael Landívar, Instituto de 
Investigaciones Económicas y Sociales. Misión de Verificación de las 
Naciones Unidas en Guatemala (Minugua). Guatemala, 1997.
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Este cúmulo de reuniones permitió informar a diversos sectores 
clave del país sobre la intención negociadora de la urng, desmontar 
algunos prejuicios, generar cierta confianza, y un mayor conocimiento 
por parte de la urng sobre la pluralidad de la sociedad civil 
guatemalteca. En estas reuniones se tuvo intercambios sobre el país, 
el proceso negociador y la paz.

Todo lo anterior, interconectado y con influencias recíprocas, 
permitió ir profundizando las negociaciones. Con todo, la negociación 
fue compleja, dura en algunos momentos, y fluida en otros. Las 
coyunturas nacionales posteriores también condicionaron la dinámica 
interna de la mesa de negociación.

Las negociaciones tuvieron un carácter estratégico de alcance 
nacional, pues se trataba de reconocer, reflexionar y proponer como 
superar los lastres históricos del modelo de desarrollo socioeconómico 
y el sistema político que, en parte, habían dado origen al conflicto 
armado interno.

La agenda de la negociación contemplaba temas sustantivos 
necesarios para construir paz y una nueva institucionalidad. Es decir, 
aquellos temas que se refieren a los grandes obstáculos históricos que 
frenaban el desarrollo equilibrado y democrático de Guatemala. 
Abordarlos y ver cómo se superaban era imprescindible para que en 
Guatemala se diera una paz firme y duradera.

La otra parte de la agenda contemplaba los temas operativos 
que viabilizarían los grandes acuerdos. Entre otros, la desmovilización 
e incorporación de los insurgentes a la vida política institucional del 
país.

En el cronograma de negociación se priorizaron los temas 
sustantivos y luego los operativos. Se abordó, en primer lugar, el qué 
estratégico de la negociación y luego el cómo hacerlo.

Las negociaciones directas entre el Gobierno y la urng comienzan 
en 1991 y terminan en 1996. En este periodo se firmaron 12 acuerdos 
(ver cuadro en la página siguiente). 

Durante el proceso negociador se elaboraron otros documentos: 
particulares, bilaterales, declaraciones, acuerdo entre las partes, de 
organizaciones de sociedad civil y empresariales; también declaraciones 
de países y de mediadores del proceso, todos ellos orientados a facilitar 
las negociaciones. Este acompañamiento multisectorial, nacional e 
internacional, contribuyó a limar asperezas, destrabar algunos enredos 
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Acuer dos fir m A dos en eL  
Proceso de PA z GuAtem A Lteco

Acuerdo Fecha y lugar de firma 

Sustantivos

Acuerdo Marco sobre Democratización para la Búsqueda 
de la Paz por Medios Políticos 

Querétaro, México, 25 de julio de 
1991

Acuerdo Global sobre Derechos Humanos México, D.F., 29 de marzo de 1994

Acuerdo para el Reasentamiento de las Poblaciones 
Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado 

Oslo, Noruega, 17 de junio de 1994

Acuerdo sobre el Establecimiento de la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico de las Violaciones a los Derechos 
Humanos y los Hechos de Violencia que han Causado 
Sufrimientos a la Población Guatemalteca 

Oslo, Noruega, 23 de junio de 1994

Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos 
Indígenas 

México, D.F. 31 de marzo de 1995

Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación 
Agraria 

México, D.F. 6 de mayo de 1996

Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil y Función 
del Ejército en una Sociedad Democrática 

México, D.F. 19 de septiembre de 
1996

Operativos

Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego 
Oslo, Noruega 4 de diciembre de 
1996

Acuerdo sobre Reformas Constitucionales y Régimen 
Electoral 

Estocolmo, Suecia 7 de diciembre 
de 1996

Acuerdo sobre Bases para la Incorporación de la Unidad 
Revolucionaria Nacional Guatemalteca a la Legalidad 

Madrid, España 12 de diciembre 
de 1996

Acuerdo sobre el Cronograma para la Implementación, 
Cumplimiento y Verificación de los Acuerdos de Paz 

Guatemala 29 de diciembre de1996

Acuerdo de Paz Firme y Duradera Guatemala 29 de diciembre 1996

y, en esa medida, un mejor clima entre las partes y los sectores sociales. 
Entre otros documentos podemos señalar: Plan nacional de paz del 
gobierno de Guatemala (octubre 1993); Propuesta de la urng para la 
paz pronta, firme y duradera; Declaración conjunta del Gobierno y la 
urng (marzo 1994); Declaración unilateral de la urng de cese al fuego 
(agosto 1995).3

Cabe destacar que, en estas rondas de contactos y reuniones 
sectoriales, fue importante la incorporación de la Asamblea de la 
Sociedad Civil, como un mecanismo de consulta y reflexión para 
que los negociadores de ambas partes ampliaran sus visiones sobre 
el país, sus supuestos de partida y que conocieran, de manera directa, 

3. Ibid.
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las particularidades y rasgos de los sectores de sociedad civil y sus 
contextos. La Asamblea tuvo mayor permanencia y peso en las 
negociaciones, a pesar de que sus posiciones y recomendaciones no 
fueran vinculantes. Su tarea consistía en discutir la temática sustantiva 
de la negociación, con miras a formular posiciones al respecto. La 
Asamblea de la Sociedad Civil transmitía a las partes y al moderador 
de Naciones Unidas las recomendaciones elaboradas entre ellos. En 
su accionar la Asamblea de la Sociedad Civil funcionó como un 
espacio plural de diálogo social.

Al asumir las partes que las recomendaciones de la Asamblea 
de la Sociedad civil no serían vinculantes, mantuvieron las nego-
ciaciones de forma bilateral. Ampliar las negociaciones con una tercera 
parte, habría complejizado el proceso negociador y los tiempos para 
llegar a acuerdos, que, de por sí, ya eran prolongados.

En tanto proceso, los Acuerdos de Paz se van gestando por 
medio de contactos informales, declaraciones unilaterales o bilaterales 
de buena voluntad, planteamiento sobre su necesidad de parte de 
sectores sociales, centros académicos, Iglesias, universidades y, desde 
la cooperación internacional. Todo esto en el marco de la continuidad 
del conflicto armado que condicionaba la marcha de las negociaciones: 
avances, estancamientos, crisis, ruptura de los contactos y reinicio 
de las conversaciones.

Los momentos cumbre de la negociación fueran las rondas de 
diálogo directo entre las partes, con el apoyo de la facilitación procesal 
de la onu. En dichas reuniones se fue diseñando el procedimiento 
negociador, las temáticas clave del proceso, los conceptos fundamen-
tales y los mecanismos operativos.

El punto clave que viabiliza las negociaciones es la aceptación 
por parte de la urng de que la Constitución de la República es el 
marco jurídico institucional en el cual se darán las negociaciones de 
paz y las transformaciones del país. Supone renunciar a la lucha 
armada como método de asumir el poder político, y que, ahora, el 
camino es la negociación política la que permitirá elaborar un proceso 
de reformas constitucionales y de otro orden, articuladas en un 
proceso único que lleve a la paz firme y duradera.
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secuenciA de Los Acuerdos

El proceso negociador guatemalteco fue muy trabajado y ordenado 
y con una visión de acumulación progresiva.

Una vez logrado un primer nivel de confianza y compromiso 
entre las partes, da inicio el camino de la negociación. Los negociadores 
del Gobierno y de la urng, parten del reconocimiento de que diversas 
fuerzas políticas y sociales se han manifestado contra la continuidad 
del conflicto y por la paz y que eso los compromete. Luego, se definió 
el para qué de la negociación: la búsqueda de la paz por medios 
políticos, el perfeccionamiento de la democracia funcional y parti-
cipativa y un desarrollo y progreso del país para la convivencia 
democrática y el bien común. Lo anterior está contenido en el Acuerdo 
Marco para la búsqueda de la paz por medios políticos.

El siguiente paso fue definir los temas sustantivos, discutirlos, 
llegar a acuerdos y firmarlos para acumularlos como partes indisolubles 
del Acuerdo Final. No es de extrañar, dada la crueldad y deshuma-
nización que supuso el conflicto armado interno, que el primer 
acuerdo sustantivo firmado haya sido el Acuerdo global sobre derechos 
humanos, orientado al funcionamiento, fortalecimiento y consoli-
dación de las instituciones y entidades nacionales de protección y 
promoción de los derechos humanos.

Los siguientes acuerdos firmados fueron: Acuerdo para el 
reasentamiento de la población desarraigada por el enfrentamiento 
armado, el cual busca la elaboración de una estrategia global de 
reasentamiento de la población desarraigada.

Con el interés de reparar y garantizar los derechos humanos, 
se elabora el Acuerdo sobre el establecimiento de la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico, con el objetivo de que el pueblo de Guatemala 
tenga el derecho de conocer la verdad sobre los acontecimientos 
históricos, como condición para el fortalecimiento del proceso 
democratizador. Se establece que la Comisión debe actuar con la 
mayor objetividad, equidad e imparcialidad.

Una de las conflictividades más profundas de la historia de 
Guatemala ha sido la relación entre pueblos indígenas y el Estado. 
De tal manera, los negociadores buscaron la resolución de estas 
tensiones mediante la firma del Acuerdo de identidad y derechos de los 
pueblos indígenas. En él se reconoce, como punto de partida, la 
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discriminación, explotación e injusticias cometidas contra los pueblos 
indígenas por su origen, cultura y lengua. En concordancia con este 
diagnóstico, las partes reconocen y se comprometen a respetar la 
identidad y los derechos políticos, económicos, sociales y culturales 
de los pueblos maya, garífuna y xinca, dentro de la unidad de la 
nación y la indivisibilidad del territorio del Estado guatemalteco, 
como componentes de dicha unidad.

Las negociaciones continuaron abordando otros de los temas 
de mayor conflictividad y profundidad estructural: la situación 
economica del país y la situación agraria en particular. Estas 
negociaciones se recogen en el Acuerdo sobre aspectos socioeconómicos 
y situación agraria, el cual reconoce que el desarrolllo socioeconomico 
requiere de justicia social, como uno de los cimientos de la unidad 
y solidaridad nacional y el crecimiento económico con sostenibilidad.

Dado el papel que el Ejército ha jugado en la estructura del 
poder politico y su involucramiento en el conflicto armado, los 
negociadores contemplaron la necesidad de normar las relaciones 
politicas e institucionales y el rol del Ejército. Esto quedo recogido 
en el Acuerdo sobre el fortalecimiento del poder civil y la función del 
Ejército en una sociedad democrática. El acuerdo enfatiza que el 
fortalecimiento del poder civil pasa por la participación social, lo 
cual requiere aumentar las oportunidades y capacidades de la 
ciudadanía.

Los acuerdos anteriores, de naturaleza sustantiva, conforman 
las bases conceptuales de la negociación, sobre las cuales se pudo 
lograr otros acuerdos orientados a viabilizar los compromisos y 
responsabilidades de las partes. Estos se conocen como acuerdos 
operativos, todos ellos firmados en el año 1996:

Acuerdo sobre el definitivo cese al fuego. Establece el compromiso 
para el cese de actividades militares: ofensivas, por parte de la urng 
y el cese de actividades contrainsurgentes, por parte del Ejército de 
Guatemala. El cese al fuego representó para la sociedad guatemalteca 
el incio de una nueva era de paz y convivencia pacifica. Se visualizaba 
que, a partir de ese momento, se incrementaria la tolerancia, el respeto 
mutuo, y el diálogo como principal herramienta para la resolución 
de conflictos.

Acuerdo sobre reformas constitucionales y régimen electoral. Este 
acuerdo operativo tiene mucha significación sustantiva, pues establece 
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reformas constitucionales relativas al Congreso de la República, al 
Organismo Judicial , a las funciones del presidente y al Ejército de 
Guatemala. Es decir, se trata de reformular la concepción misma de 
los órganos e instituciones del Estado.

Acuerdo sobre bases para la incorporación de la Unidad Revolu
cionaria Nacional Guatemalteca a la legalidad. Dada la voluntad 
expresa de urng de convertir sus fuerzas politico militares en un 
partido politico, este acuerdo norma el proceso de desarme e 
incorporación dentro del marco juridico nacional.

Acuerdo sobre el cronograma para la implementación, cumplimiento 
y verificación de los Acuerdos de Paz. El cronograma es una guía para 
la implementación en el tiempo, de aquellos compromisos contenidos 
en los Acuerdos de Paz, priorizando el establecimiento de las bases 
politicas, institucionales, financieras y técnicas para su cumplimiento. 
Para ello se estableció una Comisión de Acompañamiento.

El Acuerdo de paz firme y duradera cierra el ciclo negociador. Se 
reafirma que los acuerdos alcanzados son de carácter nacional, pues 
han sido avalados por distintos sectores representativos, integrantes 
de la Asamblea de la Sociedad Civil, y fuera de ella. Todos los acuerdos 
anteriores quedan integrados en este acuerdo final.

El acuerdo marco concluye señalando que los Acuerdos de Paz 
son una agenda integral orientada a superar las causas del enfrenta-
miento y sentar las bases de un nuevo desarrollo del país.

Vale la pena recalcar que la metodología de la negociación fue 
trabajar acuerdo por acuerdo, hasta completarlos y luego firmar el 
acuerdo final por la paz firme y duradera, que los contiene a todos. 
Es decir, si bien es cierto que, en términos de la negociación, se debía 
abordar acuerdo por acuerdo, son conceptualmente indivisibles y su 
cumplimiento debe ser articulado y en paralelo.

Por lo general, la estructura del texto de cada acuerdo parte de 
un preámbulo y considerandos, de carácter históricos o contextuales; 
luego se especifica el objetivo de cada acuerdo, se hacen definiciones 
operativas y se explicitan los acuerdos logrados en cada tema. También 
se definen los compromisos asumidos por las partes. En algunos de 
los temas sustantivos se define más la temática del acuerdo, las 
estructuras de seguimiento, sus funciones y alcance de lo acordado. 
En muchos acuerdos se ratifica el rol mediador de Naciones Unidas 
y de otros organismos internacionales y de países en particular.
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Los Acuerdos de Paz son resultado de un proceso político 
negociador, por medio del cual, el Estado guatemalteco, representado 
por cuatro gobiernos y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemal-
teca lograron la paz política.

Se trató de un largo proceso de acercamiento, diálogo y 
negociación que buscaba, como objetivo prioritario, el fin del conflicto 
armado interno, la desmovilización de las fuerzas revolucionarias 
insurgentes y su incorporación al sistema político vigente. Sin embargo, 
el objetivo trascendente era el establecimiento de la gobernabilidad 
democrática, el desarrollo incluyente y la paz social.

Como resultante de una negociación, los Acuerdos de Paz 
combinan cierta dosis de modernización y conservación, articuladas 
en un proceso de reformas del Estado y en las relaciones entre los 
sectores clave de la dinámica nacional.

LA siGnificAción históricA  
de Los Acuerdos de PAz

Los Acuerdos de Paz son significativos en varios aspectos. En primer 
lugar, porque luego de 36 años de conflicto armado interno se logró 
el cese al fuego y el establecimiento de la paz política, por medio de 
la desmovilización de la urng y la superación de la contrainsurgencia 
como política de Estado.

Se abandona así el método revolucionario de toma del poder 
político y cambio radical del sistema. La urng reconoce que el marco 
del proceso de paz sería la Constitución Política de la República. 
También que el proceso de cambio sería de naturaleza reformista y 
pacífico. El estado sería el responsable directo del cumplimiento de 
los Acuerdos. Por su parte, sectores organizados de la sociedad deberían 
participar y apoyarlos. El poder judicial y legislativo también deberían 
acompañar y viabilizar el proceso de paz.

El “espíritu” de los Acuerdos de Paz, es decir, su parte sustantiva, 
estaba orientado hacia la realización de reformas de diverso orden y 
jerarquía, pero con el objetivo de construir y desarrollar la paz firme 
y duradera. Se buscaba que las reformas y cambios en la instituciona-
lidad estatal, permitieran la consolidación de una democracia 
incluyente, plural y multiétnica, con igualdad de oportunidades en 
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el desarrollo económico, un mejor relacionamiento entre el Estado 
y la sociedad, y entre los diversos sectores sociales.

También son significativos, porque los planteamientos de 
reformas y cambios institucionales propuestos se fundamentan en 
un diagnóstico histórico-estructural del pasado de Guatemala, que 
identificó las causas profundas (exclusión, racismo, machismo, 
violencia, concentración de la tierra, etc.) que impedían, o frenaban, 
el desarrollo democrático del país y una economía incluyente.

En términos de orientaciones procesales, los Acuerdos de Paz 
identifican y proponen los temas prioritarios que hay que abordar, 
los procesos, las estructuras y los mecanismos que hay que crear, 
modificar o adecuar para construir la paz firme y duradera y superar 
la situación anterior. En ese sentido, Los Acuerdos de Paz son una 
síntesis de la historia del país hasta 1996; una agenda de futuro y una 
caja de herramientas y metodologías para el logro de los fines 
propuestos.

Su significación también se valora porque recogen y expresan 
los anhelos y demandas de amplios sectores sociales excluidos de la 
política, la democracia y el desarrollo. Principalmente los pueblos 
indígenas, campesinos, mujeres y los sectores empobrecidos de la 
población.

Cobra significación que los Acuerdos no se plantearan volver a 
la normalidad estatal anterior, sino, por el contrario, hacia el desarrollo 
de un país moderno y funcional.

Los Acuerdos orientaron que la transformación debería guiarse 
por el bien común, la prevalencia del Estado de derecho y la múlti-
interculturalidad. En su conjunto, proponen una agenda articulada 
de cambios estructurales y de funcionamiento a diversos niveles, que 
irían creando condiciones para un cambio reformista gradual, pero 
intenso.

Sería la voluntad de cambio de las partes y de los sectores sociales 
lo que marcaría el derrotero de la recomposición estatal pactada: más 
o menos profunda, más o menos amplia, más o menos estructural, 
y con más o menos base social de sustentación.

En su integralidad los Acuerdos de Paz plantean tareas de corto, 
mediano y largo plazo: problemas coyunturales que hay que atender, 
y conflictividades estructurales que hay que resolver.
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La firma de los Acuerdos de Paz inauguró y dieron lugar a una 
coyuntura estratégica de posibilidades, a ser procesadas en el posconflicto, 
con base en los Acuerdos firmados por las partes.

eL PosconfLicto

Toda la visión holística y aspiracional de los Acuerdos, sus propuestas 
de reformas y los mecanismos operativos debían de pasar por la 
prueba de la práctica en el posconflicto, entendido este como el 
periodo posterior a la firma de los Acuerdos y su puesta en marcha.

Como muestra la experiencia histórica internacional, en contexto 
de conflictividades histórico-estructurales profundamente arraigadas, 
no es posible que la firma de acuerdos de paz traiga automáticamente 
la paz. Construir paz y consolidarla es un proceso complejo de carácter 
social, político, étnico-cultural, económico y psicosocial de largo 
plazo, cuyo desarrollo depende de la correlación de fuerzas entre los 
principales actores clave del conflicto y de la construcción de paz.

En este sentido, el posconflicto no es, entonces, el cese de los 
conflictos, pero sí la búsqueda de su resolución en los marcos legales 
e institucionales establecidos por la Constitución y los Acuerdos de 
Paz.

De tal manera, con la firma de los Acuerdos lo que termina es 
la guerra, pero no las conflictividades históricas, ni los conflictos 
puntuales, que deben ser tratados de manera constructiva.

Con la firma de la paz no se accede automáticamente a un 
espacio de paz, sino de confrontación, aunque bajo formas más 
pacíficas. Siguen los conflictos y algunos se amplían y se hacen más 
complejos. Se trata de los conflictos propios de la nueva etapa, pero 
articulados a las viejas conflictividades. Así, la inercia de la conflic-
tividad estructural y de nuevas conflictividades se desparrama 
silenciosamente en el seno de las relaciones sociales. La conflictividad 
mantiene así, su capacidad de erosionar el sentido de unidad del país 
y la interdependencia en las relaciones sociales.

Por eso, es clave en este período cambiar/transformar las 
relaciones conflictivas, tanto entre los protagonistas del conflicto, 
como entre el estado y la sociedad, y al interior de las comunidades, 
organizaciones sociales y empresas. Supone cambios de actitudes y 
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comportamientos sociales arraigados por los prejuicios mutuos y la 
polarización política, social y étnico-cultural.

Cuando los Acuerdos no se cumplen, o sólo de manera parcial 
y desintegrada, el posconflicto se enrumba en el contexto de los 
marcos institucionales tradicionales, con lo cual pierden su capacidad 
para generar cambios y transformaciones de mayor calado. En estas 
condiciones, la política y la toma de decisiones se elitizan y hay una 
incongruencia entre el discurso político que proclama la democracia 
y exalta los Acuerdos de Paz, y la práctica gubernamental, estatal, 
social y empresarial que los desvaloriza recurrentemente.

Aunque, como señalamos en la introducción, la intención de 
esta reedición no es hacer un balance crítico de los Acuerdos, pues 
lo que buscamos es darlos a conocer y no juzgarlos, cabe reconocer 
que actualmente vivimos en un contexto de conflicto social permanente 
y multifacético, a pesar de la firma de la paz hace 26 años. Con todo, 
cabe reconocer importantes avances institucionales y procesales 
derivados de la implementación de los acuerdos de paz.

hAciA LA resiGnificAción de Los Acuerdos

¿Vale aún la pena construir y consolidar la paz en Guatemala, a pesar 
de sus tropiezos en estos 26 años de vigencia de los Acuerdos de paz?

Pese a los contratiempos sufridos, la paz, en nuestro país y en 
el mundo, no pierde vigencia. Todo lo contrario, numerosos aconteci-
mientos en marcha la revisten de mayor urgencia.

En nuestro caso, 36 años de conflicto armado interno se 
resolvieron por medio de la negociación y la firma de acuerdos de 
paz y esa es una enseñanza que debemos seguir aplicando en nuestras 
relaciones intersectoriales y en distintos espacios de relacionamiento 
público y privado, pues la paz expresa la compleja relación entre el 
orden institucional y la capacidad de resolver conflictos y conflic-
tividades estructurales.

Desde nuestro punto de vista como constructores de paz, una 
de las tareas centrales es resignificar los Acuerdos de Paz y adaptarlos 
a las nuevas circunstancias nacionales y globales. Resignificar 
creativamente los Acuerdos es rescatar y desarrollar el “espíritu” de 
los mismos y de proyectarlos como agendas de paz a futuro.
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Esperamos que esta reedición contribuya a ese propósito, pues 
es necesario conocer comprender y asumir de nuevo los Acuerdos de 
paz, no sólo desde la lógica estatal, sino como parte de la agenda 
social.

El texto debe ser retomado y resignificado desde la experiencia 
de estos 26 años de implementación. Es decir, conscientes de que hay 
nuevas realidades, relaciones y circunstancias nacionales y globales 
que determinan y demandan nuevos abordajes.

Los Acuerdos no fueron, ni deben ser, una receta para aplicar 
en el futuro. Se trata, más bien, de un texto enraizado en la historia, 
de naturaleza inspiracional, y propositiva para encontrar colectiva-
mente los mayores consensos posible sobre el futuro de nuestro país. 
Se trata de explorar nuevas formas de unidad y de paz social.

Desde la lógica de Fundación Propaz, decíamos hace cinco años, 
en ocasión del 20 aniversario de la firma de los Acuerdos de paz que 
“Resignificar es actualizar el diagnóstico, investigar sobre lo que ha 
cambiado y lo que se mantiene, lo que sigue siendo válido y proponer 
nuevas interpretaciones y procesos de paz a distintos niveles”.4

Desde el espíritu de los Acuerdos, de sus propuestas sustantivas 
y procesales y nuestra experiencia institucional queremos esbozar 
algunas ideas sobre construcción de paz que permita establecer una 
Agenda Nacional de Paz Siglo xxi:

Construir paz no es asumir una actitud pasiva o acomodaticia. 
Tampoco supone el mantenimiento conservador del statu quo actual. 
Por el contrario, la construcción de paz es un proceso dinámico y 
transformador, que supone la participación y compromiso de todas 
y todos por el cambio social constructivo.

La paz es una consecuencia de cambios y transformaciones que 
permiten el desarrollo de la democracia participativa, el arraigo social 
y estatal del bien común, de la justicia, de la vigencia de los derechos 
humanos y de la disolución de las causas que dieron origen al conflicto 
armado interno.

Esta perspectiva nos invita a pensar que la paz no es un “estado 
final” estático, sino una continua evolución y un desarrollo de la 
totalidad de las relaciones sociales.

4. Véase: Resignificación de los Acuerdos de Paz. Fundación Propaz, Guatemala, 
2017
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Cabe advertir que los caminos de la paz se dan en el marco de 
un sistema y estructura de poder asimétrico, que condiciona que la 
marcha por la paz no sea una ruta ascendente sin conflictos, sino un 
proceso contradictorio que permite avances, pero también retrocesos, 
momentos estáticos y crisis.

Establecer las vías de consolidación de la paz es importante para 
clarificar objetivos, etapas, mecanismos y metodologías.

La agenda de la paz tendrá viabilidad si lo impulsa un estado /
gobierno legítimo y transformador. Acompañado por un vigoroso 
movimiento social plural por la Paz y el accionar de organizaciones 
especializadas en construcción de paz que la impulsen.

Desde nuestra experiencia, la paz es una cualidad que emerge 
cuando las personas y las relaciones humanas se encuentran en armonía 
y equilibrio. La paz también emerge en nuestras relaciones con la 
naturaleza y el cosmos.

Desde esta perspectiva, hay que ver la paz en sentido amplio, 
es decir como: valor, visión, inspiración, búsqueda y concreción 
posible. Lograr paz es entonces, una responsabilidad personal, social 
y universal.

Al asumir la paz como misión personal e institucional, debemos 
estar conscientes que es la incertidumbre el contexto en el que 
mantenemos la referencia de la paz. Debemos ser capaces de movernos 
en la ambigüedad de lo cotidiano, pero con la certeza que da la visión 
de búsqueda de la paz; articular la tensión que supone la trama de 
la construcción con la visión y el diseño.

Para Fundación Propaz, construir paz supone el rescate de la 
memoria histórica, el conocimiento de los nuevos factores emergentes 
y su proyección hacia el futuro.
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Acuerdo de Querétaro 
Acuerdo Marco sobre Democratización para 
la Búsqueda de la Paz por Medios Políticos

resumen

País y fecha de la firma: Querétaro, México, D.F. 25 de 
julio de 1991.

firmAntes

	● Delegación del gobierno de Guatemala: ministros, coman-
dan tes de las brigadas del Ejército y cuerpos policiales, 
ase sores de gobierno;

	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Comisión Político Diplomática;
	● Conciliador y representantes de la Comisión Nacional de 

Reconcialicíón;
	● Delegación de las Naciones Unidas (onu).

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
	● Que las fuerzas políticas y diversos sectores que conforman 

la sociedad guatemalteca han manifiestan su interés por la 
con secución de la paz, la democracia y la justicia social. Se 
re conoce que hay un reclamo social y político para que se 
ter mine el conflicto armado interno.

	● En concordancia con este sentir, el gobierno de la República 
de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guate-
mal teca (urng) se comprometen a desarrollar un proceso 
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de negociaciones que tiene como objetivo final la búsqueda 
de la paz por medios políticos, el perfeccionamiento de la 
democracia funcional y participativa y acordar bases sobre 
las cuales se consolide el desarrollo y progreso del país para 
ase gurar así la convivencia democrática y la consecución 
del bien común.

comPromisos y ALcAnces

	● Puntualización de que los acuerdos políticos producto de 
las negociaciones deben reflejar las legítimas aspiraciones 
de todos los guatemaltecos y conducir a medidas insti tucio-
na les, y reformas constitucionales ante el Congreso de la 
Re pública, dentro del marco y espíritu de la Constitución 
Po lítica de la República de Guatemala y de los Acuerdos 
de Oslo, El Escorial y México.

	● Definición de algunas consideraciones y condiciones funda-
men tales que guiarán el proceso negociador. Entre otras: 
la preeminencia de la sociedad civil, el funcionamiento 
efec tivo de un Estado de derecho, el respeto irrestricto a 
los derechos humanos, el reconocimiento de la identidad 
de los pueblos indígenas, el reasentamiento de las poblaciones 
de sarraigadas, eliminar la represión política, fraudes e 
imposiciones electorales, acciones desestabilizadoras antide-
mocrá ticas, subordinación de las fuerzas armadas al poder 
ci vil y garantizar y promover la participación de la sociedad 
civil.

	● El desarrollo de pautas político institucionales para guiar 
las negociaciones y los temas de los demás acuerdos. Por 
ejem plo, el desarrollo de la vida institucional democrática; 
eli minar para siempre la represión política, el fraude e im-
posición electoral, los golpes de Estado y presiones militares 
y las acciones desestabilizadoras antidemocráticas. El acceso 
y goce de todos los guatemaltecos a los beneficios de la pro-
ducción nacional y recursos de la naturaleza que debe basarse 
en principios de justicia social.

	● Al final se enfatiza que este acuerdo se consignará y formará 
parte del Acuerdo de Paz Firme y Duradera y servirá de 
mar co para el tratamiento de los demás temas de negociación 
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con las peculiaridades y especificidades que a cada uno co-
rresponde.

concLusión

Este acuerdo se constituye en el punto de partida de las 
ne gociaciones directas y mediadas entre las partes en conflicto; 
de fine el objetivo final de las negociaciones: la búsqueda de la 
paz; los medios políticos para desarrollar la agenda de la paz, 
y las condiciones que hay que ir desarrollando para llegar a una 
de mocracia funcional y participativa y el desarrollo y progreso 
de Guatemala.

Contenido del Acuerdo

Con el propósito de alcanzar los objetivos trazados en el Acuerdo de 
Es quipulas II del 7 de agosto de 1987 y de conformidad con el Acuerdo 
de Oslo del 30 de marzo de 1990, las delegaciones del Gobierno de 
la República de Guatemala y de la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (urng), habiendo continuado las negocia ciones bajo 
la conciliación del presidente de la Comisión Nacional de Reconcilia-
ción (cnr), monseñor Rodolfo Quezada Toruño, en virtud del Acuerdo 
de Oslo, con la participación de la Comisión Nacional de Reconcilia-
ción (cnr) y bajo la observación del repre sentante del Secretario ge-
neral de las Naciones Unidas, Doctor Francesc Vendrell y dejando 
cons tancia por este medio de los acuerdos a que han llegado en re-
lación al tema Democratización del Acuerdo del temario general, 
apro bado en la Ciudad de México el 26 de abril del corriente año.

Consideran que:

1. Las fuerzas políticas y los diversos sectores que conforman la 
so ciedad guatemalteca se han manifestado por la consecución 
de la paz, la democracia y la justicia social.

2. El gobierno de la República de Guatemala y la Unidad Revo-
lucionaria Nacional Guatemalteca (urng) han convenido en 
desarrollar un proceso de negociaciones que tiene como objetivo 
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final la búsqueda de la Paz por medios políticos, el perfecciona-
miento de la democracia funcional y participativa y acordar 
ba ses sobre las cuales se consolide el desarrollo y progreso del 
país para asegurar así la convivencia democrática y la consecución 
del bien común.

3. El tratamiento del tema de la democratización permite construir 
el marco general que inscriba de manera coherente los demás 
te mas señalados para el proceso de negociaciones.

4. Guatemala requiere de medidas que aseguren el desenvolvimiento 
de la democratización en lo político, económico, social y cultural. 
El Gobierno de la República de Guatemala reconoce su responsa-
bilidad de aplicar medidas que respondan a los intereses de la 
po blación y que aseguren la democratización del país

5. Los procedimientos y los acuerdos resultantes de la discusión 
del temario general aprobados en México, son fundamentales 
pa ra el proceso de perfeccionamiento de la democracia funcional 
y participativa, por lo que el Conciliador debe informar del 
con tenido de los mismos al pueblo de Guatemala, de manera 
objetiva y equitativa.

6. Los acuerdos políticos a que lleguen el Gobierno de la República 
de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalte-
ca (urng) deben reflejar las legítimas aspiraciones de todos los 
gua temaltecos y conducir a medidas institucionales, y a proponer 
re formas constitucionales ante el Congreso de la República, 
den tro del marco y espíritu de la Constitución Política de la 
República de Guatemala y de los Acuerdos de Oslo, el Escorial 
y México.

En consecuencia, el Gobierno de la República de Guatemala y 
la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (urng)

Acuerdan:

i. Que el fortalecimiento de la democracia funcional y participativa 
re quiere:
a) La preeminencia de la sociedad civil.
b) El desarrollo de la vida institucional democrática.
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c) El funcionamiento efectivo de un estado de derecho.
d) Eliminar para siempre la represión política, el fraude e im-

po sición electoral, las asonadas y presiones militares y las 
acciones desestabilizadoras antidemocráticas.

e) El respeto irrestricto de los derechos humanos.
f ) La subordinación de la función de las fuerzas armadas al 

po der civil.
g) El reconocimiento y respeto a la identidad y derechos de 

los pueblos indígenas.
h) El acceso y goce de todos los guatemaltecos a los beneficios 

de la producción nacional y recursos de la naturaleza que 
de be basarse en principios de justicia social.

i) El efectivo reasentamiento de las poblaciones desarraigadas 
por el enfrentamiento armado interno.

ii. Que la democratización requiere garantizar y promover la parti-
cipación, en forma directa o indirecta, de la sociedad civil en 
general en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas 
del Gobierno en los diferentes niveles administrativos reconocien-
do el derecho de todos los grupos sociales constitutivos de la 
Nación, a desarrollarse en relaciones de trabajo justas y equitati-
vas, en sus formas propias culturales y de organización, en un 
ple no respeto a los derechos humanos y a la ley.

iii. Que el presente Acuerdo debe ser divulgado ampliamente al 
pue blo de Guatemala y en particular a los sectores dialogantes 
en las reuniones que se produjeron en cumplimiento del acuerdo 
de Oslo y el Diálogo Nacional, debiendo ser informados por el 
Con ciliador para procurar su adecuada comprensión.

iv. Este acuerdo se consignará y formará parte del Acuerdo de Paz 
fir me y duradera y servirá de marco para el tratamiento de los 
demás temas de negociación con las peculiaridades y especifi-
cidades que a cada uno corresponde.

Querétaro, México, D.F. 25 de julio de 1991
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Por el Gobierno de la República de Guatemala

Licenciado Manuel Conde Orellana 
Secretario General de la Presidencia de la República

Ingeniero Manolo Bendfeldt Alejos 
Ministro de Desarrollo Urbano y Rural

Licenciado Fernando Hurtado Prem 
Ministro de Gobernación

General de Brigada José Domingo García Samayoa 
Subjefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional

General de Brigada Mario René Enríquez Morales 
Comandante de la Brigada Militar Guardia de Honor

Coronel dem Julio A. Balconi Turcios 
Comandante de la Policía Militar Ambulante

Coronel dem Marco A. González Taracena 
Director de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa Nacional

Licenciado Ernesto Viteri Echeverría 
Consejero Específico de la Presidencia de la República

Ingeniero Rubén Amílcar Burgos Solís 
Consejero Específico de la Presidencia de la República

Señor José Luis Asensio Aguirre 
Asesor del Presidente de la República
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Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(urng)

Comandancia General

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Gaspar Ilóm

Comandante Rolando Morán

Comisión Político Diplomática

Doctor Luis Becker Guzmán

Doctor Francisco Villagrán Muñoz

Licenciado Miguel Angel Sandoval

Licenciado Mario Castañeda 
Asesor

Por la Comisión Nacional de Reconciliación

Señora Teresa Bolaños de Zarco

Profesor Alfonso Cabrera Hidalgo

Licenciado Mario Permuth Listwa

Licenciado Oliverio García Rodas

Monseñor Rodolfo Quezada Toruño  
(Conciliador) 

Presidente de la Comisión Nacional de Reconciliación
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Por la Organización de las Naciones Unidas

Doctor Francesc Vendrell 
Representante del Secretario General de las Naciones Unidas
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Acuerdo Global  
sobre Derechos Humanos

resumen

País y fecha de la firma: México, D. F. 29 de marzo de 
1994

firmAntes

	● Delegación del Gobierno de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
	● La voluntad del Gobierno de Guatemala y de la Unidad 

Revolucionaria Nacional Guatemalteca para aplicar este 
Acuerdo en consonancia con las disposiciones constituciona-
les y tratados internacionales; también se subraya el irrestricto 
res peto por los derechos humanos de las y los guatemaltecos 
por parte del Estado y la urng. Para ambas partes, es de 
vital importancia el funcionamiento, fortalecimiento y 
conso lidación de las instituciones y entidades nacionales 
de protección y promoción de los derechos humanos.



10 Los Acuerdos de Paz de Guatemala

comPromisos y ALcAnces

	● En el Acuerdo las partes puntualizan el compromiso del 
go bierno de Guatemala con los derechos humanos y con el 
for talecimiento y funcionamiento, con autonomía y recursos 
adecuados de las instancias creadas para el efecto, definiendo 
cla ramente sus funciones.

	● El reconocimiento de que el gobierno de Guatemala debe 
to mar medidas en contra de la impunidad y el acceso a la 
jus ticia de parte de las víctimas del conflicto armado.

	● Se recalca la importancia de que no existan cuerpos de se-
guridad ilegales ni aparatos clandestinos, se reconoce que 
el servicio militar debe ser un derecho cívico y no forzado.

	● Se resalta la importancia y el compromiso por proveer de 
ga rantías y protección a las personas y entidades que se 
cons tituyan como defensoras de derechos humanos.

	● Se enfatiza la intención de las partes de que todos los 
acuerdos sean verificados por la Organización de las Naciones 
Uni das. En tal sentido, acuerdan solicitar al secretario ge-
neral de la Organización de las Naciones Unidas la el envio 
de una misión de verificación de derechos humanos y del 
cum plimiento de los compromisos del acuerdo. La misión 
(Minugua) será un componente de la verificación global 
del Acuerdo de paz firme y duradera. Las Partes coinciden 
en reconocer la necesidad de que la verificación internacional 
con tribuya a fortalecer los mecanismos constitucionales 
per manentes y a otras entidades gubernamentales y no gu-
bernamentales nacionales de protección de los derechos 
humanos El acuerdo establece el alcance y funciones de la 
Misión y su relación con el gobierno y la urng y la población 
guatemalteca.

concLusión

En este acuerdo se explicita la voluntad política del gobierno 
de Guatemala y la urng de negociar en el marco de la Consti-
tución de la Republica y disposiciones constitucionales vigentes 
en materia de derechos humanos, tratados, convenciones e ins-
trumentos internacionales.
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Contenido del Acuerdo

Preámbulo

Teniendo en cuenta las disposiciones constitucionales vigentes en 
ma teria de derechos humanos y los tratados, convenciones y otros 
ins trumentos internacionales sobre la materia de los que Guatemala 
es parte;

Considerando la voluntad del Gobierno de Guatemala y de la 
Uni dad Revolucionaria Nacional Guatemalteca para que el Acuerdo 
de Derechos Humanos y de Verificación Internacional se aplique en 
con sonancia con las citadas disposiciones constitucionales y tratados 
in ternacionales;

Teniendo presente el compromiso del Gobierno de Guatemala 
de respetar y promover los derechos humanos, conforme al mandato 
cons titucional;

Considerando igualmente que la Unidad Revolucio naria Na-
cional Guatemalteca asume el compromiso de respetar los atributos 
in he rentes a la persona humana y de concurrir al efectivo goce de 
los derechos humanos;

Reconociendo la importancia de las instituciones y entidades 
na cionales de protección y promoción de los derechos humanos, así 
co mo la conveniencia de fortalecerlas y consolidarlas;

El Gobierno de la República de Guatemala y la Unidad Re-
volucionaria Nacional Guatemalteca (urng), en adelante “las Partes”, 
acuerdan:

1. Compromiso general con los derechos humanos
1.1. El Gobierno de la República de Guatemala reafirma su 

ad hesión a los principios y normas orientadas a garantizar 
y proteger la plena observancia de los derechos humanos, 
así como su voluntad política de hacerlos respetar.

1.2. El Gobierno de la República de Guatemala continuará 
im  pul sando todas aquellas medidas orientadas a promover 
y perfeccionar las normas y mecanismos de protección de 
los derechos humanos.
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2. Fortalecimiento de las instancias de protección de los 
derechos humanos
2.1. Las Partes consideran que cualquier comportamiento que 

li  mite, restrinja o atente contra las funciones que en materia 
de derechos humanos tienen asignados el Organismo Ju-
dicial, el Procurador de los Derechos Humanos y el Mi-
nisterio Público, socava principios fundamentales del 
Es tado de derecho, por lo que dichas instituciones deben 
ser respaldadas y fortalecidas en el ejercicio de tales funcio-
nes.

2.2. En lo que respecta al Organismo judicial y al Ministerio 
Pú blico, el Gobierno de la República de Guatemala reitera 
su voluntad de respetar su autonomía y de proteger la li-
ber tad de acción de ambos frente a presiones de cualquier 
tipo u origen, a fin de que gocen plenamente de las garantías 
y medios que requieran para su eficiente actuación.

2.3. En lo referente al Procurador de los Derechos Humanos, 
el Gobierno de la República de Guatemala continuará 
apo yando el trabajo del mismo para fortalecer dicha insti-
tución, respaldando su accionar y promoviendo las reformas 
nor mativas que fueren necesarias para el mejor cumpli-
miento de sus atribuciones y responsabilidades. El Gobierno 
de la República de Guatemala apoyará las iniciativas ten-
dien tes a mejorar las condiciones técnicas y materiales con 
que pueda contar el Procurador de los Derechos Humanos 
pa ra cumplir con sus tareas de investigación, vigilancia y 
se  guimiento de la plena vigencia de los derechos humanos 
en Guatemala.

3. Compromiso en contra de la impunidad
3.1. Las Partes coinciden en que debe actuarse con firmeza 

con  tra la impunidad. El Gobierno no propiciará la adopción 
de medidas legislativas o de cualquier otro orden, orientadas 
a impedir el enjuiciamiento y sanción de los responsables 
de violaciones a los derechos humanos.

3.2. El Gobierno de la República de Guatemala promoverá 
an te el Organismo Legislativo, las modificaciones legales 
ne  ce sarias en el Código Penal para la tipificación y sanción, 
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co  mo delitos de especial gravedad, las desapariciones for-
zadas o involuntarias, así como las ejecuciones sumarias 
o extrajudiciales. Asimismo, el Gobierno promoverá en la 
comunidad internacional el reconocimiento de las desapari-
ciones forzadas o involuntarias y de las ejecuciones sumarias 
o extrajudiciales como delitos de lesa humanidad.

3.3. Ningún fuero especial o jurisdicción privativa puede escu-
dar la impunidad de las violaciones a los derechos hu manos.

4. Compromiso de que no existan cuerpos de seguridad 
ile gales y aparatos clandestinos; regulación de la por-
tación de armas
4.1. Para mantener un irrestricto respeto a los derechos huma-

nos, no deben existir cuerpos ilegales, ni aparatos clandes-
tinos de seguridad. El Gobierno de la República reconoce 
que es su obligación combatir cualquier manifestación de 
los mismos.

4.2. El Gobierno de la República de Guatemala reitera el 
compromiso de continuar la depuración y profesionaliza-
ción de los cuerpos de seguridad. Asimismo, expresa la 
ne  cesidad de continuar adoptando e implementando me-
di das eficaces para regular en forma precisa la tenencia, 
por  tación y uso de armas de fuego por particulares de 
con formidad con la ley.

5. Garantías para las libertades de asociación y de movi-
miento
5.1. Ambas partes coinciden en que las libertades de asocia-

ción, mo vi miento y locomoción son derechos humanos 
internacional y constitucionalmente reconocidos, que de-
ben ejercerse de acuerdo con la ley y tener plena vigencia 
en Guatemala.

5.2. Al Procurador de los Derechos Humanos, en ejercicio de 
sus atribuciones, corresponde constatar si miembros de los 
co mités voluntarios de defensa civil han sido obligados a 
pertenecer a los mismos contra su voluntad o si han violado 
los Derechos Humanos.
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5.3. El Procurador de los Derechos Humanos, ante las denuncias 
que se le presenten, realizará de inmediato las investigacio-
nes que sean necesarias. Para la finalidad anterior, luego 
de informar públicamente sobre la necesidad de que dichos 
co mités sean voluntarios y respetuosos de la ley y los dere-
chos humanos, efectuará consultas en las poblaciones 
cui dando de que, en tal caso la voluntad de los miembros 
de los comités se exprese libremente y sin presión alguna.

5.4. Sobre la base de las transgresiones a la voluntariedad o al 
or den jurídico que fueren comprobadas, el Procurador 
adoptará las decisiones que considere pertinentes y promo-
verá las acciones judiciales o administrativas correspondien-
tes, para sancionar las violaciones a los derechos humanos.

5.5. El Gobierno de la República unilateralmente declara que 
no alentará la organización, ni armará nuevos comités vo-
lun tarios de defensa civil, en todo el territorio nacional, 
siempre y cuando no existan hechos que los motiven. Por 
su, parte, la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
va lora la declaración unilateral del Gobierno como una 
positiva expresión de voluntad para alcanzar la paz y faci-
litará los propósitos de dicha declaración.

5.6. Los vecinos afectados acudirán al alcalde municipal, quien 
al mismo tiempo convocará a una reunión pública y llamará 
al Procurador de los Derechos Humanos para que verifique, 
por todos los medios a su alcance, tanto la voluntariedad 
co mo la decisión de los vecinos.

5.7. Ambas partes convienen en que otros aspectos de los 
comités voluntarios de defensa civil, se abordarán posterior-
mente cuando se traten otros puntos del temario general.

5.8. Las Partes reconocen la labor educativa y divulgativa reali-
zada por la Procuraduría de los Derechos Humanos y so-
li citan incluir en la misma la información sobre el contenido 
y los alcances del presente acuerdo.

6. Conscripción militar
6.1. La conscripción para el servicio militar obligatorio no debe 

ser forzada, ni motivo de violación a los Derechos Humanos 
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y, por lo mismo, manteniendo su carácter de deber y dere-
cho cívico, debe ser justa y no discriminatoria.

6.2. Con ese fin, por su parte el Gobierno de la República de 
Gua temala continuará adoptando e implementando las 
de cisiones administrativas necesarias y promoverá, lo antes 
po sible y en el espíritu de este acuerdo, una nueva ley de 
ser vicio militar.

7. Garantías y protección a las personas y entidades que 
trabajan en la protección de los derechos humanos
7.1. Las Partes coinciden en que todos los actos que puedan 

afec tar las garantías de aquellos individuos o entidades 
que trabajan en la promoción y tutela de los derechos hu-
ma nos, son condenables.

7.2. En tal sentido, el Gobierno de la República de Guatemala 
to mará medidas especiales de protección, en beneficio de 
aquellas personas o entidades que trabajan en el campo 
de los derechos humanos. Asimismo, investigará oportuna 
y exhaustivamente las denuncias que se le presenten, rela-
tivas a actos o amenazas que los pudieren afectar.

7.3. El Gobierno de la República de Guatemala, reitera el com-
promiso de garantizar y proteger en forma eficaz la labor 
de los individuos y entidades defensoras de los derechos 
hu manos.

8. Resarcimiento y/o asistencia a las víctimas de violaciones 
a los derechos humanos
8.1. Las Partes reconocen que es un deber humanitario resarcir 

y/o asistir a las víctimas de violaciones a los Derechos Hu-
ma nos. Dicho resarcimiento y/o asistencia se harán efectivos 
a través de medidas y programas gubernamentales, de 
ca rác ter civil y socioeconómico, dirigidos en forma priori-
taria a quienes más lo requieran, dada su condición eco-
nómi ca y social.

9. Derechos humanos y enfrentamiento armado interno
9.1. Mientras se firma el acuerdo de paz firme y duradera, am-

bas Partes reconocen la necesidad de erradicar los sufrimien-
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tos de la población civil y de respetar los derechos humanos 
de los heridos, capturados y de quienes han quedado fuera 
de combate.

9.2. Estas declaraciones de las Partes no constituyen un acuerdo 
es  pecial, en los términos del artículo 3 (común), numeral 
2, párrafo 2, de los Convenios de Ginebra de 1949.

Verif icación internacional por la  
Organización de las Naciones Unidas

1. Las Partes reafirman la decisión expresada en el acuerdo marco 
del 1 0 de enero de 1994 para que todos sus acuerdos deban ir 
acom  pañados de mecanismos de verificación apropiados, nacio-
na   les e internacionales, y que estos últimos estén a cargo de la 
Or ganización de las Naciones Unidas.

2. En este contexto, las Partes acuerdan solicitar al Secretario Ge-
ne ral de la Organización de las Naciones Unidas la organiza ción 
de una misión de verificación de derechos humanos y del cum-
pli miento de los compromisos del acuerdo. La misión será un 
com ponente de la verificación global del acuerdo de paz fir me 
y duradera que las Partes se comprometieron a firmar en el plazo 
más breve posible en el transcurso del presente año .

3. Las Partes reconocen la importancia del papel que compete a 
las instituciones nacionales encargadas de la vigencia, observancia 
y garantía de los derechos humanos, tales como el Organismo 
Ju dicial, el ministerio Público y el Procurador de los Derechos 
Hu  manos, y recalcan en particular el papel de este último.

4. Las Partes convienen en solicitar al Secretario General de las 
Na  ciones Unidas que la misión de verificación del acuerdo se 
es  tablezca teniendo en cuenta lo siguiente:

Funciones
5. En la verificación de los derechos humanos, la misión cumplirá 

las siguientes funciones:
 • Recibir, calificar y dar seguimiento a las denuncias sobre 

even  tuales violaciones de los derechos humanos.
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 • Comprobar que los organismos nacionales competentes 
efec  túen las investigaciones que sean necesarias de manera 
au  tónoma, eficaz y de acuerdo con la Constitución Política 
de la República de Guatemala y las normas internacionales 
so  bre derechos humanos.

 • Pro nunciarse sobre la existencia o inexistencia de la violación 
a los Derechos Humanos con base a los elementos de juicio 
que pueda obtener en el ejercicio de las facultades contenidas 
en el párrafo 10, incisos a), b), c) y d), tomando en considera-
ción las investigaciones que realicen las instituciones constitu-
cionales competentes.

6. En la verificación de los otros compromisos contenidos en el 
pre  sente acuerdo, la misión determinará su cabal cumplimiento 
por las Partes.

7. De acuerdo con el resultado de sus actividades de verificación, 
la misión hará recomendaciones a las Partes, en particular sobre 
me  didas necesarias para promover la plena observancia de los 
de  rechos humanos y el fiel cumplimiento del conjunto del pre-
sen te acuerdo.

8. Se crearán instancias bilaterales de diálogo entre la misión y 
ca  da una de las Partes para que éstas formulen observaciones 
so  bre las recomendaciones de la misión y para agilizar la toma 
de las medidas arriba mencionadas.

9. La misión informará regularmente al Secretario General de las 
Na  ciones Unidas, quien informará a las instancias competentes 
de este organismo. Copias de estos informes se remitirán a las 
Par tes.

10. La Misión está facultada para:
 • Asentarse y desplazarse libremente por todo el territorio 

na  cional;
 • Entrevistarse libre y privadamente con cualquier persona o 

gru  po de personas para el debido cumplimiento de sus fun-
ciones;

 • Realizar visitas libremente y sin previo aviso cuando lo es-
ti me necesario para el cumplimiento de sus funciones, a las 
de pendencias del Estado así como a los campamentos de la 
Uni dad Revolucionaria Nacional Guatemalteca;
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 • Recoger la información que sea pertinente para el cumpli-
mien to de su mandato.

11. La Misión podrá dirigirse a la opinión pública a través de los 
me  dios masivos de comunicación para difundir información 
re  lacionada con sus funciones y actividades.

12. En la verificación de la observancia de los derechos humanos, 
la misión otorgará particular atención a los derechos a la vida, 
la integridad y la seguridad de la persona, a la libertad individual, 
al debido proceso, a la libertad de expresión, a la libertad de 
mo  vimiento, a la libertad de asociación y a los derechos políticos.

13. La misión tendrá en cuenta en el desarrollo de sus funciones la 
si  tuación de los grupos sociales más vulnerables de la sociedad 
y a la población directamente afectada por el enfrentamiento 
ar  mado (incluyendo los desplazados, refugiados y retornados).

14. Las actividades de la misión se referirán a hechos y situaciones 
pos  teriores a su instalación.

15. A los efectos de la ejecución del compromiso general con los 
de  rechos humanos, (Capítulo I del presente acuerdo), las Partes 
en  tienden por derechos humanos los que se encuentran recono-
ci dos en el ordenamiento jurídico guatemalteco, incluidos los 
tra   tados, convenciones y otros instrumentos internacionales 
so bre la materia de los que Guatemala es parte.

Cooperación y apoyo a las instancias nacionales de 
protección de los derechos humanos

16. Las Partes coinciden en reconocer la necesidad de que la verifica-
ción internacional contribuya a fortalecer los mecanismos cons-
titucionales permanentes y a otras entidades gubernamenta les 
y no gubernamentales nacionales de protección de los derechos 
hu  manos. Con el propósito de respaldarlas, la misión de verifi-
ca ción tendrá la capacidad para:
 • Cooperar con las instituciones y entidades nacionales en 

to  do lo necesario para la efectiva protección y promoción 
de los derechos humanos y en particular propiciar programas 
de cooperación técnica y realizar actividades de fortaleci-
mien to institu cional;
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 • Ofrecer su apoyo al Organismo Judicial y sus organismos 
au  xiliares, al Ministerio Público, al Procurador de los De-
re chos Humanos y a la Comisión Presidencial de los Derechos 
Hu manos para contribuir al perfeccionamiento y consolida-
ción de instancias nacionales de protección de los derechos 
hu manos y del debido proceso legal;

 • Pro mover la cooperación internacional técnica y financiera 
re  querida para fortalecer la capacidad del Procurador de los 
De  rechos Humanos y de otras instituciones y entidades 
na cionales para el cumplimiento de sus funciones en materia 
de derechos humanos;

 • Contribuir al fomento de una cultura de observancia de los 
de  rechos humanos en cooperación con el Estado y las diversas 
ins  tancias de la sociedad.

Duración y estructura de la misión
17. La misión se establecerá inicialmente por un año y su mandato 

po  drá ser renovado.
18. La misión de verificación estará dirigida por un jefe, nombrado 

por el Secretario General de las Naciones Unidas, quien contará 
con los funcionarios y expertos internacionales y nacionales de 
di versas especialidades que le sean necesarios para el cumplimien-
to de los propósitos de la misión. El Gobierno de Guatemala y 
la misión suscribirán el acuerdo de sede correspondiente, de 
con  formidad con la Convención de Viena sobre privilegios e 
in  munidades diplomáticas de 1946.

Puesta en marcha de la misión  
de verif icación internacional
19. Teniendo en cuenta su voluntad de promover los derechos huma-

nos en el país, así como el hecho que las disposiciones del pre-
sen te acuerdo reflejan derechos constitucionales ya recogidos 
en el ordenamiento jurídico guatemalteco, y considerando el 
pa  pel de la misión internacional de fortalecimiento de las institu-
cio nes y entidades nacionales de protección de los derechos 
hu  manos, en particular el Procurador de los Derechos Humanos, 
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las Partes reconocen la conveniencia que, a título excepcional, 
la verificación del acuerdo de los derechos humanos empiece 
an tes de la firma del acuerdo de paz firme y duradera.

20. Siendo que la misión de verificación iniciará sus funciones antes 
que finalice el enfrentamiento armado, y por lo tanto mientras 
sub  sisten operaciones militares, la misión concertará los arreglos 
de seguridad necesarios.

21. Las Partes acuerdan solicitar de inmediato al Secretario General 
de las Naciones Unidas que envíe a la brevedad una misión 
pre  liminar para que prepare, en coordinación con las Partes, el 
es  tablecimiento de la misión al más breve plazo, así como para 
una evaluación de los requerimientos financieros y técnicos in-
dis  pensables para la verificación del acuerdo de derechos hu-
manos.

Cooperación de las Partes con la misión de verif icación
22. Las Partes se comprometen a brindar su más amplio apoyo a la 

mi  sión y, en tal sentido, se obligan a proporcionarle toda la 
coo  peración que ésta requiera para el cumplimiento de sus fun-
cio  nes, en particular, velar por la seguridad de los miembros de 
la misión y de las personas que le presenten denuncias o testi-
mo nios.

23. La verificación internacional que lleve a cabo la misión se efec-
tua rá dentro del marco de las disposiciones del presente acuerdo. 
Cual quier situación que se presente en relación a los alcances 
del acuerdo se resolverá a través de las instancias de diálogo 
pre  vistas en el párrafo 8.

Disposiciones finales

Primera: El presente acuerdo entrará en vigor a partir de la fecha 
de su suscripción por las Partes.

Segunda: El presente acuerdo formará parte del acuerdo de paz firme 
y duradera.
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Tercera: Copia del presente acuerdo será remitida por las Partes al 
Se  cretario General de las Naciones Unidas y al Procurador 
de los Derechos Humanos.

Cuarta: El Presente acuerdo será ampliamente difundido a escala 
na cional, utilizando el idioma castellano e idiomas indíge-
nas. De esta función quedan encargados el Procurador de 
los Derechos Humanos vías Oficinas del Gobierno que 
sean pertinentes.

México, D.F., 29 de marzo de 1994.

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Héctor Rosada Granados

General Carlos Enrique Pineda Carranza

Antonio F. Arenales Forno

General Julio Arnoldo Balconi Turcios

Mario Permuth

General José Horacio Soto Salán

Ernesto Viteri Echeverría

Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Gaspar Ilóm

Comandante Rolando Morán
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Carlos Gonzales

Por las Naciones Unidas:

Marrack Goulding 
Secretario general adjunto

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo para el reasentamiento  
de las poblaciones desarraigadas  

por el enfrentamiento armado

resumen

País de la firma y fecha: Oslo, Noruega, 17 de junio de 
1994

firmAntes:

	● Delegación de la Comisión Político Diplomática;
	● Asesores del gobierno;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
	● Los efectos traumáticos del desarraigo durante el conflicto 

ar mado en el país, en lo humano, cultural, material, psico-
lógico, económico, político y social, debido a las múltiples 
vio laciones a los derechos humanos de las comunidades que 
se vieron forzadas a abandonar sus hogares y formas de vi-
da, así como de aquellas poblaciones que permanecieron 
refugiadas en distintas áreas del país.

	● El objetivo del Acuerdo es elaborar una estrategia global 
de rea sen tamiento de las poblaciones desarraigadas. Se 
define “po blación desarraigada” como el conjunto de las 
personas que, desarraigadas por motivos vinculados con el 
enfrenta miento armado, viven en Guatemala o en el exterior 
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e in cluyen, en particular, los refugiados, los retornados y 
los des plazados internos, tanto dispersos como agrupados, 
incluyendo las Comunidades de Población en Resistencia.

	● El Acuerdo enfatiza la protección de las familias encabezadas 
por mujeres; así como de las viudas y los huérfanos, que 
han si do más afectados.

comPromisos y ALcAnces

	● El reconocimiento del derecho de las poblaciones desarraiga-
das de vivir libremente en el territorio guatemalteco; se 
se ñala que es necesario incorporar medidas para la seguridad, 
dig nidad e integración a la vida social, económica y política 
de la población desde la óptica del desarrollo sostenible y 
una mirada de conciliación entre la población reasentada 
y poblaciones que radican en las áreas de reasentamiento. 
Tam bién, el derecho a la educación y la promoción de una 
cul tura de paz basada en la reconciliación.

	● Enfasis en el compromiso del reasentamiento de la población 
de sarraigada en el marco del desarrollo sostenible, siendo 
la tierra el recurso y fuente principal de sostenimiento, con 
lo cual se requiere de proyectos de desarrollo agrícola, ami-
gables y viables con el medio ambiente. Respetando parti-
cular mente, los derechos de la población y comunidades 
in dígenas y a sus formas de vida, identidad, costumbres, 
tra diciones, organización social.

concLusión

El Acuerdo reconoce el papel preponderante del gobierno 
de la República en el diseño y aplicación de una política global 
de reasentamiento, que incluya medidas de observancia, verifica-
ción y recursos para la población reasentada. Se puntualiza la 
ne cesidad de brindar orientaciones sobre la implementación de 
las recomendaciones, los mecanismos y disposiciones señaladas 
en el Acuerdo. De conformidad con el Acuerdo Marco del 10 
de enero de 1994, queda también sujeto a la verificación inter-
nacional de las Naciones Unidas.
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Contenido del Acuerdo

Preámbulo

Reiterando su compromiso de poner fin al enfrentamiento armado 
me  diante un proceso de negociación que establezca las bases de una 
paz firme y duradera en Guatemala;

Considerando la dimensión traumática nacional que asumió el 
de  sarraigo durante el enfrentamiento armado en el país, en sus com-
po nentes humano, cultural, material, psicológico, económico, político 
y social, que ocasionó violaciones a los derechos humanos y grandes 
su  frimientos para las comunidades que se vieron forzadas a abandonar 
sus hogares y formas de vida, así como para aquellas poblaciones que 
per  manecieron en dichas áreas;

Considerando el compromiso del Gobierno de Guatemala y de 
la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca de contribuir cons-
truc  tivamente, junto con el resto de la sociedad guatemalteca a trabajar 
por una solución duradera y facilitar el proceso de reasentamiento 
de la población desarraigada, en un marco de justicia social, demo-
cra tización y desarrollo nacional sostenible, sustentable y equitativo;

Considerando que el reasentamiento de estas poblaciones de-
sa rraigadas debe constituir un factor dinámico del desarrollo eco-
nómico, social, político y cultural del país y, por consiguiente, un 
com ponente importante de una paz firme y duradera;

Reconociendo el papel indispensable de la participación de las 
po  blaciones afectadas en la toma de decisiones relativas al diseño y 
eje  cución de una estrategia efectiva de reasentamiento;

Teniendo en cuenta los planteamientos y propuestas de consenso 
ela  boradas sobre este tema por la Asamblea de la Sociedad Civil, que 
incluye las demandas específicas de las organizaciones representativas 
de los distintos grupos de desarraigados;

Reiterando que el presente Acuerdo, como los que se vayan fir-
mando sobre los demás puntos del temario de la negociación, forma 
par te del Acuerdo de Paz firme y duradera y entrará en vigencia en 
el momento de la firma de este último, con la excepción prevista res-
pecto de la comisión técnica mencionada en la sección V del presente 
Acuerdo y en el numeral 4 de la misma sección.
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El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (en adelante “las Partes”) acuerdan:

I. 
definiciones, PrinciPios y objetivos de unA 

estr AteGiA GLobAL de reAsentAmiento de 
LAs PobLAciones desArr AiGAdAs Por eL 

enfrentAmiento ArmAdo

Definiciones
1. Para los propósitos del presente Acuerdo, se agrupa dentro del 

tér mino “población desarraigada” al conjunto de las personas 
que, desarraigadas por motivos vinculados con el enfrentamiento 
ar mado, viven en Guatemala o en el exterior e incluyen, en 
par ticular, los refugiados, los retornados y los desplazados in-
ternos, tanto dispersos como agrupados, incluyendo las Comuni-
dades de Población en Resistencia.

2. Se entiende por reasentamiento el proceso legal de retorno, 
ubicación e integración de las poblaciones y personas desarraiga-
das en su lugar de origen u otro de su elección en el territorio 
gua temalteco, de conformidad con la Constitución Política de 
la República de Guatemala.

Principios
Las Partes convienen que la solución global a la problemática 

de la población desarraigada debe guiarse por los siguientes principios:
1. La población desarraigada tiene derecho a residir y vivir libre-

mente en el territorio guatemalteco. En tal virtud, él Gobierno 
de la República se compromete a asegurar las condiciones que 
per mitan y garanticen el retomo voluntario de las personas de-
sarraigadas a sus lugares de origen o al sitio que ellos elijan, en 
con dición de dignidad y seguridad.
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2. El respeto irrestricto a los derechos humanos de la población 
de sa rrai gada constituye una condición esencial para el reasenta-
miento de esta población.

3. Las poblaciones desarraigadas merecen una atención especial, 
por las consecuencias que el desarraigo tuvo en ellas, mediante 
la ejecución de una estrategia global de carácter excepcional 
que asegure, en el plazo más breve, su ubicación en condiciones 
de seguridad y de dignidad y su libre y plena integración a la 
vi da social, económica y política del país.

4. Las poblaciones desarraigadas deben participar en la toma de 
de cisiones relativas al diseño, la ejecución y la fiscalización de 
la estrategia global de reasentamiento y sus proyectos específicos. 
Es te principio de participación se extiende a las poblaciones que 
re siden en las áreas de reasentamiento en todos los aspectos que 
les conciernen.

5. La estrategia global sólo será posible en la perspectiva de un 
de sarrollo sostenible, sustentable y equitativo de las áreas de 
reasen tamiento, que beneficie a todas las poblaciones y personas 
que radiquen en ellas, en el marco de un plan de desarrollo na-
cional.

6. La ejecución de la estrategia no es discriminatoria y propicia la 
con ciliación de los intereses de las poblaciones reasentadas y de 
las poblaciones que radican en las áreas de reasentamiento.

Objetivos
La estrategia global de reasentamiento tiene como objetivos:

1. Garantizar a la población desarraigada el pleno ejercicio de to-
dos sus derechos y libertades fundamentales, en particular de 
aque llos derechos y libertades que fueron afectados en el proceso 
de desarraigo.

2. Reintegrar las poblaciones desarraigadas, social, económica y 
po líticamente marginadas, creando las condiciones que les per-
mi tan constituirse en un factor dinámico del proceso de desa-
rrollo económico, social, político y cultural del país.

3. Priorizar la lucha contra la pobreza y la pobreza extrema, que 
afec tan con particular gravedad las áreas del desarraigo y que 
co rresponden en gran medida a las áreas de reasentamiento.
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4. Desarrollar y fortalecer la democratización de las estructuras 
del Estado, garantizando el ejercicio por las poblaciones desa-
rraigadas de sus derechos y deberes constitucionales a todos los 
ni veles: comunal, municipal, departamental, regional y nacional.

5. Promover una auténtica reconciliación favoreciendo en las áreas 
de reasentamiento y a nivel nacional una cultura de paz basada 
en la participación, la tolerancia mutua, el respeto recíproco y 
la concertación de intereses.

ii. 
GAr AntíAs PAr A eL reAsentAmiento  

de LA PobLAción desArr AiGAdA

En concordancia con las iniciativas y actividades ya realizadas en 
ma teria de reasentamiento, y en particular la carta de entendimiento 
en tre el Gobierno y la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para 
los Refugiados y el Acuerdo del 8 de octubre de 1992 entre el gobierno 
y las Comisiones Permanentes, con su mecanismo de verificación ad 
hoc, las Partes convienen lo siguiente:
1. El pleno respeto de los derechos humanos y libertades fundamen-

tales es esencial para la seguridad y la dignidad de los procesos 
de reasentamiento. Las Partes reiteran su decisión de cumplir 
ca ba lmente el acuerdo global de derechos humanos, vigente 
des de el 29 de marzo de 1994, promoviendo con especial vigilancia 
el respeto de los derechos humanos de los desarraigados como 
uno de los sectores vulnerables que merecen particular atención.

2. Hacer particular énfasis en la protección de las familias enca-
bezadas por mujeres así como de las viudas y de los huérfanos, 
que han sido más afectadas.

3. Tener en cuenta los derechos de las diversas comunidades indí-
genas, mayormente mayas, especialmente en cuanto al espeto 
y promoción de sus formas de vida, identidad cultural, costum-
bres tra di ciones y organización social.

4. Preocupadas por la seguridad de los que se reasientan o radican 
en zonas afectadas por el enfrentamiento, las partes reconocen 
la necesidad de proceder a la remoción urgente de todo tipo de 
mi nas o artefactos explosivos implantados o abandonados en 
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esas áreas, y se comprometen a prestar toda su cooperación para 
es tas actividades.

5. En vista del esfuerzo de las comunidades desarraigadas para 
me jorar el nivel de educación de su población y de la necesidad 
de apoyar y dar continuidad a ese proceso, el Gobierno se com-
promete a:
5.1. Reconocer los niveles educativos formales e informales 

que hayan alcanzado las personas desarraigadas, utilizando 
pa ra este fin procedimientos rápidos de evaluación y/o 
cer tificación.

5.2. Reconocer los estudios no formales de los promotores de 
edu cación y de salud y otorgarles, mediante la correspon-
diente eva luación, las equivalencias.

6. Las Partes solicitan a la unesco la elaboración de un plan espe-
cífico para apoyar y dar continuidad a los esfuerzos de educación 
de las poblaciones en las áreas de reasentamiento, incluyendo 
la continuidad de los esfuerzos realizados por las comunidades 
de sarraigadas.

7. La ausencia de documentación personal de la mayoría de la po-
bla ción desarraigada incrementa su vulnerabilidad, limita su 
ac ceso a servicios básicos y ejercicio de derechos civiles y ciuda-
danos. Ello requiere de soluciones urgentes. En consecuencia, 
las Partes coinciden en la necesidad de las siguientes medidas:
7.1. Para facilitar la documentación de las personas desarraiga-

das a la mayor brevedad, el Gobierno con la cooperación 
de la comunidad internacional acentuará sus esfuerzos 
pa ra agilizar los mecanismos necesarios tomando en cuen-
ta, cuando corresponda, los registros propios de las comu-
nida des desarraigadas.

7.2. La revisión del decreto 70-91, la Ley temporal de reposición 
e inscripción de partidas de nacimiento, de registros civiles 
des truidos por la violencia, para establecer un régimen 
ade cuado a las necesidades de todas las poblaciones afec-
tadas con procedimientos de registro que agilicen de manera 
gra tuita tales trámites. Para tales efectos se tomará en 
cuenta la opinión de los sectores afectados. La documenta-
ción e identificación personal se realizará lo antes posible.
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7.3. Dictar las normas administrativas necesarias para agilizar 
y asegurar que los hijos de los desarraigados nacidos en el 
ex terior sean inscritos como nacionales de origen en cumpli-
miento del artículo 144 de la Constitución de la República.

7.4. Para la ejecución de este programa de documentación, el 
go bierno solicitará la cooperación de las Naciones Unidas 
y de la comunidad Internacional.

8. Un elemento esencial para el reasentamiento es la seguridad 
ju rí dica en la tenencia (entre otros, uso, propiedad y posesión) 
de la tierra. Al respecto, las Partes reconocen la existencia de 
un problema general que afecta en particular a la población 
de sarraigada. La inseguridad jurídica en la tenencia de la tierra 
tie ne una de sus manifestaciones principales en la dificultad 
pa ra ofrecer los medios de prueba sobre los derechos correspon-
dientes. Ello deriva, entre otros factores, de problemas registrales, 
de la desaparición de los archivos del inta, de la debilidad ins-
titu cional de los organismos especializados y de las municipali-
dades; de la vigencia de derechos sustentados en esquemas 
con sue tudinarios de tenencia y medición; de la existencia de 
se gundos ocupantes o de la cancelación de derechos sobre la 
base de la aplicación improcedente de las disposiciones relativas 
al abandono voluntario.

9. En el caso particular del abandono de tierras a causa del enfrenta-
miento armado, el Gobierno se compromete a revisar y promover 
las disposiciones legales que eviten considerarlo como abandono 
vo luntario y ratifica la imprescriptibilidad de los derechos de 
te nencia de la tierra. En este contexto, promoverá la devolución 
de las tierras a los poseedores originarios y/o buscará soluciones 
com pensatorias adecuadas.

10. Conforme a la observancia de los derechos políticos, cabe respetar 
las formas organizativas de las poblaciones desarraigadas confor-
me al marco constitucional, con el fin de fortalecer el sistema 
de organización comunal y que estas poblaciones sean agentes 
de desarrollo y puedan manejar los servicios e infraestructura 
pro pia. Es importante integrar los nuevos asentamientos de po-
blaciones reasentadas al régimen municipal.

11. Las Partes reconocen la labor humanitaria de las organizaciones 
no gubernamentales y las iglesias que apoyan los procesos de 
reasen tamiento. El Gobierno velará por su seguridad.
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12. El Gobierno se compromete a fortalecer su política de protección 
de los nacionales en el exterior, especialmente de la población 
de sarraigada que reside en el extranjero por causas vinculadas 
al enfrentamiento armado. Asimismo asegurará el reasentamien-
to voluntario de esta población en condiciones de seguridad y 
de dignidad. En relación con las personas desarraigadas que 
de seen permanecer en el exterior, el Gobierno llevará a cabo las 
ges tiones y negociaciones necesarias con los países receptores a 
fin de garantizarles su situación migratoria estable.

III. 
inteGr Ación ProductivA de LAs 

PobLAciones desArr AiGAdAs y desArroLLo 
de LAs áreAs de reAsentAmiento

Las Partes coinciden en que una estrategia global de reasentamiento 
su pone la integración productiva de la población desarraigada en el 
mar co de una política de desarrollo sostenible, sustentable y con 
equi dad en las áreas y regiones de reasentamiento, que beneficie al 
con junto de las poblaciones que allí residen. Esta política de integración 
pro ductiva se basará en los siguientes criterios y medidas:
1. Las áreas de reasentamiento son predominantemente rurales. 

La tierra, recurso finito, constituye una de las alternativas para 
la integración económica y productiva. Se requieren proyectos 
de desarrollo agrícola sustentable que ofrezcan a la población 
los medios para romper el círculo vicioso entre pobreza y degra-
dación de los recursos naturales y, en particular, permitan la 
protección y el aprovechamiento productivo y ecológicamente 
viable de las áreas frágiles.

2. Para la identificación de tierras que podrían servir para el asenta-
miento de los desarraigados que no las poseyeran y desean 
adqui rirlas, el Gobierno se compromete a:
2.1. Realizar la revisión y actualización de los registros catastra-

les y de la propiedad inmueble;
2.2. Realizar los estudios que permitan identificar e individuali-

zar to das las tierras estatales, municipales y privadas con 
opción de compra. Dichos estudios deberán incluir infor-
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mación sobre la ubicación, régimen legal, adquisición, 
extensión, linderos y aptitud agrícola de las tierras men-
cionadas;

2.3. Los estudios deberán ser terminados a más tardar a la en-
tra da en vigencia del presente Acuerdo.

3. Dentro de los criterios de selección de tierras para los asentamien-
tos, se tomarán en cuenta las potencialidades agroecológicas 
del suelo, su precio, la sustentabilidad de los recursos naturales 
y los servicios existentes.

4. El desarrollo de esas áreas en condiciones de justicia, equidad, 
sos tenibilidad y sustentabilidad implica, además de las actividades 
agrí colas, la generación de empleos y de ingresos provenientes 
de la agroindustria, la industria y los servicios, conforme a es-
que mas apropiados al medio rural y a la preservación de los 
re cursos naturales. Para ello es imprescindible el desarrollo de 
la infraestructura básica, de comunicación, electrificación y la 
pro ductiva inversión pública se deberá orientar prioritariamente 
con ese propósito y se establecerá un marco de incentivos a la 
in versión para el desarrollo rural en las áreas consideradas.

5. Para lograr un mejoramiento de la calidad de la vida, los objetivos 
del desarrollo rural deben incluir: I) Seguridad alimentaria local 
e infraestructura básica de servicios a las poblaciones: vivienda, 
sa neamiento, agua potable, almacenamiento rural, salud y edu-
cación; II) Incremento de la producción y de la productividad 
y promoción de mercados locales y regionales de productos e 
in sumos agrícolas, agroindustriales y artesanales; III) Generación 
de empleos e ingresos; IV) Uso sostenible y sustentable de los 
re cursos naturales disponibles mediante ordenamiento de re-
cursos a nivel de área.

6. Los proyectos y actividades de integración productiva relaciona-
dos con la estrategia global de reasentamiento tendrán en cuenta 
los siguientes criterios:
6.1. Considerar los niveles regionales y locales de las áreas de 

reasentamiento y la utilización de instrumentos de ordena-
miento territorial para favorecer el uso de los recursos 
con forme a su mejor potencial;
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6.2. Contar con la capacidad de respuesta de la población, sus 
ni veles de organización y sus expectativas, fomentando 
una creciente participación organizada e informada;

6.3. Promover la regularización y titulación de las tierras y de 
los derechos de agua, para proporcionar el necesario marco 
de seguridad en el usufructo de esos recursos naturales 
bá sicos;

6.4. Promover el desarrollo de las organizaciones y de las 
instituciones locales y regionales que permitan la concerta-
ción de intereses y la planificación racional del uso de los 
re cursos disponibles;

6.5. Considerar objetivos sucesivos de desarrollo, a partir de 
un primer e inmediato objetivo de seguridad alimentaria 
y adecuada nutrición para las familias y comunidades;

6.6. Promover mercados locales y regionales de productos e 
in sumos, así como el desarrollo de mecanismos adecuados 
de comercialización para los productos agrícolas, agroindus-
triales y artesanales;

6.7. Incluir el establecimiento de la infraestructura básica de 
ser vicios a las poblaciones: vivienda, saneamiento, agua 
po table, almacenamiento rural, salud y educación;

6.8. Con siderar el mejoramiento y/o la puesta en marcha de 
ser vicios permanentes y competentes de apoyo técnico a 
to das las organizaciones y proyectos, incluyendo el apoyo 
a las organizaciones no gubernamentales que seleccionen 
las poblaciones para facilitar la ejecución de sus proyectos;

6.9. Mejorar y/o establecer servicios rurales de asistencia finan-
ciera y crediticia apropiados a las necesidades y posibilidades 
de las poblaciones involucradas;

6.10. Realizar programas de capacitación destinados a diversificar 
y ampliar la capacidad de producción y gestión de los be-
ne ficiarios.

7. El Gobierno se compromete a poner en marcha y fomentar los 
es quemas concertados de planificación para el desarrollo en las 
áreas de reasentamiento, y asegurar que las poblaciones tengan 
acceso a ellos en su condición de vecinos y habitantes.

8. El Gobierno se compromete a eliminar cualquier forma de dis-
criminación de hecho o legal contra la mujer en cuanto a facilitar 
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el acceso a la tierra, a la vivienda, a créditos y a participar en 
los proyectos de desarrollo. El enfoque de género se incorporará 
a las políticas, programas y actividades de la estrategia global 
de desarrollo.

9. La solución de cada uno de los problemas que supone el reasen-
tamiento y el desarrollo de las áreas afectadas deben tener como 
punto de partida el estudio y diseño de las condiciones de re-
asen ta miento, así como la consulta, la opinión y la participación 
organizada de los desarraigados y de las comunidades residentes.

10. El desarrollo institucional de los municipios es fundamental 
pa ra el proceso de desarrollo democrático y para la integración 
de las poblaciones marginadas. El Gobierno se compromete a 
in tensificar el fortalecimiento administrativo, técnico y financiero 
de los gobiernos y organizaciones locales a través de programas 
de formación, capacitación profesional y empleo. Fortalecerá 
así mismo el sistema de organización comunal para que las co-
mu nidades sean sus propios agentes de desarrollo y manejen los 
sistemas de servicios e infraestructura, así como para la re-
presentación en su gestión política, jurídica y económica.

11. El Gobierno se compromete asimismo a profundizar los esquemas 
de descentralización de la administración pública y a elevar su 
ca pacidad de ejecución, trasladando gradualmente el poder de 
de cisión, de manejo de los recursos y la administración de los 
ser vicios a la comunidad y a los gobiernos locales.

IV. 
recursos y cooPer Ación internAcionAL

1. Las Partes reconocen que la solución de los problemas del reasen-
tamiento de la población desarraigada es de responsabilidad 
com  partida por toda la sociedad guatemalteca y no sólo del 
Go bierno. Amplios sectores de la sociedad guatemalteco tendrán 
que conjugar sus esfuerzos para garantizar su éxito.

2. Por su parte, el Gobierno se compromete a situar y a movilizar 
re cursos nacionales, de manera congruente con los esfuerzos de 
es tabilización macroeconómica y modernización de la economía; 
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a reorientar y focalizar el gasto público en función del combate 
a la pobreza y el reasentamiento de la población desarraigada.

3. Las Partes reconocen que el conjunto de tareas relacionadas con 
la atención al reasentamiento de la población desarraigada tiene 
una amplitud y complejidad tales que requieren un fuerte apoyo 
de la comunidad internacional que complemente los esfuerzos 
in ternos del Gobierno y de los diversos sectores de la sociedad 
ci vil. En caso que no se logre ello, el compromiso del Gobierno 
se limitaría a sus posibilidades financieras.

V. 
ArreGLos institucionALes

1. La aplicación de los compromisos contenidos en la estrategia 
glo bal de reasentamiento se realizará a través de la modalidad 
de ejecución de proyectos específicos.

2. Con esa finalidad las partes convienen en la creación de la 
Comisión Técnica para la ejecución del Acuerdo sobre reasenta-
miento, que estará integrada por dos representantes designados 
por el Gobierno, dos representantes designados por las poblacio-
nes de sarraigadas y dos representantes de los donantes, coope-
rantes y agencias de cooperación internacional. Estos dos últimos 
con carácter consultivo. La Comisión elaborará su reglamento 
in terno.

3. La Comisión se constituirá dentro de los sesenta días posteriores 
a la firma del presente Acuerdo, y a ese efecto el Gobierno de 
Gua temala emitirá el decreto gubernativo correspondiente.

4. La Comisión a partir de su instalación y hasta la entrada en 
vi gor del presente Acuerdo, efectuará las evaluaciones y estudios 
ne cesarios dirigidos a identificar y analizar las necesidades y 
de mandas de la población desarraigada, así como a formular 
los proyectos que correspondan a los distintos compromisos 
con tenidos en la estrategia definida por el presente Acuerdo. 
Para la realización de dichos estudios, análisis y formulación 
de proyectos la Comisión podrá contar con el apoyo técnico 
del personal especializado correspondiente.
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5. Una vez culminada la fase de estudios y a partir de la entrada 
en vigor del presente Acuerdo, la comisión tendrá por funciones 
la priorización y aprobación de los proyectos así como la super-
visión de su ejecución, la asignación de los fondos financieros 
re queridos en cada caso y la captación de recursos técnicos y 
fi nancieros. Las Partes convienen que la ejecución de la estrategia 
de berá responder a los criterios de lucha prioritaria contra la 
po breza, eficiencia en la gestión, participación de las poblaciones 
be neficiarias y transparencia en la ejecución del gasto.

6. Con la finalidad de asegurar la ejecución de la estrategia de 
rea sentamiento, las Partes convienen en la creación de un Fondo 
pa ra la ejecución del acuerdo para el reasentamiento de las po-
blaciones desarraigadas por el enfrentamiento armado, que se 
con formará sustantivamente con aportes de la comunidad in-
ternacional. Se solicitará al Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) la administración de los recursos 
finan cieros de cada uno de los proyectos a ejecutar.

VI. 
disPosición finAL

De conformidad con el Acuerdo Marco del 10 de enero de 1994. el 
pre sente acuerdo está sujeto a verificación internacional por las Na-
ciones Unidas.

Oslo, Noruega, 17 de junio de 1994

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Héctor Rosada Granados

General Carlos Enrique Pineda Carranza

Antonio F. Arenales Forno
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General Julio Arnoldo Balconi Turcios

Mario Permuth

General José Horacio Soto Salán

Amílcar Burgos Solís

Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca

Comandancia General

Comandante Rolando Morán

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Gaspar Ilóm

Carlos Gonzales

Comisión Político Diplomática:

Luis Felipe Becker Guzmán

Miguel Ángel Sandoval

Francisco Villagrán Muñoz

Luz Méndez Gutiérrez

Asesores

Marco Vinicio Castañeda

Miguel Angel Reyes
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Jorge Rosal

Por las Naciones Unidas

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo sobre el establecimiento de la 
Comisión para el Esclarecimiento Histórico 
de las Violaciones a los Derechos Humanos 
y los Hechos de Violencia que han Causado 
Sufrimientos a la Población Guatemalteca

resumen

País y fecha de la firma: Oslo, Noruega, 23 de junio de 
1994

firmAntes

	● Asesores del gobierno;
	● Delegación del Ejército de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de la Comisión Político Diplomática;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
	● Los graves hechos de violencia, violaciones a derechos huma-

nos y el sufrimiento de la población relacionados con el 
con flicto armado interno en el país; se considera el derecho 
del pueblo de Guatemala de conocer la verdad sobre los 
aconteci mientos históricos como condición para el fortale-
cimiento del proceso democratizador en el país.

	● En ese sentido, las partes reiteran su compromiso con el 
Acuerdo global sobre derechos humanos, del 29 de marzo 
de 1994, el cual sienta las bases para la convivencia pacífica, 
una cultura de concordia y respeto mutuo, el respeto por 
los de re chos humanos de los guatemaltecos, condiciones 
necesarias para la paz firme y duradera.
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comPromisos y ALcAnces

	● Se crea la Comisión de Esclarecimeto Historico con el 
man dato de de investigar las violaciones a los derechos hu-
manos, desde el inicio del enfrentamiento armado hasta la 
sus cripción del Acuerdo de paz firme y duradera.

	● Para el funcionamiento de la Comisión, se establecieron los 
cri terios para: recepción de documentos, testimonios e 
infor mación que puedan proporcionar personas, institucio-
nes, organizaciones, grupos que se consideren afectadas, 
pa ra luego realizar la investigación y verificación con impar-
cialidad; las responsabilidades encontradas no serían indivi-
dua lizadas y la información no sería usada con propósitos 
ju diciales; secretividad de los informantes.

	● Para su funcionamiento y propósito al frente de la Comisión 
se nombrará a tres personas notables: un representante de 
Na ciones Unidas, un representante de la sociedad civil y 
un representante de la Academia; con su respectivo personal 
de apoyo.

	● El informe final será redactado y entregado por la Comisión 
a las partes, a Naciones Unidas y con una publicación para 
co nocimiento de la población guatemalteca.

	● Para darle efectividad y validez a la Comisión, tanto el go-
bier no como la urng, se comprometieron a brindarle cola-
boración en todo lo que fuera necesario para el cum plimiento 
de su mandato.

	● De conformidad con el Acuerdo Marco (del 10 de enero de 
1994) el cumplimiento del Acuerdo está sujeto a verificación 
in ternacional por las Naciones Unidas.

concLusión

El propósito de este Acuerdo es el establecimiento de una 
Co misión para el Esclarecimiento Histórico, que mediante una 
in vestigación objetiva determine: el esclarecimiento de la verdad 
so bre las violaciones a los derechos humanos con la mayor ob-
jetividad, equidad e imparcialidad; y que como producto se 
pu blique un informe con los resultados de las investigaciones 
que dé cuenta de los factores internos y externos que dieron pie 
a las violaciones de derechos humanos de la población víctima. 
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Y que brinde recomendaciones orientadas hacia la paz y la con-
cordia nacional, que incluya medidas para preservar la memoria 
de las víctimas, para fomentar una cultura de respeto mutuo y 
ob servancia de los derechos humanos y para fortalecer el proceso 
democrático.

Contenido del Acuerdo

Considerando que la historia contemporánea de nuestra patria registra 
gra ves hechos de violencia, de irrespeto de los derechos fundamentales 
de la persona y sufrimientos de la población vinculados con el en-
frentamiento armado;

Considerando el derecho del pueblo de Guatemala a conocer 
plenamente la verdad sobre estos acontecimientos cuyo esclarecimiento 
con tribuirá a que no se repitan estas páginas tristes y dolorosas y que 
se fortalezca el proceso de democratización en el país;

Reiterando su voluntad de cumplir cabalmente con el Acuerdo 
glo bal sobre derechos humanos del 29 de marzo de 1994;

Reiterando su voluntad de iniciar a la brevedad un nuevo capítulo 
en la historia nacional que como culminación de un amplio proceso 
de negociación ponga fin al enfrentamiento armado, contribuyendo 
a sentar las bases para una convivencia pacífica y respetuosa de los 
de rechos humanos entre los guatemaltecos;

Considerando, en este contexto, la necesidad de promover una 
cul tura de concordia y respeto mutuo que elimine toda forma de re-
vancha o venganza, una condición indispensable para una paz firme 
y duradera;

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (en adelante “las Partes”) acuerdan lo siguiente:

El establecimiento de una Comisión con las siguientes caracte-
rísticas:

Finalidades
i. Esclarecer con toda objetividad, equidad e imparcialidad las 

vio laciones a los derechos humanos y los hechos de violencia 
que han causado sufrimientos a la población guatemalteca, vin-
culados con el enfrentamiento armado.
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ii. Elaborar un informe que contenga los resultados de las investiga-
ciones realizadas, y ofrezca elementos objetivos de juicio sobre 
lo acontecido durante este período abarcando a todos los factores, 
in ternos y externos.

iii. Formular recomendaciones específicas encaminadas a favorecer 
la paz y la concordia nacional en Guatemala. La Comisión re-
co mendará, en particular, medidas para preservar la memoria 
de las víctimas, para fomentar una cultura de respeto mutuo y 
ob servancia de los derechos humanos y para fortalecer el proceso 
de mocrático.

Periodo
El período que investigará la Comisión será a partir del inicio 

del enfrentamiento armado hasta que se suscriba el Acuerdo de paz 
fir me y duradera.

Funcionamiento
i. La Comisión recibirá antecedentes e información que proporcio-

nen las personas o instituciones que se consideren afectadas así 
como las Partes.

ii. Corresponde a la Comisión aclarar plenamente y en detalle estas 
situa ciones. En particular, analizará con toda imparcialidad los 
fac tores y circunstancias que incidieron en dichos casos. La 
Co misión invitará a todos los que puedan estar en posesión de 
in formación pertinente a que presenten su versión de los hechos, 
la no comparecencia de los interesados no impedirá que la Co-
mi sión se pronuncie sobre los casos.

iii. Los trabajos, recomendaciones e informe de la Comisión no 
in dividualizarán responsabilidades, ni tendrán propósitos o 
efec tos judiciales.

iv. Las actuaciones de la Comisión serán reservadas para garantizar 
la secretividad de las fuentes así como la seguridad de los testigos 
e informantes.

v. Al estar constituida, la Comisión hará pública su constitución 
y sede, por todos los medios posibles, e invitará a los interesados 
a que depositen su información y testimonios.
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Integración
La Comisión contará con tres miembros, éstos serán:

i. El actual moderador de las negociaciones de paz, cuya designación 
se solicitará al Secretario General de las Naciones Unidas.

ii. Un miembro, ciudadano de conducta irreprochable, designado 
por el moderador, de común acuerdo con las Partes.

iii. Un académico elegido por el moderador, de común acuerdo 
con las partes, de una terna propuesta por los rectores universi-
tarios.

La comisión contará con el personal de apoyo que considere 
ne cesario, con las cualidades requeridas, para el cumplimiento de 
sus funciones.

Instalación y duración
La comisión se integrará, instalará y empezará a funcionar a 

par tir del día de la firma del Acuerdo de paz firme y duradera. Los 
tra bajos de la Comisión durarán un período de seis meses contados 
a partir de su instalación, prorrogables por seis meses más, si así lo 
decide la Comisión.

Informe
La Comisión redactará un informe que será entregado a las 

Par tes y al Secretario General de las Naciones Unidas, que lo hará 
pú blico. El hecho que no se haya podido investigar todos los casos 
o situaciones presentados a la Comisión no restará validez al informe.

Compromiso de las Partes
Las partes se comprometen en colaborar con la Comisión en 

todo lo que fuera necesario para el cumplimiento de su mandato. Se 
com prometen, en particular, a crear previa la integración de la comisión 
y durante su funcionamiento las condiciones indispensables para que 
la misma pueda llenar las características establecidas en el presente 
Acuerdo.
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Verif icación internacional
De conformidad con el Acuerdo Marco del 10 de enero de 1994, 

el cumplimiento del presente Acuerdo está sujeto a verificación inter-
nacional por las Naciones Unidas.

Medidas de ejecución inmediata después  
de la f irma del presente acuerdo
Las Partes acuerdan solicitar al Secretario General el nombra-

miento a la brevedad del moderador de las negociaciones para ser 
miem bro de la Comisión. Después de su nombramiento, este último 
se rá facultado para hacer desde ya todas las gestiones necesarias para 
pre parar el buen funcionamiento de la Comisión una vez integrada 
e instalada de conformidad con las disposiciones de este Acuerdo.

Oslo, 23 de junio de 1994

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Héctor Rosada Granados

General Carlos Enrique Pineda Carranza

Antonio F. Arenales Forno

General Julio Arnoldo Balconi Turcios

Mario Permuth

General José Horacio Soto Salán

Amílcar Burgos Solís
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Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandante Rolando Morán

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Gaspar Ilóm

Carlos González

Comisión Político Diplomática:

Luis Felipe Becker Guzmán

Miguel Ángel Sandoval

Francisco Villagrán Muñoz

Luz Méndez Gutiérrez

Asesores

Marco Vinicio Castañeda

Miguel Angel Reyes

Jorge Rosal

Por las Naciones Unidas:

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo de identidad y  
derechos de los pueblos indígenas

resumen

País y fecha de la firma: México, D.F., 31 de marzo de 
1995

firmAntes:

	● Asesores del Gobierno de Guatemala;
	● Delegación del Ejército de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de la Comisión Político Diplomática;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
	● El punto de partida es el reconocimiento de que los pueblos 

in dígenas han sido particularmente sometidos a niveles de 
dis criminación, explotación e injusticia por su origen, cultura 
y lengua, y que, padecen de tratos y condiciones desiguales 
e injustas por su condición económica y social.

	● Las partes reconocen y respetan la identidad y los derechos 
po líticos, económicos, sociales y culturales de los pueblos 
maya, ga rífuna y xinca, dentro de la unidad de la Nación 
y la in divisibilidad del territorio del Estado guatemalteco, 
como componentes de dicha unidad.
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	● Con el Acuerdo se busca crear, ampliar y fortalecer las es-
truc turas, condiciones, oportunidades y garantías de 
participa ción de los pueblos indígenas, en el pleno respeto 
de su iden tidad y del ejercicio de sus derechos. Se puntualiza 
que to dos los asuntos de interés directo para los pueblos 
indígenas deben tratarse por y con ellos.

comPromisos

	● El reconocimiento de la cosmovisión de los pueblos, basada 
en la relación armónica de todos los elementos del universo, 
el reconocimiento de una cultura común basada en los 
prin cipios y estructuras del pensamiento maya que contiene 
una filosofía, un legado de conocimientos científicos y tec-
nológicos, una concepción artística y estética propia, una 
memoria histórica colectiva propia, una organización co-
munitaria fundamentada en la solidaridad y el respeto a 
sus semejantes, y una concepción de la autoridad basada 
en valores éticos y morales; y la auto-identificación como 
in dígenas. En congruencia con este reconocimiento el go-
bierno de la República se compromete a la promoción ante 
el Congreso de una reforma a la Constitución Política de 
la República.

	● Para superar la discriminación histórica hacia los pueblos 
in dígenas, se acuerda que el gobierno adopte las siguientes 
medidas:
	▲ Una ley para la tipificación de la discriminación étnica 

como delito; derogación de leyes y disposiciones que 
sean discriminatorias hacia los pueblos indígenas; 
divulgación de los derechos de los pueblos indígenas; 
crear la Defensoría de la Mujer Indígena; ley de 
tipificación del acoso sexual como delito, considerando 
como un agravante de los delitos sexuales el que haya 
sido cometido contra una mujer indígena; reconocimien-
to, respeto y fomento de los valores culturales indígenas; 
recono cimiento, recuperación y divulgación de los 
idiomas mayas e indígenas como uno de los pilares 
sobre los cuales se afianza la cultura; uso de los idiomas 
en el sistema educativo; uso de los idiomas en los 
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servicios que presta el Estado en todos los niveles; jueces 
bilingües y servicios de intérpretes judiciales.

	▲ El pleno derecho al registro de nombres, apellidos y 
toponimias indígenas; importancia y la especificidad 
de la espiritualidad maya como componente esencial 
de su cosmovi sión y de la transmisión de sus valores, 
así como la de los demás pueblos indígenas. Respeto 
al ejercicio de la espiritualidad en todas sus manifes-
taciones y el derecho de ejercerla. El valor histórico y 
la proyección actual de los templos y centros ceremo-
niales como parte de la herencia cultural, histórica y 
espiritual maya y de los demás pueblos indígenas. El 
derecho de los pueblos maya, garífuna y xinca de 
participar en la conservación y administración de estos 
lugares.

	▲ Garantías como derecho constitucional al uso del traje 
indígena en todos los ámbitos de la vida nacional; 
recuperación, desarrollo y difusión de los conocimientos 
científicos y tecnológicos mayas, así como también los 
cono cimientos de los demás pueblos indígenas.

	▲ Transmisión de los valores y conocimientos cultu rales 
con miras a fortalecer la identidad cultural indígena, 
los valores y sistemas educativos mayas y de los demás 
pueblos indígenas. Institucionalizar mecanismos de 
consulta y participa ción con los representantes de 
comunidades y organizaciones indígenas en el proceso 
educativo.

	▲ Reformas en el Código Municipal, para el respeto y 
promoción a las propias formas de organización y vida 
de las comunidades en lo político, económico, social, 
cultural y espiritual; el reconocimiento de las autoridades 
tradicionales y autoridades indígenas en el manejo y 
toma de decisiones de sus asuntos. Respeto al derecho 
consuetudinario y estatus de las comunidades y sus 
autoridades; institucionalización de la representación 
de los pueblos indígenas en los niveles local, regional 
y nacional.

	▲ Confromación de comisiones paritarias que garan ticen 
mecanismos obligatorios de consulta a los pueblos 
indígenas y fomento de instituciones que representan 
los intereses de los pueblos indígenas, promoción del 
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acceso de los indígenas en la función pública; reco-
nocimiento a las comunidades indígenas en el manejo 
de sus asuntos internos de acuerdo con sus normas 
consuetudinarias, siempre que éstas no sean incompa-
tibles con los derechos fundamentales, definidos por el 
sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos.

	▲ El reconocimiento de los derechos relativos a la tierra 
de los pueblos indígenas que incluyen tanto la tenencia 
comunal o colectiva, como la individual. El desarrollo 
de medidas legislativas y administrativas para el reco-
nocimiento, titulación, protección, reivindicación, 
restitución y compensa ción de estos derechos. Garantías 
al derecho de las comunidades de participar en el uso, 
administración y conservación de los recursos naturales 
existentes en sus tierras.

	▲ Consulta a las comunidades indígenas para obtener la 
opinión favorable previo a la realización de cualquier 
proyecto de explotación de recursos naturales que pueda 
afectar la subsistencia y el modo de vida de las comuni-
dades; el Gobierno se compromete a instituir proce-
dimientos para solucionar las reivindicaciones de tierras 
comunales formuladas por las comunidades, y para 
restituir o compensar dichas tierras.

	▲ El desarrollo de normas legales que reconozcan a las 
comunidades indígenas la administración de sus tierras 
de acuerdo con sus normas consuetudinarias; aumento 
de juzgados para atender los asuntos de tierras y la 
eliminación de cualquier forma de discriminación de 
hecho o legal contra la mujer.

concLusión

La identidad y derechos de los pueblos indígenas, maya, 
ga rífuna y xinca es fundamental para el desarrollo del país en 
de mocracia, con pleno respeto a los derechos humanos de los 
co lectivos y para la inclusión social de toda la población. Por 
ello, contar con un acuerdo específico, es un punto fundamental 
y de trascendencia histórica para el presente y futuro de Gua-
temala. Se reconoce como pueblos indígenas al maya, configura-
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do por diversas expresiones socioculturales de raíz común, 
garífuna y xinca. Se concluye que la nación guatemalteca es 
multiétnica, pluricultural y multilingüe.

Contenido del Acuerdo

Considerando

Que el tema de identidad y derechos de los pueblos indígenas constituye 
un punto fundamental y de trascendencia histórica para el presente 
y futuro de Guatemala;

Que los pueblos indígenas incluyen el pueblo maya, el pueblo 
ga rífuna y el pueblo xinca, y que el pueblo maya está configurado 
por diversas expresiones socioculturales de raíz común;

Que a raíz de su historia, conquista, colonización, desplazamien-
tos y migraciones, la nación guatemalteca tiene un carácter multiétnico, 
plu ricultural y multilingüe;

Que las partes reconocen y respetan la identidad y los derechos 
po líticos, económicos, sociales y culturales de los pueblos maya, garí-
funa y xinca, dentro de la unidad de la Nación y la indivisibilidad 
del territorio del Estado guatemalteco, como componentes de dicha 
unidad;

Que los pueblos indígenas han sido particularmente sometidos 
a niveles de discriminación de hecho, explotación e injusticia por su 
ori gen, cultura y lengua, y que, como muchos otros sectores de la 
co lectividad nacional, padecen de tratos y condiciones desiguales e 
in justas por su condición económica y social;

Que esta realidad histórica ha afectado y sigue afectando profun-
damente a dichos pueblos, negándoles el pleno ejercicio de sus derechos 
y participación política, y entorpeciendo la configuración de una 
uni dad nacional que refleje, en su justa medida y con su plenitud de 
va lores, la rica fisonomía plural de Guatemala;

Que en tanto no se resuelva este problema de la sociedad guate-
malteca sus potencialidades económicas, políticas, sociales y culturales 
ja más podrán desenvolverse en toda su magnitud, y ocupar el concierto 
mundial el lugar que le corresponde por su historia milenaria y la 
gran deza espiritual de sus pueblos;
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Que en Guatemala será posible desarraigar la opresión y discri-
minación sólo si se reconocen en todos sus aspectos la identidad y 
los derechos de los pueblos que la han habitado y la habitan, compo-
nentes todos de su realidad actual y protagonistas de su desarrollo, 
en todo sentido;

Que todos los asuntos de interés directo para los pueblos indígenas 
de mandan ser tratados por y con ellos, y que el presente acuerdo 
bus ca crear, ampliar y fortalecer las estructuras, condiciones, oportu-
nidades y garantías de participación de los pueblos indígenas, en el 
pleno respeto de su identidad y del ejercicio de sus derechos;

Que la comunidad internacional, por medio de las Naciones 
Uni das, y las agencias y programas de sus sistemas, la Organización 
de los Estados Americanos (oea) y otros organismos e instrumentos 
in ternacionales ha reconocido las aspiraciones de los pueblos indígenas 
para lograr el control de sus propias instituciones y formas de vida 
co mo pueblos;

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (en adelante “las partes”) acuerdan lo siguiente:

I. 
identidAd de Los PuebLos indíGenAs

1. El reconocimiento de la identidad de los pueblos indígenas es 
fun damental para la construcción de la unidad nacional basada 
en el respeto y ejercicio de los derechos políticos, culturales, 
eco nómicos y espirituales de todos los guatemaltecos.

2. La identidad de los pueblos es un conjunto de elementos que 
los definen y, a su vez, lo hacen reconocerse como tal. Tratándose 
de la identidad maya, que ha demostrado una capacidad de re-
sistencia secular a la asimilación, son elementos fundamentales:
i) La descendencia directa de los antiguos mayas;
ii) Idiomas que provienen de una raíz maya común;
iii) Una cosmovisión que se basa en la relación armónica de 

to dos los elementos del universo, en el que el ser humano 
es sólo un elemento más, la tierra es la madre de la vida, 
y el maíz es un signo sagrado, eje de su cultura. Esta cos-
mo visión se ha transmitido de generación en generación 
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a través de la producción material y escrita y por medio 
de la tradición oral, en la que la mujer ha jugado un papel 
de terminante;

iv) Una cultura común basada en los principios y estructuras 
del pensamiento maya, una filosofía, un legado de conoci-
mientos científicos y tecnológicos, una concepción artística 
y estética propia, una memoria histórica colectiva propia, 
una organización comunitaria fundamentada en la solidari-
dad y el respeto a sus semejantes, y una concepción de la 
au toridad basada en valores éticos y morales; y

v) La auto-identificación.
3. La pluralidad de las expresiones socioculturales del pueblo maya, 

que incluyen los Achi, Akateko, Awakateko, Chorti, Chuj, Itza, 
Ixil, Jakalteko, Kanjobal, Kaqchikel, Kiche, Mam, Mopan, Po-
qo mam, Poqomchi, Qeqchi, Sakapulteko, Sipakapense, Tekti-
teko, Tzutujil y Uspanteko, no han alterado la cohesión de su 
iden tidad.

4. Se reconoce la identidad del pueblo maya así como las identidades 
de los pueblos garífuna y xinca, dentro de la unidad de la nación 
gua temalteca, y el Gobierno se compromete a promover ante el 
Con greso de la República una reforma de la Constitución Política 
de la República en este sentido.

II. 
LuchA contr A LA discriminAción

A. Lucha contra la discriminación legal y de hecho

1. Para superar la discriminación histórica hacia los pueblos indí-
genas, se requiere el concurso de todos los ciudadanos en la 
trans formación de mentalidades, actitudes y comportamientos. 
Di cha transformación comienza por un reconocimiento claro 
por todos los guatemaltecos de la realidad de la discriminación 
racial, así como de la imperiosa necesidad de superarla para lo-
grar una verdadera convivencia pacífica.
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2. Por su parte, con miras a erradicar la discriminación en contra 
de los pueblos indígenas, el Gobierno tomará las siguientes me-
didas:
i) Promover ante el Congreso de la República la tipificación 

de la discriminación étnica como delito;
ii) Promover la revisión ante el Congreso de la República de 

la legislación vigente para derogar toda ley y disposición 
que pueda tener implicación discriminatoria hacia los pue-
blos indígenas;

iii) Divulgar ampliamente los derechos de los pueblos indígenas 
por la vía de la educación, de los medios de comunicación 
y otras instancias; y

iv) Promover la defensa eficaz de dichos derechos. Con este 
fin, promover la creación de defensorías indígenas y la 
ins ta lación de bufetes populares de asistencia jurídica gra-
tuita para personas de bajos recursos económicos en las 
municipalidades donde predominan las comunidades in-
dígenas. Así mismo, se insta a la Procuraduría de los De-
rechos Humanos y a las demás organizaciones de defensa 
de los derechos humanos a que presten una atención especial 
a la defensa de los derechos de los pueblos maya, garífuna 
y xinca.

B. Derechos de la mujer indígena

1. Se reconoce la particular vulnerabilidad e indefensión de la 
mu jer indígena frente a la doble discriminación como mujer y 
co mo indígena, con el agravante de una situación social de par-
ticular pobreza y explotación. El Gobierno se compromete a 
to mar las siguientes medidas:
i) Promover una legislación que tipifique el acoso sexual co-

mo delito y considere como un agravante en la definición 
de la sanción de los delitos sexuales el que haya sido come-
tido contra una mujer indígena;

ii) Crear una Defensoría de la Mujer Indígena, con su parti-
cipación, que incluya servicios de asesoría jurídica y servicio 
social; y
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iii) Promover la divulgación y fiel cumplimiento de la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las formas de discrimi-
nación contra la mujer.

2. Se insta a los medios de comunicación y organizaciones de pro-
moción de los derechos humanos a cooperar en el logro de los 
ob jetivos del presente literal.

C. Instrumentos internacionales

Convención Internacional para la eliminación  
de todas las formas de discriminación racial
1. El Gobierno se compromete a promover ante el Congreso de la 

Re pú blica un proyecto de ley que incorpore las disposiciones 
de la Convención al Código Penal.

2. Siendo Guatemala parte de la Convención, se compromete a 
ago tar los trámites tendentes al reconocimiento del Comité para 
la Eliminación de la Discriminación Racial tal como lo establece 
el artículo 14 de dicha Convención.

Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 
(Convenio 169 de la oit)

El Gobierno ha sometido al Congreso de la República, para su 
apro bación, el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Tra bajo (oit) y por lo tanto, impulsará su aprobación por el mismo. 
Las partes instan a los partidos políticos a que agilicen la aprobación 
del Convenio.

Proyecto de Declaración sobre los  
Derechos de los Pueblos Indígenas
3. El Gobierno promoverá la aprobación del proyecto de declaración 

so bre los derechos de los pueblos indígenas en las instancias 
apropiadas de la Organización de las Naciones Unidas, en 
consulta con los pueblos indígenas de Guatemala.
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III. 
derechos cuLtur ALes

1. La cultura maya constituye el sustento original de la cultura 
guatemalteca y, junto con las demás culturas indígenas, constitu-
ye un factor activo y dinámico en el desarrollo y progreso de la 
sociedad guatemalteca.

2. Por lo tanto, es inconcebible el desarrollo de la cultura nacional 
sin el reconocimiento y fomento de la cultura de los pueblos 
in dígenas. En este sentido, a diferencia del pasado, la política 
edu cativa y cultural debe orientarse con un enfoque basado en 
el reconocimiento, respeto y fomento de los valores culturales 
in dígenas. Con base a este reconocimiento de las diferencias 
cul turales, se debe promover los aportes e intercambios que 
pro picien un enriquecimiento de la sociedad guatemalteca.

3. Los pueblos maya, garífuna y xinca son los autores de su desarrollo 
cul tural. El papel del Estado es de apoyar dicho desarrollo, 
eliminando los obstáculos al ejercicio de este derecho, tomando 
las medidas legislativas y administrativas necesarias para for-
talecer el desarrollo cultural indígena en todos los ámbitos co-
rrespondientes al Estado y asegurando la participación de los 
in dígenas en las decisiones relativas a la planificación y ejecución 
de programas y proyectos culturales mediante sus organismos 
e instituciones propias.

A. Idioma

1. El idioma es uno de los pilares sobre los cuales se sostiene la 
cul tura, siendo en particular el vehículo de la adquisición y 
trans misión de la cosmovisión indígena, de sus conocimientos 
y valores culturales. En este sentido, todos los idiomas que se 
ha blan en Guatemala merecen igual respeto. En este contexto, 
se deberá adoptar disposiciones para recuperar y proteger los 
idio mas indígenas, y promover el desarrollo y la práctica de los 
mismos.

2. Para este fin, el Gobierno tomará las siguientes medidas:
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i) Promover una reforma de la Constitución Política de la 
Re pública que liste el conjunto de los idiomas existentes 
en Guatemala que el Estado está constitucionalmente 
com prometido en reconocer, respetar y promover;

ii) Promover el uso de todos los idiomas indígenas en el sis-
tema educativo, a fin de permitir que los niños puedan 
leer y escribir en su propio idioma o en el idioma que más 
co múnmente se hable en la comunidad a la que pertenezcan, 
promoviendo en particular la educación bilingüe e intercul-
tural e instancias tales como las Escuelas Mayas y otras 
ex periencias educativas indígenas;

iii) Promover la utilización de los idiomas de los pueblos indí-
genas en la prestación de los servicios sociales del Estado 
a nivel comunitario;

iv) Informar a las comunidades indígenas en sus idiomas, de 
ma nera acorde a las tradiciones de los pueblos indígenas 
y por medios adecuados, sobre sus derechos, obligaciones 
y oportunidades en los distintos ámbitos de la vida nacional. 
Se recurrirá, si fuere necesario, a traducciones escritas y a 
la utilización de los medios de comunicación masiva en 
los idiomas de dichos pueblos;

v) Promover los programas de capacitación de jueces bilingües 
e intérpretes judiciales de y para idiomas indígenas;

vi) Propiciar la valorización positiva de los idiomas indígenas, 
y abrirles nuevos espacios en los medios sociales de 
comunicación y transmisión cultural, fortaleciendo organi-
za ciones tales como la Academia de Lenguas Mayas y otras 
ins tancias semejantes; y

vii) Promover la oficialización de idiomas indígenas. Para ello, 
se creará una comisión de oficialización con la participación 
de representantes de las comunidades lingüísticas y la 
Aca demia de Lenguas Mayas de Guatemala que estudiará 
mo dalidades de oficialización, teniendo en cuenta criterios 
lin güísticos y territoriales. El Gobierno promoverá ante el 
Congreso de la República una reforma del artículo 143 de 
la Constitución Política de la República de acuerdo con 
los resultados de la Comisión de Oficialización.
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B. Nombres, apellidos y toponimias

El Gobierno reafirma el pleno derecho al registro de nombres, 
ape llidos y toponimias indígenas. Se reafirma asimismo el derecho 
de las comunidades de cambiar los nombres de lugares donde residen, 
cuando así lo decida la mayoría de sus miembros. El Gobierno tomará 
las medidas previstas en el capítulo II literal A del presente acuerdo 
pa ra luchar contra toda discriminación de hecho en el ejercicio de 
este derecho.

C. Espiritualidad

1. Se reconoce la importancia y la especificidad de la espiritualidad 
ma ya como componente esencial de su cosmovisión y de la 
trans misión de sus valores, así como la de los demás pueblos 
in dígenas.

2. El Gobierno se compromete a hacer respetar el ejercicio de esta 
es piritualidad en todas sus manifestaciones, en particular el 
de recho a practicarla, tanto en público como en privado por 
me dio de la enseñanza, el culto y la observancia. Se reconoce 
asimismo la importancia del respeto debido a los guías espirituales 
in dígenas así como a las ceremonias y los lugares sagrados.

3. El Gobierno promoverá ante el Congreso de la República una 
re forma al artículo 66 de la Constitución Política de la República 
a fin de estipular que el Estado reconoce, respeta y protege las 
dis tintas formas de espiritualidad practicadas por los pueblos 
ma ya, garífuna y xinca.

D. Templos, centros ceremoniales y lugares sagrados

1. Se reconoce el valor histórico y la proyección actual de los tem-
plos y centros ceremoniales como parte de la herencia cultural, 
histórica y espiritual maya y de los demás pueblos indígenas.
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Templos y centros ceremoniales situados en  
zonas protegidas por el Estado como arqueológicas
2. De conformidad con la Constitución Política de la República, 

for man parte del patrimonio cultural nacional los templos y 
cen tros ceremoniales de valor arqueológico. Como tales, son 
bie nes del Estado y deben ser protegidos. En este contexto, de-
berá asegurarse que no se vulnere ese precepto en el caso de 
tem plos y centros ceremoniales de valor arqueológico que se 
en cuentren o se descubran en propiedad privada.

3. Se reconoce el derecho de los pueblos maya, garífuna y xinca 
de participar en la conservación y administración de estos lu-
gares. Para garantizar este derecho, el Gobierno se compromete 
a impulsar, con la participación de los pueblos indígenas, las 
me didas legales que aseguren una redefinición de las entidades 
del Estado encargadas de esta función que haga efectivo este 
derecho.

4. Se modificará la reglamentación para la protección de los centros 
ceremoniales en zonas arqueológicas a efecto que dicha reglamen-
tación posibilite la práctica de la espiritualidad y no pueda 
cons tituirse en un impedimento para el ejercicio de la misma. 
El Gobierno promoverá, conjuntamente con las organizaciones 
es pirituales indígenas, un reglamento del acceso a dichos centros 
ce remoniales que garantice la libre práctica de la espiritualidad 
in dígena dentro de las condiciones de respeto requeridas por 
los guías espirituales.

Lugares sagrados
5. Se reconoce la existencia de otros lugares sagrados donde se 

ejer ce tradicionalmente la espiritualidad indígena, y en particular 
maya, que debe ser preservados. Para ello, se creará una comisión 
integrada por representantes del Gobierno y de las organizaciones 
in dígenas, y de guías espirituales indígenas para definir estos 
lu gares así como el régimen de su preservación.
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E. Uso del traje

1. Debe ser respetado y garantizado el derecho constitucional al 
uso del traje indígena en todos los ámbitos de la vida nacional. 
El Gobierno tomará las medidas previstas en el capítulo II, 
literal A, del presente acuerdo para luchar contra toda discrimi-
nación de hecho en el uso del traje indígena.

2. Asimismo, en el marco de una campaña de concientización a 
la población sobre las culturas maya, garífuna y xinca en sus 
dis tintas manifestaciones, se informará sobre el valor espiritual 
y cultural de los trajes indígenas y su debido respeto.

F. Ciencia y tecnología

1. Se reconoce la existencia y el valor de los conocimientos científicos 
y tecnológicos mayas, así como también los conocimientos de 
los demás pueblos indígenas. Este legado debe ser recuperado, 
de sarrollado y divulgado.

2. El Gobierno se compromete a promover su estudio y difusión, 
y a facilitar la puesta en práctica de estos conocimientos. También 
se insta a las universidades, centros académicos, medios de 
comunicación, organismos no gubernamentales y de la coo-
peración internacional a reconocer y divulgar los aportes 
científicos y técnicos de los pueblos indígenas.

3. Por otra parte, el Gobierno posibilitará el acceso a los conocimien-
tos contemporáneos a los pueblos indígenas e impulsará los 
in tercambios científicos y técnicos.

G. Reforma educativa

1. El sistema educativo es uno de los vehículos más importantes 
pa ra la transmisión y desarrollo de los valores y conocimientos 
cul turales. Debe responder a la diversidad cultural y lingüística 
de Guatemala, reconociendo y fortaleciendo la identidad cultural 
in dígena, los valores y sistemas educativos mayas y de los demás 
pue blos indígenas, el acceso a la educación formal y no formal, 
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e incluyendo dentro de las currícula nacionales las concepciones 
edu  cativas indígenas.

2. Para ello, el Gobierno se compromete a impulsar una reforma 
del sistema educativo con las siguientes características:
i) Ser descentralizado y regionalizado a fin de que se adapte 

a las necesidades y especificidades lingüísticas y culturales;
ii) Otorgar a las comunidades y a las familias, como fuente 

de educación, un papel protagónico en la definición de las 
cu  rrícula y del calendario escolar y la capacidad de proponer 
el nombramiento y remoción de sus maestros a fin de res-
pon der a los intereses de las comunidades educativas y 
cul  turales;

iii) Integrar las concepciones educativas maya de los demás 
pueblos indígenas, en sus componentes filosóficos, cientí-
ficos, artísticos, pedagógicos, históricos, lingüísticos y 
po lítico-sociales, como una vertiente de la reforma educativa 
in tegral;

iv) Ampliar e impulsar la educación bilingüe intercultural y 
va lorizar el estudio y conocimiento de los idiomas indígenas 
a todos los niveles de la educación;

v) Promover el mejoramiento de las condiciones socio-econó-
micas de vida de las comunidades, a través del desarrollo 
de los valores, contenidos y métodos de la cultura de la 
co  munidad, la innovación tecnológica y el principio ético 
de conservación del medio ambiente;

vi) In cluir en los planes educativos contenidos que fortalezcan 
la unidad nacional en el respeto de la diversidad cultural;

vii) Contratar y capacitar a maestros bilingües y a funcionarios 
téc nicos administrativos indígenas para desarrollar la edu-
ca ción en sus comunidades e institucionalizar mecanismos 
de consulta y participación con los representantes de comu-
nidades y organizaciones indígenas en el proceso educativo;

viii) Perseguir el efectivo cumplimiento del derecho constitucio-
nal a la educación que corresponde a toda la población, 
es pecialmente en las comunidades indígenas donde se 
mues tran los más bajos niveles de atención educativa, ge-
neralizando su cobertura y promoviendo modalidades que 
fa ciliten el logro de estos objetivos; e



62 Los Acuerdos de Paz de Guatemala

ix) Incrementar el presupuesto del Ministerio de Educación, 
a fin de que una parte sustancial de este incremento se 
asigne a la implementación de la reforma educativa.

3. En el contexto de la reforma educativa, se tendrá plenamente 
en cuenta las distintas experiencias educativas mayas, se seguirá 
im pulsando las Escuelas Mayas y se consolidará el Programa 
Na cional de Educación Bilingüe Intercultural (Pronebi) para 
los pueblos indígenas y la Franja de Lengua y Cultura Maya 
pa ra toda la población escolar guatemalteca. Asimismo se pro-
moverá la creación de una Universidad Maya o entidades de 
es tudio superior indígena y el funcionamiento del Consejo Na-
cional de Educación Maya.

4. Para facilitar el acceso de los indígenas a la educación formal y 
no formal, se fortalecerá el sistema de becas y bolsas de estudio. 
Asi mismo se corregirá aquel material didáctico que exprese es-
tereotipos culturales y de género.

5. Para realizar el diseño de dicha reforma, se constituirá una co-
mi sión paritaria integrada por representantes del Gobierno y 
de las organizaciones indígenas.

H. Medios de comunicación masiva

1. Al igual que el sistema educativo los medios de comunicación 
tie nen un papel primordial en la defensa, desarrollo y transmisión 
de los valores y conocimientos culturales. Corresponde al Go-
bierno, pero también a todos los que trabajan e intervienen en 
el sector de la comunicación, promover el respeto y difusión de 
las culturas indígenas, la erradicación de cualquier forma de 
dis criminación y contribuir a la apropiación por todos los gua-
temaltecos de su patrimonio pluricultural.

2. Por su parte, a fin de favorecer el más amplio acceso a los medios 
de comunicación por parte de las comunidades e instituciones 
ma yas y de los demás pueblos indígenas, y la más amplia difusión 
en idiomas indígenas del patrimonio cultural indígena, en par-
ticular maya, así como del patrimonio cultural universal, el 
Go bierno tomará en particular las siguientes medidas:
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i) Abrir espacios en los medios de comunicación oficiales 
pa ra la divulgación de las expresiones culturales indígenas 
y propiciar similar apertura en los medios privados;

ii) Promover ante el Congreso de la República las reformas 
que sean necesarias en la actual Ley de Radiocomunicacio-
nes con el objetivo de facilitar frecuencias para proyectos 
in dígenas y asegurar la observancia del principio de no 
dis criminación en el uso de los medios de comunicación. 
Pro mover asimismo la derogación de toda disposición del 
or denamiento jurídico que obstaculice el derecho de los 
pue blos indígenas a disponer de medios de comunicación 
para el desarrollo de su identidad; y

iii) Reglamentar y apoyar un sistema de programas informati-
vos, científico, artísticos y educativos de las culturas indíge-
nas en sus idiomas, por medio de la radio, la televisión y 
los medios escritos nacionales.

IV. 
derechos civiLes, PoLíticos,  

sociALes y económicos

A. Marco constitucional

El Gobierno de la República se compromete a Promover una 
re forma de la Constitución Política de la República que defina y ca-
racterice a la Nación guatemalteca como de unidad nacional, multiét-
nica, pluricultural y multilingüe.

B. Comunidades y autoridades indígenas locales

1. Se reconoce la proyección que ha tenido y sigue teniendo la 
co munidad maya y las demás comunidades indígenas en lo po-
lítico, económico, social, cultural y espiritual. Su cohesión y 
di namismo han permitido que los pueblos maya, garífuna y 
xin ca conserven y desarrollen su cultura y forma de vida no 
obs tante la discriminación de la cual han sido víctimas.
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2. Teniendo en cuenta el compromiso constitucional del Estado 
de reconocer, respetar y promover estas formas de organización 
pro pias de las comunidades indígenas, se reconoce el papel que 
co rresponde a las autoridades de las comunidades, constituidas 
de acuerdo a sus normas consuetudinarias, en el manejo de sus 
asuntos.

3. Reconociendo el papel que corresponde a las comunidades, en 
el marco de la autonomía municipal, para el ejercicio del derecho 
de los pueblos indígenas a decidir sus propias prioridades en lo 
que atañe al proceso de desarrollo, y en particular con relación 
a la educación, la salud, la cultura y la infraestructura, el Gobierno 
se compromete a afirmar la capacidad de dichas comunidades 
en esta materia.

4. Para ello, y para propiciar la participación de las comunidades 
in dígenas en el proceso de toma de decisiones sobre todos los 
asun tos que les afecten, el Gobierno promoverá una reforma al 
Có digo Municipal.

5. Dicha reforma se promoverá dé acuerdo con las conclusiones 
que la comisión de reforma y participación, establecida en el 
pre sente capítulo, literal D, numeral 4, adoptará sobre los si-
guien tes puntos, en el contexto de la autonomía municipal y de 
las normas legales reconociendo a las comunidades indígenas 
el manejo de sus asuntos internos de acuerdo con sus normas 
consuetudinarias, mencionadas en el presente capítulo, literal 
E, numeral 3:
i) Definición del estatus y capacidades jurídicas de las comu-

nidades indígenas y de sus autoridades constituidas de 
acuerdo a las normas tradicionales;

ii) Definición de formas para el respeto del derecho consuetu-
dinario y todo lo relacionado con el hábitat en el ejercicio 
de las funciones municipales, teniendo en cuenta, cuando 
sea el caso, la situación de diversidad lingüística, étnica y 
cul tural de los municipios;

iii) Definición de formas para promover la equitativa distribu-
ción del gasto público, incluyendo el porcentaje del pre-
supues to general de ingresos ordinarios del Estado trasla-
dado anualmente a las municipalidades, entre las comuni-
dades in dígenas y no indígenas, integrantes del municipio, 
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fortale ciendo la capacidad de dichas comunidades de 
manejar recursos y ser los agentes de su propio desarrollo; 
y

iv) Definición de formas para la asociación de comunidades 
en la defensa de sus derechos e intereses y la celebración 
de acuerdos para diseñar y ejecutar proyectos de desarrollo 
co munal y regional.

C. Regionalización

Tomando en cuenta que procede una regionalización adminis-
trativa basada en una profunda descentralización y desconcentración, 
cu ya configuración refleje criterios económicos, sociales, culturales, 
lin güísticos y ambientales, el Gobierno se compromete a regionalizar 
la administración de los servicios educativos, de salud y de cultura 
de los pueblos indígenas de conformidad con criterios lingüísticos; 
asimismo se compromete a facilitar la participación efectiva de los 
re presentantes de las comunidades en la gestión educativa y cultural 
a nivel local a fin de garantizar su eficiencia y pertinencia.

D. Participación a todos los niveles

1. Se reconoce que los pueblos indígenas han sido marginados en 
la toma de decisiones en la vida política del país, haciéndoseles 
ex tremadamente difícil, si no imposible, su participación para 
la libre y completa expresión de sus demandas y la defensa de 
sus derechos.

2. En este contexto, se reitera que los pueblos maya, garífuna y 
xinca tienen derecho a la creación y dirección de sus propias 
ins tituciones, al control de su desarrollo y a la oportunidad real 
de ejercer libremente sus derechos políticos, reconociendo y 
rei terando asimismo que el libre ejercicio de estos derechos les 
da validez a sus instituciones y fortalece la unidad de la nación.

3. En consecuencia, es necesario institucionalizar la representación 
de los pueblos indígenas en los niveles local, regional y nacional, 
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y asegurar su libre participación en el proceso de toma de decisión 
en los distintos ámbitos de la vida nacional.

4. El Gobierno se compromete a promover las reformas legales e 
institucionales que faciliten, normen y garanticen tal participa-
ción. Asimismo se compromete a elaborar dichas reformas con 
la participación de representantes de las organizaciones indígenas, 
me diante la creación de una comisión paritaria de reforma y 
par ticipación, integrada por representantes del Gobierno y de 
las organizaciones indígenas.

5. Sin limitar el mandato, la comisión podrá considerar reformas 
o medidas en los siguientes ámbitos:
i) Mecanismos obligatorios de consulta con los pueblos in-

dígenas cada vez que se prevean medidas legislativas y 
ad ministrativas susceptibles de afectar los pueblos maya, 
ga rífuna y xinca;

ii) Formas institucionales de participación individual y colec-
tiva en el proceso de toma de decisión tales como órganos 
ase sores, consultivos y otros que aseguren la interlocución 
per manente entre los órganos del Estado y los pueblos in-
dígenas;

iii) Instituciones de representación indígena que velen por los 
in tereses de los pueblos indígenas a nivel regional y/o na-
cio nal, con estatutos que aseguren su representatividad y 
atri buciones que garanticen la debida defensa y promoción 
de dichos intereses, incluyendo su potestad propositiva 
an te los organismos ejecutivo y legislativo; y

iv) Garantizar el libre acceso de los indígenas en las distintas 
ramas de la función pública, promoviendo su nombramien-
to en puestos dentro de las administraciones locales, regio-
nales y nacionales, cuyo trabajo concierne más directamente 
a sus intereses o cuya actividad se circunscribe a áreas 
pre do minantemente indígenas.
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E. Derecho consuetudinario

1. La normatividad tradicional de los pueblos indígenas ha sido y 
si gue siendo un elemento esencial para la regulación social de 
la vida de las comunidades y, por consiguiente, para el manteni-
miento de su cohesión.

2. El Gobierno reconoce que tanto el desconocimiento por parte 
de la legislación nacional de las normas consuetudinarias que 
re gulan la vida comunitaria indígena como la falta de acceso 
que los indígenas tienen a los recursos del sistema jurídico nacio-
nal han dado lugar a negación de derechos, discriminación y 
mar ginación.

3. Para fortalecer la seguridad jurídica de las comunidades indígenas 
el Gobierno se compromete a promover ante el organismo legis-
lativo, con la participación de las organizaciones indígenas, el 
de sarrollo de normas legales que reconozcan a las comunidades 
in dígenas el manejo de sus asuntos internos de acuerdo con sus 
normas consuetudinarias, siempre que éstas no sean incompati-
bles con los derechos; fundamentales definidos por el sistema 
ju rídico nacional ni con los derechos humanos internacional-
mente recono cidos.

4. En aquellos casos donde se requiera la intervención de los tribu-
nales y en particular en materia penal, las autoridades correspon-
dientes deberán tener plenamente en cuenta las normas tradicio-
nales que rigen en las comunidades. Para ello, el Gobierno se 
compromete a tomar las siguientes medidas:
i) Proponer, con la participación de representantes de las 

or ganizaciones indígenas, disposiciones legales para incluir 
el peritaje cultural y desarrollar mecanismos que otorguen 
atri buciones a las autoridades comunitarias para que señalen 
las costumbres que constituyen su normatividad interna; 
y

ii) Impulsar, en coordinación con las universidades de Guate-
mala, las asociaciones profesionales y las organizaciones 
in dígenas, un programa permanente para jueces y agentes 
del Ministerio Público sobre la cultura y rasgos de identidad 
de los pueblos indígenas, en especial en el conocimiento 
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de sus normas y mecanismos que regulan su vida comuni-
taria.

5. Para asegurar el acceso de los indígenas a los recursos del sistema 
ju rídico nacional, el Gobierno se compromete a impulsar servicios 
de asesoría jurídica gratuita para personas de bajos recursos 
económicos y reitera su obligación de poner gratuitamente a 
dis posición de las comunidades indígenas intérpretes judiciales, 
ase gurando que se aplique rigurosamente el principio que nadie 
puede ser juzgado sin haber contado con el auxilio de inter-
pretación en su idioma.

6. El Gobierno propiciará, en cooperación con las organizaciones 
in dígenas, las universidades del país y las asociaciones profe-
sionales correspondientes, el estudio sistemático y detenido de 
los valores y procedimientos de la normatividad tradicional

F. Derechos relativos a  
la tierra de los pueblos indígenas

1. Los derechos relativos a la tierra de los pueblos indígenas incluyen 
tan to la tenencia comunal o colectiva, como la individual, los 
de rechos de propiedad, de posesión y otros derechos reales, así 
co mo el aprovechamiento de los recursos naturales en beneficio 
de las comunidades, sin perjuicio de su hábitat. Es necesario 
desarrollar medidas legislativas y administrativas para el reconoci-
miento, titulación, protección, reivindicación, restitución y 
com pensación de estos derechos.

2. La desprotección de los derechos relativos a la tierra y recursos 
na turales de los pueblos indígenas es parte de una problemática 
muy amplia que se debe entre otras razones a que los campesinos 
in dígenas y no indígenas difícilmente han podido legalizar sus 
derechos mediante titulación y registro. Cuando excepcional-
mente han podido legalizar sus derechos, no han tenido acceso 
a los mecanismos legales para defenderlos. Al no ser exclusiva 
de la población indígena, aunque ésta ha sido especialmente 
afec tada, esta problemática deberá abordarse al tratarse el tema 
“As pectos socio-económicos y situación agraria”, como parte 
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de las consideraciones sobre reformas en la estructura de la te-
nen cia de la tierra.

3. Sin embargo, la situación de particular desprotección y despojo 
de las tierras comunales o colectivas indígenas merece una aten-
ción especial en el marco del presente acuerdo. La Constitución 
de la República establece la obligación del Estado de dar pro-
tección especial a las tierras de cooperativas, comunales o co-
lectivas; reconoce el derecho de las comunidades indígenas y 
otras a mantener el sistema de administración de las tierras que 
ten gan y que históricamente les pertenecen; y contempla la 
obli gación del Estado de proveer de tierras estatales a las co-
munidades indígenas que las necesiten para su desarrollo.

4. Reconociendo la importancia especial que para las comunidades 
in dígenas tiene su relación con la tierra, y para fortalecer el 
ejer cicio de sus derechos colectivos sobre la tierra y sus recursos 
na turales, el Gobierno se compromete a adoptar directamente, 
cuan do es de su competencia, y a promover cuando es de la 
com petencia del Organismo Legislativo o de las autoridades 
mu nicipales, las medidas abajo mencionadas, entre otras, que 
se aplicarán en consulta y coordinación con las comunidades 
in dígenas concernidas.

Regularización de la tenencia de  
la tierra de las comunidades indígenas
5. El Gobierno adoptará o promoverá medidas para regularizar la 

situación jurídica de la posesión comunal de tierras por las 
comunidades que carecen de títulos de propiedad, incluyendo 
la titulación de las tierras municipales o nacionales con clara 
tradición comunal. Para ello, en cada municipio se realizará un 
inventario de la situación de tenencia de la tierra.

Tenencia de la tierra y uso y  
administración de los recursos naturales
6. El Gobierno adoptará o promoverá las medidas siguientes:

i) Reconocer y garantizar el derecho de acceso a tierras y 
re cursos que no estén exclusivamente ocupados por las 
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co munidades, pero a las que éstas hayan tenido tradicional-
mente acceso para sus actividades tradicionales y de 
subsistencia (servidumbres, tales como paso, tala, acceso 
a manantiales, etc., y aprovechamiento de recursos natu-
rales), así como para sus actividades espirituales;

ii) Reconocer y garantizar el derecho de las comunidades de 
par ticipar en el uso, administración y conservación de los 
re cursos naturales existentes en sus tierras;

iii) Obtener la opinión favorable de las comunidades indígenas 
pre via la realización de cualquier proyecto de explotación 
de recursos naturales que pueda afectar la subsistencia y 
el modo de vida de las comunidades. Las comunidades 
afec tadas deberán percibir una indemnización equitativa 
por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de 
estas actividades; y

iv) Adoptar, en cooperación con las comunidades, las medidas 
necesarias para proteger y preservar el medio ambiente.

Restitución de tierras comunales y  
compensación de derechos
7. Reconociendo la situación de particular vulnerabilidad de las 

co munidades indígenas, que han sido históricamente las víctimas 
de despojo de tierras, el Gobierno se compromete a instituir 
pro cedimientos para solucionar las reivindicaciones de tierras 
co munales formuladas por las comunidades, y para restituir o 
com pensar dichas tierras. En particular, el Gobierno adoptará 
o promoverá las siguientes medidas:
i) Suspender las titulaciones supletorias para propiedades 

sobre las cuales hay reclamos de derechos por las comuni-
dades indígenas;

ii) Suspender los plazos de prescripción para cualquier acción 
de despojo a las comunidades indígenas; y

iii) Sin embargo, cuando los plazos de prescripción hayan 
ven cido anteriormente, establecer procedimientos para 
com pensar a las comunidades despojadas con tierras que 
se adquieran para el efecto.
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Adquisición de tierras para el  
desarrollo de las comunidades indígenas
8. El Gobierno tomará las medidas necesarias, sin afectar la pequeña 

propiedad campesina, para hacer efectivo el mandato cons-
titucional de proveer de tierras estatales a las comunidades 
indígenas que las necesiten para su desarrollo.

Protección jurídica de los  
derechos de las comunidades indígenas
9. Para facilitar la defensa de los derechos arriba mencionados y 

proteger las comunidades eficazmente, el Gobierno se compro-
mete a adoptar o promover las siguientes medidas:
i) El desarrollo de normas legales que reconozcan a las comu-

nidades indígenas la administración de sus tierras de 
acuer do con sus normas consuetudinarias;

ii) Promover el aumento del número de juzgados para atender 
los asuntos de tierras y agilizar procedimientos para la re-
so lución de dichos asuntos;

iii) Instar a las facultades de ciencias jurídicas y sociales al 
for talecimiento del componente de derecho agrario en las 
currícula de estudio, incluyendo el conocimiento de las 
nor mas consuetudinarias en la materia;

iv) Crear servicios competentes de asesoría jurídica para los 
re clamos de tierras;

v) Pro veer gratuitamente el servicio de intérpretes a las 
comunidades indígenas en asuntos legales;

vi) Promover la más amplia divulgación dentro de las comu-
nidades indígenas de los derechos agrarios y los recursos 
legales disponibles; y

vii) Eliminar cualquier forma de discriminación de hecho o 
legal contra la mujer en cuanto a facilitar el acceso a la 
tie rra, a la vivienda, a créditos y a participar en los proyectos 
de desarrollo.

10. El Gobierno se compromete a dar a la ejecución de los compro-
misos contenidos en este literal la prioridad que amerita la 
situación de inseguridad y urgencia que caracteriza la problemá-
tica de la tierra de las comunidades indígenas. Para ello, el 
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Gobierno establecerá, en consulta con los pueblos indígenas, 
una comisión paritaria sobre derechos relativos a la tierra de los 
pueblos indígenas, para estudiar, diseñar y proponer los procedi-
mientos y arreglos institucionales más adecuados. Dicha comisión 
será integrada por representantes del Gobierno y de las organiza-
ciones indígenas.

v. 
comisiones PAritAriAs

Con respecto a la composición y el funcionamiento de la comisión 
de reforma educativa mencionada en el capítulo III, literal G, numeral 
5, la comisión de reforma y participación mencionada en el capítulo 
IV, literal D, numeral 4 y la comisión sobre derechos relativos a la 
tie rra de los pueblos indígenas, mencionada en el capítulo IV, literal 
F, numeral 10, las partes acuerdan lo siguiente:

i) Las comisiones estarán integradas por igual número de 
re presentantes del Gobierno y de representantes de las or-
ganizaciones indígenas;

ii) El número de miembros de las comisiones se fijará en con-
sultas entre el Gobierno y los sectores mayas miembros de 
la Asamblea de la Sociedad Civil;

iii) Los sectores mayas miembros de la Asamblea de la Sociedad 
Ci vil convocarán a las organizaciones mayas, garífunas y 
xincas interesadas a participar en dichas comisiones para 
que designen los representantes indígenas en las comisiones;

iv) Las comisiones adoptarán sus conclusiones por consenso;
v) Las comisiones determinarán su funcionamiento con base 

en los mandatos definidos en el presente acuerdo; y
vi) Las comisiones podrán solicitar la asesoría y cooperación 

de organismos nacionales e internacionales pertinentes 
para el cumplimiento de sus mandatos.
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vi. 
recursos

Teniendo en cuenta la importancia de las medidas contenidas en el 
pre sente acuerdo, el Gobierno se compromete a hacer todos los esfuer-
zos necesarios para movilizar los recursos indispensables para la eje-
cución de sus compromisos en dicho acuerdo. Además deI Gobierno, 
am plios sectores de la comunidad nacional pueden tener un papel 
ac tivo en promover el respeto de la identidad de los pueblos indígenas 
y el pleno ejercicio de sus derechos. Se insta a dichos sectores a que 
con tribuyan con los recursos a su alcance al cumplimiento del presente 
acuerdo en los ámbitos que les corresponden. La cooperación in-
ternacional es indispensable para complementar los esfuerzos nacio-
nales con recursos técnicos y financieros, en particular en el marco 
del Decenio Internacional de las Poblaciones Indígenas del Mundo 
(1994-2004).

vii. 
disPosiciones finALes

Primera. De conformidad con el Acuerdo Marco, se solicita al Secre-
tario General de las Naciones Unidas verifique el cumpli-
miento del presente acuerdo, sugiriéndole que, en el diseño 
del mecanismo de verificación, tenga en cuenta las opiniones 
de las organizaciones indígenas.

Segunda. Los aspectos de este acuerdo que correspondan a los dere-
chos humanos que se encuentran reconocidos en el ordena-
miento jurídico guatemalteco, incluidos los tratados, con-
ven ciones y otros instrumentos internacionales sobre la 
ma teria de los que Guatemala es parte, tienen vigencia y 
apli cación inmediatas. Se solicita su verificación por la 
Misión de verificación de los derechos humanos y del 
cum plimiento de los compromisos del Acuerdo global so-
bre derechos humanos en Guatemala (Minugua).

Tercera. El presente acuerdo forma parte del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera y, salvo lo acordado en la disposición anterior, 
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en trará en vigencia en el momento de la firma de este 
último.

Cuarta. Se dará la más amplia divulgación del presente acuerdo, 
tan to en español como en los principales idiomas indígenas, 
para lo cual se solicitará la cooperación financiera interna-
cional.

Nota: Los planteamientos contenidos en el documento de consenso 
de la Asamblea de la Sociedad Civil sobre el presente tema que 
corresponden más directamente a puntos pendientes del temario de 
la negociación serán discutidos en su oportunidad.

México, D.F., 31 de marzo de 1995

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Héctor Rosada Granados

General Carlos Enrique Pineda Carranza

Antonio F. Arenales Forno

General Julio Arnoldo Balconi Turcios

Mario Permuth

General José Horacio Soto Salán

Amílcar Burgos Solís

Manuel Salazar Tetzagüic
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Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandancia General

Carlos Gonzales

Comandante Rolando Morán

Comandante Gaspar Ilóm

Comandante Pablo Monsanto

Comisión Político Diplomática:

Luis Felipe Becker Guzmán

Miguel Ángel Sandoval

Francisco Villagrán Muñoz

Luz Méndez Gutiérrez

Asesores

Marco Vinicio Castañeda

Miguel Angel Reyes

Por las Naciones Unidas:

Gilberto Bueno Schlitter Silva 
Director de la Unidad de Guatemala

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo sobre aspectos  
socioeconómicos y situación agraria

resumen

País y fecha de la firma: México, D. F. 6 de mayo de 1996

firmAntes

	● Delegación y representación del Gobierno de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

	● Este Acuerdo está orientado a la superación de la pobreza, 
ex trema pobreza, discriminación y marginación social y 
po lítica que han obstaculizado y distorsionado el desarrollo 
so cial, económico, cultural y político del país.

	● Con respecto a la situación agraria y el desarrollo rural, se 
se ñala que la resolución de la problemática agraria y el de-
sarrollo rural son fundamentales e ineludibles para dar 
res puesta a la situación de la mayoría de la población que 
vive en el medio rural. La resolución de la situación agraria 
es un proceso complejo que abarca múltiples aspectos de 
la vida rural, desde la modernización de las modalidades 
de producción y de cultivo, hasta la protección del ambiente, 
pa sando por la seguridad de la propiedad, la adecuada utili-
zación de la tierra y del trabajo, la protección laboral y una 
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distribución más equitativa de los recursos y beneficios del 
desarrollo.

	● Para lograr lo anterir es necesario reconocer que el desarrollo 
so cioeconómico requiere de justicia social, como uno de 
los cimientos de la unidad y solidaridad nacional, y de cre-
cimiento económico con sostenibilidad. Se plantea también 
la necesidad de una estrategia integral que facilite el acceso 
de los campesinos a la tierra y otros recursos productivos, 
que brinde seguridad jurídica y que favorezca la resolución 
de conflictos.

	● Para ello es necesaria la participación efectiva de todos los 
sec tores de la sociedad en la solución de sus necesidades y 
en la democratización del Estado que permita, por un lado, 
su propio fortalecimiento para orientar así, políticas de de-
sarrollo, invertir y prestar servicios, y por otro lado, ampliar 
las posibilidades de participación de la población en el de-
sarrollo socioeconómico.

	● Se agrega la idea de promover una cultura de la concertación 
y fortalecer al Estado para asumir el papel de concertador 
y conciliador de intereses entre los diversos grupos y ex-
presiones sociales. Se orienta hacia la descentralización de 
servicios, de tal manera que a nivel local, autoridades, em-
presas, liderazgos y población puedan disponer de los re-
cursos y las capacidades necesarias para la toma de decisiones 
acerca de sus propias visiones de desarrollo e inversión social.

comPromisos y ALcAnces

En función del fortalecimiento de las capacidades de 
participación se asumen los siguientes compromisos.
	● Promoción de una reforma al Código Municipal y la auto-

nomía y descentralización municipal, regionalización de 
los servicios de salud, de educación y de cultura de los pue-
blos indígenas, promover y garantizar la participación de 
la población en la identificación de las prioridades locales. 
Pro moción de la participación activa de las mujeres en el 
desarrollo económico y social de Guatemala siendo obli-
gación del Estado promover la eliminación de toda forma 
de discriminación contra ellas.
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	● El crecimiento y la política económica orientada a impedir 
que se produzcan procesos de exclusión socioeconómica. 
El desarrollo social del país es, a su vez, indispensable para 
su crecimiento económico y una mejor inserción en la eco-
nomía mundial. Corresponde al Estado promover, orientar 
y regular el desarrollo socioeconómico del país, con el es-
fuerzo del conjunto de la sociedad.

	● El Gobierno asume el compromiso de adoptar políticas 
eco nómicas tendientes a alcanzar un crecimiento sostenido 
del producto interno bruto a una tasa no menor del 6% 
anual, que permita una política social avanzada.

	● Promoción al acceso a tierra y recursos productivos para 
los campesinos: propiedad de la tierra y uso sostenible de 
los recursos del territorio.

	● Acceso a la propiedad de la tierra. Por medio de un fondo 
fi deicomiso de tierras dentro de una institución bancaria 
par ticipativa para la asistencia crediticia y el fomento del 
ahorro preferentemente a micro, pequeños y medianos 
empresarios. El Fondo de Tierras con un departamento 
es pecial de asesoría y gestión para atender a las comunidades 
y organizaciones campesinas. Otorgamiento a pequeños y 
me dianos propietarios concesiones de manejo de recursos 
naturales. Participación del sector privado y las organizacio-
nes comunitarias de base en proyectos de manejo y conserva-
ción de recursos naturales renovables.

	● Reformas al marco legal y seguridad jurídica, resolución 
ex pedita de los conflictos de tierra e institucionalidad: re-
gistro de la propiedad inmueble y catastro, protección 
laboral, protección ambiental y respeto a la diversidad étnica 
y cultura.

	● Modernización de la administración pública, con descentra-
lización y desconcentración de los recursos públicos. Una 
po lítica de fiscalización a nivel nacional. Profesionalización 
y dignificación de los servidores públicos y la creación de 
una carrera de servicio civil. Una política fiscal como he-
rramienta clave. Una política presupuestaria que responda 
a un desarrollo socioeconómico con estabilidad. Una política 
tri butaria que permita una eficiente recaudación de recursos.
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concLusión

El horizonte de este Acuerdo es lograr una estrategia integral 
de desarrollo, plural y multisectorial como base para la construc-
ción de democracia y paz.

Corresponde al Estado un papel fundamental y urgente en 
este proceso. Como orientador del desarrollo nacional, como 
le gislador, como fuente de inversión pública y prestatario de 
ser vicios, como promotor de la concertación social y de la re-
solución de conflictos, es esencial que el Estado aumente y 
reoriente sus esfuerzos y sus recursos hacia el campo, e impulse 
en forma sostenida una modernización agraria en la dirección 
de una mayor justicia y de una mayor eficiencia. Para ello el 
go bierno debe tomar en cuenta la participación de diversos ac-
tores, el acceso a la tierra, los recursos productivos y de los te-
rritorios. Accesos a los recursos productivos.

Con base en las premisas, objetivos y visiones de este acuerdo 
tam bién orienta al gobierno sobre sus obligaciones en materia 
de salud, vivienda, trabajo y empleo, inversión y productividad. 
La necesidad de tomar medidas concertadas con los distintos 
sec tores sociales, para incrementar la inversión y la productividad, 
le gislación laboral tutelar, implementando cambios legales y 
re glamentos que hagan efectivas las leyes laborales. incremento 
de los servicios de inspección laboral y la fiscalización del cum-
plimento de la normativa laboral en materia de derechos laborales 
de los trabajadores y trabajadoras, capacitación laboral, procesos 
mo dernos y permanentes de formación y capacitación en todos 
los niveles; modernización del Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social, para garantizar su papel de rector en las políticas re-
lacionadas al trabajo y promoción del empleo; participación, 
concertación y negociación, impulso de la cooperación y la 
concertación trabajadores-empleadores y una cultura de negocia-
ción para dirimir las disputas laborales.
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Contenido del Acuerdo

Considerando

Que una paz firme y duradera debe cimentarse sobre un desarrollo 
socioeconómico orientado al bien común que responda a las necesida-
des de toda la población;

Que ello es necesario para superar las situaciones de pobreza, 
ex trema pobreza, discriminación y marginación social y política que 
han obstaculizado y distorsionado el desarrollo social, económico, 
cul tural y político del país y han constituido fuente de conflicto e 
ines ta bilidad;

Que el desarrollo socioeconómico requiere de justicia social, 
co mo uno de los cimientos de la unidad y solidaridad nacional, y de 
cre  cimiento económico con sostenibilidad, como condición para 
res ponder a las demandas sociales de la población;

Que en el área rural es necesaria una estrategia integral que 
fa cilite el acceso de los campesinos a la tierra y otros recursos produc-
tivos, que brinde seguridad jurídica y que favorezca la resolución de 
conflictos;

Que tanto para el aprovechamiento de las potencialidades pro-
duc tivas de la sociedad guatemalteca como para el logro de una mayor 
jus ticia social, es fundamental la participación efectiva de todos los 
sec tores de la sociedad en la solución de sus necesidades, y en particular 
en la definición de las políticas públicas que les conciernen;

Que el Estado debe democratizarse para ampliar estas posibili-
dades de participación y fortalecerse como orientador del desarrollo 
na cional, como legislador, corno fuente de inversión pública y presta-
tario de servicios y como promotor de la concertación social y de la 
re solución de conflictos;

Que el presente Acuerdo busca crear o fortalecer los mecanismos 
y las condiciones garanticen una participación efectiva de la población 
y recoge los objetivos prioritarios de la acción gubernamental para 
sen tar las bases de este desarrollo participativo;

Que la aplicación del presente Acuerdo debe propiciar que todas 
las fuerzas sociales y políticas del país enfrenten en forma solidaria 
y responsable las tareas inmediatas de la lucha contra la pobreza, la 
dis criminación y los privilegios, construyendo así una Guatemala 
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uni da, próspera y justa que permita una vida digna para el conjunto 
de su población;

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (en adelante “las partes”) acuerdan lo siguiente:

i. 
democr AtizAción y  

desArroLLo PArticiPAtivo

A. Participación y concertación social

1. Para profundizar una democracia real, funcional y participativa, 
el proceso de desarrollo económico y social debe ser democrático 
y participativo y abarcar: a) la concertación y el diálogo entre 
los agentes del desarrollo socioeconómico, b) la concertación 
en tre estos agentes y las instancias del Estado en la formulación 
y aplicación de las estrategias y acciones de desarrollo, y c) la 
par ticipación efectiva de los ciudadanos en la identificación, 
prio rización y solución de sus necesidades.

2. La ampliación de la participación social es un baluarte contra 
la corrupción, los privilegios, las distorsiones del desarrollo y el 
abu so del poder económico y político en detrimento de la socie-
dad. Por lo tanto, es un instrumento para erradicar la polarización 
eco nómica, social y política de la sociedad.

3. Además de constituir un factor de democratización, la participa-
ción ciudadana en el desarrollo económico y social es indispensa-
ble para el fomento de la productividad y el crecimiento económi-
co, para una mayor equidad en la distribución de la riqueza y 
pa ra la calificación del potencial humano. Permite asegurar la 
trans parencia de las políticas públicas, su orientación hacia el 
bien común y no a intereses particulares, la protección efectiva 
de los intereses de los más vulnerables, la eficiencia en la prestación 
de los servicios y. por ende, el desarrollo integral de la persona.

4. En este espíritu y en congruencia con los acuerdos ya firmados 
so bre Reasentamiento de las Poblaciones Desarraigadas por el 
En frentamiento Armado e Identidad y Derechos de los Pueblos 
In dígenas, las partes coinciden en la importancia de crear o 
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for talecer mecanismos que permitan que los ciudadanos y los 
dis tintos grupos sociales ejerzan efectivamente sus derechos y 
par ticipen plenamente en la toma de decisiones sobre los diversos 
asuntos que les afecten o interesen, con plena conciencia y cum-
plien do responsablemente con las obligaciones sociales en lo 
per sonal y colectivamente.

5. Fortalecer la participación social requiere ofrecer mayores opor-
tunidades a la población organizada en la toma de decisiones 
so cioeconómicas. Esto supone admitir y propiciar todas las 
for mas de organización de la población en las que tengan expre-
sión los diferentes intereses. Requiere, en particular, garantizar 
plena y efectivamente los derechos de los trabajadores urbanos 
y rurales y de los campesinos a participar como entes organizados 
en los procesos de concertación con el sector empresarial o a 
ni vel nacional. Para estos fines, es necesaria la emisión de dis-
posiciones legales y administrativas ágiles para el otorgamiento 
de la personalidad jurídica u otra forma de reconocimiento legal 
a las organizaciones que lo soliciten.

6. Esto supone, además de un importante esfuerzo para promover 
una cultura de la concertación y la capacitación de las organiza-
ciones empresariales, laborales y otras para que aumente su 
capa cidad propositiva y negociadora y puedan asumir efectiva-
mente los derechos y las obligaciones inherentes a la participación 
democrática.

Concertación
7. La concertación social a los niveles nacional, departamental, 

comunal y de unidades productivas rurales y urbanas es esencial 
para estimular y estabilizar la dinámica económica y social. Las 
estructuras del Estado deben adaptarse para llevar a cabo este 
papel de concertación y conciliación de intereses a fin de poder 
ope rar con eficacia y eficiencia en pro de la modernización 
productiva y de la competitividad, de la promoción del crecimien-
to económico y de la eficiente prestación universal de servicios 
sociales básicos.
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Participación a nivel local
8. Teniendo en cuenta que los habitantes de un departamento o 

municipio, empresarios, trabajadores, cooperativistas o autorida-
des representativas de las comunidades, pueden definir mejor 
las medidas que los benefician o los afectan, se debe adoptar 
un conjunto de instrumentos que institucionalicen la descentra-
liza ción de la decisión socioeconómica, con la transferencia real 
de recursos económicos gubernamentales y de capacidad para 
dis cutir y decidir localmente la asignación de los recursos, la 
for ma de ejecutar los proyectos, las prioridades y las características 
de los programas o de las acciones gubernamentales. De esta 
for ma, los órganos gubernamentales podrán basar sus acciones 
en las propuestas que emanen de la conciliación de intereses 
entre las diferentes expresiones de la sociedad.

9. Mediante el presente acuerdo, el Gobierno se compromete a 
to mar un conjunto de medidas encaminadas a incrementar la 
par ticipación de la población en los distintos aspectos de la ges-
tión pública, incluyendo las políticas de desarrollo social y rural. 
Este conjunto de reformas debe permitir sustituir estructuras 
que generan conflictividad social por nuevas relaciones que ase-
gu ren la consolidación de la paz, como expresión de la armonía 
en la convivencia, y el fortalecimiento de la democracia, como 
pro ceso dinámico y perfectible, en el que se pueda constatar 
un avance en la participación de los distintos grupos sociales 
en la definición de las opciones políticas, sociales y económicas 
del país.

10. Para fortalecer las capacidades de participación de la población 
y al mismo tiempo la capacidad de gestión del Estado, el Gobierno 
se compromete a:

Comunidades
a) Promover una reforma al Código Municipal para que los 

al caldes auxiliares sean nombrados por el alcalde municipal 
tor nando en cuenta las propuestas de los vecinos en cabildo 
abierto.
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Municipios
b) Propiciar la participación social en el marco de la autonomía 

mu nicipal profundizando el proceso de descentralización 
hacia los gobiernos municipales, con el consiguiente reforza-
mien to de sus recursos técnicos, administrativos y finan-
cieros.

c) Establecer y ejecutar a breve plazo, en concertación con la 
Asociación Nacional de Municipalidades (anam), un progra-
ma de capacitación municipal que sirva de marco para los 
es fuerzos nacionales y la cooperación internacional en la 
ma teria. Dicho programa enfatizará la formación de un 
per sonal municipal especializado en la ejecución de las 
nuevas tareas que correspondan al municipio como resultado 
del proceso de descentralización, con énfasis en las tareas 
de ordenamiento territorial, catastro, planificación munici-
pal, admi nistración financiera, gestión de proyectos y ca-
pacitación de las organizaciones locales para que puedan 
participar efectivamente en la resolución de sus necesidades.

Departamentos
d) Promover ante el Congreso una reforma de la Ley de Gobier-

no de los Departamentos de la República, a fin de que el 
go bernador departamental sea nombrado por el Presidente 
de la República tomando en consideración los candidatos 
pro puestos por los representantes no gubernamentales de 
los Consejos Departamentales de Desarrollo.

Regiones
e) Regionalizar los servicios de salud, de educación y de cultura 

de los pueblos indígenas y asegurar la plena participación 
de las organizaciones indígenas en el diseño e implementación 
de este proceso.

Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural
f ) Teniendo en cuenta el papel fundamental de los Consejos 

de Desarrollo Urbano y Rural para asegurar, promover y 
ga rantizar la participación de la población en la identificación 
de las prioridades locales, la definición de los proyectos y 
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pro gramas públicos y la interacción de la política nacional 
de desarrollo urbano y rural, tomar las siguientes medidas:
i) Restablecer los Consejos Locales de Desarrollo;
ii) Promover una reforma de la Ley de Consejos de 

Desarrollo Urbano y Rural para ampliar el espectro 
de sectores participantes en los Consejos Departamen-
tales y Regionales de Desarrollo;

iii) Asegurar el debido financiamiento del sistema de 
con sejos.

B. Participación de la mujer en el  
desarrollo económico y social

11. La participación activa de las mujeres es imprescindible para el 
de sarrollo económico y social de Guatemala y es obligación del 
Es tado promover la eliminación de toda forma de discriminación 
contra ellas.

12. Reconociendo la contribución, insuficientemente valorada, de 
las mujeres en todas las esferas de la actividad económica y so-
cial, particularmente su trabajo a favor del mejoramiento de la 
co munidad, las partes coinciden en la necesidad de fortalecer 
la participación de las mujeres en el desarrollo económico y so-
cial, sobre bases de igualdad.

13. Con este fin, el Gobierno se compromete a tomar en cuenta la 
si tua ción económica y social específica de las mujeres en las 
es trategias, planes y programas de desarrollo, y a formar el per-
sonal del servicio civil en el análisis y la planificación basados 
en este enfoque. Esto incluye:
a) Reconocer la igualdad de derechos de la mujer y del hombre 

en el hogar, en el trabajo, en la producción y en la vida social 
y política y asegurarle las mismas posibilidades que al 
hombre, en particular para el acceso al crédito, la adjudicación 
de tierras y otros recursos productivos y tecnológicos.
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Educación y capacitación
b) Garantizar que la mujer tenga igualdad de oportunidades 

y condiciones de estudio y capacitación, y que la educación 
con tribuya a desterrar cualquier forma de discriminación 
en contra suya en los contenidos educativos.

Vivienda
c) Garantizar a las mujeres el acceso, en igualdad de condiciones, 

a vivienda propia, eliminando las trabas e impedimentos 
que afectan a las mujeres en relación al alquiler, al crédito 
y a la construcción.

Salud
d) Implementar programas racionales de salud integral para 

la mujer, lo cual implica el acceso a servicios apropiados de 
in formación, prevención y atención médica.

Trabajo
e) Garantizar el derecho de las mujeres al trabajo, lo que re-

quiere:
i) Impulsar por diferentes medios la capacitación laboral 

de las mujeres;
ii) Revisar la legislación laboral, garantizando la igualdad 

de derechos y de oportunidades para hombres y mu-
jeres;

iii) En el área rural, reconocer a las mujeres como traba-
jadoras agrícolas para efectos de valoración y remune-
ración de su trabajo;

iv) Legislar para la defensa de los derechos de la mujer 
tra ba jadora de casa particular, especialmente en 
relación con salarios justos, horarios de trabajo, pres-
taciones sociales y respeto a su dignidad.
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Organización y participación
f ) Garantizar el derecho de organización de las mujeres y su 

par ti cipación, en igualdad de condiciones con el hombre, 
en los niveles de decisión y poder de las instancias local, 
re gional y nacional.

g) Promover la participación de las mujeres en la gestión guber-
namental, especialmente en la formulación, ejecución y 
con trol de los planes y políticas gubernamentales.

Legislación
h) Revisar la legislación nacional y sus reglamentaciones a fin 

de eliminar toda forma de discriminación contra la mujer 
en la participación económica, social, cultural y política, y 
dar efectividad a los compromisos gubernamentales deriva-
dos de la ratificación de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

ii. 
desArroLLo sociAL

14. Corresponde al Estado promover, orientar y regular el desarrollo 
so cioeconómico del país de manera que, con el esfuerzo del 
con junto de la sociedad, se asegure, en forma integrada, la efi-
ciencia económica, el aumento de los servicios sociales y la 
justicia social. En la búsqueda del crecimiento, la política econó-
mica debe orientarse a impedir que se produzcan procesos de 
exclusión socioeconómica, tales como el desempleo y el empobre-
cimiento, y que, al contrario, se maximicen los beneficios del 
cre cimiento económico para todos los guatemaltecos. En la 
bús queda del bienestar de todos los guatemaltecos, la política 
so cial debe propiciar el desarrollo económico, mediante su im-
pac to en la producción y la eficiencia.

15. El crecimiento económico acelerado del país es necesario para 
la generación de empleos y su desarrollo social. El desarrollo 
so cial del país es, a su vez, indispensable para su crecimiento 
eco nómico y una mejor inserción en la economía mundial. Al 
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res pecto, la elevación del nivel de vida, la salud de sus habitantes 
y la educación y capacitación constituyen las premisas para 
acceder al desarrollo sustentable en Guatemala.

Responsabilidades del Estado
16. El Estado tiene obligaciones indeclinables en la tarea de supera-

ción de las iniquidades y deficiencias sociales, tanto mediante 
la orientación del desarrollo como mediante la inversión pública 
y la prestación de servicios sociales universales. Asimismo, el 
Es tado tiene obligaciones específicas por mandato constitucional 
de procurar el goce efectivo, sin discriminación alguna de los 
de rechos al trabajo, a la salud, a la educación, a la vivienda y 
de más derechos sociales. La superación de los desequilibrios 
so ciales históricos que ha vivido Guatemala y la consolidación 
de la paz, requieren de una política decidida por parte del Estado 
y del conjunto de la sociedad.

Inversiones productivas
17. El desarrollo socioeconómico del país no puede depender exclu-

sivamente de las de finanzas públicas ni de la cooperación inter-
nacional. Reclama del incremento de las inversiones productivas 
ge neradores de empleos debidamente remunerados. Las partes 
ex hortan a los empresarios nacionales y extranjeros a que inviertan 
en el país, considerando que la suscripción de un Acuerdo de 
Paz Firme y Duradera y su puesta en práctica son componentes 
esen ciales de la estabilidad y transparencia que requieren la in-
versión y la expansión económica.

Producto interno bruto
18. Por su parte, el Gobierno se compromete a adoptar políticas 

eco nómicas tendientes a alcanzar un crecimiento sostenido del 
producto interno bruto (pib) a una tasa no menor del 6% anual, 
que permita una política social avanzada. Se compromete, al 
mis mo tiempo, a una política social cuyo objetivo sea el bienestar 
de todos los guatemaltecos, con prioridad en la salud, nutrición, 
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edu cación y capacitación, vivienda, saneamiento ambiental y 
ac ceso al empleo productivo e ingresos dignos.

Papel rector del Estado
19. Para cumplir con este objetivo y el papel rector del Estado en 

la política social, el Gobierno se compromete a:
a) Aplicar y desarrollar el marco normativo para garantizar la 

con creción de los derechos sociales y para la prestación de 
los servicios sociales por medio de entidades públicas y, 
cuan do sea necesario, por entidades mixtas o privadas; asi-
mismo deberá supervisar su cabal cumplimiento;

b) Fomentar y garantizar la participación, de acuerdo al marco 
nor mativo, de todos los sectores sociales y económicos que 
pue dan cooperar en el desarrollo social, y en particular en 
el acceso integral a los servicios básicos;

c) Asegurar una prestación eficiente de servicios por el sector 
pú blico, teniendo en cuenta que la obligación del Estado es 
ase gurar el acceso de la población a servicios de calidad.

20. Para responder a las demandas urgentes de la población, el Go-
bier no se compromete a:
a) Aumentar de manera significativa la inversión social, en 

par ticular en salud, educación y trabajo;
b) Reestructurar el presupuesto en beneficio del gasto social;
c) Priorizar los sectores de la sociedad más necesitados y las 

áreas del país más desprovistas, sin desatender a los otros 
sec tores de la sociedad;

d) Mejorar la administración de los recursos e inversiones pú-
blicas, mediante su descentralización, desconcentración y 
des burocratización, reformando los mecanismos de ejecución 
pre supuestaria asegurando su autonomía en las decisiones 
y el manejo financiero a fin de garantizar su eficiencia y 
trans parencia, y fortaleciendo los mecanismos de fiscaliza-
ción y auditoría.
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A. Educación y capacitación

21. La educación y la capacitación cumplen papeles fundamentales 
pa ra el desarrollo económico, cultural, social y político del país. 
Son esenciales para una estrategia de equidad y unidad nacional; 
y son determinantes en la modernización económica y en la 
com petitividad internacional. Por ello, es necesaria la reforma 
del sistema educativo y su administración, así como la aplicación 
de una política estatal coherente y enérgica en materia educativa, 
de manera que se alcancen los siguientes objetivos:
a) Afirmar y difundir los valores morales y culturales, los con-

cep tos y comportamientos que constituyen la base de una 
convivencia democrática respetuosa de los derechos huma-
nos, de la diversidad cultural de Guatemala, del trabajo 
crea dor de su población y de la protección del medio ambien-
te, así como de los valores y mecanismos de la participación 
y concertación ciudadana social y política, lo cual constituye 
la base de una cultura de paz.

b) Evitar la perpetuación de la pobreza y de las discriminaciones 
so ciales, étnicas, hacia la mujer y geográficas, en particular 
las debidas a la brecha campo-ciudad.

c) Contribuir a la incorporación del progreso técnico y científico 
y, por consiguiente, al logro de crecientes niveles de produc-
tividad, de una mayor generación de empleo y de mejores 
in gresos para la población y a una provechosa inserción en 
la economía mundial.

22. En atención a las necesidades en materia de educación, el Gobier-
no se compromete a:

Gasto educativo
a) Aumentar significativamente los recursos destinados a la 

educación. Como mínimo el Gobierno se propone incremen-
tar, para el año 2000, el gasto público ejecutado en educación 
en relación con el pib en 50% respecto del gasto ejecutado 
en 1995. Estas metas se revisarán al alza en función de la 
evo lución de la situación fiscal.
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Adecuación de los contenidos educativos
b) Adecuar los contenidos educativos a los objetivos enunciados 

en el numeral 21. Esta adecuación recogerá los resultados 
de la Comisión de Reforma Educativa establecida en el 
Acuer do sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas.

Cobertura
c) Ampliar urgentemente la cobertura de los servicios de edu-

cación en todos los niveles, y específicamente la oferta de 
edu cación bilingüe en el medio rural, mediante:
i) La incorporación de la población de edad escolar al 

sis tema educativo, procurando que completen los 
cic los de pre-primaria y primaria y el primer ciclo de 
edu cación secundaria; en particular, el Gobierno se 
com promete a facilitar el acceso de toda la población 
entre 7 y 12 años de edad, a por lo menos tres años 
de escolaridad, antes del año 2000;

ii) Programas de alfabetización en todos los idiomas 
que sean técnicamente posibles, con la participación 
de las organizaciones indígenas capacitadas para este 
ob jetivo; el Gobierno se compromete a ampliar el 
por centaje de alfabetismo a un 70% para el año 2000; 
y

iii) Programas de educación, capacitación y tecnificación 
de adultos.

Capacitación para el trabajo
d) Desarrollar, con metodologías adecuadas y eficientes, progra-

mas de capacitación en las comunidades y empresas para la 
reconversión y actualización técnica de los trabajadores, con 
én fasis en pobladores de áreas marginadas y de las comuni-
da des rurales, con el apoyo de los sectores que puedan coo-
pe  rar con este empeño.
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Capacitación para la participación social
e) Capacitar a las organizaciones sociales a nivel municipal, 

re gional y nacional para la participación en el desarrollo 
so cioeconómico, incluyendo lo relativo a la gestión pública, 
a la responsabilidad tributaria y a la concertación.

Programa de educación cívica
f ) Elaborar y ejecutar un programa de educación cívica nacional 

pa ra la democracia y la paz que promueva la defensa de los 
de rechos humanos, la renovación de la cultura política y la 
so lución pacífica de los conflictos. En este programa se soli-
citará la participación de los medios de comunicación social.

Interacción comunidad-escuela y  
participación comunitaria

g) Para favorecer la incorporación de los niños al sistema 
educativo y su retención, hacer efectiva la participación de 
las comunidades y de los padres de familia en los distintos 
as pectos del servicio de educación y capacitación (contenidos 
edu cativos, nombramiento de los maestros, calendario es-
colar, entre otros).

Apoyo f inanciero
h) Desarrollar programas de becas, bolsas de estudio, apoyos 

eco nómicos y otro tipo de incentivos que posibiliten la con-
ti nuidad en la formación educativa de estudiantes nece-
sitados.

Capacitación de administradores educativos
i) Desarrollar programas de capacitación permanente para 

maes tros y administradores educativos.
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Comisión consultiva
j) Para la elaboración y realización de la reforma de la educación 

a cargo del Ministerio de Educación, se integrará una 
comisión consultiva adscrita al Ministerio, integrada por 
participantes en el proceso educativo, incluyendo a una 
representación de la Comisión de Reforma Educativa prevista 
por el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos 
Indígenas.

Educación superior e investigación
k) La educación superior del Estado, cuya dirección, organiza-

ción y desarrollo le corresponde con exclusividad a la Uni-
versidad de San Carlos de Guatemala, Usac, es un factor 
cla ve para alcanzar el crecimiento económico, la equidad 
so cial, la difusión de la cultura y el incremento del acervo 
tecnológico de la nación. El Gobierno de la República se 
com promete a entregar puntualmente a la Usac la asigna-
ción pri vativa que por mandato constitucional le corresponde. 
Respetuosos de la autonomía de la Usac, las partes exhortan 
a las autoridades de la máxima casa de estudios para que 
fa vorezcan todas las iniciativas que incrementen su aporte 
al desarrollo del país y consoliden la paz. El Gobierno se 
com promete a corresponder y atender esos aportes y esas 
ini ciativas. Particularmente se valora el desarrollo de sus 
cen tros regionales y de sus programas de ejercicio profesional 
su pervisado, con énfasis en las áreas de mayor pobreza. De 
la misma forma, exhortan a los sectores empresariales a que 
de diquen crecientes esfuerzos a la investigación tecnológica 
aplicada y a la formación de recursos humanos, estrechando 
sus vínculos de intercambio con la Usac.

Promotoras y promotores de educación
En cumplimiento del Acuerdo de Reasentamiento de las Po-

blaciones Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado y del Acuerdo 
sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, deberá incor-
porarse a las promotoras y promotores de educación de las co mu-
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nidades al sistema nacional de educación, y respetarse los contenidos 
edu cativos propios de las comunidades indígenas y de las poblaciones 
de sarraigadas.

B. Salud

23. Las partes coinciden en la necesidad de impulsar una reforma 
del sector nacional de salud. Dicha reforma debe ser orientada 
hacia el efectivo ejercicio por la población del derecho fundamen-
tal a la salud, sin discriminación alguna y al efectivo desempeño 
por el Estado dotado de los recursos necesarios, de su obligación 
so bre salud y asistencia social. Entre los lineamientos de dicha 
re forma están los siguientes:

Concepción
a) Basarse en una concepción integral de la salud (prevención, 

pro moción, recuperación y rehabilitación), una práctica 
hu manista y solidaria que enfatice el espíritu de servicio, 
apli cado a todos los niveles del sector público de salud del 
país.

Sistema nacional coordinado de salud
b) Es atribución del Ministerio de Salud la formulación de 

po líticas que permitan el acceso de toda la población gua-
temalteca a los servicios integrales de salud. Bajo la coordina-
ción del Ministerio de Salud, concertar con instituciones 
pú blicas, incluyendo el Instituto Guatemalteco de Seguridad 
Social (igss), privadas y no gubernamentales que intervienen 
en este sector, la puesta en práctica de las acciones que per-
mi tan universalizar el acceso de toda la población guatemal-
teca a los servicios integrales de salud.
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Población de bajos recursos
c) Crear las condiciones para garantizar el acceso efectivo a 

ser vicios de salud de calidad a la población de bajos recursos. 
El Gobierno se compromete a aumentar los recursos desti-
nados a la salud. Como mínimo, el Gobierno se propone 
que el gasto público ejecutado en salud en relación al pib, 
pa ra el año 2000, sea incrementado en 50% respecto del 
gas to ejecutado en 1995. Esta meta será revisada al alza en 
fun ción de la evolución de la situación fiscal.

Prioridades de atención
d) Dar prioridad a la lucha contra la desnutrición, al saneamien-

to ambiental, la salud preventiva, las soluciones de atención 
pri  maria, especialmente la materno-infantil. El Gobierno 
se compromete a presupuestar por lo menos 50% del gasto 
pú  blico en salud a la atención preventiva, y se compromete 
a reducir la mortalidad infantil y materna, antes del año 
2000, a un 50% del índice observado en 1995. Asimismo, el 
Go bierno se compromete a mantener la certificación de 
erra dicación de la poliomielitis y alcanzar la del sarampión 
para el año 2000.

Medicamentos, equipos e insumos
e) El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social revisará 

las normas y prácticas vigentes en materia de producción y 
co mercialización de medicamentos, equipos e insumos y 
pro moverá las medidas que aseguren el abastecimiento, 
aba ratamiento y calidad de los mismos. Para el caso de los 
me dicamentos básicos o genéricos de mayor demanda en 
el sector público, se estudiarán y aplicarán modalidades de 
com pra que aseguren transparencia en la negociación co-
mercial, calidad y bajo precio de los medicamentos para 
ga rantizar la prestación eficiente de servicios.
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Medicina indígena y tradicional
f ) Valorándose la importancia de la medicina indígena y tradi-

cional, se promoverá su estudio y se rescatarán sus concep-
ciones, métodos y prácticas.

Participación social
g) Fomentar la participación activa de las municipalidades, 

las comunidades y las organizaciones sociales (incluyendo 
las de mujeres, indígenas, sindicales, cívicas, humanitarias) 
en la planificación, ejecución y fiscalización de la adminis-
tración de los servicios y programas de salud, a través de los 
sis temas locales de salud y los Consejos de Desarrollo Urbano 
y Rural.

Descentralización y desconcentración administrativa
h) La organización descentralizada de los distintos niveles de 

aten ción debe asegurar la existencia de programas y servicios 
de salud a nivel comunal, regional y nacional, base del sis-
tema nacional coordinado de salud.

C. Seguridad social

24. La seguridad social constituye un mecanismo de solidaridad 
hu mana con el cual se contribuye al bienestar social y se sientan 
las bases para la estabilidad, el desarrollo económico, la unidad 
na cional y la paz. De acuerdo a la Constitución Política de la 
Re pública, la aplicación del régimen de seguridad social co-
rresponde al Instituto Guatemalteco de Seguridad Social (igss), 
que es una entidad autónoma. Las partes consideran que deben 
to marse medidas correspondientes a efecto de ampliar su co-
bertura, mejorar sus prestaciones y la amplitud de sus servicios 
con calidad y eficiencia. Para ello, hay que considerar:
a) Garantizar una gestión administrativa plenamente autóno-

ma del igss en aplicación del principio constitucional de 
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coor dinación con las instituciones de salud, en el marco del 
sis  tema nacional coordinado de salud;

b) De acuerdo con el convenio de oit ratificado por Guatemala, 
la seguridad social debe comprender programas de asistencia 
médica y prestaciones relacionadas con enfermedad, mater-
nidad, invalidez, vejez, sobrevivencia, accidentes de trabajo, 
en fermedades profesionales, empleo y familiares;

c) Fortalecer y garantizar la aplicación de los principios de 
efi ciencia, universalidad, unidad y obligatoriedad, en el 
fun cionamiento del igss;

d) Fortalecer la solvencia financiera del Instituto mediante un 
sis tema de control tripartito de contribuciones;

e) Pro mover nuevas formas de gestión del Instituto con la 
par ticipación de sus sectores constitutivos;

f ) Hacer efectiva la inserción del igss en el sistema coordinado 
de salud;

g) Crear condiciones que faciliten la incorporación plena de 
to dos los trabajadores a la seguridad social.

D. Vivienda

25. Se reconoce la necesidad de llevar a cabo, de acuerdo con el 
man dato constitucional, una política de fomento con prioridad 
en la construcción de vivienda popular mediante sistemas de 
fi nanciamiento adecuados a efecto de que el mayor número de 
fa milias guatemaltecas la disfrute en propiedad. Para ello, el 
Go bierno se compromete a:

Planif icación
a) Llevar a cabo una estrecha articulación con políticas de or-

de namiento territorial, en particular en planificación urbana 
y protección ambiental, que permita el acceso de los pobres 
a la vivienda con servicios y en condiciones de higiene y 
sos tenibilidad ambiental.
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Normas
b) Actualizar las normas de salubridad y seguridad aplicables 

a la construcción y supervisar su cumplimiento; coordinar 
con las municipalidades del país para que existan normas 
ho  mogéneas, claras y sencillas para la construcción y super-
vi sión, persiguiendo la buena calidad y adecuada seguridad 
de la vivienda.

Oferta
c) Promover una política de incremento de la oferta de vivienda 

en el país que contribuya al mejoramiento del acceso a so-
luciones habitacionales en propiedad o en alquiler a los 
sec tores de menores recursos de la población.

d) Incentivar la oferta de servicios, soluciones habitacionales 
y material de construcción de calidad y costo adecuados; 
en este contexto, aplicar normas antimonopolio en la pro-
ducción y comercialización de materiales y servicios de 
cons trucción de conformidad con el artículo 130 de la Cons-
titución.

Financiamiento y facilidades
e) Poner en práctica acciones de política monetaria que permitan 

re ducir significativamente el costo del crédito.
f ) Promover y facilitar el mercado de valores para la adquisición 

de vivienda, incluyendo la hipoteca de primero y segundo 
gra dos, facilitar la compraventa de títulos-valores emitidos 
con motivo de las operaciones de vivienda, incluyendo ac-
cio nes comunes y preferenciales de empresas inmobiliarias, 
bo nos y cédulas hipotecarias, certificados de participación 
inmobiliaria, letras complementarias, pagarés y otros docu-
men tos relacionados con el arrendamiento con promesa de 
venta.

g) Diseñar y aplicar un mecanismo de subsidio directo a la 
de manda de vivienda popular, en beneficio de los más ne-
cesitados. Para ello, fortalecer el Fondo Guatemalteco para 
la Vivienda (Foguavi), a fin de que mejore su capacidad de 
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otorgar recursos financieros para la población pobre y en 
extrema pobreza.

Participación
h) Estimular la creación y fortalecimiento de sistemas de parti-

cipación comunitaria, tales como cooperativas y empresas 
autogestionarias y familiares, que aseguren la incorporación 
de los beneficiarios en la ejecución de los planes y construcción 
de viviendas y servicios.

Regularización
i) Promover la legalización, acceso y registro de terrenos, no 

so lamente alrededor de la ciudad de Guatemala, sino también 
pa ra el desarrollo urbano en las cabeceras y municipios del 
país, así como la ejecución de proyectos habitacionales en 
aldeas y fincas, especialmente para vivienda rural.

Compromiso nacional
j) En vista de la magnitud y urgencia del problema habitacional, 

se deben movilizar los esfuerzos nacionales al respecto. El 
Go bierno se compromete a dedicar a la política de fomento 
de la vivienda el equivalente de no menos del 1.5% del pre-
supuesto de ingresos tributarios, a partir de 1997, con 
prioridad al subsidio de la demanda de soluciones habita-
cionales de tipo popular.

E. Trabajo

26. El trabajo es fundamental para el desarrollo integral de la per-
sona, el bienestar familiar y el desarrollo socioeconómico del 
país. Las relaciones laborales son un elemento esencial de la 
par ticipación social en el desarrollo socioeconómico y de la efi-
cien cia económica. En este sentido, la política del Estado en 
materia de trabajo es determinante para una estrategia de creci-
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miento con justicia social. Para llevar a cabo dicha política, el 
Go bierno se compromete a:

Política económica
a) Mediante una política económica orientada a incrementar 

la utilización de mano de obra, crear las condiciones que 
permitan alcanzar niveles crecientes y sostenidos de ocupa-
ción, reduciendo fundamentalmente el subempleo estructu-
ral y permitiendo elevar progresivamente el ingreso real de 
los trabajadores.

b) Propiciar medidas concertadas con los distintos sectores 
so ciales, tendientes a incrementar la inversión y la producti-
vidad, en el marco de una estrategia general de crecimiento 
con estabilidad y equidad social.

Legislación laboral tutelar
c) Promover, en el curso del año 1996 los cambios legales y 

re glamentarios que hagan efectivas las leyes laborales y san-
cio nar severamente sus infracciones, incluyendo aquellas 
re ferentes al salario mínimo, el no pago, retención y retraso 
de salarios, las condiciones de higiene y seguridad en el 
tra bajo y el ambiente en que deba prestarse.

d) Desconcentrar e incrementar los servicios de inspección 
la boral que fortalezcan la capacidad de fiscalización del 
cumplimiento de las normas laborales de derecho interno 
y las derivadas de los convenios internacionales de trabajo 
ra ti ficados por Guatemala, prestando particular atención a 
la fiscalización del cumplimiento de los derechos laborales 
de mujeres, trabajadores agrícolas, migrantes y temporales, 
tra bajadores de casa particular, menores de edad, ancianos, 
dis capacitados, y demás trabajadores que se encuentren en 
una situación de mayor vulnerabilidad y desprotección.
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Capacitación laboral
e) Instaurar un proceso permanente y moderno de capacitación 

y formación profesional que garantice la formación a todo 
ni vel y el correspondiente incremento de la productividad, 
a través de un proyecto de ley que norme la formación pro-
fesional a nivel nacional.

f ) Promover que los programas de capacitación y formación 
pro fesional a nivel nacional atiendan a por lo menos 200,000 
tra bajadores antes del año 2000, con énfasis a quienes se 
in corporan a la actividad económica y en quienes requieren 
de adiestramiento especial para adaptarse a las nuevas con-
diciones del mercado laboral.

Ministerio de Trabajo
g) Fortalecer y modernizar el Ministerio de Trabajo y Previsión 

So cial garantizando su papel rector en las políticas guberna-
men tales relacionadas con el sector del trabajo y su eficaz 
de sempeño en la promoción del empleo y de la concertación 
la boral. Para el efecto, le corresponde:

Participación, concertación y negociación
i) Promover la reorientación de las relaciones laborales 

en las empresas impulsando la cooperación y la con-
cer tación trabajadores-empleadores que procuren el 
de sarrollo de la empresa para beneficio común, in-
clusive la posible participación de los trabajadores en 
las ganancias de las empresas empleadoras de los 
mis mos;

ii) Agilizar los procedimientos para el reconocimiento 
de la personalidad jurídica de las organizaciones la-
borales;

iii) Para el caso de trabajadores agrícolas aún sujetos a 
con tratación mediante contratistas, se propondrán 
re formas tendientes al reconocimiento jurídico, ágil 
y flexible de formas asociativas que permiten negociar 
di cha contratación; y,
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iv) Promover una cultura de la negociación y, en particu-
lar, la capacitación de los interlocutores para dirimir 
dis putas y concertar acciones en beneficio de las partes 
in volucradas.

iii. 
situAción AGr AriA y desArroLLo rur AL

27. La resolución de la problemática agraria y el desarrollo rural 
son fundamentales e ineludibles para dar respuesta a la situación 
de la mayoría de la población que vive en el medio rural, y que 
es la más afectada por la pobreza, la pobreza extrema, las iniqui-
dades y la debilidad de las instituciones estatales. La transfor-
mación de la estructura de la tenencia y el uso de la tierra debe 
te ner como objetivo la incorporación de la población rural al 
de sarrollo económico, social y político, a fin de que la tierra 
cons tituya para quienes la trabajan, base de su estabilidad eco-
nómica, fundamento de su progresivo bienestar social y garantía 
de su libertad y dignidad.

28. Dentro de la problemática del desarrollo rural, la tierra tiene 
un carácter central. Desde la conquista hasta nuestros días, los 
acon tecimientos históricos, a menudo trágicos, han dejado se-
cuelas profundas en las relaciones étnicas, sociales y económicas 
alrededor de la propiedad y de la explotación del recurso tierra. 
Han llevado a una situación de concentración de recursos que 
con trasta con la pobreza de la mayoría, lo cual obstaculiza el 
de sarrollo del país en su conjunto. Es indispensable subsanar y 
su perar este legado, promover un agro más eficiente y más 
equitativo, fortaleciendo el potencial de todos sus actores, no 
so lamente en el ámbito de las capacidades productivas sino 
también en la profundización de las culturas y los sistemas de 
va lores que conviven e intercambian en el campo guatemalteco.

29. Estos cambios permitirán que el país aproveche efectivamente 
las capacidades de sus habitantes, y, en particular, la riqueza de 
las tradiciones y culturas de sus pueblos indígenas. Que aprove-
che, asimismo, el alto potencial de desarrollo agrícola, industrial, 
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comercial y turístico de dichos recursos, debido a su riqueza de 
re cursos naturales.

30. La resolución de la situación agraria es un proceso complejo 
que abarca múltiples aspectos de la vida rural, desde la mo-
dernización de las modalidades de producción y de cultivo, 
hasta la protección del ambiente, pasando por la seguridad de 
la propiedad, la adecuada utilización de la tierra y del trabajo, 
la protección laboral y una distribución más equitativa de los 
re cursos y beneficios del desarrollo. Se trata también de un pro-
ceso social cuyo éxito reposa no sólo sobre el Estado sino también 
sobre una convergencia de esfuerzos por parte de los sectores 
organizados de la sociedad, conscientes que el bien común re-
quiere romper con los esquemas y prejuicios del pasado y buscar 
formas nuevas y democráticas de convivencia.

31. Corresponde al Estado un papel fundamental y urgente en este 
proceso. Como orientador del desarrollo nacional, como legisla-
dor, como fuente de inversión pública y prestatario de servicios, 
como promotor de la concertación social y de la resolución de 
con flictos, es esencial que el Estado aumente y reoriente sus 
es fuerzos y sus recursos hacia el campo, e impulse en forma 
sos tenida una modernización agraria en la dirección de una 
mayor justicia y de una mayor eficiencia.

32. Los acuerdos ya firmados sobre derechos humanos, sobre 
reasentamiento de las poblaciones desarraigadas por el enfren-
tamiento armado y sobre identidad y derechos de los pueblos 
in dígenas, contienen compromisos que constituyen elementos 
in dispensables de una estrategia global en favor del desarrollo 
ru ral. Es en congruencia con estas disposiciones que el Gobierno 
se compromete, mediante el presente Acuerdo, a impulsar una 
es trategia integral que abarque los múltiples elementos que con-
forman la estructura agraria y que incluyen la tenencia de la 
tierra y el uso de los recursos naturales; los sistemas y mecanismos 
de crédito; el procesamiento y la comercialización; la legislación 
agraria y la seguridad jurídica; las relaciones laborales; la asistencia 
téc nica y la capacitación, la sostenibilidad de los recursos naturales 
y la organización de la población rural. Dicha estrategia incluye:



105Los Acuerdos de Paz de Guatemala

A. Participación

33. Movilizar las capacidades propositivas y constructivas de todos 
los actores involucrados en el agro, ya se trate de las organizaciones 
de los pueblos indígenas, de asociaciones de productores, de los 
em presarios, de los sindicatos de trabajadores rurales, de las 
or ganizaciones campesinas y de mujeres o de las universidades 
y centros de investigación del país. Para ello, además de lo dis-
puesto en otros capítulos del presente Acuerdo, el Gobierno se 
compromete a:
a) Fortalecer la capacidad de las organizaciones rurales, tales 

co mo Empresas Campesinas Asociativas (eca), cooperativas, 
aso ciaciones campesinas, empresas mixtas y empresas au-
togestionarias y familiares, de participar plenamente en la 
to ma de decisiones sobre todos los asuntos que les conciernen 
y crear o reforzar las instituciones del Estado, especialmente 
las del sector público agrícola, activas en el desarrollo rural 
a fin de que propicien esta participación, promoviendo en 
par ticular el pleno acceso de las mujeres a la toma de de-
cisiones. Ello fortalecerá la eficiencia de la acción estatal y 
su congruencia con las necesidades de las áreas rurales. Se 
pro moverá, en particular, la participación en los consejos 
de desarrollo como instrumento de elaboración participativa 
de los planes de desarrollo y de ordenamiento territorial.

b) Fortalecer y ampliar la participación de organizaciones 
cam pesinas, mujeres del campo, organizaciones indígenas, 
coo perativas, gremiales de productores y organizaciones no 
gu bernamentales, en el Consejo Nacional de Desarrollo 
Agro pecuario (Conadea), como el principal mecanismo de 
consulta, coordinación y participación social en la toma de 
decisiones para el desarrollo rural y en particular para el 
cumplimiento del presente capítulo.
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B. Acceso a tierra y recursos productivos

34. Promover el acceso de los campesinos a la propiedad de la tierra 
y uso sostenible de los recursos del territorio. Para ello, el 
Gobierno tomará las siguientes medidas:

Acceso a la propiedad de la tierra: Fondo de Tierras
a) Crear un fondo fideicomiso de tierras dentro de una institu-

ción bancaria participativa para la asistencia crediticia y el 
fo mento del ahorro preferentemente a micro, pequeños y 
me dianos empresarios. El Fondo de Tierras concentrará la 
po testad del financiamiento público de adquisición de tierras, 
pro piciará el establecimiento de un mercado transparente 
de tierras y facilitará el desarrollo de planes de reordenamiento 
te rritorial. La política de adjudicación del fondo priorizará 
la adjudicación de tierras a campesinos y campesinas que 
se organicen para el efecto, teniendo en cuenta criterios de 
sos tenibilidad económica y ambiental.

b) Para asegurar que sus beneficios lleguen a los sectores más 
necesitados, el Fondo de Tierras contará con un departamen-
to es pecial de asesoría y gestión para atender a las comunida-
des y organizaciones campesinas.

c) El Fondo se conformará inicialmente con las siguientes tie-
rras:
i) Tierra de baldíos nacionales y de fincas registradas 

a nombre de la nación;
ii) Tierras nacionales entregadas en forma irregular en 

zo nas de colonización, especialmente en el Petén y 
la Franja Transversal del Norte, que el Gobierno se 
com promete a recuperar mediante acciones legales;

iii) Tierras que se adquieran con los recursos que el Go-
bierno está destinando al Fondo Nacional para la 
Tierra (Fontierra) y el Fondo Nacional para la Paz 
(Fonapaz) para tal finalidad;

iv) Tierras que se adquieran con donativos de Gobiernos 
amigos y organizaciones no gubernamentales interna-
cionales;
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v) Tierras que se adquieran con préstamos de organismos 
fi nancieros internacionales;

vi) Tierras ociosas que se expropien de acuerdo con el 
ar tículo 40 de la Constitución;

vii) Tierras que se adquieran con recursos provenientes 
de la venta de excesos de tierras que pudieran resultar 
en las propiedades privadas al comparar la medida 
real con la superficie registrada en el Registro de la 
Pro piedad Inmueble y que corresponden al Estado;

viii) Tierras que pudiera adquirir el Estado en aplicación 
del artículo 40 del Decreto 1551 referente a zonas de 
de sarrollo agrario;

ix) Tierras que el Estado pudiera adquirir por cualquier 
tí tulo;

x) Donaciones de todo tipo.
d) El Gobierno promoverá y promulgará una ley que regule 

to das las actividades del Fondo de Tierras. Dicha ley esta-
blecerá, entre otros, los objetivos, funciones, mecanismos 
de financiamiento y adquisición y adjudicación, origen y 
destino de las tierras. Para 1999, se evaluará si las adjudica-
ciones han logrado sus objetivos y, si fuera necesario, se 
modificará la operatividad del programa de adjudicaciones.

Acceso a la propiedad de la tierra:  
mecanismos f inancieros

e) Propiciar la creación de todos los mecanismos posibles para 
de sarrollar un mercado activo de tierras que permita la ad-
qui sición de tierras para los campesinos que no la poseen o 
la poseen en cantidad insuficiente a través de transacciones 
de largo plazo a tasas de interés comerciales o menores y 
con un mínimo o sin enganche. En particular, propiciar la 
emi sión de valores hipotecarios, con garantía del Estado, 
cu yo rendimiento sea atractivo para el mercado privado y 
par ticularmente para las instituciones financieras.
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Acceso al uso de recursos naturales
f ) Para 1999, haber otorgado a pequeños y medianos campesinos 

le galmente organizados, en concesiones de manejo de re-
cursos naturales, 100,000 hectáreas dentro de áreas de uso 
múltiple para fines de manejo forestal sostenible, administra-
ción de áreas protegidas, ecoturismo, protección de fuentes 
de agua y otras actividades compatibles con el uso potencial 
sos tenible de los recursos naturales de dichas áreas.

g) Promover y apoyar la participación del sector privado y las 
or ganizaciones comunitarias de base en proyectos de manejo 
y conservación de recursos naturales renovables a través de 
in centivos, subsidios directos focalizados o mecanismos de 
fi nanciamiento en condiciones blandas, en consideración 
de los beneficios no monetarios que dichos proyectos aportan 
a la colectividad nacional. En consideración del beneficio 
que constituye para la comunidad internacional el manejo 
sos tenible y la conservación del patrimonio forestal y 
biogenético del país, el Gobierno promoverá activamente 
la cooperación internacional con este empeño.

Acceso a otros proyectos productivos
h) Desarrollar proyectos productivos sostenibles, especialmente 

orientados a aumentar la productividad y la transformación 
de productos agropecuarios, forestales y pesqueros, en las 
zo nas más pobres del país. En particular, para el período 
1997-2000, en las zonas de mayor índice de pobreza, garan-
tizar la ejecución de un programa de inversiones del sector 
público agropecuario en las cadenas productivas vinculadas 
a la agricultura, silvicultura y pesca por un monto global 
de Q200 millones.

i) Impulsar un programa de manejo de recursos naturales re-
no vables que incentive la producción forestal y agroforestal 
sostenible, así como proyectos de artesanía, pequeña y me-
diana industria que den valor agregado a productos del 
bosque.

j) Impulsar oportunidades productivas relacionadas con pro-
cesa miento agroindustrial, comercialización, servicios, arte-
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sanía y turismo, entre otros, buscando la generación de 
em pleo y un justo ingreso para todos.

k) Impulsar un programa de desarrollo ecoturístico, con amplia 
par ticipación de las comunidades debidamente capacitadas.

C. Estructura de apoyo

35. Además de un acceso más equitativo a los recursos productivos, 
una estructura agraria más eficiente y más justa supone el desa-
rrollo de una estructura de apoyo que permita que los campesinos 
ten gan creciente acceso a facilidades de comercialización, in-
formación, tecnología, capacitación y crédito. Además de los 
com promisos de inversión social, particularmente en salud, 
edu cación, vivienda y trabajo, estipulados en el capítulo sobre 
de sarrollo social, el Gobierno se compromete a:

Infraestructura básica
a) Conducir la inversión pública y generar un marco que es-

timule la inversión privada hacia el mejoramiento de la 
infraestructura para la producción sostenible y comerciali-
zación, especialmente en áreas de pobreza y pobreza extrema.

b) Elaborar un programa de inversiones para el desarrollo rural 
con énfasis en infraestructura básica (carreteras, caminos 
ru rales, electricidad, telecomunicaciones, agua y saneamien-
to am biental) y de proyectos productivos por un monto de 
Q300 millones anuales para el período 1997-1999.

Crédito y servicios f inancieros
c) Iniciar a más tardar en 1997 las operaciones del Fondo de 

Tie rras y promover simultáneamente las condiciones que 
per mitan a los pequeños y medianos campesinos acceder a 
re cursos de crédito, de forma individual o colectiva y de 
una manera financieramente sostenible. En particular, con 
el apoyo del sector empresarial y de las organizaciones no 
gu bernamentales de desarrollo, se propiciará el fortaleci-
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miento de agencias locales de ahorro y crédito, tales como 
asociaciones, cooperativas y otras, que permitan la canaliza-
ción de crédito y el ofrecimiento de servicios financieros a 
pe queños y medianos empresarios en forma eficiente y 
ajustada a las necesidades y condiciones locales.

Capacitación y asistencia técnica
d) Fortalecer, descentralizar y ampliar la cobertura de los 

programas de capacitación, especialmente aquellos destina-
dos a mejorar la capacidad de gestión empresarial a distintos 
ni veles en el área rural, incorporando como vehículos de 
esta acción al sector privado y a las organizaciones no guber-
namentales.

e) Desarrollar programas de asistencia técnica y capacitación 
pa ra el trabajo que incrementen la calificación, diversificación 
y productividad de la mano de obra en el área rural.

Información
f ) Desarrollar un sistema de recopilación, sistematización y 

difusión de información agropecuaria, forestal, agroindus-
trial y de pesca, que permita al pequeño productor contar 
con información para sus decisiones en materia de cultivos, 
in sumos, cosechas, precios y comercialización.

Comercialización
g) Para facilitar el procesamiento y la comercialización de la 

pro ducción campesina y la generación de mayor empleo 
ru ral, desarrollar un sistema de centros de acopio y zonas 
francas.

D. Organización productiva de la población rural

36. La organización de la población rural es un factor determinante 
pa ra que los habitantes del campo se conviertan en verdaderos 
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protagonistas de su propio desarrollo. Reconociendo el papel 
fun damental de la pequeña y mediana empresa en la lucha con-
tra la pobreza, la generación de empleo rural y la promoción de 
un uso más eficiente de la tierra, es necesario promover una 
or ganización más eficiente de los pequeños productores para 
que puedan, en particular, aprovechar la estructura de apoyo 
des crita en el numeral 35. Para ello el Gobierno se compromete 
a:
a) Apoyar a la micro, pequeña y mediana empresa agrícola y 

ru ral, fortaleciendo sus diversas formas de organización, 
tales como Empresas Campesinas Asociativas (eca), coope-
rativas, asociaciones campesinas, empresas mixtas y empresas 
auto gestionarias y familiares.

b) Afrontar el problema del minifundio mediante:
i) Una política firme y sostenida de apoyo a los minifun-

distas para que se conviertan en pequeños empresarios 
agrí colas, mediante acceso a capacitación, tecnología, 
cré dito y otros aportes; y,

ii) Promover, si los minifundistas lo desean, una concen-
tra ción parcelaria en aquellos casos en que la conver-
sión en pequeñas empresas no sea posible debido a 
la dispersión y tamaño de las propiedades.

E. Marco legal y seguridad jurídica

37. Guatemala requiere de una reforma del marco jurídico del agro 
y de un desarrollo institucional en el área rural que permita 
po ner fin a la desprotección y el despojo que han afectado a los 
cam pesinos y, en particular, a los pueblos indígenas; que permita 
la plena integración de la población campesina a la economía 
na cional; y que regule el uso de la tierra en forma eficiente y 
eco lógicamente sostenible de acuerdo a las necesidades del de-
sarrollo. Con este fin y tomando en cuenta en todos los casos 
las disposiciones del Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los 
Pue blos Indígenas, el Gobierno se compromete a:
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Reforma legal
a) Promover una reforma legal que establezca un marco jurídico 

se guro, simple y accesible a toda la población con relación 
a la tenencia de la tierra. Dicha reforma deberá simplificar 
los procedimientos de titulación y registro del derecho de 
pro piedad y demás derechos reales, así como simplificar los 
trá mites y procedimientos administrativos y judiciales;

b) Promover la creación de una jurisdicción agraria y ambiental 
den tro del Organismo Judicial mediante la emisión de la 
ley correspondiente por el Congreso de la República;

c) Promover una revisión y adecuación de la legislación sobre 
tie rras ociosas de manera que cumpla con lo estipulado en 
la Constitución y regular, incluyendo incentivos y sanciones, 
la subutilización de las tierras y su uso incompatible con la 
uti lización sostenible de los recursos naturales y la preser-
vación del ambiente;

d) Proteger las tierras ejidales y municipales, en particular 
limi tando estrictamente y de manera pormenorizada los 
ca sos en que se puedan enajenar o entregar por cualquier 
tí tulo a particulares;

e) En cuanto a tierras comunales, normar la participación de 
las comunidades para asegurar que sean éstas las que tomen 
las decisiones referentes a sus tierras.

Resolución expedita de los conf lictos de tierra
f ) Establecer y aplicar procedimientos judiciales o no judiciales 

ágiles para dirimir los litigios sobre tierra y otros recursos 
na turales (en particular arreglo directo y conciliación), te-
nien do en cuenta los compromisos del Acuerdo sobre 
Reasenta miento de las Poblaciones Desarraigadas por el 
En frentamiento Armado y el Acuerdo sobre Identidad y 
De rechos de los Pueblos Indígenas. Además, establecer pro-
cedimientos que permitan:
i) Definir fórmulas compensatorias en caso de litigios 

y reclamos de tierra en los que agricultores, campesinos 
y comunidades en situación de extrema pobreza han 
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resultado o resultaron desposeídos por causas no im-
pu tables a ellos; y

ii) Restituir o compensar, según el caso al Estado, las 
municipalidades, comunidades o personas cuyas tie-
rras hayan sido usurpadas, o que con abuso de auto-
ridad hayan sido adjudicadas de manera anómala o 
injustificada.

g) Regularizar la titulación de las tierras de las comunidades 
in dígenas y de los beneficiarios del inta que poseen legítima-
mente las tierras otorgadas.

Institucionalidad
h) Para 1997, haber puesto en marcha una dependencia pre-

sidencial de asistencia legal y resolución de conflictos sobre 
la tierra con cobertura nacional y con funciones de asesoría 
y asistencia legal a los campesinos y trabajadores agrícolas 
pa ra hacer valer plenamente sus derechos y, entre otras, las 
siguientes:
i) Asesorar y dar asistencia legal a los campesinos y 

tra bajadores agrícolas y/o a sus organizaciones cuando 
así lo soliciten;

ii) Intervenir en controversias sobre tierras a solicitud 
de parte para lograr soluciones justas y expeditas;

iii) En el caso de litigios judiciales, otorgar asesoría y 
asis tencia legal gratuita a los campesinos y/o sus 
organizaciones que lo soliciten;

iv) Recibir denuncias sobre abusos que se cometan en 
con tra de las comunidades, de las organizaciones 
cam pesinas y de los campesinos individuales y hacerlas 
del conocimiento de la Procuraduría de los Derechos 
Hu manos y/o de cualquier otro mecanismo de ve-
rificación nacional o internacional.
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G. Registro de la propiedad inmueble y catastro

38. Con base en lo dispuesto en el numeral 37, el Gobierno se com-
pro mete a promover cambios legislativos que permitan el es ta-
blecimiento de un sistema de registro y catastro descen tralizado, 
multiusuario, eficiente, financieramente sostenible y de actuali-
zación fácil y obligatoria. Asimismo, el Gobierno se com promete 
a iniciar, a más tardar en enero de 1997, el proceso de levantamien-
to de información catastral y saneamiento de la in formación 
registro-catastral, empezando por zonas prioritarias, par ticular-
mente para la aplicación del numeral 34 sobre acceso a tierras 
y otros recursos productivos.

H. Protección laboral

39. El Gobierno se compromete a promover una mejor participación 
de los trabajadores rurales en los beneficios del agro y una re-
orien  tación de las relaciones laborales en el campo. Pondrá 
par  ticular énfasis en la aplicación a los trabajadores rurales de 
la política laboral definida en el capítulo correspondiente del 
pre  sente acuerdo. Una política de protección laboral enérgica, 
com  binada con una política de capacitación laboral, responde 
a una exigencia de justicia social. Es también necesaria para 
ata car la pobreza rural y estimular una transformación agraria 
ha cia un uso más eficiente de los recursos naturales y humanos. 
En virtud de ello, el Gobierno se compromete a:
a) Asegurar la vigencia efectiva de la legislación laboral en las 

áreas rurales;
b) Prestar atención urgente a las prácticas abusivas de las cuales 

son víctimas los trabajadores rurales migrantes, mozos colo-
nos y jornaleros en el contexto de la contratación por inter-
me diario, medianía, pago en especie y uso de pesas y medidas. 
El Gobierno se compromete a adoptar sanciones adminis-
trativas y/o penales, contra los infractores;

c) Promover las reformas de los trámites de reconocimiento 
de la personalidad jurídica de las organizaciones campesinas, 
con miras a agilizar y simplificar dicho reconocimiento, 



115Los Acuerdos de Paz de Guatemala

apli cando el convenio 141 de la oit sobre las organizaciones 
de trabajadores rurales de 1975.

I. Protección ambiental

40. La riqueza natural de Guatemala es un valioso activo del país 
y de la humanidad, además de un valor cultural y espiritual 
esen cial para los pueblos indígenas. El país cuenta con una di-
ver sidad biogenética y forestal cuya explotación irracional pone 
en riesgo un entorno humano que facilite el desarrollo sostenible. 
El desarrollo sostenible es entendido como un proceso de cambio 
en la vida del ser humano, por medio del crecimiento económico 
con equidad social y métodos de producción y patronos de con-
sumo que sustenten el equilibrio ecológico. Este proceso implica 
res peto a la diversidad étnica y cultural, y garantía a la calidad 
de vida de las generaciones futuras.

41. En este sentido, y en congruencia con los principios de la Alianza 
Centroamericana para el Desarrollo Sostenible, el Gobierno 
rei tera los siguientes compromisos:
a) Adecuar los contenidos educativos y de los programas de 

ca pacitación y asistencia técnica a las exigencias de la soste-
nibilidad ambiental;

b) Dar la prioridad al saneamiento ambiental en la política de 
salud;

c) Articular las políticas de ordenamiento territorial, y en 
particular la planificación urbana, con la protección ambien-
tal;

d) Promover programas de manejo sostenible de los recursos 
na turales, generadores de empleo.

J. Recursos

42. Para financiar las medidas arriba mencionadas, y en consideración 
del carácter prioritario de la modernización del agro y del desa-
rrollo rural, el Gobierno se compromete a incrementar los re-
cursos del Estado destinado a ello, mediante, en particular:
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Impuesto territorial
a) Promover para el año 1997 la legislación y los mecanismos 

pa ra la aplicación, en consulta con las municipalidades, de 
un impuesto territorial en las áreas rurales de fácil recauda-
ción por dichas municipalidades. El impuesto, del cual serán 
exentas las propiedades de pequeña superficie, contribuirá 
a desestimular la tenencia de tierras ociosas y la subutilización 
de la tierra. Estos mecanismos en su conjunto no deberán 
in centivar la deforestación de tierras de vocación forestal.

Impuesto sobre tierras ociosas
b) Establecer una nueva escala impositiva para el impuesto 

anual sobre tierras ociosas, que fije impuestos significativa-
mente más altos a las tierras ociosas y/o subutilizadas de 
pro piedad particular.

iv. 
modernizAción de LA  

Gestión PúbLicA y PoLíticA fiscAL

A. Modernización de la administración pública

43. La administración pública debe convertirse en un instrumento 
efi ciente al servicio de las políticas de desarrollo. Para ello, el 
Go bierno se compromete a:

Descentralización y desconcentración
44. Profundizar la descentralización y la desconcentración de las 

fa cultades, responsabilidades y recursos concentrados en el Go-
bierno central con el objeto de modernizar y hacer efectiva y 
ágil la administración pública. La descentralización debe asegurar 
la transferencia del poder de decisión y recursos adecuados a 
los niveles apropiados (local, municipal, departamental y regio-
nal) para atender en forma eficiente las demandas del desarrollo 
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so cioeconómico y fomentar una estrecha interacción entre los 
ór  ganos estatales y la población. Ello implica:
a) Promover una reforma de la Ley del Organismo Ejecutivo 

y de la Ley de Gobernación y Administración de los Depar-
ta mentos de la República y, en particular, del Decreto 586 
de 1956, a fin de permitir la simplificación, descentralización 
y desconcentración de la administración pública;

b) Promover la descentralización de los sistemas de apoyo, in-
clu yendo el sistema de compras y contrataciones, el sistema 
de recursos humanos, el sistema de información y estadísticas 
y el sistema de administración financiera.

Fiscalización nacional
45. Reformar, fortalecer y modernizar la Contraloría General de 

Cuentas.

Profesionalización y dignif icación  
de los servidores públicos
46. El Estado debe contar con un personal calificado que permita 

el manejo honesto y eficiente de los recursos públicos. Para ello, 
es necesario:
a) Establecer la carrera de servicio civil;
b) Tomar las medidas legales y administrativas para asegurar 

el efectivo cumplimiento de la Ley de Probidad y Responsa-
bilidades;

c) Promover la sanción penal por actos de corrupción y mal 
ma nejo de recursos públicos.

B. Política f iscal

47. La política fiscal (ingresos y egresos) es la herramienta clave 
para que el Estado pueda cumplir con sus obligaciones constitu-
cionales, y en particular aquellas relacionadas con el desarrollo 
social, que es esencial en la búsqueda del bien común. Asimismo, 
la política fiscal es fundamental para el desarrollo sostenible de 
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Guatemala, afectado por los bajos índices de educación, salud, 
se guridad ciudadana, carencia de infraestructura y otros aspectos 
que no permiten incrementar la productividad del trabajo y la 
com petitividad de la economía guatemalteca.

Política presupuestaria
48. La política presupuestaria debe responder a la necesidad de un 

de sarrollo socioeconómico con estabilidad, para lo cual se re-
quiere de una política de gasto público enmarcada en los si-
guientes principios básicos:
a) Prioridad hacia el gasto social, el financiamiento de la pres-

tación de servicios públicos y la infraestructura básica de 
apoyo a la producción y comercialización;

b) Prioridad a la inversión social en salud, educación y vivienda, 
al desarrollo rural, a la promoción del empleo y al cumpli-
miento de los compromisos asumidos en los acuerdos de 
paz. El presupuesto debe contemplar suficientes recursos 
pa ra el fortalecimiento de los organismos y de las instituciones 
que garantizan el estado de derecho y el respeto a los derechos 
hu manos;

c) Ejecución eficiente del presupuesto, con énfasis en su descen-
tralización, desconcentración y fiscalización.

Política tributaria
49. La política tributaria debe concebirse en forma que permita la 

re caudación de los recursos necesarios para el cumplimiento de 
las tareas del Estado, incluyendo los fondos requeridos para la 
con solidación de la paz, dentro de un sistema tributario que se 
enmarque en los siguientes principios básicos:
a) Ser un sistema justo, equitativo y globalmente progresivo, 

con forme al principio constitucional de la capacidad de 
pago;

b) Ser universal y obligatorio;
c) Estimular el ahorro y la inversión.

50. Asimismo, el Estado debe asegurar eficacia y transparencia en 
la recaudación tributaria y la administración fiscal, a fin de fo-
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men tar la confianza de los contribuyentes en la gestión estatal 
y eliminar la evasión y defraudación fiscal.

Meta de recaudación tributaria
51. Teniendo en cuenta la necesidad de incrementar los ingresos 

del Estado para hacer frente a las tareas urgentes del crecimiento 
eco  nómico, del desarrollo social y de la construcción de la paz, 
el Gobierno se compromete a que, antes del año 2000, la carga 
tri butaria en relación al pib se haya incrementado en, por lo 
me nos, un 50% con respecto a la carga tributaria de 1995.

Compromiso f iscal
52. Para avanzar hacia un sistema tributario justo y equitativo, el 

Go bierno se compromete a atacar el factor más grave de injusticia 
e iniquidad en materia tributaria, a saber la evasión y defraudación 
fis cal, especialmente en el caso de quienes debieran ser los ma-
yores contribuyentes. Con miras a erradicar los privilegios y 
abusos, eliminar la evasión y la defraudación fiscal, así como 
apli car un sistema tributario globalmente progresivo, el Gobierno 
se compromete a:

Legislación
a) Promover una reforma al Código Tributario que establezca 

ma yores sanciones a la evasión, la elusión y la defraudación 
tri  butarias, tanto para los contribuyentes como para los 
fun  cionarios encargados de la administración fiscal;

b) Promover una reforma de la legislación tributaria con miras 
a eliminar las disposiciones que faciliten la evasión fiscal;

c) Evaluar y regular estrictamente las exenciones tributarias 
con miras a eliminar los abusos.

Fortalecimiento de la administración tributaria
d) Fortalecer los mecanismos existentes de fiscalización y re-

cau dación tales como control cruzado, número de identifica-
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ción tributaria (nit) y crédito fiscal por retención del im-
puesto sobre la renta y del impuesto al valor agregado;

e) Simplificar y automatizar las operaciones de la administra-
ción fiscal;

f ) Garantizar la correcta y rápida aplicación o devolución del 
cré dito fiscal y sancionar severamente a quienes no reintegran 
al fisco el impuesto al valor agregado retenido;

g) Crear un programa especial dirigido a los grandes contribu-
yentes con el objeto de garantizar que cumplan debidamente 
sus obligaciones tributarias;

h) Poner en funcionamiento estructuras administrativas que 
es pecíficamente atiendan los programas de recaudación y 
fiscalización del presupuesto de ingresos y la aplicación de 
las leyes tributarias correspondientes;

i) Fortalecer la capacidad de los municipios de cumplir con 
sus atribuciones en la recaudación de recursos.

Participación
j) Propiciar que el sistema de consejos de desarrollo urbano y 

ru ral contribuya a la definición y seguimiento de la política 
fis cal, en el marco de su mandato de formulación de las 
po líticas de desarrollo;

Educación cívica
k) Dentro de los programas de educación, continuar promo-

viendo el conocimiento, respeto y cumplimiento de las 
obli gaciones tributarias como parte de la convivencia de-
mocrática.

Cumplimiento de la política f iscal
53. El incumplimiento de las obligaciones tributarias priva al país 

de los recursos necesarios para atender los rezagos sociales que 
afectan la sociedad guatemalteca. El Gobierno se compromete 
a aplicar sanciones ejemplares a quienes, de distintas maneras, 
de frauden al fisco; asimismo, a llevar a cabo la modernización 
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y fortalecimiento de la administración fiscal, así como la prio-
rización del gasto hacia la inversión social.

v. 
disPosiciones finALes

Primera. El presente Acuerdo forma parte del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera y entrará en vigencia en el momento de la 
firma de este último.

Segunda. En atención a que el presente Acuerdo responde al interés 
de los guatemaltecos, el Gobierno iniciará de inmediato 
las acciones de programación y planificación que le permitan 
cumplir con los compromisos de inversión contenidos en 
el mismo.

Tercera. De conformidad con el Acuerdo Marco, se solicita al 
Secretario General de las Naciones Unidas que verifique 
el cumplimiento del presento acuerdo.

Cuarta. Se dará la más amplia divulgación al presente acuerdo, 
para lo cual se solicita la cooperación de los medios de 
comunicación y los centros de enseñanza y de educación.

México, D.F. a 6 de mayo de 1996

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Gustavo Porras Castejón

Otto Pérez Molina, general de Brigada

Raquel Zelaya Rosales

Richard Aitkenhead Castillo
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Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandancia General

Comandante Rolando Morán

Comandante Pablo Monsanto

Carlos Gonzales

Gaspar Ilóm

Por las Naciones Unidas

Marrack Goulding 
Secretario general adjunto

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo sobre el fortalecimiento del  
poder civil y función del ejército  

en una sociedad democrática

resumen

País y fecha de la firma:  Ciudad de México, 19 de sep-
tiembre de 1996

firmAntes

	● Delegación y representación del Gobierno de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

Este acuerdo parte de:
	● Se reconoce que las libertades y derechos ciudadanos histó-

ricamente han Estado restringidos. La firma del Acuerdo 
de Paz Firme y Duradera ofrece la oportunidad histórica 
de superar las secuelas de un pasado de enfrentamiento ar-
mado e ideológico y cimentar una institucionalidad que 
res ponda al desarrollo del país y a la reconciliación del 
pueblo guatemalteco.

	● En ese sentido, el acuerdo resalta la necesidad de una par-
ticipación activa y permanente de la ciudadanía a través de 
las organizaciones, fuerzas políticas y sectores sociales del 
país. La renovación de la institucionalidad debe abarcar 
des de las autoridades locales hasta el funcionamiento de 
los organismos del Estado.
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comPromisos y ALcAnces

	● Para un efectivo y viable proceso democrático y participativo 
se requiere el fortalecimiento del poder civil, modernizando 
y fortaleciendo al Estado y sus instituciones. Para ello, con-
forme al artículo 141 de la Constitución Política de la Re-
pública, se reconoce que la soberanía radica en el pueblo 
quien la delega para su ejercicio en los organismos Legislativo, 
Eje cutivo y Judicial, quienes deben operar con independencia 
y separación de funciones y responsabilidad,

	● El Acuerdo puntualiza que la reforma y modernización de 
la administración de justicia deben dirigirse a impedir que 
ésta genere y encubra un sistema de impunidad y corrupción. 
La reforma de la administración de justicia debe revertir la 
ineficacia, garantizar el libre acceso a la justicia, imparciali-
dad en la aplicación, la independencia judicial, la autoridad 
ética, la probidad del sistema en su conjunto y su moder-
nización.

	● El Gobierno se compromete a adoptar, cuando sea de su 
com petencia, y promover ante el Congreso una serie de 
medidas para el fortalecimiento del poder civil y la moder-
nización del Organismo Ejecutivo. Se señala también que 
serán necesarias reformas constitucionales, reformas legales 
y una nueva organización policial, con departamentos es-
pecializados, personal capacitado y preparado por medio 
de una carrera policial por medio de la Academia de la Po-
licía Nacional Civil.

	● Se define la misión del Ejército de Guatemala: defensa de 
la soberanía del país y de la integridad de su territorio. De-
berá innovar y modernizar su sistema educativo, y que sean 
congruentes con la Constitución Política de la República, 
con una cultura de paz y convivencia democrática.

	● Para profesionalizar al servidor público, el Gobierno prio-
rizará las siguientes acciones: modernización de la adminis-
tra ción pública; establecimiento de la carrera de servicio 
civil; una efectiva aplicación de la legislación de probidad 
y responsabilidades; fortalecimiento y modernización de la 
Con traloría de Cuentas y sanción penal de actos de corrup-
ción y mal manejo de recursos públicos.

	● Las partes valoran el trabajo que realizan las mujeres y sus 
or ganizaciones para el fortalecimiento del poder civil y las 
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ex hortan a unificar esfuerzos para dar su aporte en el proceso 
de implementación de los acuerdos de paz firme y duradera, 
particularmente de aquellos compromisos más directamente 
relacionados con las mujeres. El gobierno asume compromi-
sos para fortalecer la participación de las mujeres.

	● Se establece que los Comités Voluntarios de Defensa Civil, 
más conocidos como patrullas de auto defensa civil, serán 
di sueltos y desmovilizados, y ya no tendrán relación ins-
titucional con el Ejército de Guatemala. De igual manera 
las partes convienen la disolución de la Policía Militar 
Ambulante (a un año) de la firma del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera.

concLusión

El Acuerdo se crea con la finalidad fundamental de fortalecer 
el poder civil, a través del ejercicio de los derechos políticos, el 
afian zamiento de la función legislativa, reformas a la adminis-
tración de la justicia y la garantía de la seguridad ciudadana, 
que, en conjunto, son decisivas para el goce de las libertades y 
los derechos ciudadanos, la consolidación de la gobernabilidad 
del país y un afianzamiento de la legitimidad de las instituciones 
de mocráticas y la democratización en todos los aspectos, lo 
social, lo político, lo económico, lo cultural.

El acuerdo enfatiza que el fortalecimiento del poder civil 
pasa por el fortalecimiento de la participación social, lo cual 
re quiere aumentar las oportunidades y la capacidad de participa-
ción de la ciudadanía. También contar con el compromiso de 
los gobiernos por la descentralización de la administración pú-
blica, cuyo objetivo es movilizar toda la capacidad del Estado 
en beneficio de la población y establecer con ésta un mejor nivel 
de relaciones. Lo que requiere, el fortalecimiento de los gobiernos 
mu nicipales y el efectivo funcionamiento del Sistema de Consejos 
de Desarrollo a todo nivel. Fortalecimiento de la participación 
social a través de diversas formas de información y educación 
re lativas a la defensa de los derechos humanos, la renovación 
de la cultura política y la solución pacífica de los conflictos.
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Contenido del Acuerdo

Considerando

Que la paz descansa sobre la democratización y la creación de estruc-
turas y prácticas que, en el futuro eviten la exclusión política, into-
lerancia ideológica y polarización de la sociedad guatemalteca;

Que es indispensable superar carencias y debilidades en las ins-
tituciones civiles, a menudo inaccesibles a la mayoría de la población, 
y la prevalencia de lógicas y comportamientos que han ido en detri-
mento de las libertades y los derechos ciudadanos;

Que la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera ofrece una 
opor tunidad histórica de superar las secuelas de un pasado de en-
frentamiento armado e ideológico para reformar y cimentar una 
ins titucionalidad acorde con las exigencias del desarrollo de la nación 
y de la reconciliación del pueblo guatemalteco;

Que, con la participación activa y permanente de la ciudadanía 
a través de las organizaciones, fuerzas políticas y sectores sociales del 
país, esta renovación de la institucionalidad debe abarcar desde las 
au toridades locales hasta el funcionamiento de los organismos del 
Es tado, para que todos los que son depositarios del poder público 
cumplan su cometido al servicio de la justicia social, de la participación 
po lítica, de la seguridad y el desarrollo integral de la persona;

Que reviste una importancia fundamental fortalecer el poder 
civil, en tanto expresión de la voluntad ciudadana a través del ejercicio 
de los derechos políticos, afianzar la función legislativa, reformar la 
ad ministración de la justicia y garantizar la seguridad ciudadana, 
que en conjunto, son decisivas para el goce de las libertades y los 
derechos ciudadanos, y que dentro de una institucionalidad demo-
crática, corresponde al Ejército de Guatemala la función esencial de 
de fender la soberanía nacional y la integridad territorial del país;

Que, conjuntamente con los acuerdos ya firmados, el presente 
Acuerdo busca crear condiciones para una auténtica conciliación de 
los guatemaltecos basada en el respeto a los derechos humanos y a 
la diversidad de sus pueblos, y en el empeño común por resolver la 
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fal ta de oportunidades sociales, económicas y políticas que socavan 
la convivencia democrática, y limitan el desarrollo de la nación;

Que la implementación del presente Acuerdo beneficiará al 
con junto de la ciudadanía, consolidará la gobernabilidad del país y 
afianzará la legitimidad de las instituciones democráticas en beneficio 
del pueblo de Guatemala;

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (en adelante “Las Partes”) acuerdan:

i. 
eL estAdo y su formA de Gobierno

1. A fin de profundizar el proceso democrático y participativo de 
ma nera que se fortalezca el poder civil, se hace indispensable la 
me jora, modernización y fortalecimiento del Estado y su sistema 
de gobierno Republicano, democrático y representativo,

2. Conforme al artículo 141 de la Constitución Política de la Re-
pública, la soberanía radica en el pueblo quien la delega para 
su ejercicio en los Organismos Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 
Las Partes coinciden en que la mejora, la modernización y el 
for talecimiento de los Organismos del Estado exigen el pleno 
y total respeto del principio de independencia, separación y no 
subordinación entre ellos.

3. Al mismo tiempo, es necesario que los tres Organismos asuman 
en forma articulada las responsabilidades que implica para cada 
uno el deber del Estado de garantizar a los habitantes de la Re-
pública la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el 
desarrollo integral de la persona. El poder público, al servicio 
del bien común, debe ser ejercido por todas las instituciones 
que integran el Estado de modo que impida que cualquier per-
sona, sector del pueblo, fuerza armada o política pueda arrogarse 
su ejercicio.



128 Los Acuerdos de Paz de Guatemala

ii. 
eL orGAnismo LeGisLAtivo

4. La potestad legislativa corresponde al Congreso de la República, 
com puesto por diputados electos directamente por sufragio 
uni versal y secreto. Está llamado a jugar un papel fundamental 
en la representación de la sociedad guatemalteco, pues la de-
mocracia requiere de un Organismo donde se asuma en forma 
ins titucional y de armónica integración de intereses, la situación 
de conjunto del país.

5. Para fortalecer la legitimidad del Organismo Legislativo, éste 
tie ne que cumplir a cabalidad con las siguientes responsabilidades:
a) La función legislativa en beneficio del pueblo de Guatemala;
b) El debate público de los asuntos nacionales fundamentales;
c) La representatividad del pueblo;
d) Las responsabilidades que le corresponden de cara a los 

otros organismos del Estado.
6. Las Partes coinciden en que es necesario mejorar, modernizar 

y fortalecer el Organismo Legislativo. Para ello convienen soli-
citar a la Presidencia del Congreso de la República la conforma-
ción de una instancia multipartidaria. Dicha instancia trabajará 
vincu lada a aquellas comisiones legislativas que tengan asignadas 
fun ciones relacionadas al seguimiento a los acuerdos de paz 
fir me y duradera, y al proceso de modernización y fortalecimiento 
del Congreso de la República. Su agenda, mínima y no limitativa 
prio rizará los siguientes aspectos:
a) La revisión de la Ley de Régimen Interior del Congreso 

pa ra hacer posible la agilización del juego parlamentario, 
per mitiendo que el Congreso de la República, como Orga-
nismo del Estado, responda a lo que de él plantea la Cons-
titución Política y la opinión ciudadana, y asimismo facilitarle 
el cumplimiento de un proceso ágil en la formación de la 
ley, en las etapas que corresponden a su iniciativa, discusión 
y aprobación;

b) La utilización regular de los medios de control constitucional 
so bre el Organismo Ejecutivo con vistas a que se expliciten 
suficientemente las políticas públicas; se verifique la consis-
tencia programática; se transparente la programación y 
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ejecución del presupuesto de la nación, se examine y evalúe 
la responsabilidad de los Ministros de Estado y de otros 
al tos funcionarios en cuanto a sus actos u omisiones ad-
ministrativas; se realice un seguimiento de la gestión de 
go bierno a manera de cautelar el interés general de la po-
blación y, al mismo tiempo, la preservación de la legitimidad 
de las instituciones;

c) Las medidas legislativas necesarias para fortalecer la adminis-
tración de la justicia;

d) Las reformas legales o constitucionales para mantener fijo 
el número de diputados al Congreso;

e) La reforma del artículo 157 de Constitución de manera que 
los diputados no puedan ser reelectos más de dos veces en 
for ma consecutiva, de forma de no impedir la carrera par-
lamentaria pero a la vez permitir la renovación de nuevos 
li derazgos políticos en el Congreso;

f ) El fortalecimiento del trabajo de las comisiones, en especial 
la de Asesoría Técnica;

g) La redefinición de las funciones de la Comisión de Derechos 
Hu manos del Congreso en orden a realizar un adecuado 
se guimiento de las resoluciones y recomendaciones de los 
in formes producidos por el Procurador de los Derechos 
Hu manos y otras entidades públicas reconocidas, sobre la 
si tuación de los derechos humanos en Guatemala.

7. Las Partes acuerdan solicitar a la Presidencia del Congreso de 
la República que dicha instancia parlamentaria se integre en un 
pe ríodo no mayor de tres meses después de la firma del Acuerdo 
de Paz Firme y Duradera, y que sus trabajos estén concluidos 
y trasladados a consideración del pleno a más tardar un año 
después de su constitución.

iii. 
sistemA de justiciA

8. Una de las grandes debilidades estructurales del Estado guatemal-
teco reside en el sistema de administración de justicia, que es 
uno de los servicios públicos esenciales. Este sistema y, dentro 
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de él, la marcha de los procesos judiciales, adolecen de fallas y 
de ficiencias. La obsolescencia de los procedimientos legales, la 
len titud de los trámites, la ausencia de sistemas modernos para 
la administración de los despachos y la falta de control sobre 
los funcionarios y empleados judiciales, propician corrupción 
e ineficiencia.

9. La reforma y modernización de la administración de justicia 
de ben dirigirse a impedir que ésta genere y encubra un sistema 
de impunidad y corrupción. El proceso judicial no es un simple 
pro cedimiento regulado por códigos y leyes ordinarias, sino el 
ins trumento para realizar el derecho esencial de las personas a 
la justicia, el cual se concreta mediante la garantía de impar-
cialidad, objetividad, generalidad e igualdad ante la ley.

10. Una prioridad a este respecto es la reforma de la administración 
de justicia, de manera que se revierta la ineficacia, se erradique 
la corrupción, se garantice el libre acceso a la justicia, la imparcia-
lidad en su aplicación, la independencia judicial, la autoridad 
éti ca, la probidad del sistema en su conjunto y su modernización.

11. Para todo lo anterior, el Gobierno se compromete a adoptar, 
cuan do sea de su competencia, y promover ante el Congreso de 
la República, cuando sea de la competencia de este último, las 
si guientes medidas:

Reformas constitucionales
12. Promover ante el Congreso de la República la reforma de los 

si guientes artículos de la Constitución Política:

cAPítuLo iv - orGAnismo judiciAL

Sección Primera: disposiciones generales
a) Artículo 203: El artículo debe contener una referencia inicial 

a las garantías de la administración de justicia y, como tal, 
in cluir: el libre acceso y en el propio idioma; el respeto por 
el carácter multiétnico, pluricultural y multilingüe del país; 
la defensa de quien no puede pagarla; la imparcialidad e 
in dependencia del juzgador; la solución razonada y pronta 
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de los conflictos sociales y la apertura a mecanismos al-
ternativos de resolución de conflictos;

b) En párrafo aparte debe recogerse el contenido actual del 
ar tículo 203, sintetizado;

c) Artículos 207, 208 y 209: Deben referirse a la Ley de la Ca-
rrera judicial, estableciendo como sus contenidos:
 • Derechos y responsabilidades de los jueces, dignidad 

de la función y adecuado nivel de remuneraciones;
 • Sistema de nombramiento y ascenso de jueces con base 

en concursos públicos, que busquen la excelencia profe-
sional;

 • Derecho y deber de formación y perfeccionamiento en 
la función;

 • Régimen disciplinario, con garantías, procedimientos, 
ins tancias y sanciones pre-establecidas, así como el 
principio de que un juez/magistrado no puede ser inves-
tigado y sancionado sino por quien tiene funciones 
ju risdiccionales;

d) Artículo 210: La garantía contenida en el segundo párrafo 
debería eliminarse, puesto que su contenido será absorbido 
por los tres artículos anteriores. El presente artículo debe 
re ferirse sólo a los servidores del Organismo judicial que no 
son jueces o magistrados.

Reformas legales
13. Promover ante el Congreso de la República las siguientes reformas 

le gales:

Carrera judicial
a) Establecer la Carrera Judicial prevista por el artículo 209 

de la Constitución Política, de conformidad con los conteni-
dos del presente acuerdo;
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Servicio público de defensa penal
b) Establecer el Servicio Público de Defensa Penal para proveer 

asis tencia a quienes no puedan contratar servicios de asesoría 
pro fesional privada. Será un ente con autonomía funcional 
e independiente de los tres Organismos del Estado, que 
ten ga la misma jerarquía en el proceso que el Ministerio 
Público y que alcance efectiva cobertura nacional;

Código Penal
c) Promulgar una reforma del Código Penal en la que se dé 

prio ridad a la persecución penal de aquellos delitos que 
cau san mayor daño social, tome en cuenta las diferencias 
cul turales propias del país y sus costumbres, garantice plena-
mente los derechos humanos y tipifique como actos de es-
pecial gravedad las amenazas y coacciones ejercidas sobre 
fun cionarios judiciales, el cohecho, soborno y corrupción, 
los cuales deberán ser severamente penalizados.

Iniciativas y medidas administrativas
14. Ejercer las iniciativas y tomar las medidas administrativas nece-

sarias para:
a) Dotar al Organismo Judicial y al Ministerio Público de 

mayores recursos financieros para avanzar en su moderniza-
ción tecnológica y para ampliar su cobertura al interior del 
país, introducir el funcionamiento multilingüe del sistema 
de justicia en concordancia con el Acuerdo sobre Identidad 
y Derechos de los Pueblos Indígenas, y aplicar un eficiente 
plan de protección a testigos, fiscales y colaboradores de la 
jus ticia. En este sentido, el Gobierno se propone incrementar, 
pa ra el año 2000, el gasto público efectivo destinado al 
Organismo Judicial y al Ministerio Público, en relación el 
pro ducto interno bruto (pib) en 50% respecto al gasto desti-
nado en 1995;

b) Proveer de los recursos necesarios al Servicio Público de 
De fensa Penal para que pueda constituirse e iniciar sus ac-
ti vidades a partir del año 1998.
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Comisión de fortalecimiento de la justicia
15. Asimismo, las Partes convienen en que, en el término de treinta 

días posteriores a la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera, 
el Presidente de la República promoverá la integración de una 
Co misión encargada de producir en un plazo de seis meses, y 
me diante un debate amplio en torno al sistema de justicia, un 
in forme y un conjunto de recomendaciones susceptibles de ser 
puestas en práctica con la mayor brevedad. Dicha Comisión, 
que contará con la asesoría de la Misión de Verificación de la 
Si tuación de los Derechos Humanos y de cumplimiento de los 
com promisos del Acuerdo global sobre derechos humanos en 
Guatemala (Minugua), deberá incluir a representantes calificados 
de las diversas instituciones públicas y entidades sociales y pri-
vadas con participación y/o conocimiento en la temática de 
justicia.

16. El trabajo de la Comisión se hará de acuerdo a una agenda mí-
nima y no limitativa que privilegie los temas siguientes:

Modernización
a) La forma de separar adecuadamente las funciones adminis-

trativas de las jurisdiccionales en el Organismo Judicial y 
en el Ministerio Público, a fin de liberar a juzgadores y fis-
cales de tareas que recargan su labor e impiden su dedicación 
plena a las tareas que les son propias; un sistema que deberá 
in troducir en ambas instituciones una administración mo-
derna y eficiente;

b) La distribución adecuada de los recursos financieros dispo-
nibles para avanzar hacia el fortalecimiento del sistema, 
te niendo en cuenta la necesidad de mejorar el uso de los 
recursos;

c) La formulación de contenidos básicos de un proyecto de 
ley de Servicio Civil de Organismo Judicial;

Acceso a la justicia
d) Con la participación de las organizaciones de los pueblos 

in dígenas, dar seguimiento a los compromisos contenidos 
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en el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos 
In dígenas respecto a la forma de administrar justicia por 
par te de dichos pueblos, con miras a facilitar un acceso 
sim ple y directo a la misma por parte de grandes sectores 
del país que no logran llegar al sistema de justicia o com-
parecen ante él en condiciones disminuidas;

Agilización
e) La generalización progresiva de la oralidad en los procesos 

ju diciales, para hacer extensivos los beneficios de la misma 
a aquellas áreas que aún no cuentan con ella, y la garantía 
de la inmediación del juez en todos los procesos;

f ) La ampliación y el reconocimiento de mecanismos alterna-
tivos de resolución de conflictos;

Excelencia profesional
g) Hacer un diseño de un sistema de selección y nombramiento 

de Magistrados de la Corte de Apelaciones a través de con-
cursos públicos;

h) El fortalecimiento de la Escuela de Estudios Judiciales y de 
la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, como 
lu gares centrales en la selección y formación continua de 
jue ces, magistrados y fiscales;

Actores no estatales
i) La incorporación activa en la temática de la reforma judicial 

de aquellas entidades que no integran el sistema estatal de 
jus ticia y cuyo papel resulta decisivo para dicha reforma.
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iv. 
orGAnismo ejecutivo

17. Para el fortalecimiento del poder civil y la modernización del 
Or ganismo Ejecutivo, el Gobierno se compromete a adoptar, 
cuando sea de su competencia, y promover ante el Congreso, 
cuan do sea de la competencia de este último, las siguientes me-
didas:

A. Agenda de seguridad

18. La seguridad es un concepto amplio que no se limita a la protec-
ción contra las amenazas armadas externas, a cargo del Ejército, 
o a la protección contra las amenazas al orden público y la segu-
ridad interna, a cargo de la Policía Nacional Civil. El conjunto 
de los Acuerdos de Paz de Guatemala plantea que la paz firme 
y duradera requiere el respeto a los derechos humanos, y al ca-
rácter multiétnico, pluricultural y multilingüe de la Nación 
gua temalteco, el desarrollo económico del país con justicia so-
cial, la participación social, la conciliación de intereses y el for-
talecimiento de la institucionalidad democrática.

19. Dentro de este concepto, la seguridad ciudadana y la seguridad 
del Estado son inseparables del pleno ejercicio por los ciudadanos 
de sus derechos y deberes políticos, económicos, sociales y cultu-
rales. Los desequilibrados sociales y económicos, la pobreza y 
la pobreza extrema, la discriminación social y política, la corrup-
ción, entre otros, constituyen factores de riesgo y amenazas 
di rectas para la convivencia democrática, la paz social y, por 
ende, el orden constitucional democrático.

20. Para ayudar al Organismo Ejecutivo a implementar este concepto 
de seguridad integral, las Partes consideran conveniente el fun-
cio na miento de un Consejo Asesor de Seguridad. El Consejo 
será integrado por personalidades destacadas que sean represen-
tativas de la diversidad económica, social, profesional, académica, 
étnica, política y cultural de Guatemala. Dichas personalidades 
se rán seleccionadas por el Presidente de la República de manera 
que el Consejo pueda cumplir a cabalidad con su función de 
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es tudiar y presentar estrategias ampliamente consensuadas para 
res ponder a los riesgos prioritarios que enfrente el país y hacer 
las recomendaciones correspondientes al Presidente de la Repú-
blica.

B. Seguridad pública

Policía Nacional Civil
21. La protección de la vida y de la seguridad de los ciudadanos, el 

man tenimiento del orden público, la prevención e investigación 
del delito y una pronta y transparente administración de justicia 
no pueden garantizarse sin la debida estructuración de las fuerzas 
de seguridad pública. El diseño de un nuevo modelo y su imple-
mentación son una parte fundamental del fortalecimiento del 
poder civil.

22. En consecuencia, es necesario e impostergable la reestructuración 
de las fuerzas policíacas existentes en el país en una sola Policía 
Na cional Civil que tendrá a su cargo el orden público y la se-
guridad interna. Esta nueva policía deberá ser profesional y estar 
bajo la responsabilidad del Ministerio de Gobernación. Para 
ello, el Gobierno se compromete a adoptar, cuando sea de su 
com petencia, y promover ante el Congreso de la República, 
cuando sea de la competencia de este último, las siguientes me-
didas:

Reformas constitucionales
23. La reforma de la Constitución establecerá en los siguientes tér-

mi nos las funciones y principales características de la policía:

“La Policía Nacional Civil es una institución profesional y 
je rarquizada. Es el único cuerpo policial armado con competencia 
na cional cuya función es proteger y garantizar el ejercicio de los 
de rechos y las libertades de las personas, prevenir, investigar y 
com batir el delito, y mantener el orden público y la seguridad in-
terna. Conduce sus acciones con estricto apego al respeto de los 
de rechos humanos y bajo la dirección de autoridades civiles.
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La ley regulará los requisitos y la forma de ingreso a la carrera 
po licial, promociones, ascensos, traslados, sanciones disciplinarias 
a los funcionarios y empleados incluidos en ella y las demás cues-
tiones inherentes al funcionamiento de la Policía Nacional Civil.”

Reformas legales
24. Presentar un proyecto de ley de seguridad y fuerza pública que 

nor me el funcionamiento del sistema policial de Guatemala de 
acuerdo con la reforma constitucional y las disposiciones con-
tenidas en el presente Acuerdo.

25. Se promoverá la emisión de una nueva Ley de Orden Público 
en consonancia con los principios democráticos y el fortaleci-
miento del poder civil. Todo exceso en la aplicación de la nueva 
ley será debidamente sancionado. Las limitaciones que en interés 
del mantenimiento del orden público la ley establezca en ningún 
ca so deben permitir excesos que contravengan la vigencia general 
de los derechos humanos ni facultarán a las autoridades a limitar 
otros derechos que los consignados en el artículo 138 de la Cons-
titución.

Organización
26. La organización de la policía tendrá las siguientes características:

a) Constituir un órgano policial único bajo la dirección del 
Ministerio de Gobernación,

b) Estar jerárquicamente estructurado con una cadena de 
man do y responsabilidades debidamente establecidas;

c) Hacer presente el carácter multiétnico y pluricultural de 
Gua temala en el reclutamiento, selección, capacitación y 
des pliegue del personal policial;

d) Contar con los departamentos especializados necesarios 
pa ra cumplir con sus funciones, entre otros, combate al 
nar cotráfico y el contrabando, control fiscal, aduanal, registro 
y control de armas, información e investigación criminal, 
pro tección del patrimonio cultural y del medio ambiente, 
se guridad fronteriza, tránsito y seguridad vial.
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Carrera policial
27. Establecer la carrera policial de acuerdo con los siguientes cri-

terios:
a) Disponer que todos los integrantes de la nueva estructura 

po  licial deberá recibir formación en la Academia de la Policía, 
en donde se les proporcionará una alta preparación profesio-
nal, una cultura de paz y de respeto a los derechos humanos 
y a la democracia, y de obediencia a la ley;

b) Reglamentar debidamente las políticas de reclutamiento y 
ad ministración de personal. La carrera policial preverá la 
obli gación de los agentes de prestar sus servicios dentro de 
la institución por un mínimo de dos años;

c) Disponer que los integrantes de la policía reciban salarios 
dig nos y apropiados a su función y medidas adecuadas de 
pre visión social.

Academia de la Policía
28. El ingreso a la carrera policial, los ascensos y la especialización 

den tro de ella tendrá lugar a través de la Academia de la Policía, 
que debe garantizar la objetividad de la selección, la igualdad 
de oportunidades entre los aspirantes y la idoneidad de los selec-
cio nados para su desempeño como policías profesionales.

29. Corresponde a la Academia de la Policía formar al nuevo personal 
po licial a nivel de agentes, inspectores oficiales y mandos superio-
res, y reeducar a los actuales, proveyéndola de los recursos su-
ficientes para cumplir su misión. El entrenamiento básico de 
los policías tendrá una duración mínima de seis meses.

Funcionamiento
30. El Gobierno se compromete a impulsar un plan de reestructura-

ción policial y seguridad pública con base en el presente Acuerdo, 
pa ra lo cual se solicitará el apoyo de la cooperación internacional 
y de la Minugua, tomando en consideración los estándares in-
ternacionales en esta materia. Este plan de reestructuración 
con tará con los recursos necesarios para el despliegue nacional 
de un personal profesional, tomando en cuenta todas aquellas 
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especialidades de una policía nacional civil moderna y con-
templará, entre otros, los siguientes aspectos:
a) Para finales del año 1999, una nueva fuerza de Policía Na-

cional Civil estará funcionando en todo el territorio nacional, 
bajo la dependencia del Ministerio de Gobernación, contando 
con un mínimo de 20.000 agentes para cumplir con los 
presentes compromisos y las tareas específicas que les sean 
asignadas;

b) Se fortalecerán, en particular, las capacidades de la policía 
en materia de información y de investigación criminal, a 
fin de poder colaborar eficazmente en la lucha contra el 
de lito y una pronta y eficaz administración de justicia, con 
én fasis en la coordinación interinstitucional entre la Policía 
Na cional Civil, el Ministerio Público y el Organismo 
Judicial;

c) Se fortalecerá la cooperación entre la Policía Nacional Civil 
y las policías municipales, dentro de sus facultades respec-
tivas;

d) Se establecerá un procedimiento de transición para la apli-
cación de lo dispuesto en el inciso a) de este numeral, a 
manera de asegurar el efecto positivo de los elementos egre-
sados de la Academia sobre el conjunto de la Policía Nacional 
Civil;

e) Las comunidades participarán a través de sus representantes 
en la promoción de la carrera policial, la propuesta de candi-
datos que llenen los requisitos correspondientes y el apoyo 
a los agentes a cuyo cargo estará la seguridad pública a nivel 
local;

f ) El Gobierno se propone que el gasto público ejecutado en 
se guridad pública con relación al pib, para el año 2000, sea 
in crementado en 50% respecto del gasto ejecutado en 1995.

Cooperación internacional
31. Las Partes exhortan a la comunidad internacional a otorgar la 

coo peración técnica y financiera que sea requerida para la im-
plementación inmediata de todas las medidas que conduzcan 
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a la modernización y profesionalización del sistema de seguridad 
pú blica en Guatemala.

Empresas privadas de seguridad
32. El Gobierno se compromete a promover ante el Congreso de la 

Re pública una ley que regule el funcionamiento y los alcances 
de dichas empresas, con miras a supervisar su actuación y la 
pro fesionalidad de su personal, y asegurar en particular que las 
em presas y sus empleados se limiten al ámbito de actuación que 
les corresponde, bajo el estricto control de la Policía Nacional 
Civil.

Tenencia y portación de armas
33. De conformidad con el Acuerdo Global sobre Derechos Huma-

nos, y para hacer frente a la proliferación de armas de fuego en 
ma nos de particulares y la falta de control sobre su adquisición 
y uso, el Gobierno de la República se compromete a promover 
la reforma de la Ley de Armas y Municiones a efecto de:
a) Hacer más restrictiva la tenencia y portación de armas que 

se encuentran en manos de particulares, de conformidad 
con lo previsto por el artículo 38 de la Constitución;

b) Otorgar responsabilidad sobre la materia al Ministerio de 
Go bernación. Lo referente a la tenencia y portación de armas 
ofen sivas se considerará en casos muy excepcionales y cali-
ficados, y para ello se deberá contar con la opinión del Mi-
nisterio de la Defensa.

34. En concordancia con esta ley, el Gobierno se compromete a:
a) Hacer efectivo el sistema de registro de las armas en circula-

ción y la identificación de sus propietarios.
b) Transferir los registros que actualmente se encuentran en 

de pósito en el Departamento de Control de Armas y Muni-
ciones del Ministerio de la Defensa al Ministerio de Gober-
nación, con la verificación de la Minugua, en un proceso 
que concluirá a finales de 1997.
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C. Ejército

35. La firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera constituye un 
cam bio fundamental con relación a las condiciones que han 
prevalecido en Guatemala a lo largo de más de tres décadas. 
Es te cambio involucra positivamente a las instituciones del Es-
tado y entre ellas, de manera particular, al Ejército de Guatemala. 
La misión del Ejército de Guatemala queda definida como la 
de fensa de la soberanía del país y de la integridad de su territorio; 
no tendrá asignadas otras funciones y su participación en otros 
cam pos se limitará a tareas de cooperación. Las medidas concre-
tadas en el presente Acuerdo adecuan su doctrina, medios, re-
cur sos y despliegue a sus funciones y a las prioridades de desarrollo 
del país.

Reformas constitucionales
36. El Gobierno se compromete a promover las siguientes reformas 

a la Constitución de la República:
a) Artículo 244. Integración, organización y funciones del 

Ejér cito. El Ejército de Guatemala es una institución perma-
nente al servicio de la Nación. Es único e indivisible, esen-
cial mente profesional, apolítico, obediente y no deliberante. 
Tiene por función la defensa de la soberanía del Estado y 
de la integridad del territorio. Está integrado por fuerzas 
de tierra, aire y mar. Su organización es jerárquica y se basa 
en los principios de disciplina y obediencia;

b) Artículo 219. Tribunales militares. Los tribunales militares 
conocerán de los delitos y faltas tipificados en el Código 
mi litar y en los reglamentos correspondientes. Los delitos 
y faltas del orden común cometidos por militares serán co-
nocidos y juzgados por la jurisdicción ordinaria. Ningún 
civil podrá ser juzgado por tribunales militares;

c) Artículo 246. Cargos y atribuciones del Presidente en el 
Ejér cito. Sustituir el párrafo primero por lo siguiente: “El 
Pre sidente de la República es el Comandante General del 
Ejér cito e impartirá sus órdenes por conducto del Ministro 
de la Defensa Nacional, ya sea éste civil o militar”.
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Marco legal
37. Se promoverán las reformas a la Ley Constitutiva del Ejército 

que se deriven de las reformas a la Constitución Política de la 
Re pública, así como las que se deriven de los acuerdos de paz.

Doctrina del Ejército
38. Debe formularse una nueva doctrina militar de acuerdo con las 

re formas previstas en el presente Acuerdo. La doctrina estará 
orien tada al respeto de la Constitución Política de la República, 
a los derechos humanos, a los instrumentos internacionales ra-
ti fi cados por Guatemala en materia militar, a la defensa de la 
so beranía e independencia nacional, a la integridad del territorio 
del país Y al espíritu de los acuerdos de paz firme y duradera.

Tamaño y recursos
39. El tamaño y recursos del Ejército de Guatemala estarán acordes 

con las necesidades del cumplimento de sus funciones de defensa 
de la soberanía y de la integridad del territorio, y con las posi-
bilidades económicas del país.

Sistema educativo
40. Se continuará haciendo las reformas necesarias en los reglamentos 

co rrespondientes a fin de que el sistema educativo militar sea 
congruente, en su marco filosófico, con el respeto a la Constitu-
ción de la República y demás leyes, con una cultura de paz y 
con vivencia democrática, con la doctrina definida en el presente 
Acuerdo, con los valores nacionales, el desarrollo integral del 
ser humano, el conocimiento de nuestra historia nacional, el 
res peto a los derechos humanos, la identidad y derechos de los 
pue blos indígenas, así como la primacía de la persona humana.

Armas y municiones
41. El Gobierno adoptará las políticas más adecuadas para la adqui-

sición de armas y equipo bélico de acuerdo a las nuevas funciones 
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del Ejército. Deberá considerarse el funcionamiento de la Fábrica 
de Municiones a efecto de que pueda cubrir las necesidades de 
las fuerzas de seguridad pública civil.

Reconversión
42. Las instituciones, instalaciones y dependencias educativas, fi-

nan cieras, de salud, comerciales, asistenciales y de seguros de 
ca rácter público que correspondan a las necesidades y funciones 
del Ejército de Guatemala deben funcionar en las demás con-
diciones en que operan las otras instituciones similares y sin 
fi nes lucrativos. Todos los egresados de los Institutos Adolfo V. 
Hall pasan a formar parte de las reservas militares del país. El 
Ejér cito de Guatemala les asignará programas para el efecto. El 
Go bierno dispondrá convenientemente de la frecuencia de tele-
visión asignada al Ejército de Guatemala.

Servicio militar y social
43. Es procedente continuar con la práctica del alistamiento militar 

en forma voluntaria, mientras el Gobierno de Guatemala, con 
ba se en el Acuerdo Global sobre Derechos Humanos, adopta 
las decisiones administrativas necesarias y el Congreso de la 
Re pública aprueba una ley de Servicio Cívico, que incluirá el 
Ser vicio Militar y el Servicio Social; esta ley deberá conllevar 
el cumplimiento de un deber y un derecho constitucional, que 
no sea forzado ni violatorio de los derechos humanos, sea univer-
sal y no discriminatorio, reduzca el tiempo de servicio y ofrezca 
opciones a los ciudadanos.

44. En base a estos principios generales, el Gobierno se compromete 
a promover la ley antes mencionada, cuyo proyecto se formulará 
en base a lo entendido y logrado por el equipo paritario de tra-
bajo que en la actualidad trata el tema.
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D. Presidencia de la República

Reformas constitucionales
45. El Gobierno promoverá ante el Congreso de la República las 

si guientes reformas a la Constitución Política de la República:
a) Con relación a las funciones del Presidente de la República, 

in cluir la siguiente:

“Cuando los medios ordinarios para el mantenimiento 
del or  den público y la paz interna resultaron rebasados, el 
Presidente de la República podrá excepcionalmente disponer 
del Ejército para es  te fin. La actuación del Ejército tendrá 
siempre carácter temporal se desarrollará bajo la autoridad 
civil y no implicará limitación al  guna en el ejercicio de los 
derechos constitucionales de los ciu dadanos.

Para disponer estas medidas excepcionales, el Presidente 
de la República emitirá el acuerdo correspondiente. La 
actuación del Ejér cito se limitará al tiempo y las modalidades 
estrictamente ne cesarios, y cesará tan pronto se haya alcanzado 
su cometido. El Pre sidente de la República mantendrá infor-
mado al Congreso sobre las actuaciones del Ejército, y el 
Congreso podrá en cualquier mo mento disponer el cese de 
estas actuaciones. En todo caso, den tro de los quince días 
siguientes a la terminación de éstas, el Pre sidente de la República 
presentará al Congreso un informe cir cunstanciado sobre la 
actuación del Ejército”;

b) Reformar el artículo 246 titulado “Cargos y atribuciones 
del Presidente en el Ejército” suprimiendo la frase del literal 
b) de dicho artículo, que dice: “Puede, asimismo, conceder 
pen siones extraordinarias”;

c) Reformar el artículo 183 titulado “Funciones del Presidente 
de la República” suprimiendo el inciso r) y modificando el 
tex to del inciso t) de la siguiente manera: “Conceder pensio-
nes extraordinarias”.

Seguridad del Presidente y del Vicepresidente
46. Para garantizar la seguridad del Presidente, la del Vicepresidente 

y sus respectivas familias, y el apoyo logística a las actividades 
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que desarrolla la Presidencia de la República, el Presidente de 
la República, en uso de las facultades que la ley le confiere y 
pa ra sustituir el Estado Mayor Presidencial, organizará a su 
cri terio la entidad correspondiente.

E. Información e inteligencia

Organismos de inteligencia del Estado
47. El ámbito de actividades de la Dirección de Inteligencia del 

Es tado Mayor de la Defensa Nacional estará circunscrito a la 
fun ción del Ejército definida en la Constitución y las reformas 
con templadas en el presente Acuerdo. Su estructura y recursos 
de ben limitarse a este ámbito.

48. Se creará un Departamento de inteligencia civil y análisis de 
in formación que dependerá del Ministerio de Gobernación y 
se rá responsable de recabar información para combatir el crimen 
or ganizado y la delincuencia común por los medios y dentro 
de los límites autorizados por el ordenamiento jurídico y en 
es tricto respeto a los derechos humanos. El Departamento de 
in teligencia civil y análisis de información no podrá estar inte-
grado por ciudadanos que tengan limitaciones en sus derechos 
civiles o políticos.

49. Para informar y asesorar al Presidente de la República a manera 
de anticipar, prevenir y resolver situaciones de riesgo o amenaza 
de distinta naturaleza para el Estado democrático, se creará una 
Se cretaría de análisis estratégico bajo la autoridad directa de la 
Pre sidencia de la República. Dicho organismo será estrictamente 
ci vil y podrá tener acceso a información a través de fuentes pú-
blicas y a la que recaben el Departamento de inteligencia civil 
y análisis de información del Ministerio de Gobernación y la 
Di rección de Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa. No 
ten drá la facultad de realizar investigaciones encubiertas propias.

50. La Secretaría de análisis estratégico, la Dirección de Inteligencia 
del Estado Mayor de la Defensa Nacional y el Departamento 
de inteligencia civil y análisis de información del Ministerio de 
Go bernación respetarán estrictamente la separación entre fun-
ciones de inteligencia e información y las operaciones a que ellas 
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dan lugar. La responsabilidad de actuar operativamente para 
en frentar las amenazas corresponderá a las entidades ejecutaras 
per tinentes del Gobierno.

51. El Gobierno asume el compromiso de impedir que existan redes 
o grupos que no correspondan a las funciones asignadas a las 
de pendencias de inteligencia y análisis citadas en los numerales 
47, 48 y 49.

52. Con miras a evitar cualquier abuso de poder y garantizar el 
res peto de las libertades y los derechos ciudadanos, el Gobierno 
se compromete a promover ante el Congreso de la República:
a) Una ley que establezca las modalidades de supervisión de 

los organismos de inteligencia del Estado por una Comisión 
es pecífica del Organismo Legislativo;

b) Una ley que regule el acceso a información sobre asuntos 
mi litares o diplomáticos de seguridad nacional, establecidos 
en el artículo 30 de la Constitución, y que disponga proce-
dimientos y niveles de clasificación y desclasificación.

Archivos
53. Toda información existente en archivos del Estado estará sujeta 

a que se cumpla estrictamente con lo dispuesto en el artículo 
31 de la Constitución Política. Aprobadas las reformas constitu-
cionales previstas en el presente Acuerdo, los archivos, fichas o 
cualquier otra forma de registro estatal relacionados con 
seguridad interna serán transferidos al Ministerio de Goberna-
ción. Los archivos, fichas o cualquier registro estatal relacionados 
con la defensa de la soberanía y de la integridad del territorio 
se rán transferidos al Ministerio de la Defensa. Dichos Ministerios 
se rán responsables del manejo de esta información.

54. En consonancia con lo dispuesto en el artículo 31 de la Constitu-
ción Política, el Gobierno promoverá la tipificación del delito 
por tenencia de registros y archivos ilegales de información 
po lítica sobre los habitantes de Guatemala.
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F. Profesionalización del servidor público

55. Conforme al artículo 136 de la Constitución Política, debe ga-
ran tizarse el derecho de los guatemaltecos a optar a cargos pú-
blicos. Sin embargo, no podrán desempeñarlos quienes no 
reúnan condiciones de capacidad, honradez y probidad. Al 
res pecto, y en concordancia con lo establecido en el Acuerdo 
so bre Aspectos Socioeconómicos y Situación Agraria, el Gobierno 
prio rizará las siguientes acciones:
a) Modernizar la administración pública, haciendo públicos 

los mecanismos de selección y clasificación del personal de 
to das las dependencias del Organismo Ejecutivo y revisando 
su integración de manera que los empleados y funcionarios 
llenen los criterios de honradez y capacidad;

b) Establecer la Carrera de Servicio Civil;
c) Promover una efectiva aplicación de la legislación de probidad 

y responsabilidades;
d) Fortalecer y modernizar la Contraloría de Cuentas;
e) Promover la sanción penal de actos de corrupción y mal 

ma nejo de recursos públicos.

v. 
PArticiPAción sociAL

56. El fortalecimiento del poder civil pasa por el fortalecimiento 
de la participación social, aumentando las oportunidades y la 
ca pacidad de participación de la ciudadanía.

57. En particular, la participación social a nivel de las comunidades 
con tribuye al respeto del pluralismo ideológico y la no discri-
minación social, facilita una participación amplia, organizada 
y concertada de los ciudadanos en la toma de decisiones, y que 
ellos asuman sus responsabilidades y compromisos en la búsqueda 
de la justicia social y de la democracia.

58. Para fortalecer esta participación comunitaria, y en congruencia 
con los acuerdos ya suscritos, el Gobierno reitera su compromiso 
de descentralización de la administración pública, cuyo objetivo 
es movilizar toda la capacidad del Estado en beneficio de la 
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población y establecer con ésta un mejor nivel de relaciones. 
Ello requiere, entre otras medidas:
a) Fortalecer los gobiernos municipales y asegurar el efectivo 

fun cionamiento del Sistema de Consejos de Desarrollo. Ello 
im plica mejorar la relación entre estas instancias y la comu-
nidad, mediante el reforzamiento de las prácticas democráti-
cas por parte de las autoridades; asimismo implica mejorarla 
relación entre dichas instancias y la administración central;

b) Establecer, en particular, los Consejos Locales de Desarrollo. 
Pa ra ello, deberán asimilase a estos Consejos las diversas 
ex presiones sociales creadas para el mejoramiento de las 
poblaciones, tales como instituciones propias de las comuni-
dades indígenas, los comités pro mejoramiento u otras que 
de manera no excluyente canalizan la participación de los 
ve cinos en el proceso de desarrollo de sus comunidades y 
de los municipios a que pertenecen, y que sean reconocidos 
y registrados por sus respectivas autoridades municipales;

c) Crear, en concordancia con lo dispuesto en el Acuerdo sobre 
Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas y el Acuerdo 
so bre aspectos Socioeconómicos y Situación Agraria, el 
conjunto de condiciones para que se desarrollen las organiza-
cio nes locales representativas de la población. En particular, 
el Gobierno reitera el compromiso adquirido en el Acuerdo 
so bre aspectos Socioeconómicos y Situación Agraria de for-
talecer la participación social a través de diversas formas de 
in formación y educación relativas a la defensa de los derechos 
hu manos, la renovación de la cultura política y la solución 
pa cífica de los conflictos. Asimismo, reafirma su voluntad 
de capacitar a las organizaciones sociales para la participación 
en el desarrollo socioeconómico.

vi. 
PArticiPAción de LA mujer en eL 

fortALecimiento deL Poder civiL

59. Para fortalecer las oportunidades de participación de las mujeres 
en el ejercicio del poder civil, el Gobierno se compromete a:
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a) Impulsar campañas de difusión y programas educativos a 
ni vel nacional encaminados a concientizar a la población 
so bre el derecho de las mujeres a participar activa y de-
cididamente en el proceso de fortalecimiento del poder civil, 
sin ninguna discriminación y con plena igualdad, tanto de 
las mujeres del campo como de las mujeres de las ciudades;

b) Tomar las medidas correspondientes a fin de propiciar que 
las organizaciones de carácter político y social adopten po-
líticas específicas tendientes a alentar y favorecerla partici-
pación de la mujer como parte del proceso de fortalecimiento 
del poder civil;

c) Respetar, impulsar, apoyar e institucionalizar las organiza-
ciones de las mujeres del campo y la ciudad;

d) Determinar que en todas las formas de ejercicio del poder, 
se establezcan y garanticen oportunidades de participación 
a las mujeres organizadas o no.

60. Las partes valoran el trabajo que realizan a nivel nacional las 
di versas organizaciones de mujeres y las exhortan a unificar 
es fuerzos para dar su aporte en el proceso de implementación 
de los acuerdos de paz firme y duradera, particularmente de 
aque llos compromisos más directamente relacionados con las 
mujeres.

vii. 
AsPectos oPer Ativos derivAdos de LA 

finALizAción deL enfrentAmiento ArmAdo

Comités voluntarios de defensa civil (cvdc)
61. El Gobierno promoverá ante el Congreso de la República la 

de rogación del decreto de creación de los cvdc y le propondrá 
que ésta entre en vigor el día de la firma del Acuerdo de Paz 
Fir me y Duradera. La desmovilización y desarme de los cvdc 
con cluirá en un plazo de 30 días después de la derogación del 
de creto. Los cvdc, incluyendo aquellos que se desmovilizaron 
con anterioridad, cesarán toda relación institucional con el 
Ejér cito de Guatemala y no serán reconvertidos de manera que 
se restituya esta relación.
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Policía militar ambulante
62. Las Partes convienen la disolución de la Policía Militar Ambulante 

en el término de un año a partir de la firma del Acuerdo de Paz 
Fir me y Duradera, cuando concluirá la desmovilización de sus 
efectivos.

Reducción en efectos y presupuesto del Ejército
63. A partir de la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera, en 

con sonancia con la nueva situación y la definición de funciones 
del Ejército de Guatemala contenidas en el presente Acuerdo, 
el Gobierno de la República iniciará un proceso progresivo, que 
concluirá en lo siguiente:
a) Reorganizar el despliegue de las fuerzas militares en el te-

rritorio del país, durante el año 1997, disponiendo su ubica-
ción en función de la defensa nacional, cuidado de fronteras 
y protección de la jurisdicción marítima, territorial y del 
es pacio aéreo;

b) Reducir los efectivos del Ejército de Guatemala en un 33%, 
du rante el año 1997, tomando como base su tabla de orga-
nización y equipo vigente;

c) Reorientar el uso y distribución de su presupuesto hacia las 
fun ciones constitucionales y la doctrina militar a que hace 
re ferencia el presente Acuerdo, optimizando los recursos 
dis ponibles de forma tal de alcanzar en el año 1999 una re-
duc ción respecto al gasto destinado en 1995, de un 33% en 
re lación con el pib. Esto permitirá liberar recursos del Pre-
supuesto General de Ingresos y Egresos del Estado para la 
atención de los programas de educación, salud y seguridad 
ciu dadana.

Entrenamiento militar
64. El Gobierno llevará a cabo la adaptación y transformación del 

con tenido de los cursos creados en el contexto del enfrentamiento 
ar mado, con funciones contrainsurgentes, de modo que sean 
con gruentes con el nuevo sistema educativo militar y se garantice 
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la dignidad de los participantes, la observancia de los derechos 
hu manos, y su vocación de servicio al pueblo.

Programas de reinserción
65. El Gobierno se compromete a diseñar y ejecutar después de la 

fir ma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera programas que 
per mitan la reinserción productiva de los miembros del Ejército 
que sean desmovilizados en virtud del presente Acuerdo, salvo 
aquellos que hayan sido sentenciados por la comisión del algún 
de lito. Estos planes concluirán en un plazo de un año. El Go-
bierno impulsará los planes para la obtención de los fondos 
correspondientes.

viii. 
disPosiciones finALes

Primera. De conformidad con el Acuerdo Marco, se solicita al Secre-
tario General de las Naciones Unidas verifique el cumpli-
miento del presente Acuerdo.

Segunda. El presente Acuerdo forma parte del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera y entrará en vigencia en el momento de la fir-
ma de este último.

Tercera. Se dará la más amplia divulgación al presente Acuerdo.

Ciudad de México, 19 de septiembre de 1996.

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Gustavo Porras Castejón

Raquel Zelaya Rosales
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Otto Pérez Molina 
general de Brigada

Morris Eugenio de León Gil 
coronel de Infantería

Richard Aitkenhead Castillo

Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandancia General

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Gaspar Ilóm

Comandante Rolando Morán

Carlos Gonzales

Por las Naciones Unidas

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo sobre el definitivo cese al fuego

resumen

País y fecha de la firma: Oslo, Noruega, 4 de diciembre 
de 1996

firmAntes

	● Delegación del Gobierno de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de Naciones Unidas (onu).

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
	● La incorporación de urng a la vida política y legal del país, 

en condiciones de seguridad y dignidad, constituye un fac-
tor de interés nacional, relacionado con el objetivo de la 
conciliación, del perfeccionamiento de un sistema democrá-
tico sin exclusiones, y con el aporte de todos los guatemaltecos 
a la construcción de un país próspero, de un sistema 
socioeconómico justo y equitativo y de una nación pluricul-
tural, multiétnica y multilingüe.

	● El cese al fuego definitivo, cobra vigencia a partir de una 
fe cha establecida en el Acuerdo del Cronograma y con la 
ve ri fica ción de Naciones Unidas. El compromiso asumido 
por ambas partes establece el cese de actividades militares 
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ofen sivas por parte de la urng y cese de actividades contra 
insurgentes por parte del Ejército de Guatemala.

comPromisos y ALcAnces

	● Se establece que las Naciones Unidas verifique in situ las 
ac ciones y compromisos asumidos por las partes en este 
acuerdo. En concreto lo referente a cese al fuego, desmoviliza-
ción y concentración de la urng y de unidades militares 
del ejército en los lugares establecidos.

	● Con la verificación de Naciones Unidas, las fuerzas y efec-
tivos de la urng, se buscó el desplazamiento y la entrega 
de las armas sin la presencia del Ejército y con garantías de 
se guridad. Este proceso incluyó medidas para los efectivos 
de la urng: los puntos de concentración zonas de seguridad, 
zo nas de coordinación, rutas de desplazamiento; información 
a Naciones Unidas sobre efectivos, inventarios, armamento, 
explosivos, minas, campos minados; programas de desplaza-
miento de ambas partes; efectivos a concentrarse.

	● Se acuerda el desarme y control de armamento, incluyendo 
de pósito, registro y entrega a las Naciones Unidas de todo 
tipo de armas ofensivas y defensivas, municiones, explosivos, 
mi nas y demás equipo militar complementario en poder 
de los efectivos de la urng, tanto en mano, como en campos 
minados o en depósitos clandestinos en cualquier lugar; las 
armas, municiones y demás equipo militar para su concentra-
ción en depósitos especiales designados por las Naciones 
Unidas y bajo medidas de seguridad.

	● La desmovilización, con miras a la finalización de las estruc-
turas militares de la urng en los puntos de concentración 
acordados, en condiciones para sus miembros, con apoyo 
logístico y verificación de Naciones Unidas.

	● Por su parte, los comandos militares del Ejército de 
Guatemala también fueron sujetos a programas de verifica-
ción por parte de las Naciones Unidas durante el proceso 
del cese al fuego, informando con antelación sus movimien-
tos dentro de las zonas de coordinación; quedando restringui-
do el uso del espacio aéreo sobre las zonas de seguridad y 
coordinación.
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	● El cese al fuego definitivo quedó vigente a partir de las 
00:00 horas del día “D”, fecha en que fue instalado el Meca-
nismo de Verificación de las Naciones Unidas y finalizó el 
día “D+60”, con la desmovilización de la urng.

concLusión

La importancia de este Acuerdo es que da por concluido el 
en frentamiento armado interno, por medio del cese de todas 
las acciones insurgentes de parte de las unidades de la urng y 
el cese de todas las acciones de contrainsurgencia por parte del 
Ejér cito de Guatemala.

El Acuerdo, atestigua la decisión de la organización político-
militar de la urng de incorporarse como fuerza política a la 
legalidad, así como ser partícipe, conjuntamente con el Gobierno 
y la sociedad civil en la construcción de la paz, del desarrollo 
y del bien común.

El cese al fuego representa para la sociedad guatemalteca 
la entrada a una nueva era de pacificación y democrática, sin 
en frentamiento armado, con nuevos y grandes desafíos: una 
cul tura de tolerancia y respeto, el diálogo como principal herra-
mienta para la resolución de conflictos y como mecanismo para 
la convivencia pacífica y tolerante.

Contenido del Acuerdo

Considerando

Que el cese al fuego definitivo es el producto de la conclusión de los 
acuerdos sustantivos del proceso de paz y que está relacionado también 
con los acuerdos operativos sobre “Bases para la incorporación de la 
Uni dad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (urng) a la vida po-
lí tica del país” y “Cronograma para el cumplimiento y verificación 
de los acuerdos de paz”, por lo que la desmovilización escalonada de 
las fuerzas de la urng prevista en el presente Acuerdo debe darse 
si multáneamente con el inicio del cumplimiento de los compromisos 
con tenidos en los acuerdos de paz;
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Que el Gobierno de la República reitera que la incorporación 
de urng a la vida política y legal del país, en condiciones de seguridad 
y dignidad, constituye un factor de interés nacional, por cuanto está 
di rectamente relacionado con el objetivo de la conciliación, del per-
feccionamiento de un sistema democrático sin exclusiones, y con el 
aporte de todos los guatemaltecos a la construcción de un país prós-
pero, de un sistema socioeconómico justo y equitativo y de una nación 
pluricultural, multiétnica y multilingüe;

Que el contenido de los acuerdos de paz expresa consensos de 
ca rácter nacional, por cuanto han sido avalados por los diferentes 
sec tores representados en la Asamblea de la Sociedad Civil y fuera 
de ella, y que, por tanto, el cumplimiento progresivo de los acuerdos 
de paz constituye una agenda nacional que debe satisfacer las legítimas 
as piraciones de los guatemaltecos, al tiempo que une los esfuerzos 
de todos en aras de esos objetivos comunes;

Que el Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego atestigua la 
de cisión de la organización político- militar de la urng de incorporarse 
como fuerza política a la legalidad, así como ser partícipe, conjunta-
mente con el Gobierno y la sociedad civil en la construcción de la 
paz, del desarrollo y del bien común;

Que en esta etapa negociadora, el Gobierno de la República y 
las fuerzas más representativas de la sociedad guatemalteca han de-
sem  peñado un importante papel en la creación del clima de confianza 
exis tente entre las partes, las cuales reconocen como factor importante 
el apoyo de la comunidad internacional al proceso de negociación;

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (en adelante “las Partes”) acuerdan:

A. Cese al fuego

Concepto
1. El cese al fuego consiste en el cese de todas las acciones insurgentes 

de parte de las unidades de la urng y el cese de todas las acciones 
de contrainsurgencia por parte del Ejército de Guatemala.
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Vigencia
2. El cese al fuego definitivo será vigente a partir de las 00:00 ho-

ras del día “D”, fecha en que deberá estar instalado y con capa-
cidad de funcionamiento el mecanismo de verificación de las 
Naciones Unidas. Dicha fase debe finalizar a más tardar el día 
“D+60”, con la desmovilización de la urng.

3. Las Partes se comprometen a mantener la situación actual de 
ce se de actividades militares ofensivas por parte de la urng y 
cese de actividades contra insurgentes por parte del Ejército de 
Guatemala hasta el día “D”.

4. Las Naciones Unidas informarán a las Partes sobre la instalación 
del mecanismo de verificación con la mayor antelación posible, 
a fin de que se fije el día “D”.

Despliegue de la Verif icación
5. Del día”D-10”al día “D”, Las Naciones Unidas desplegarán sus 

efec tivos y equipos para efectuar la verificación del cese al fuego 
en los lugares establecidos por las Partes en los anexos del presente 
Acuerdo.

Lugares a verif icar
6. Para los efectos de la verificación, durante el período de cese al 

fue go, habrá representantes de las Naciones Unidas en las uni-
dades militares del Ejército de Guatemala designadas en el anexo 
C y en los puntos de concentración de la urng designados en 
el anexo A del presente Acuerdo.

Prohibición de actividades de propaganda política
7. Durante el desplazamiento y en los puntos de concentración, 

las fuerzas concentradas podrán efectuar propaganda ni acción 
po lítica fuera de los puntos de concentración.
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B. Separación de fuerzas

Conceptos
8. Desplazamiento de las unidades del Ejército de Guatemala: el 

des plazamiento consiste en establecer espacios sin la presencia 
de ningún tipo de fuerzas del Ejército de Guatemala. Estos es-
pa cios deben garantizar la seguridad y la logística que se pro-
porcione a la urng facilitando la verificación por parte de las 
Naciones Unidas.

9. Concentración y desarme de los efectivos de la urng: la con-
centración de los efectivos de la urng se hará en los puntos 
acordados por las Partes. Su tamaño será determinado por la 
can tidad de efectivos a concentrar y deberá permitir la estancia 
tem poral en condiciones adecuadas.

Distancia de separación
10. Después de acordados los puntos de concentración para los 

efec tivos de la urng y efectuada la reubicación de las unidades 
mi litares del Ejército de Guatemala designadas en el anexo C, 
la distancia entre éstas y los puntos de concentración deberá ser 
co mo mínimo de 6 kilómetros, a efecto de garantizar el desarrollo 
del proceso sin ningún incidente. Los puntos de concentración 
de la urng deberán ubicarse de preferencia a distancias no me-
nores de 20 kilómetros de la línea de la frontera.

Zona de seguridad
11. Alrededor de cada punto de concentración se establecerá una 

zona de seguridad de 6 kilómetros de radio, donde no podrá 
ha ber unidades militares del Ejército de Guatemala, Comités 
Voluntarios de Defensa Civil (cvdc) ni efectivos de la urng.

12. A estas zonas sólo podrán acceder las unidades de verificación 
de las Naciones Unidas. Las actividades policiales podrán reali-
zarse previa coordinación con la verificación de las Naciones 
Unidas.
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Zona de coordinación
13. Alrededor de cada zona de seguridad se establecerá una zona 

de coordinación de 6 kilómetros adicionales, donde los despla-
zamientos de las unidades militares del Ejército de Guatemala 
y de los cvdc sólo podrán hacerse previa coordinación con la 
Au toridad de Verificación de Naciones Unidas.

Establecimiento de puntos de  
concentración y rutas de desplazamiento
14. Los puntos de concentración y rutas de desplazamiento están 

con tenidos en los siguientes anexos al presente Acuerdo:
a) Anexo A: Puntos de concentración de unidades de urng;
b) Anexo B: Rutas de desplazamiento de las unidades de urng 

ha cia los puntos de concentración;
c) Anexo C: Desplazamiento y ubicación de unidades militares 

del Ejército de Guatemala sujetas a verificación.

Información sobre efectivos y armamento
15. La urng proporcionará a las Naciones Unidas información de-

ta llada sobre el número de efectivos, listado de personal, inven-
tario de armas, explosivos, minas y toda la información necesaria 
sobre la existencia de campos minados, municiones y demás 
equipo militar, tanto en mano como depositado. Asimismo el 
Ejér cito de Guatemala proporcionará la información actualizada 
so bre el número de efectivos que movilizarán los comandos 
mi litares del Ejército de Guatemala designados en el anexo C. 
Am bas partes deberán entregar dicha información a la verifica-
ción a más tardar el día “D-15”.

16. Las Partes se comprometen a entregar a la Autoridad de Veri-
ficación, dentro del plazo establecido de común acuerdo con 
ellas, toda información complementaria o adicional requerida 
por dicha Autoridad.
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Inicio de desplazamiento
17. Las Unidades del Ejército de Guatemala designadas en el anexo 

C iniciarán su desplazamiento a partir del día “D+2” al día 
“D+10” o, de ser posible, antes.

18. Los efectivos de la urng iniciarán su desplazamiento hacia los 
pun tos de concentración designados en el anexo A a partir del 
día “D+11’ al día “D+21” o, de ser posible, antes. Serán acom-
pañados en estos desplazamientos por la misión de verificación.

19. Las Partes comunicarán a la Autoridad de Verificación de Nacio-
nes Unidas, no más tarde del día “D-10”, el programa completo 
de desplazamientos de sus respectivas fuerzas (composición, 
ru ta a seguir, inicio del desplazamiento y toda otra información 
que permita dar cumplimiento a la verificación).

Efectivos a concentrarse
20. Los efectivos que la urng debe concentrar son los siguientes:

a) Integrantes de los diferentes frentes guerrilleros o su 
equivalente en cada organización de la urng que incluyen 
es tructuras de mando, políticas, seguridad, inteligencia, 
lo gística, servicios médicos, fuerza permanente y unidades 
me nores;

b) Los elementos armados organizados en grupos denominados 
co mo fuerza guerrillera local, de resistencia y similares en 
cada una de las organizaciones de la urng y que hayan sido 
crea das para el apoyo de combate;

c) Los elementos armados organizados en grupos que actúan 
en frentes urbanos y suburbanos de las diferentes organiza-
ciones de la urng.

Limitaciones a efectivos concentrados de la urng
21. Los elementos concentrados de la urng se comprometen a no 

aban donar los puntos de concentración sin consentimiento y 
ve rificación de las Naciones Unidas. Podrán hacerlo desarmados 
y acompañados por representantes de la verificación, previa 
coor dinación con el Gobierno de Guatemala, en los casos pre-
vistos en los incisos siguientes:
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a) Atención médica;
b) Para entregar depósitos clandestinos con armas, municiones 

y equipo ubicados en cualquier lugar;
c) Pa ra señalar las áreas que se encuentren minadas con ex-

plosivos;
d) Cualquier otro motivo de carácter humanitario individual 

o de grupo;
e) Para realizar consultas con otros puntos de concentración 

o grupos de trabajo.

Verif icación de comandos militares del  
Ejército de Guatemala designado en el anexo C
22. Los comandos militares del Ejército de Guatemala designados 

en el anexo C del presente documento estarán sujetos a programas 
de verificación por parte de las Naciones Unidas durante el 
pro ceso del cese al fuego, debiendo informar con antelación 
so bre sus movimientos a la Autoridad de Verificación, cuando 
éstos estén previstos realizarlos dentro de las zonas de coordina-
ción.

Limitación del espacio aéreo
23. Entrará en vigor el día “D” y deberá quedar restringida la utili-

zación del espacio aéreo de la siguiente forma:
a) Estarán prohibidos los vuelos militares sobre las zonas de 

se guridad, excepto por desastre o calamidad pública, en 
cu yo caso deberán informarlo previamente a la Autoridad 
de Verificación de las Naciones Unidas;

b) Los vuelos militares sobre las zonas de coordinación estarán 
per mitidos previa información a la Autoridad de Verificación 
de las Naciones Unidas.

Desarme de la urng
24. El desarme consiste en el depósito, registro y entrega a las Na-

ciones Unidas de todo tipo de armas ofensivas y defensivas, 
mu  niciones, explosivos, minas y demás equipo militar com ple-
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men tario que se encuentre en poder de los efectivos de la urng, 
tanto en mano, como en campos minados o en de pósitos clan-
destinos en cualquier lugar.

Control de armamento
25. De día”D+11”al día”D+42”en los puntos de concentración de la 

urng las armas, municiones y demás equipo militar deberán 
ser depositados en lugares especiales designados por las Naciones 
Uni das, salvo el equipo y arma individual de los combatientes 
mien tras permanezcan en dichos lugares.

26. Cada depósito contará con dos cerraduras; una llave estará en 
po der de las Naciones Unidas y la otra la tendrá el responsable 
de la urng de cada campamento. Las Naciones Unidas verificarán 
pe riódicamente el inventario de cada depósito.

C. Desmovilización

Concepto
27. Implica la finalización de las estructuras militares de la urng 

en los puntos de concentración acordados. La incorporación de 
la urng a la vida política del país se hará de conformidad con 
el Acuerdo sobre bases para la incorporación de la urng a la 
vi da política del país, el cual está sujeto a la verificación de las 
Na ciones Unidas.

Operatividad
28. La desmovilización escalonada de los combatientes de la urng 

y su incorporación dentro de un marco de legalidad, a la vida 
ci vil, política, socioeconómica e institucional del país será sobre 
la base de lo establecido en el Acuerdo sobre bases para la in-
corporación de la urng a la vida política del país y en función 
de la aplicación del Acuerdo sobre cronograma de cumplimiento 
y verificación de los acuerdos de paz. La desmovilización se hará 
en la forma siguiente:
a) del día “D+43” al día “D+48”: un 33%
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b) del día “D+49” al día “D+54”: un 66%
c) del día “D+55” al día “D+60”: un 100%

Apoyo logístico
29. Para el apoyo logística al proceso de cese al fuego y de desmo-

vilización, se establecerá una Comisión bajo la coordinación de 
las Naciones Unidas integrada por representantes de la urng y 
del Gobierno de Guatemala. El número de integrantes de la 
Comisión se fijará en función de las necesidades.

Entrega de armas y municiones
30. Previa la desmovilización del último grupo de combatientes, y 

a más tardar el “D+60”, la urng deberá entregar a Naciones 
Uni das todas las armas y equipo militar de sus efectivos, en 
ma no o en depósito.

D. Verif icación

Concepto
31. Se entiende por verificación internacional por las Naciones Uni-

das la comprobación en el lugar, del cumplimiento por ambas 
partes, de los compromisos adquiridos en el presente Acuerdo.

Inicio de la verif icación
32. La verificación dará inicio el día “D” cuando empiece a regir el 

ce se al fuego, de conformidad con lo establecido en el presente 
acuer do, sin que esto restrinja el cumplimiento de la función 
cons titucional del Ejército de Guatemala en el resto del territorio 
na cional.
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Coordinación y seguimiento
33. Para los efectos de la coordinación y seguimiento, las Partes se 

com prometen en designar, a distintos niveles, responsables que 
aseguren el enlace con la Autoridad de Verificación.

E. Disposición f inal

El presente Acuerdo formará parte del Acuerdo de Paz Firme y 
Dura dera y entrará en vigencia en el momento de la firma de este 
último.

Oslo, Noruega, 4 de diciembre de 1996

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Gustavo Porras Castejón

Otto Pérez Molina 
General de Brigada

Richard Aitkenhead Castillo

Raquel Zelaya Rosales

Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandancia General

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Gaspar Ilóm
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Comandante Rolando Morán

Carlos Gonzáles

Por las Naciones Unidas

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo sobre reformas  
constitucionales y régimen electoral

resumen

País y fecha de la firma: Estocolmo, 7 de diciembre de 
1996

firmAntes

	● Delegación del Gobierno de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de las Naciones Unidas onu.

esPíritu

	● En el marco de la modernización de las instituciones del 
Es tado, el Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil 
y Función del Ejército en una Sociedad Democrática prevé 
re formas constitucionales relativas al Congreso de la Re-
pública, al Organismo judicial, a las funciones del presidente 
de la República y al Ejército de Guatemala. No se trata de 
impulsar medidas casuísticas, sino de reformular la concep-
ción misma de los órganos e instituciones del Estado con 
mi ras al fortalecimiento de la democracia, en armonía con 
ten dencias constitucionales modernas.

	● Este acuerdo parte de considerar que la Constitución en 
vi gor desde 1986 plantea la responsabilidad del Estado, 
como organización jurídico-política de la sociedad, de pro-
mo ver el bien común y la consolidación del régimen de 
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le galidad, seguridad, justicia, igualdad, libertad y paz; y 
plasmó, como preocupación central, impulsar la plena 
vigencia de los derechos humanos dentro de un orden 
institucional estable, permanente y popular, donde gober-
nados y gobernantes procedan con absoluto apego al derecho.

comPromisos y ALcAnces

	● Se ratifican reformas constitucionales contenidas en acuerdos 
an teriores.

	● Reformas constitucionales contenidas en el Acuerdo sobre 
Iden tidad y Derechos de los Pueblos Indígenas.

	● Caracterización de Estado guatemalteco como de unidad 
na cional, multiétnica, pluricultural y multilingüe.

	● Reformas constitucionales contenidas en el Acuerdo Sobre 
Fortalecimiento del Poder Civil y Función del Ejército en 
una Sociedad Democrática.

Otras reformas propuestas se refieren a:
	● Administración de justicia, al régimen electoral y a la 

creación de una comisión de reforma electoral.
	● Reformas del Ejército y Policía Nacional Civil.

Cada una de las reformas planteadas está funda mentada 
en acuerdos anteriores, en consideraciones especificas referidas 
a cada tema. También se incluyen cómo se deben abordar y los 
mecanismos necesarios para garantizar cada una de las reformas 
propuestas. Alguno ejemplos:
	● Garantías para la imparcialidad e independencia de los 

jue ces; la solución razonada y pronta de los conflictos so-
ciales; apertura a mecanismos alternativos de resolución de 
los mismos.

	●  Carrera judicial, buscando la excelencia profesional de los 
juzgadores, a quienes debe reconocérseles adecuadamente 
la dignidad de su función. Garantías para la administración 
de justicia: a) el libre acceso y en el propio idioma; b) el 
respeto por el carácter multiétnico, pluricultural y multilin-
güe del país; c) la defensa de quien no puede pagarla; d) la 
imparcialidad e independencia del juzgador; e) la solución 
razonada y pronta de los conflictos sociales; y, f ) la apertura 
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de mecanismos alternativos de resolución de conflictos. 
Carrera Judicial. Dignificación de jueces y profesionali-
zación, sis te ma de nombramientos y ascensos, régimen 
disciplinario.

	● Reconocimiento de la Policía Nacional Civil como institu-
ción pro fesional y jerarquizada, único cuerpo policial armado 
con competencias a nivel nacional de protección y garantías 
en el ejercicio de los derechos y libertades de las personas, 
man tenimiento del orden público, combate al delito en 
apego a la Constitución Política y legalidad. Ejército de 
Guatemala: como función principal la defensa de la soberanía 
del Estado y de la integridad del territorio. Está integrado 
por fuerzas de tierra, aire y mar. Disposiciones y medidas 
excepcionales en relación con el papel y apoyo del Ejército 
en el mantenimiento del orden público, la democracia y la 
paz y se definen las funciones del Presidente de la República.

	● Régimen electoral: creación de la Comisión de Reforma 
Electoral, para el fortalecimiento de los procesos electorales 
en Guatemala y para revisión y actualización de: documen-
tación, empadronamiento, votación, transparencia y publi-
cidad, información, fortalecimiento institucional.

concLusión

De conformidad con los acuerdos de El Escorial, en los 
cuales la urng y los partidos políticos del país se comprometieron 
a promover las reformas a la Constitución Política de la República 
ne cesarias para la reconciliación de todos los guatemaltecos, las 
re formas constitucionales referidas en este Acuerdo constituyen 
bases sustantivas y fundamentales para la reconciliación de la 
so ciedad guatemalteca en el marco de un Estado de derecho, 
la convivencia democrática, la plena observancia y el estricto 
respeto de los derechos humanos, la erradicación de la impunidad 
y, a nivel nacional, la institucionalización de una cultura de paz 
basada en la tolerancia mutua, el respeto recíproco, la concerta-
ción de intereses y la más amplia participación social a todos 
los niveles e instancias de poder.
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Contenido del Acuerdo

i. 
reformAs constitucionALes

Considerando que la Constitución en vigor desde 1986 plantea la 
res  ponsabilidad del Estado, como organización jurídico-política de 
la sociedad, de promover el bien común y la consolidación del régimen 
de legalidad, seguridad, justicia, igualdad, libertad y paz; y plasmó, 
co  mo preocupación central, impulsar la plena vigencia de los derechos 
hu manos dentro de un orden institucional estable, permanente y 
po  pular, donde gobernados y gobernantes procedan con absoluto 
apego al derecho.

Considerando que en el Acuerdo de Oslo del 30 de marzo de 
1990, la delegación de la Comisión Nacional de Reconciliación de 
Gua temala (cnr), actuando con pleno respaldo del Gobierno de 
Gua temala, y la delegación de la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua  temalteca (urng), con pleno respaldo de su Comandancia General, 
con  signaron su voluntad expresa de encontrar caminos de solución 
pa  cífica a la problemática nacional por medios políticos.

Considerando que el 24 de abril de 1991 se inició el proceso de 
ne gociación directa entre el Gobierno de la República de Guatemala 
y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (urng), asumien-
do las Partes el compromiso de que los acuerdos políticos reflejarían 
las legítimas aspiraciones de todos los guatemaltecos y se establecerían 
con el apego al marco constitucional vigente y de conformidad con 
los acuerdos de El Escorial, en el cual la urng y los partidos políticos 
del país se comprometieron a promover las reformas de la Constitución 
Política de la República que fuesen necesarias para la reconciliación 
de todos los guatemaltecos, la finalización del enfrentamiento armado 
in terno y la solución pacífica de la problemática nacional por medios 
po líticos; y el irrestricto respeto y aplicación de la ley.

Considerando que las reformas constitucionales contenidas en 
el presente Acuerdo constituyen bases sustantivas y fundamentales 
pa ra la reconciliación de la sociedad guatemalteca en el marco de un 
Es tado de derecho, la convivencia democrática, la plena observancia 
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y el estricto respeto de los derechos humanos, la erradicación de la 
im punidad y, a nivel nacional, la institucionalización de una cultura 
de paz basada en la tolerancia mutua, el respeto recíproco, la con-
certación de intereses y la más amplia participación social a todos 
los niveles e instancias de poder.

Considerando que las referidas reformas contribuirán a la estabi-
lidad política, al fortalecimiento del poder civil y la redefinición 
con venida de las funciones del Ejército para esta nueva etapa histórica 
del país que se inicia con la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera.

Considerando que las referidas reformas sistematizan y desarro-
llan, además, el espíritu y la letra de los compromisos suscritos en lo 
ins titucional, en lo político, en lo económico, en lo social, en lo étni-
co, en lo referente a los derechos humanos, su estricta observancia y 
la lucha contra la impunidad.

Considerando que en lo nacional tiene significación fundamental 
el reconocimiento de la identidad de los pueblos indígenas para la 
cons trucción de la unidad nacional basada en el respeto y ejercicio 
de los derechos políticos, culturales, económicos y espirituales de 
to dos los guatemaltecos, así como de sus deberes.

Considerando que las reformas constitucionales acordadas son 
un histórico paso que en lo institucional garantiza y asegura la cons-
trucción de una paz justa y la estabilidad democrática por medios 
po líticos e institucionales y en el marco de la Constitución Política 
de la República.

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca, urng, en adelante “las Partes”, acuerdan lo siguiente:
1. El Gobierno de la República promoverá ante el Congreso de la 

Re pública el proyecto de reformas constitucionales contenidas 
en las secciones A y B del presente Acuerdo 60 días después de 
su entrada en vigencia.

2. Las reformas constitucionales propuestas cuyo texto no está 
ex presamente redactado y para las cuales no se identifica el nú-
mero del artículo correspondiente, se entiende que su ubicación 
y redacción corresponde al Organismo Legislativo.

3. Las Partes solicitan al Congreso de la República la emisión o 
mo dificación de la legislación ordinaria que sea precisa, para 
ade cuarla a lo convenido por las Partes en los Acuerdos de Paz 
y a las reformas constitucionales contenidas en el presente 



172 Los Acuerdos de Paz de Guatemala

Acuerdo. Asimismo, si fuera el caso, acordar otras reformas 
cons titucionales o legales que fueran necesarias para mantener 
la consistencia y congruencia con las reformas propuestas por 
las Partes.

A. Reformas constitucionales contenidas en el Acuerdo 
sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas

4. En este Acuerdo se prevé reconocer constitucionalmente la 
iden tidad de los pueblos Maya, Garífuna y Xinca, y desde tal 
pers pectiva, la necesidad de definir y caracterizar al Estado 
guatemalteco como de unidad nacional, multiétnica, pluricul-
tural y multilingüe. No se trata solamente de reconocer la exis-
tencia de distintos grupos étnicos y su identidad, como lo hace 
ac tualmente la Constitución en el artículo 66, sino reconocer 
que la conformación misma de la sociedad, sin perjuicio de su 
uni dad nacional y del Estado, está caracterizada de aquella ma-
nera, lo que implica, además, el reconocimiento de la especificidad 
de la espiritualidad indígena como componente esencial de su 
cos movisión y de la trasmisión de sus valores, y la oficialización 
cons titucional de los idiomas indígenas, como uno de los pilares 
so bre los que se sostiene la cultura nacional y como medio de 
la adquisición y trasmisión de la cosmovisión indígena, de sus 
co nocimientos y valores culturales.

Identidad de los pueblos Maya, Garífuna y Xinca
5. Promover ante el Congreso de la República que en la Constitución 

Po lítica se reconozca expresamente la identidad de los pueblos 
Ma ya, Garífuna y Xinca, dentro de la unidad de la nación gua-
te malteca.

Listado de los idiomas existentes en el país
6. Promover ante el Congreso de la República una reforma de la 

Cons titución Política a fin de que en ella conste la lista del con-
jun to de idiomas existentes en la República y que el Estado está 
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obligado a reconocer, respetar y promover, mediante su inclusión 
en el artículo 143 de la Constitución Política.

Oficialización de los idiomas indígenas
7. Promover ante el Congreso de la República, de acuerdo con los 

re sultados de la Comisión de Oficialización que establece el 
Acuer do sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas, 
las reformas necesarias de la Constitución Política que derivaren 
del trabajo de la mencionada Comisión.

Espiritualidad de los pueblos Maya, Garífuna y Xinca
8. Promover ante el Congreso de la República la reforma del ar-

tículo 66 de la Constitución Política a fin de estipular que el 
Es tado reconoce, respeta y protege las distintas formas de espiri-
tualidad practicadas por los pueblos Maya, Garífuna y Xinca.

Definición y caracterización de la nación guatemalteca
9. Promover ante el Congreso de la República una reforma del 

ar tículo 140 de la Constitución Política a fin de definir y carac-
terizar a la nación guatemalteca como de unidad nacional, 
mul tiétnica, pluricultural y multilingüe.

B. Reformas constitucionales incluidas en el  
Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil y 
Función del Ejército en una Sociedad Democrática

10. En el marco de la modernización de las instituciones del Estado, 
el Acuerdo sobre fortalecimiento del poder civil y función del 
ejército en una sociedad democrática prevé reformas constitu-
cionales relativas al Congreso de la República, al Organismo 
judicial, a las funciones del Presidente de la República y al Ejér-
cito de Guatemala. No se trata de impulsar medidas casuísticas, 
sino de reformular la concepción misma de los órganos e institu-
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ciones del Estado con miras al fortalecimiento de la democracia, 
en armonía con tendencias constitucionales modernas.

Congreso de la República
11. En lo que respecta al Congreso de la República, las condiciones 

ac tuales han motivado el planteamiento por parte de distintos 
sec tores sociales, relativo al número de diputados, de tal manera 
que, sin perjuicio de su representatividad como típica expresión 
de la democracia, no exceda de un número razonable predeter-
minado. Además, dicha representatividad plantea la necesidad 
de la renovación también razonable de los diputados, por lo que 
se ha previsto su no reelección por más de dos períodos con-
secutivos.

Número f ijo de diputados
12. Promover ante el Congreso de la República una reforma del 

Ar tículo 157 de la Constitución Política de la República con el 
objeto de mantener fijo el número actual de diputados al Congreso 
de la República.

13. Se debe promover, además, la reforma del mismo artículo de 
ma nera que conste que los diputados no puedan ser reelectos 
más de dos veces en forma consecutiva, a fin de no impedir la 
ca rrera parlamentaria pero a la vez permitir la renovación de 
nue vos liderazgos políticos en el Congreso.

Administración de justicia
14. La pureza y la eficiencia de la función judicial cumplen la tarea 

de garantizar las reglas de las relaciones sociales, garantía que 
solamente puede operativizarse mediante la seguridad manifesta-
da en los derechos sustantivos prescritos en la ley, en la resolución 
justa de las controversias, en la sujeción universal a las normas 
procesales, en el castigo a los transgresores y en la reparación 
de los daños causados.

15. De ahí la importancia del fortalecimiento de la función jurisdic-
cional que, en el marco constitucional referente a las garantías 
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ge nerales de la administración de justicia, haga realidad el libre 
acceso a la misma, con independencia de la capacidad económica. 
Con siderando de manera específica la realidad multiétnica, 
plu ricultural y multilingüe del país; la imparcialidad e inde-
pen den cia del juzgador; la solución razonada y pronta de los 
con  flictos sociales; la apertura a mecanismos alternativos de 
re  so lución de los mismos; una carrera judicial que busque la 
ex celencia profesional de los juzgadores, a quienes debe recono-
cér seles adecuadamente la dignidad de su función, así como 
de rechos y responsabilidades inherentes a su formación y perfec-
cionamiento, sin perjuicio de un régimen disciplinario que, con 
res peto al derecho de defensa y al debido proceso, garantice un 
ade cuado ejercicio de la función judicial, con poder sancionador 
atri buido exclusivamente al propio Organismo Judicial.

Garantías para la administración de justicia
16. Promover ante el Congreso de la República una reforma del 

Ar tículo 203 de la Constitución Política de la República en la 
que conste una referencia inicial expresa a las garantías de la 
ad ministración de justicia y, como tal, incluir: (a) el libre acceso 
a ella y en el propio idioma; (b) el respeto por el carácter multiét-
nico, pluricultural y multilingüe del país; (c) la defensa de quien 
no puede pagarla; (d) la imparcialidad e independencia del juz-
gador; (e) la solución razonada y pronta de los conflictos sociales; 
y, (f ) la apertura de mecanismos alternativos de resolución de 
con flictos. En adición, en párrafo aparte debe recogerse el conte-
nido actual del artículo 203, sintetizado.

Carrera judicial
17. Promover ante el Congreso de la República la reforma de los 

ar tículos 207, 208 y 209 de la Constitución Política y que en 
ellos se haga referencia a la Ley de la Carrera judicial, estableciendo 
co mo sus contenidos los siguientes:
a) Derechos y responsabilidades de los jueces, dignidad de la 

función y adecuado nivel de remuneraciones;
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b) Sistema de nombramientos y ascensos de jueces con base 
en concursos públicos, que busquen la excelencia profesional;

c) Derecho y deber de formación y perfeccionamiento de la 
fun ción;

d) Régimen disciplinario, con garantías, procedimientos, ins-
tan cias y sanciones preestablecidas, así como el principio 
que un juez magistrado no puede ser investigado y sancionado 
sino por quien tiene funciones jurisdiccionales.

Servidores del Organismo judicial
18. Promover ante el Congreso de la República la reforma del Ar-

tícu lo 210 de la Constitución Política de la República de manera 
que la garantía contenida en el segundo párrafo del mismo se 
eli mine, puesto que su contenido sería absorbido por los tres 
ar tículos anteriores. El presente artículo debe referirse sólo a 
los servidores del Organismo Judicial que no son jueces o magis-
trados.

Policía Nacional Civil
19. Promover ante el Congreso de la República el establecimiento 

de un artículo de la Constitución Política de la República que 
de fina, en los siguientes términos, las funciones y principales 
ca racterísticas de la Policía Nacional Civil:

“La Policía Nacional Civil es una institución profesional y 
je rarquizada. Es el único cuerpo policial armado con competencia 
na cional cuya función es proteger y garantizar el ejercicio de los 
de rechos y las libertades de las personas, prevenir, investigar y 
com batir el delito, y mantener el orden público y la seguridad in-
ter na. Conduce sus acciones con estricto apego al respeto de los 
de  re chos humanos y bajo la dirección de autoridades civiles.

La ley regulará los requisitos y la forma de ingreso a la carrera 
po licial, promociones, Ascensos, traslados, sanciones disciplinarías 
a los funcionarios y empleados incluidos en ella y las demás cues-
tiones inherentes al funcionamiento de la Policía Nacional Civil”.
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Ejército de Guatemala
20. En una sociedad democrática, las funciones típicas del ejército 

se relacionan con la defensa de la soberanía y la integridad del 
te rritorio; toda otra función resulta atípica y extraordinaria; el 
ejer cicio de otras funciones no puede enmarcarse más que en 
or den a la sujeción al poder legítimamente constituido, al igual 
que toda otra institución gubernamental, precedida de la decisión 
y acompañada del control al respecto por parte de los poderes 
del Estado legítimamente constituidos y en el ámbito de sus 
competencias específicas. De ahí que cualquier función extraor-
dinaria del ejército debe ser decidida por el Presidente de la 
Re pública, como jefe del Estado y como Comandante General 
del Ejército, a la vez que sometida al control interorgánico atri-
buido al Congreso de la República.

21. Por otra parte, al igual que a los restantes ministros de Estado, 
al Ministro de la Defensa le competen funciones de decisión 
po lítica que no están necesariamente vinculadas con perfiles 
per sonales de conocimientos estrictamente técnicos, por lo que 
no se justifica la exigencia actual de que sea necesariamente 
mi litar. En armonía con una moderna concepción de la or-
ganización jurisdiccional, es necesario también readecuar la 
ju risdicción privativa militar en materia penal, limitándola a 
los delitos y faltas estrictamente militares.

Integración, organización y funciones del Ejército
22. Promover ante el Congreso de la República una reforma del 

Ar tículo 244 de la Constitución Política de la República de 
ma nera que quede como sigue:

“Artículo 244. Integración, organización y funciones del 
Ejér cito. El Ejército de Guatemala es una institución permanente 
al servicio de la Nación. Es único e indivisible, esencialmente pro-
fe sional, apolítico, obediente y no deliberante. Tiene por función 
la defensa de la soberanía del Estado y de la integridad del territorio. 
Está integrado por fuerzas de tierra, aire y mar. Su organización 
es jerárquica y se basa en los principios de disciplina y obediencia”.
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Funciones del Presidente de la República
23. Promover ante el Congreso de la República una reforma del 

Ar tículo 183 de la Constitución Política de la República que 
in cluya lo siguiente:

“Suprimir el inciso (r) del citado artículo y modificar el texto 
del inciso (t) del mismo, dejándolo como a continuación se trans-
cribe: “Conceder pensiones extraordinarias”.

24. Con relación a las funciones del Presidente de la República se 
es tá de acuerdo en promover la inclusión en el artículo 183, de 
lo siguiente:

“Cuando los medios ordinarios para el mantenimiento del 
or den público y la paz interna resultaren rebasados, el Presidente 
de la República podrá excepcionalmente disponer del Ejército para 
es te fin. La actuación del Ejército tendrá siempre carácter temporal, 
se desarrollará bajo la autoridad civil y no implicará limitación 
al  guna en el ejercicio de los derechos constitucionales de los ciuda-
danos.

Para disponer estas medidas excepcionales, el Presidente de 
la República emitirá el Acuerdo correspondiente. La actuación del 
Ejér cito se limitará al tiempo y las modalidades estrictamente ne-
cesarios, y cesará tan pronto se haya alcanzado su cometido. El 
Pre sidente de la República mantendrá informado al Congreso 
so bre las actuaciones del Ejército, y el Congreso podrá en cualquier 
mo mento disponer el cese de estas actuaciones. En todo caso, 
den tro de los quince días siguientes a la terminación de éstas, el 
Presidente de la República presentará al Congreso un informe 
cir cunstanciado sobre la actuación del Ejército”.

Cargos y atribuciones del Presidente en el Ejército
25. Promover ante el Congreso de la República la reforma por su-

pre sión de la oración final del literal b) del Artículo 246 de la 
Cons titución Política de la República, que dice: “Puede asimismo, 
conceder pensiones extraordinarias”.

26. Además, promover la sustitución del párrafo primero del citado 
ar tículo constitucional redactándose de la manera siguiente: 
“El Presidente de la República es el Comandante General del 
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Ejér cito e impartirá sus órdenes por conducto del Ministro de 
la Defensa Nacional, ya sea este civil o militar”.

Tribunales militares
27. Promover ante el Congreso de la República una reforma total 

del Artículo 219 de la Constitución Política de la República de 
ma nera que quede como sigue: “Artículo 219. Tribunales mili-
tares. Los tribunales militares conocerán de los delitos y faltas 
tipificadas en el Código militar y en los reglamentos correspon-
dientes. Los delitos y faltas del orden común cometidos por 
mi litares serán conocidos y juzgados por la jurisdicción ordinaria. 
Nin gún civil podrá ser juzgado por tribunales militares”.

ii. 
réGimen eLector AL

Considerando

Que las elecciones constituyen el instrumento esencial para la transi-
ción que vive Guatemala hacia una democracia funcional y partici-
pativa;

Que para ello, Guatemala dispone, con el Tribunal Supremo 
Elec toral, de una institución autónoma y de reconocida imparcialidad 
y prestigio que constituye un factor fundamental para garantizar y 
for talecer el régimen electoral;

Que es necesario elevar la participación ciudadana en los procesos 
elec torales y superar los fenómenos de abstención para afianzar la 
le gitimidad del poder público y consolidar una democracia pluralista 
y representativa en Guatemala;

Que los niveles de participación electoral se deben a múltiples 
fac tores sociales y políticos que incluyen el impacto de las instituciones 
ci viles sobre la vida cotidiana de los guatemaltecos, la capacidad de 
los partidos políticos para responder a las expectativas de la población, 
el grado de participación organizada de la ciudadanía en la vida social 
y política, y su nivel de formación cívica, aspectos todos que el con-
junto de los acuerdos de paz ya firmados busca fortalecer;
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Que los procesos electorales adolecen de deficiencias específicas 
que dificultan el goce efectivo del derecho al voto, y que incluyen la 
fal ta de documentación confiable de los ciudadanos, la ausencia de 
un padrón electoral técnicamente elaborado, la dificultad de acceso 
al registro y a la votación, las carencias de la información y la necesidad 
de una mayor transparencia de las campañas electorales;

Que el presente Acuerdo aspira a promover las reformas legales 
e institucionales que corrijan dichas deficiencias y limitaciones y, 
con juntamente con los demás acuerdos de paz, a contribuir a 
perfeccionar el régimen electoral en tanto instrumento de transfor-
mación democrática;

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (en adelante “Las Partes”) acuerdan lo siguiente:

Comisión de Reforma Electoral
1. Reconociendo el papel que corresponde al Tribunal Supremo 

Elec toral en la custodia y el perfeccionamiento del régimen 
elec toral, las Partes convienen en solicitarle, mediante el presente 
Acuerdo, que conforme y presida una Comisión de Reforma 
Electoral encargada de publicar un informe y un conjunto de 
re comendaciones sobre la reforma electoral y las modificaciones 
le gislativas correspondientes.

2. Integrarían esta Comisión, además de su Presidente nombrado 
por el Tribunal Supremo Electoral, un representante y su suplente 
por cada uno de los partidos políticos con representación parla-
mentaria, y dos miembros y sus respectivos suplentes que a su 
jui cio designe el Tribunal Supremo Electoral. La Comisión 
po dría contar con todo el apoyo y asesoría que considere ne-
cesario.

3. Se recomienda que dicha Comisión quede integrada a más tardar 
tres meses después de la suscripción del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera y que sus trabajos concluyan en un plazo máximo 
de seis meses a partir de su constitución. Para alcanzar sus obje-
tivos, la Comisión debería propiciar un debate amplio y pluralista 
en torno al régimen electoral guatemalteco.

4. Como agenda mínima y no limitativa, la Comisión abarcaría, 
pa ra la modernización del régimen electoral, los siguientes temas:
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a) Documentación;
b) Empadronamiento;
c) Votación;
d) Transparencia y publicidad;
e) Campaña de información;
f ) Fortalecimiento institucional.

Propuestas básicas
5. Con relación a estos temas, las Partes acuerdan, en congruencia 

con los esfuerzos para fortalecer los procesos electorales, plantear 
a la consideración de la Comisión de Reforma Electoral las si-
guientes propuestas básicas:

Documentación
6. En vista que la falta de documentación confiable es un obstáculo 

pa ra la realización de las distintas etapas del proceso electoral, 
las Partes ven la conveniencia de instituir un documento único 
de identidad con fotografía que sustituya a la actual cédula de 
ve cindad y que, en el marco de la identificación para todos los 
actos de la vida civil, sirva también para los procesos electorales. 
La emisión de dicho documento estaría a cargo del Tribunal 
Su premo Electoral a través del Registro de Ciudadanos, para 
lo cual se promoverían las reformas correspondientes a la Ley 
Electoral y de Partidos Políticos y al Código Civil.

7. Co mo un aporte para las próximas elecciones generales, sería 
de gran importancia y utilidad que todos los ciudadanos utilicen 
el nuevo documento único de identidad.

Empadronamiento
8. Teniendo en cuenta la necesidad de perfeccionar en forma per-

manente el padrón electoral, cuyo establecimiento y actualización 
es tán a cargo del Tribunal Supremo Electoral, las Partes consi-
deran conveniente que la Comisión de Reforma Electoral analice 
cómo hacer efectivo el control sistemático de defunciones y de 
traslados de lugar de residencia.
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9. Con miras a definir, dentro de cada municipio, circunscripciones 
elec torales con padrón electoral propio cuando fuera necesario 
pa ra facilitar la votación, se propone que la Comisión recomienda 
la reforma de la Ley Electoral y de Partidos Políticos para que 
el padrón electoral se base en el lugar de residencia.

10. La Comisión de Reforma Electoral debería examinar cómo fa-
ci litar el acceso de los ciudadanos a los centros de registro y que 
el Tribunal Supremo Electoral disponga de los recursos para 
am pliar su cobertura en el área rural.

11. Tomando en cuenta las nuevas funciones del Ejército de Guate-
mala, contenidas en el Acuerdo sobre fortalecimiento del poder 
civil y función del ejército en una sociedad democrática, y con-
si derando el objetivo compartido por las Partes de propiciar la 
más amplia participación ciudadana en los procesos electorales, 
se invita a que la Comisión analice la conveniencia de otorgar 
en el futuro a los integrantes del Ejército de Guatemala en servi-
cio activo, el derecho político de ejercer el voto en los procesos 
electorales guatemaltecos.

Votación
12. Es necesario facilitar el acceso de los ciudadanos a los centros 

de votación. Para el efecto, las partes proponen que, en base a 
los padrones electorales, el Tribunal Supremo Electoral, en 
consulta con los partidos políticos, defina los lugares en que se 
ins talarán los centros de votaciones en el interior de los municipios 
donde existan importantes núcleos de poblaciones distantes de 
la cabecera municipal y que resulten asimismo accesibles a los 
fis cales de los partidos y observadores electorales. Los centros 
de votación deberían corresponder a una circunscripción electoral 
mu nicipal con su propio padrón y, con ello, evitar eventuales 
pro blemas que pudieran darse, derivados de un padrón municipal 
co mún a todos los centros de votación.

13. Es necesario que la Comisión de Reforma Electoral estudie y 
pro ponga los cambios legislativos y/o administrativos que facilite 
la participación de los trabajadores migrantes internos en los 
pro cesos electorales, que en la actualidad coinciden con la época 
de migración laboral estacional.
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Transparencia y publicidad
14. Para favorecer la transparencia de la postulación de los candidatos 

por las asambleas de los partidos políticos, conviene garantizar 
que se haga del conocimiento de todos los afiliados las convoca-
torias y realización de las asambleas generales de los partidos 
po líticos. La Comisión de Reforma Electoral podría examinar 
si la verificación del cumplimiento de las convocatorias y reali-
zación de las asambleas de los partidos podría hacerla de oficio 
el Registro de Ciudadanos o la conveniencia de promover las 
re formas legales para que el Tribunal Supremo Electoral pueda 
su pervisar con efectividad las convocatorias y la instalación de 
las asambleas de los partidos políticos, así como sus resultados.

15. Para asegurar la transparencia en el financiamiento de las campa-
ñas electorales y que la preferencia de los electores no sea suplan-
tada por la capacidad de inversión económica, las Partes consi-
deran que el Tribunal Supremo Electoral debería tener la facultad 
para determinar el techo de gastos en propaganda electoral de 
cada candidato presidencial en los medios masivos de comunica-
ción. Se recomienda examinar las posibilidades de proporcionar 
y facilitar la utilización de tiempos y espacios en los medios de 
co municación en forma gratuita y en igualdad de condiciones 
pa ra cada partido.

16. Los partidos y los candidatos deberían quedar obligados a pre-
sen tar los libros de cuentas y los informes que les sean requeridos 
por el Registro de Ciudadanos para comprobar la procedencia 
lícita de los recursos. Para el cómputo de los gastos de propaganda 
de berían incluirse, aprecios de mercado, las donaciones de pro-
paganda que los partidos reciban durante la campaña electoral.

17. Procedería también promover una reforma al Código Penal a 
efec to de tipificar el delito de aceptación de financiamiento 
elec toral ilícito, estableciendo que incurre en tal delito quien 
per cibiere o autorizare la percepción de dichos aportes destinados 
al financiamiento de organizaciones políticas o a campañas 
electorales. La reforma establecería las sanciones penales corres-
pon dientes.
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Campañas de información pública
18. La activa y cada vez mayor participación de los ciudadanos en 

los procesos electorales es una garantía para la legitimidad y 
re presentatividad de las autoridades electas. El logro de este 
ob jetivo se facilitaría si se realizan campañas permanentes de 
edu ca ción, motivación e información a los ciudadanos. La Co-
misión de Reforma Electoral estudiaría la posibilidad de llevar 
a cabo campañas de información con las siguientes características:
a) Divulgar la importancia del derecho de los ciudadanos a 

elegir y ser electos;
b) Estimular y promover el empadronamiento oportunamente;
c) Informar sobre la manera de votar, los documentos a presentar 

en las mesas y centros de votación y horas para hacerlo;
d) Informar sobre cómo organizarse en Comités Cívicos o 

afiliarse a partidos políticos.
19. Para la efectividad de estas campañas se debería tener en cuenta 

la importancia que tiene la utilización de los distintos idiomas 
de los pueblos indígenas conforme lo convenido en el Acuerdo 
sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas.

Fortalecimiento institucional
20. Para el fortalecimiento del régimen electoral, las Partes coinciden 

en solicitar a la Comisión de Reforma Electoral el diseño de un 
pro grama de modernización del Registro de Ciudadanos. Dicho 
pro grama, con las acciones correspondientes de capacitación y 
profesionalización del personal involucrado, permitiría automa-
tizar la información e integrarla en redes coordinadas para la 
de puración efectiva de los padrones electorales, su mantenimiento 
y su actualización.

21. Teniendo en cuenta el papel del Tribunal Supremo Electoral en 
la reforma electoral propuesta en el presente acuerdo, las Partes 
con sideran conveniente que la Comisión de Reforma Electoral 
ana lice los recursos que requiere este Tribunal para su eficiente 
fun cionamiento, y en particular sus funciones permanentes en 
materia de registro, empadronamiento y campañas de informa-
ción a la ciudadanía. El Organismo Ejecutivo, por su parte, 
con siderará el análisis de la Comisión de Reforma Electoral 
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so bre dichos recursos y tomará las medidas a su alcance a fin 
de fortalecer el funcionamiento del Tribunal Supremo Electoral.

iii. 
disPosiciones finALes

Primera. El presente Acuerdo forma parte del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera y entrará en vigencia el día de la firma de este 
último.

Segunda. De conformidad con el Acuerdo Marco, se solicita al Secre-
tario General de las Naciones Unidas verifique el cumpli-
miento del presente Acuerdo.

Tercera. Se dará al presente Acuerdo la más amplia divulgación.

Estocolmo, 7 de diciembre de 1996

Por el Gobierno de la  
República de Guatemala:

Gustavo Porras Castejón

Otto Pérez Molina 
General de Brigada

Richard Aitkenhead Castillo

Raquel Zelaya Rosales
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Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandancia General

Carlos Gonzales

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Rolando Morán

Jorge Rosal

Por las Naciones Unidas

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo sobre bases para la incorporación 
de la Unidad Revolucionaria Nacional 

Guatemalteca a la legalidad

resumen

País y fecha de la firma:  Madrid, España, 12 de diciembre 
de 1996

firmAntes

	● Delegación del Gobierno de Guatemala;
	● Asesores del Gobierno;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Representantes de la Comisión Político Diplomática;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
	● Las causas que le dieron origen al Conflicto Armado en 

Gua temala son, principalmente, el cierre de espacios po-
líticos, la injusticia social y económica, la discriminación, 
ne gación y violaciones de derechos humanos, reconociendo 
que, a partir de la firma de los Acuerdos de Paz, es importante 
que en la sociedad guatemalteca prevalezcan condiciones 
que hagan posible la conciliación y la gobernabilidad sos-
tenida.

	● El Acuerdo, promueve la plena incorporación de urng a la 
le galidad, dada su voluntad expresa de convertir sus fuerzas 
político militares en un partido político debidamente 
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acreditado y cuya acción se enmarque dentro del ordena-
miento jurídico nacional. La incorporación de los miembros 
de urng a la legalidad con garantias al pleno ejercicio de 
sus derechos y deberes constitucionales, en un marco de 
seguridad y dignidad.

comPromisos y ALcAnces

Un cronograma de incorporación con las siguientes etapas:
	● Incorporación Inicial, etapa de desmovilización (2 meses), 

con ello se le dio fin a las estructuras militares de la urng, 
do cumentación provisional, capacitaciones vocacionales 
pa ra los desmovilizados. También se acordó una etapa de 
in serción (12 meses) con las condiciones para la transición 
a la fase de incorporación definitiva: apoyo legal, servicios 
para la vida productiva y económica.

	● Creación de programas y proyectos gubernamentales de 
apo yo y una Fundación para asegurar la participación de 
los excombatientes y miembros de las estructuras de la 
urng, para la identificación de los proyectos de beneficio 
y medidas que aseguren la plena incorporación de todos.

Los compromisos en el Programa de Incorporación:
	● Ley de Reconciliación Nacional. En promoción de una cultura 

de concordia y respeto mutuo que elimine toda forma de 
re vancha o venganza.

	● Transformación de la urng en una entidad política. Re-
conociendo el ejercicio de todos los derechos y libertades 
fundamentales (entre otros, organización, movilización, 
libertad de residencia, participación política), y el cum-
plimiento de todos sus deberes y obligaciones.

	● Seguridad. Derechos ciudadanos a través de medidas 
administrativas y garantías constitucionales en materia de 
derechos y seguridad.

	● Capacitación. Orientación vocacional y capacitación laboral, 
ho mologación y validación de los estudios formales y no 
for males; programas de alfabetización y capacitación técnica; 
becas, bolsas de estudio.
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concLusión

Este Acuerdo permitió el paso ordenado y verificado por 
Na ciones Unidas de las fuerzas insurgentes de la urng para su 
conversión en un partido politico legal y con plenos derechos 
de organización y participación electoral.

Contenido del Acuerdo

Considerando que el origen del enfrentamiento armado interno que 
du rante más de tres décadas ha vivido Guatemala estuvo determinado 
por el cierre de espacios políticos de expresión y participación demo-
crática, y la adopción de medidas de represión política en contra de 
per sonas y organizaciones que fueron vinculadas o identificadas con 
el régimen derrocado en 1954;

Considerando que frente a una situación de injusticia social y 
eco  nómica, incluyendo prácticas discriminatorias en contra de los 
pue blos indígenas, y la negación sistemática de los derechos y garantías 
in  dividuales y sociales, asiste a los pueblos el derecho a buscar las 
trans formaciones democráticas necesarias;

Considerando que el conjunto de los Acuerdos de Paz suscritos 
en tre el Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (urng) representan una nueva y promisoria perspectiva 
para la vida democrática del país mediante nuevas formas de partici-
pación política y de institucionalidad;

Considerando que la construcción de una nación democrática, 
multiétnica, pluricultural y multilingüe, con justicia social, requiere 
de la participación equitativa de todos los ciudadanos y ciudadanas, 
en un marco de pleno pluralismo político e ideológico;

Reconociendo que la sociedad guatemalteca necesita desarrollar 
con  diciones que hagan posible la conciliación y la gobernabilidad 
sos  tenida;

Considerando que el proceso de negociación para la búsqueda 
de la solución política al enfrentamiento armado interno lleva implícito 
pa  ra su culminación el establecimiento de una serie de medidas para 
la incorporación de urng a la legalidad;



190 Los Acuerdos de Paz de Guatemala

Reconociendo la determinación de urng de convertir sus fuerzas 
po lítico militares en un partido político debidamente acreditado y 
cu  ya acción se enmarque dentro del ordenamiento jurídico nacional;

Reconociendo que la incorporación de los miembros de urng 
a la legalidad, en el pleno ejercicio de sus derechos y deberes constitu-
cionales, en un marco de seguridad y dignidad, constituirá un factor 
di námico para el desarrollo y profundización del proceso democrático, 
la recomposición del tejido social en Guatemala, la conciliación y el 
es tablecimiento de la paz firme y duradera;

Llamando al Estado en su conjunto, a todos los sectores de la 
sociedad guatemalteca y a la comunidad internacional a que acompa-
ñen y contribuyan a la realización del proceso de incorporación de 
urng;

El Gobierno de Guatemala y urng (en adelante “las Partes”) 
acuer dan lo siguiente:

i. 
definiciones

1. Se entiende por incorporación de urng a la legalidad, el proceso 
me diante el cual sus miembros se integrarán a la vida política, 
eco nómica, social y cultural en un marco de dignidad, seguridad, 
ga rantías jurídicas y pleno ejercicio de sus derechos y deberes 
ciu dadanos.

2. El proceso de incorporación de los miembros de urng se iniciará 
con la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera y deberá 
de sembocar en su incorporación sostenible a la vida ciudadana 
del país. El proceso de incorporación comprenderá dos fases: 
una de incorporación inicial, que durará un año calendario a 
par tir del día “D+60”; y otra posterior de incorporación definitiva, 
de mediano plazo, en la que se provean los apoyos necesarios 
para consolidarla.

Fase de incorporación inicial
3. La fase de incorporación inicial comprende dos regímenes en 

fun ción de la situación de los miembros de urng:
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a) El régimen aplicable a los integrantes de los distintos frentes 
guerrilleros y a otros combatientes, de acuerdo a la definición 
del párrafo 20 del Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego. 
Este régimen comprenderá dos etapas:
i) Desmovilización: esta etapa tendrá una duración de 

dos meses y se entiende como la finalización de las 
es tructuras militares de urng en los puntos de concen-
tración acordados. Durante dicha etapa, se prevé la 
pro visión, de servicios tales como documentación 
pro visional, capacitación y orientación vocacional, 
con miras a facilitar la incorporación posterior de los 
desmovilizados. La Autoridad de Verificación entre-
gará a la Comisión Especial de Incorporación la lista 
de finitivo de los desmovilizados establecida en los 
pun tos de concentración a más tardar el día “D+30”.

ii) Inserción: esta etapa se inicia al estar concluida la 
des movilización (“D+60”) y finalizará un año después. 
Tiene como finalidad básica la atención de emergencia 
a ex-combatientes y la creación de condiciones que 
ha gan factible el tránsito sostenible a la fase de 
incorporación definitiva. Las condiciones mínimas, 
no limitativas, a lograrse en esta fase son las siguientes:
 • Dotación de insumos y servicios propios de una 

si tuación de emergencia;
 • Inicio de programas de. capacitación e incorpo-

ración laboral;
 • Constitución de los mecanismos financieros diri-

gidos a obtener los recursos necesarios para iniciar 
la fase de incorporación definitiva;

 • Identificación de los programas sociales y eco-
nómi cos gubernamentales dirigidos al conjunto 
de la población que puedan dar atención a los 
ex combatientes, y a los miembros de estructuras 
in ternas de urng quienes se incorporarán en la 
fa se de incorporación definitiva, en condiciones 
similares a las de otros beneficiarios de dichos 
programas.
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b) El régimen aplicable a los demás miembros de la urng, in-
te grantes de la estructura política interna y guatemaltecos 
inte grantes de la estructura internacional de apoyo que no 
sean sujetos al proceso de desmovilización. Se prevé la pro-
visión del apoyo necesario para su integración a la vida legal 
y, en función de situaciones individuales, otros servicios 
en caminados a facilitar su incorporación a la vida productiva. 
urng remitirá la lista de los integrantes no desmovilizados 
beneficiarios de este régimen a más tardar el día “D-15” a 
la Autoridad de Verificación. Dicha Autoridad, a su vez, la 
remitirá a la Comisión Especial de Incorporación cuando 
ésta se constituya.

4. El Gobierno de Guatemala y urng se comprometen a hacer lo 
necesario para el cumplimiento de la etapa de incorporación 
ini cial y solicitan para ello el apoyo de la cooperación interna-
cional. Para llevar a cabo el programa, subprogramas y proyectos 
correspondientes, se establecerá una Comisión Especial de 
Incorporación con la participación del Gobierno de Guatemala, 
de urng así como de los donantes y cooperantes, estos últimos 
con carácter consultivo. Para asegurar la plena participación de 
los beneficiarios en el diseño, ejecución y evaluación de los pro-
yectos y programas que les conciernen, se creará una Fundación 
pa ra la incorporación que estará directamente involucrada en 
las distintas etapas de la misma.

Fase de incorporación def initiva
5. Después de un año del Día “D+60”, los beneficiarios de ambos 

re gímenes podrán acceder a servicios de más largo plazo que 
ofrez ca el Gobierno, incluyendo asistencia financiera, asesoría 
téc nica, legal y laboral, educación, capacitación y proyectos 
pro ductivos, destinados a asegurar una incorporación sostenible 
a la vida económica, social y cultural del país, en igualdad de 
con diciones que el resto de la población guatemalteca. Los pro-
yectos específicos adicionales para los miembros de urng estarán 
bajo la responsabilidad de la Fundación para la incorporación. 
Las partes invitan a la cooperación internacional a que brinde 
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su apoyo técnico y financiero para asegurar el éxito de la fase 
de incorporación definitiva.

Programa de incorporación
6. Se entiende por programa de incorporación de urng el conjunto 

de medidas y disposiciones legales, políticas, económicas y de 
se guridad, así como subprogramas y proyectos que deben ase-
gurar el éxito del proceso de incorporación. Dicho programa 
se realizará de acuerdo a los objetivos y principios mencionados 
a continuación.

ii. 
objetivos y PrinciPios

Objetivos
7. El programa de incorporación buscará establecer las mejores 

con diciones para la incorporación de los miembros de urng a 
la vida legal, política, social, económica y cultural del país en 
un marco de seguridad y dignidad.

8. La fase de incorporación inicial buscará dotar a los miembros 
de urng, y en particular a los excombatientes, de los medios 
ne cesarios para iniciar su incorporación sostenible a través de 
ac tividades productivas, de educación, de capacitación u otras. 
La utilización adecuada de estos medios es responsabilidad de 
los beneficiarios.

9. La fase de incorporación definitiva buscará proveer a los miembros 
de urng, y en particular a los excombatientes, del apoyo necesario 
pa ra consolidar su incorporación. Al mismo tiempo, el programa 
de incorporación buscará ser un factor de desarrollo para el país 
y un elemento de concordia nacional.

Principios
10. El Gobierno de Guatemala se compromete a garantizar las con-

di ciones políticas, jurídicas y de seguridad, y promover las con-
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diciones sociales y económicas necesarias para hacer posible la 
realización del programa de incorporación.

11. urng se compromete hacer todo lo posible para la exitosa incor-
poración del conjunto de sus miembros a la vida social, económica 
y cultural, a través de la ejecución del programa.

12. El programa considerará como sectores de atención prioritaria 
y específica a los excombatientes, las mujeres, los jóvenes y los 
dis capacitados.

13. Teniendo en cuenta la variedad de situaciones personales que 
pre sentan los miembros de urng que se incorporan a la vida 
le gal, el programa se aplicará en forma flexible y adaptada a 
es tas necesidades.

14. Para asegurar esta flexibilidad, se impulsarán subprogramas y 
pro yectos diseñados, administrados y ejecutados con la plena 
par ticipación de los beneficiarios, de conformidad con los arreglos 
ins titucionales establecidos en el presente Acuerdo.

15. Cada vez que sea pertinente, y en particular en los casos de 
pro yectos productivos, se asegurará que el programa tenga un 
im pacto positivo sobre las comunidades donde se realice y que 
su diseño y aplicación se haga en consulta con ellas.

iii. 
comPonentes deL  

ProGr AmA de incorPor Ación

16. El programa de incorporación de urng se desarrollará en base 
a los componentes listados a continuación:

A. Área jurídica

Ley de Reconciliación Nacional
17. El Gobierno de la República promoverá ante el Congreso de la 

Re pública un proyecto de Ley de Reconciliación Nacional cuyo 
ob jetivo será, de acuerdo al espíritu y contenido de los Acuerdos 
de paz, promover una cultura de concordia y respeto mutuo 
que elimine toda forma de revancha o venganza, al mismo 
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tiem po que preserve los derechos fundamentales de las víctimas, 
co mo condiciones indispensables para una Paz Firme y Duradera.

Derecho a la Verdad
18. Se reconoce el derecho inalienable de toda sociedad a conocer 

la verdad, por lo que la Ley de Reconciliación Nacional encargará 
a la Comisión para el Esclarecimiento Histórico de las violaciones 
a los derechos humanos y los hechos de violencia que han causado 
su frimiento a la población guatemalteca, el diseño de los medios 
en caminados a hacer posible el conocimiento y reconocimiento 
de la verdad histórica acerca del período del enfrentamiento 
ar mado interno, a fin de evitar que tales hechos se repitan. La 
Ley establecerá la obligación de todo organismo o entidad del 
Es tado de prestar a la Comisión los apoyos que ésta requiera 
para llevar a cabo su tarea, según las finalidades especificadas 
en el Acuerdo correspondiente.

Derecho a reparación
19. Con base en el principio de que toda violación de un derecho 

hu mano da lugar a un derecho de la víctima a obtener reparación 
e impone al Estado el deber de reparar, la Ley dispondrá que 
una entidad estatal tenga a su cargo una política pública de re-
sarcimiento y/o asistencia a las víctimas de violaciones de los 
de rechos humanos. La entidad encargada tomará en cuenta las 
re comendaciones que formule al respecto la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico.

Extinción de la responsabilidad penal
20. Con miras a favorecer la reconciliación nacional, sin desatender 

la necesidad de combatir la impunidad, la Ley de Reconciliación 
Na cional incluirá una figura legal que permita la incorporación 
de los miembros de urng a la legalidad.
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Delitos políticos
21. En relación con la figura legal indicada en el párrafo anterior 

la Ley de Reconciliación Nacional declarará la extinción de la 
res ponsabilidad penal por los delitos políticos cometidos en el 
enfrentamiento armado interno, hasta la fecha de entrada en 
vigencia de la Ley, y comprenderá a los autores, cómplices y 
en cubridores de los delitos contra la seguridad del Estado, contra 
el orden institucional, y contra la administración pública, com-
pren didos en los artículos 359, 360, 367, 368, 375, 381, 385 a 399, 
408 a 410, 414 a 416, del Código Penal, así como los contenidos 
en el Título VII de la Ley de Armas y Municiones. En estos 
casos, el Ministerio Público se abstendrá de ejercer la acción 
penal y la autoridad judicial decretará el sobreseimiento defi-
nitivo.

Delitos comunes conexos
22. En relación a la misma figura legal indicada en el párrafo 20, 

la Ley de Reconciliación Nacional declarará igualmente la extin-
ción de la responsabilidad penal por los delitos comunes conexos 
co metidos en el enfrentamiento armado, entendiéndose por 
tales aquellos que directa, objetiva, intencional y causalmente 
ten gan relación con la comisión de los delitos políticos a que se 
re fiere el párrafo anterior y respecto de los cuales no se demuestre 
que tuvieron como móvil un fin personal. Los delitos comunes 
que se entienden conexos con los políticos señalados en el párrafo 
an terior corresponden a aquellos tipificados en los artículos 214 
a 216, 278, 279, 282 a 285, 287 a 289, 292 a 295, 321, 325, 330, 333, 
337 a 339, 400 a 402, 404, 406 y 407, del Código Penal.

Otras extinciones de la responsabilidad penal
23. Para quienes por mandato institucional estuvieron involucrados 

en el enfrentamiento armado interno, la Ley de Reconciliación 
Na cional contendrá disposiciones específicas y equivalentes a 
las anteriores, en el sentido de que declararán la extinción de 
la responsabilidad penal por los delitos comunes perpetrados 
con la finalidad de impedir, frustrar, reprimir o sancionar la 



197Los Acuerdos de Paz de Guatemala

co misión de delitos políticos y comunes conexos, cuando directa, 
ob jetiva, intencional y causalmente tengan relación con dicha 
fi nalidad, siempre que no fuere probado que no existe relación 
en tre el hecho delictivo y la finalidad preceptuada.

Restricciones
24. Las disposiciones contenidas en la referida Ley de Reconciliación 

Na cional, que declaren la extinción de la responsabilidad penal, 
en ningún caso incluirán aquellos delitos que son imprescriptibles 
o que no admiten la extinción de la responsabilidad penal, de 
acuerdo al derecho interno o a los tratados internacionales ra-
tificados o suscritos por Guatemala.

Procedimiento
25. Tratándose de los delitos comunes conexos, el correspondiente 

pro cedimiento judicial, estará enmarcado por las garantías del 
de bido proceso, será expeditivo y contradictorio, y constará de 
las siguientes etapas:
i) Cuando el Ministerio Público o una autoridad judicial 

co nociere de alguno de los delitos referidos en los párrafos 
22 y 23, trasladará inmediatamente el asunto a la Sala de 
la Corte de Apelaciones que tenga competencia sobre el 
mismo, en razón de su jurisdicción. La Sala dará traslado 
al agraviado previsto como tal en el Artículo 117 del Código 
Pro cesal Penal, al Ministerio Público y al sindicado, man-
dando oírlos dentro del plazo común de diez días hábiles.

ii) Transcurrido dicho plazo, la Sala dictará auto razonado 
de clarando procedente o no la extinción y, en su caso, el 
so breseimiento definitivo, para lo cual tendrá un plazo de 
cinco días hábiles. Si transcurrido el plazo de traslado a 
las partes, la Sala estimare necesario contar con otros ele-
mentos para resolver convocará inmediatamente a una 
au diencia oral, con participación exclusiva de las partes, 
en la cual recibirá las pruebas pertinentes, oirá a los com-
parecientes o a sus abogados y dictará inmediatamente 
auto razonado declarando procedente o no la extinción y, 
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en su caso, el sobreseimiento definitivo. La audiencia oral 
de berá realizarse dentro de un plazo no mayor de diez días 
há biles, contado a partir del vencimiento del plazo del 
traslado a las partes. Entre la citación y la audiencia, de-
berán mediar por los menos tres días hábiles.

iii) El auto de la Sala sólo admitirá el recurso de apelación 
que se interponga dentro del plazo de tres días contado a 
par tir de la última notificación, por cualquiera de los le-
gítimamente interesados, por escrito y con expresión de 
agr avios. Otorgada la apelación, se elevará inmediatamente 
las actuaciones a la Cámara de Amparo y Antejuicio de la 
corte Suprema, la que resolverá sin más trámite dentro del 
pla zo de cinco días, confirmando, revocando o modificando 
el auto apelado. Lo resuelto por la Corte Suprema no ad-
mi tirá recurso alguno.

26. Durante el procedimiento, no se decretará medidas de coerción, 
ta les como auto de procesamiento, prisión preventiva, medidas 
sus titutivas de la prisión preventiva, conducción y aprehensión. 
Los presuntos responsables, imputados o sindicados, podrán 
ser representados durante el incidente por sus abogados.

27. Concluido el procedimiento, se remitirá certificación de todas 
las actuaciones a la Comisión para el Esclarecimiento Histórico.

Desmovilización
28. Para el cumplimiento del proceso de desmovilización de los 

miem bros de urng, pactado en el Acuerdo sobre definitivo cese 
al fuego, la Ley de Reconciliación Nacional establecerá la extin-
ción total de la responsabilidad penal de los autores, cómplices 
y encubridores de los delitos comprendidos en los artículos 398, 
399, 402 y 407 del Código Penal, y 87, 88, 91 a 97 c) de la Ley 
de Armas y Municiones, que cometieren dichos miembros hasta 
el día en que concluya su desmovilización, conforme a los tér-
minos, condiciones y plazos convenidos en el referido Acuerdo. 
La fecha de conclusión de dicha desmovilización será informada 
ofi cialmente por la Autoridad de Verificación de las Naciones 
Unidas.
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Documentación
29. Como consecuencia de las condiciones en que se ha desenvuelto 

el enfrentamiento armado interno, una gran parte de miembros 
de urng carecen de documentación personal. Este hecho limita 
el ejercicio de sus derechos y deberes civiles y ciudadanos. Para 
fa cilitar una inmediata solución a este problema, el Gobierno 
de la República se compromete a promover ante el Congreso 
de la República las reformas que correspondan a la Ley de Do-
cu mentación Personal de la Población Desarraigada por el 
enfrentamiento Armado Interno (Decreto 73-95). Dichas refor-
mas, a la vez de solucionar los problemas de las poblaciones 
de sarraigadas en esta materia, deberán constituir la solución a 
la carencia de documentación personal de los miembros de 
urng. Se solicitará al Congreso de la República que conozca y 
re suelva este asunto durante los dos meses posteriores a la firma 
del Acuerdo de Paz Firme y Duradera.

Documentación provisional
30. En tanto finalicen los trámites necesarios para la emisión de 

do cumentación personal definitiva, se solicitará a la Misión de 
Ve rificación la emisión de documentación temporal para los 
des movilizados y demás beneficiarios del Acuerdo sobre Bases 
pa ra la Incorporación de urng.

Otra documentación
31. Se agilizarán los trámites para la nacionalización de los hijos 

de guatemaltecos miembros de urng nacidos en el extranjero.

Otras disposiciones legales
32. El Gobierno se compromete a promover ante el Congreso las 

re formas legales que hagan posible el pleno cumplimiento del 
pre sente Acuerdo.
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B. Área política

33. Las partes se comprometen a propiciar un clima de tolerancia, 
aper tura y pluralidad que genere espacios para la conciliación 
y el entendimiento.

34. Con posterioridad a la firma del Acuerdo de Paz Firme y Dura-
dera, los miembros de urng, al igual que todo ciudadano, go-
zarán del pleno ejercicio de todos sus derechos y libertades 
fun damentales (entre otros, organización, movilización, libertad 
de residencia, participación política), comprometiéndose ellos 
al cumplimiento de todos sus deberes y obligaciones.

35. El Gobierno de la República considera que la transformación 
de urng en un partido político debidamente acreditado ante 
los organismos respectivos constituye un aporte al fortalecimiento 
del Estado de derecho y al afianzamiento de una democracia 
pluralista.

C. Área de seguridad

36. El Gobierno de la República se compromete a tomar las medidas 
ad ministrativas y a garantizar las condiciones necesarias para 
ha cer efectivos los derechos ciudadanos de los miembros de 
urng, particularmente el derecho a la vida, a la seguridad y a 
la integridad física. El respeto de este compromiso deberá ser 
es pecialmente verificado por la instancia internacional de ve-
rificación. Dicha instancia podrá proveer acompañamiento 
temporal a los miembros de urng cuando el caso lo amerite.

37. El Gobierno prestará particular atención a toda denuncia acerca 
de hechos atentatorios contra la seguridad de los miembros de 
urng.

D. Área socioeconómica

38. En el área socioeconómica, el programa de incorporación abar-
cará los siguientes ámbitos:
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Orientación vocacional y capacitación laboral
39. Los miembros de urng dispondrán de asesoría y orientación 

vo cacional durante la fase de desmovilización y posteriormente 
si fuera necesaria. Una vez se acuerde el tipo de actividad 
económica a que se dedicarán, podrán contar con programas 
específicos de capacitación técnica y laboral.

Educación
40. El Gobierno de la República se compromete a tomar las medidas 

administrativas necesarias para el reconocimiento, homologa-
ción, validación y legalización de los estudios formales y no 
for males realizados por los miembros de urng, mediante me-
canismos adecuados de evaluación y nivelación.

41. Durante el período de incorporación inicial, se iniciarán pro-
gramas específicos de alfabetización, post-alfabetización y capa-
citación técnica intensiva.

42. Como parte de los subprogramas de incorporación, los miembros 
de urng podrán ser acreedores de becas, bolsas de estudio o 
cual quier otro mecanismo de apoyo para la continuidad de sus 
es tudios, con la cooperación del Gobierno.

43. Las partes solicitan la cooperación internacional para la imple-
mentación de estas disposiciones sobre educación para los cual 
se tomará en cuenta las recomendaciones técnicas que formulará 
la Fundación para la incorporación.

Vivienda
44. Durante la fase de incorporación inicial, la Comisión Especial 

de Incorporación promoverá condiciones de alojamiento apro-
piadas para los miembros de urng que lo requieran para llevar 
a la práctica los subprogramas y proyectos que les corresponden, 
con especial énfasis en las necesidades de los desmovilizados. 
An tes de la finalización de la fase de incorporación inicial, la 
co misión Especial de Incorporación prestará especial atención 
a garantizar el acceso a techo a los desmovilizados que se incor-
poran en el medio rural y a otorgar adecuadas facilidades de 
crédito a los que se incorporen en el medio urbano.
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Salud
45. En la etapa de desmovilización se realizará una revisión médica 

de los combatientes instalados en los puntos de concentración. 
Se tomarán las acciones necesarias para tender los casos identi-
ficados por la revisión en los campamentos o a nivel local. La 
Co misión Específica de Incorporación asegurará el acceso a los 
otros niveles de referencia de los pacientes que lo necesiten. Este 
sub programa se realizará con la cooperación del equipo de salud 
de urng y en consulta con él.

Proyectos económicos y productivos
46. Las Partes coinciden en que la incorporación de los miembros 

de urng a la vida ciudadana requiere de su activa participación 
pro ductiva, en condiciones de dignidad, desarrollo y legalidad. 
Para ello, las Partes coinciden en la necesidad de que la Comisión 
Es pecial de Incorporación y a Fundación para la Incorporación 
apo yen proyectos de desarrollo productivo y generación de em-
pleo en las áreas urbanas y rurales, que contribuyan al cumpli-
miento del presente Acuerdo.

47. La orientación de estos proyectos debe estar en consonancia con 
los previsto en el Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y 
Si tuación Agraria. Los proyectos de desarrollo productivo se 
rea lizarán en congruencia con los planes y las necesidades de 
las comunidades donde se llevarán a cabo, y en consulta con 
ellas.

48. El Gobierno de la República, de acuerdo a su capacidad financiera 
y al apoyo técnico y financiero de la cooperación internacional, 
pro veerá los recursos necesarios para la puesta en marcha de 
estos proyectos. Facilitará el acceso a los medios productivos, 
ase soría técnica, crédito y redes de comercialización en las mis-
mas condiciones que para proyectos similares. Asimismo, se 
com promete a tomar las medidas necesarias para facilitar y re-
conocer en el marco de la ley las formas organizativas que se 
re quieren para el impulso de estas actividades económicas. Los 
pro gramas relacionados con tierras, individuales o colectivas, 
se transmitirán a través del Fondo de Tierras, en igualdad de 
con diciones con otros solicitantes.
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E. Área cultural

49. Considerando que un importante porcentaje de los miembros 
de urng son de origen maya, las Partes coinciden en señalar 
que el programa de incorporación debe realizarse en concordancia 
con el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos In-
dígenas.

F. Subprogramas especiales

Subprograma de discapacitados
50. Como consecuencia del enfrentamiento armado interno, existe 

un sector de la población discapacitado, considerado entre los 
más vulnerables y afectados por el conflicto, el cual requiere de 
una atención específica y prioritaria dentro del programa previsto 
en el presente Acuerdo.

51. Su incorporación presenta un mayor grado de complejidad de-
bido al impacto personal y social de su discapacidad. Por ello, 
pro yectos específicos deberán proveer la atención profesional 
ade cuada para su rehabilitación y el acceso al estudio y capa-
citación para hacer realidad su incorporación social y productiva 
en condiciones de vida digna.

Asesoría jurídica
52. El programa de incorporación contemplará la asistencia jurídica 

a los miembros de urng para apoyarlos en los aspectos jurídicos 
re lacionados con su incorporación.

Reunif icación familiar
53. Las partes convienen en adoptar todas las medidas necesarias 

pa ra hacer posible la reunificación de los miembros de urng 
con sus familias. El gobierno de la República se compromete a 
brin dar todas las facilidades para el efecto.

54. El Gobierno de la República se compromete a colaborar con la 
Co misión para el Esclarecimiento Histórico en los relativo al 
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tema de los detenidos y desaparecidos de urng y a aportar todos 
los elementos, medidas pertinentes e información que conduzcan 
a la recuperación de los restos de miembros de urng, incluyendo 
sus combatientes caídos en combate.

iv. 
ArreGLos institucionALes

Incorporación inicial
55. Esta fase será financiada con recursos del Gobierno de la Repú-

blica y contribuciones de la comunidad internacional.
56. Las Partes convienen en la creación de la Comisión Especial de 

Incorporación, que estará integrada por un número igual de 
re presentantes del Gobierno de la República y de urng, y repre-
sentantes de los donantes, cooperantes y agencias de cooperación 
in ternacional, estos últimos con carácter consultivo.

57. La Comisión se constituirá dentro de los quince días posteriores 
a la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera, y a ese efecto 
el Gobierno de Guatemala emitirá el decreto gubernativo corres-
pondiente.

58. A partir de su instalación, la Comisión tendrá por funciones la 
coor dinación del programa de incorporación y la toma de de-
cisiones acerca de las asignaciones financieras para los subpro-
gramas y proyectos que lo integran, así como la captación de 
re cursos técnicos y financieros. Las Partes convienen que la 
eje cución del programa deberá responder a los objetivos y prin-
cipios del presente Acuerdo.

59. Para dar cumplimiento a sus funciones, la Comisión Especial 
de berá estructurar, mediante un reglamento específico que se 
apro bará en un plazo no mayor de 30 días a partir de su ins-
talación, la organización de sus responsabilidades de coordina-
ción, de gestión financiera y de toma de decisiones acerca de los 
sub programas y proyectos derivados de este Acuerdo; asimismo, 
la Comisión Especial definirá los mecanismos financieros ade-
cuados, incluyendo la posibilidad de fideicomisos, en consulta 
con los donantes y cooperantes, que faciliten un ágil y eficaz 
cum plimiento del programa de incorporación.
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Incorporación def initiva
60. Los proyectos específicos adicionales para los miembros de urng 

es tarán bajo la responsabilidad de la Fundación para la incorpo-
ración. urng se compromete a constituir dicha Fundación du-
rante los 90 días posteriores a la firma del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera. El Gobierno se compromete a facilitar los trámites 
de constitución de la Fundación. Las Partes invitan a la coope-
ración internacional a que brinde su apoyo técnico y financiero 
para asegurar el éxito de la fase de incorporación definitiva.

v. 
disPosiciones finALes

Primera. El presente Acuerdo forma parte del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera y entrará en vigencia el día de la firma de este 
último, salvo las disposiciones específicas que hayan entrado 
en vigor con anterioridad.

Segunda. De conformidad con el Acuerdo Marco, las Partes solicitan 
al Secretario General de las Naciones Unidas verifique el 
cumplimiento del presente Acuerdo.

Tercera. Se dará la más alta divulgación al presente Acuerdo.

Madrid, 12 de diciembre de 1996

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Gustavo Porras Castejón

Otto Pérez Molina 
General de Brigada

Raquel Zelaya Rosales

Richard Aitkenhead Castillo
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Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandancia General

Comandante Rolando Morán

Comandante Pablo Monsanto

Carlos Gonzales

Jorge Rosal

Por las Naciones Unidas

Jean Arnault 
Moderador
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Acuerdo sobre el cronograma  
para la implementación, cumplimiento  
y verificación de los Acuerdos de Paz

resumen

País y fecha de la firma: Ciudad de Guatemala, 29 de 
diciembre de 1996

firmAntes

	● Delegación del Gobierno de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Delegación de las Naciones Unidas.

esPíritu

Este acuerdo parte de considerar:
La complejidad del proceso negociador y que los acuerdos 

co mo un todo son una agenda de alcance nacional. Por lo tanto, 
debe haber voluntad y compromiso de cumplir con los compro-
misos adquiridos y el involucramiento de los distintos organismos 
de Estado, así como de las diversas fuerzas sociales y políticas 
nacionales. Este empeño de carácter nacional, se agenda con 
una estrategia de implementación de los Acuerdos, priorizando 
el establecimiento de las bases políticas, institucionales, finan-
cieras y técnicas de su cumplimiento.
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comPromisos y ALcAnces

La aplicación de los acuerdos, a través de un “mecanismo 
de acompañamiento y la verificación internacional” dará mayor 
cer teza, flexibilidad y confianza durante el proceso de implemen-
tación y, a largo plazo, con ello, se buscó que estos esfuerzos 
fueran abriendo un nuevo capítulo de desarrollo y convivencia 
de mocrática en la historia del país.
	● La comisión de Acompañamiento, creada en virtud del 

Acuerdo, como responsable de la calendarización posterior 
de los compromisos y la recalendarización que hubierse sido 
ne cesaria para viabilizar el adecuado cumplimiento de los 
acuerdos de paz.

	● En el Acuerdo se recomienda avanzar en forma simultánea 
en la implementación de todos los acuerdos y se señalan 
di versos criterios para la implementación.

	● Este Acuerdo también hace consideraciones sobre progra-
mas, fon dos, verificación internacional, comisiones, procedi-
mientos y estructuras especificas para un cabal cumplimiento 
de cada uno de los acuerdos. En ese sentido, se trata de un 
Acuerdo síntesis que permite articular los acuerdos en una 
sola dirección.

concLusión

La importancia de este Acuerdo es que se establece un cro-
nograma para el cumplimiento de todos los Acuerdos, con sus 
res pectivos mecanismos, comisiones y medios de verificación. 
En particular, el funcionamiento de las distintas comisiones 
ge neradas por los acuerdos, y otras instancias que permitan una 
con certación efectiva en la construcción de la paz. El Acuerdo 
rearfirma la necesidad del acompañamiento de la comunidad 
in ternacional, de acuerdo con los criterios de realismo y amplia 
concertación.
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Contenido del Acuerdo

Considerando

Que el proceso de negociación ha dado como resultado una agenda 
de alcance nacional orientada a la superación de las raíces de la con-
flictividad social, política, económica, étnica y cultural, así como de 
las consecuencias del enfrentamiento armado;

Que la implementación de dicha agenda constituye un proyecto 
com plejo y de largo plazo que requiere la voluntad de cumplir con 
los compromisos adquiridos y el involucramiento de los distintos 
Or ganismos del Estado, así como de las diversas fuerzas sociales y 
po líticas nacionales;

Que este empeño nacional supone una estrategia de implemen-
tación que priorice con función del establecimiento de las bases po-
líticas, institucionales, financieras y técnicas de su cumplimiento;

Que entre las bases políticas del proceso de implementación 
fi gura, en particular, el funcionamiento de las distintas comisiones 
ge neradas por los acuerdos, y otras instancias que permitan una con-
certación efectiva en la construcción de la paz;

Que el cronograma contenida en el presente Acuerdo ofrece un 
marco temporal que busca viabilizar este esfuerzo nacional, así como 
su acompañamiento por la comunidad internacional, de acuerdo a 
es tos criterios de realismo y amplia concertación;

Que la aplicación de los acuerdos se verá facilitada por la creación 
de un mecanismo de acompañamiento y por la verificación interna-
cional, cuyo propósito es dar, en su conjunto, mayor certeza, flexibilidad 
y confianza en el proceso de implementación;

Que el cumplimiento del Cronograma para la implementación, 
Cum plimiento y Verificación de los Acuerdos de Paz debe propiciar 
que todas las fuerzas sociales y políticas conjuguen sus esfuerzos para 
abrir un nuevo capítulo de desarrollo y convivencia democrática en 
la historia del país;

El Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional 
Gua temalteca (urng) (en adelante “las partes”) acuerdan lo siguiente:
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i. 
PresentAción deL cronoGr AmA

1. El cronograma de cumplimiento y verificación contenido en el 
pre sente Acuerdo constituye una guía para la implementación 
en el tiempo de aquellos compromisos contenidos en los acuerdos 
de paz cuyo cumplimiento puede, en este momento, ser calen-
darizado con confiabilidad. En este sentido, cuatro tipos de 
com promisos no están recogidos en el cronograma, y son los 
si guientes:
a) Los de carácter general y/o permanente, tales como el com-

pro miso general del Acuerdo Global sobre Derechos Hu-
manos;

b) Los específicos supeditados a reformas constitucionales, 
cu ya implementación depende de la aprobación de dichas 
re formas por el congreso de la República, y de la posterior 
consulta popular;

c) Los específicos cuya ejecución está sujeta a consulta previa, 
en particular aquellos cuyas modalidades de cumplimiento 
de penden de las recomendaciones de las comisiones Paritarias 
y otras comisiones establecidas por los acuerdos de paz; y

d) Los específicos cuyo cumplimiento depende del cumpli-
miento de otras acciones calendarizadas.

2. Corresponderá a la comisión de Acompañamiento, creada en 
vir tud del presente Acuerdo, decidir la calendarización posterior 
de los compromisos a que se refieren los literales b), c) y d); y 
re calendarizar los compromisos plasmados en el cronograma 
cuan do fuera necesario para viabilizar el adecuado cumplimiento 
de los acuerdos de paz.

Estrategia
3. El cronograma se divide en tres fases: la primera cubre un perío-

do de 90 días a partir del 15 de Enero de 1997; la segunda cubre 
el período hasta el final de 1997; y la tercera comprende los años 
1998, 1999 y 2000. La estrategia de impresión durante las tres 
fa ses responde a los siguientes criterios:
a) Atender la calendarización ya establecida en los acuerdo;
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b) Avanzar un forma simultánea en la implementación de todos 
los acuerdos;

c) Tener en cuenta con realismo los recursos humanos y mate-
riales disponibles en cada fase;

d) Escalonar en el tiempo la ejecución los componentes 
fundamentales de los acuerdos, buscando evitar una disper-
sión de los esfuerzos gubernamentales y no gubernamentales 
para su implementación;

e) Poner énfasis, al inicio del proceso de cumplimiento de los 
compromisos, en el establecimiento de los mecanismos de 
consulta previstos por los acuerdos, cuando dichos mecanis-
mos existen, y de las bases institucionales, legales o financieras 
del cumplimiento de dichos compromisos;

f ) Propiciar la participación efectiva de los sectores de la socie-
dad en la solución de su necesidades, y en particular en la 
de finición de las políticas públicas que les conciernen. En 
con secuencia, calendarizar aquellas acciones sujetas a la 
con certación social prevista en los acuerdos en función de 
los resultados de dicha concertación; y

g) En vista del papel central que tiene para el cumplimiento 
de los compromisos contenidos en los acuerdos de paz, el 
for talecimiento de la recaudación tributaria y la priorización 
del gasto público hacia la inversión social, las partes han 
con venido en incluir en anexo la programación de metas 
in termedia anuales, en relación al Producto Interno Bruto, 
en materia de aumento de la carga tributaria, del incremento 
en la ejecución del gasto público para las áreas de educación, 
sa lud, seguridad ciudadana, sistema de justicia y de la re-
ducción del gasto de defensa para los próximos años. Se 
in cluye en dicho anexo, a manera indicativa, las metas de 
cre cimiento económico para el período 1997-2000.

Contenido de las fases
4. Con base a estos criterios, el énfasis principal, pero no exclusivo, 

de cada fase se aplica a los contenidos siguiente:
a) El cronograma de los primeros 90 días pone énfasis en:
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i) Preparar el cumplimiento de los acuerdos de media-
no y largo plazo, en particular mediante el estableci-
miento de las comisiones previstas por los acuerdos 
y la elaboración y presentación de programas de acción 
en distintas áreas cubiertas por los acuerdos;

ii) Realizar las acciones de corto plazo calendarizadas 
en los acuerdos de paz, en particular los procesos de 
ce se el fuego y de incorporación de urng. Las acciones 
ca lendarizadas sobre la base del Día “D”, están sujetas 
a que las condiciones para el inicio del proceso de 
ce se al fuego estén reunidas; y

iii) Llevar a cabo otras acciones relacionadas con las 
con se cuencias del enfrentamiento armado, como el 
di seño del programa de resarcimiento a las víctimas 
y la continuación de la atención a los refugiados y 
des plazados;

b) El cronograma del resto del año 1997, además del énfasis 
apli cado en el literal a), incluye lo siguiente:
i) Nuevos programas de acción e inversión sociales y 

pro ductivas;
ii) Modernización y descentralización del Estado;
iii) Reforma de la Administración Pública;
iv) Estrategia global de desarrollo rural;
v) Política fiscal; y
vi) Reestructuración de la política de seguridad interna 

y de defensa nacional;
c) El cronograma para los años 1998, 1999 y 2000, además de 

los contenidos de los párrafos a) y b), desarrolla las acciones 
co rrespondientes a los resultados de las comisiones paritarias 
y las demás comisiones previstas por los acuerdos. Promueve, 
en particular, la agenda legislativa derivada de los acuerdos 
de paz en cuatro áreas: la reforma del Código Penal y el 
mar co legal de la modernización de la administración de 
jus ticia; la temática de la tenencia y uso de la tierra; la 
adaptación de la legislación y de la institucionalidad al ca-
rác ter multiétnico, multicultural y multilingüe de Guatema-
la; y las reformas al régimen electoral guatemalteco.
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5. Corresponderá a la Comisión de Acompañamiento calendarizar 
las medidas que se deriven de las reformas constitucionales 
cuan do dichas reformas estén aprobadas.

Ejecución del cronograma
6. Para ejecutar el Cronograma, las partes han ordenado el conjunto 

de los compromisos contenidos en los acuerdos en cuatro ejes 
temáticos:
a) Eje de reasentamiento, incorporación de urng y reconcilia-

ción na cional;
b) Eje de desarrollo humano integral;
c) Eje de desarrollo productivo sostenible; y
d) Eje de modernización del Estado democrático, incluyendo 

el fortalecimiento de las capacidades de participación y 
con certación de las distintas expresiones de la sociedad civil.

7. En cada eje se agruparán los programas, subprogramas y proyectos 
correspondientes. El Gobierno ha decidido que la coordinación 
técnica de su acción en la implementación de los ejes correspon-
derá a la Secretaría Técnica de la Paz.

8. Reiterando que la aplicación de los acuerdos de paz debe propiciar 
que todas las fuerzas sociales y políticas del país enfrenten en 
for ma solidaria y responsable las tareas inmediatas de la lucha 
con tra la pobreza, la discriminación y los privilegios, el Gobierno 
está comprometido en impulsar la realización de dichas acciones 
con la participación efectiva del todos los sectores de la sociedad.

9. Las Partes hacen un llamado a los diversos sectores de la sociedad 
gua temalteca para que asuman un papel protagónico en la 
realización de la agenda de desarrollo plasmada en los acuerdos. 
Asimismo, llaman a la comunidad internacional a que siga 
acom pañando los esfuerzos nacionales, en particular durante 
las fases iniciales del proceso de cumplimiento, mientras 
Guatemala fortalece sus capacidades propias en recursos huma-
nos, institucionales y financieros.
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ii. 
cronoGr AmA de Los 90 díAs  

A PArtir deL 15 de enero de 1997

A. Acuerdo Global sobre Derechos Humanos

Resarcimiento y/o asistencia a las  
víctimas de violaciones a los derechos humanos
10. Establecer la entidad estatal que tenga a su cargo una política 

pú blica de resarcimiento y/o asistencia a las víctimas de viola-
ciones a los derechos humanos, y presentar un programa de 
resarcimiento.

B. Acuerdo para el Reasentamiento de la Poblaciones 
Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado

Documentación
11. Promover ante el Congreso de la República las reformas que 

co rresponden a la ley de documentación personal de la población 
de sarraigada por el enfrentamiento armado interno (decreto 
73-95). Dichas reformas, a la vez de solucionar los problemas de 
las poblaciones desarraigadas en esta materia, deberán constituir 
la solución a la carencia de documentación personal de los 
miem bros de la urng. Se solicitará al Congreso de la República 
que conozca y resuelva este asunto durante los dos meses pos-
teriores a la presentación de la iniciativa correspondiente.

Identif icación de tierras para  
el reasentamiento de los desarraigados
12. Presentar los estudios existentes sobre las tierras estatales, muni-

cipales y privadas con opción de compra (ubicación, régimen 
legal, adquisición, extensión, linderos y aptitud agrícola), para 
pro pósitos de reasentamiento de población desarraigada.
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Remoción de minas
13. Ejecutar un programa para remover todo tipo de minas, teniendo 

en cuenta que tanto el Ejército de Guatemala como la urng 
pro porcionarán a las Naciones Unidas información detallada 
so bre explosivos, minas y la existencia de campos minados.

Fondo para reasentamiento  
de la población desarraigada
14. Crear el fondo para la ejecución del acuerdo para el reasentamien-

to de las poblaciones desarraigadas por el enfrentamiento armado.

Plan de educación para la población desarraigada
15. Solicitar a la Organización de las Naciones Unidas para la Edu-

cación, la Ciencia y la Cultura la presentación del plan específico 
de educación de la población desarraigada.

Reasentamiento de la población desarraigada
16. Acelerar las negociaciones en marcha entre el Gobierno, los re-

fugiados y los desplazados para asegurar el retorno voluntario 
de las personas desarraigadas a sus lugares de origen o al sitio 
que ellos elijan, en condición de dignidad y seguridad.

C. Acuerdo sobre el Establecimiento  
de la Comisión para el Esclarecimiento  
de las Violaciones de los Derechos Humanos y  
los Hechos de Violencia que han Causado 
Sufrimientos a la Población Guatemalteca

Comisión de Esclarecimiento Histórico
17. La Comisión se integrará y definirá la fecha de su instalación e 

ini cio de sus funcionamiento. Los trabajos de la Comisión du-
rarán un período de 6 meses contados a partir de su instalación, 
pro rrogables por 6 meses más, si así lo decide la Comisión.
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D. Acuerdo sobre Identidad y  
Derechos de los Pueblos Indígenas

Comisión de Oficialización
18. Crear la Comisión de Oficialización de Idiomas Indígena con 

la participación de representantes de las comunidades lingüísticas 
y la Academia de Lenguas Mayas de Guatemala, que estudiará 
mo dalidades de oficialización, teniendo en cuenta criterios lin-
güísticos y territoriales.

Comisión para Lugares Sagrados
19. Crear la comisión para la definición de los lugares sagrados co-

mo integrada por representantes del Gobierno y de la Organi-
zaciones Indígenas, y de guías espirituales indígenas para definir 
estos lugares así como el régimen de su preservación.

Comisión Paritaria de Reforma Educativa
20. Crear la comisión paritaria para el diseño de una reforma educa-

tiva que responda a la diversidad cultural y ética de Guatemala, 
in tegrada por representantes del Gobierno y de las organizaciones 
indígenas.

E. Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y  
Situación Agraria Revisión de Leyes Laborales

21. Presentar un informe sobre los cambios legales y reglamentarios 
rea lizados en 1996 con el objetivo de hacer efectivas las leyes 
la borales y sancionar severamente sus infracciones, incluyendo 
aquellas referente al salario mínimo, el no pago retención y re-
traso de salario las comisiones de higiene y seguridad en el tra-
bajo y el ambiente en que deba presentarse, así como los cambios 
legales y reglamentarios que requieren ser promovidos a partir 
de 1997.
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Ampliación del Consejo Nacional  
de Desarrollo Agropecuario
22. Fortalecer y ampliar la participación de organizaciones campe-

sinas, mujeres del campo, organizaciones indígenas, cooperativas, 
gremiales de productores y organizaciones no gubernamentales, 
en el Consejo Nacional de Desarrollo Agropecuario (Conadea), 
co mo el principal mecanismo de consulta, coordinación y par-
ticipación social en la toma de decisiones para el desarrollo 
rural.

Dependencias sobre tierras
23. Poner en marcha la Dependencia Presidencial de Asistencia Le-

gal y Resolución de Conflictos sobre la Tierra con cobertura 
Na cional y con funciones de asesoría y asistencia legal a los 
cam pesinos y trabajadores agrícolas para hacer valer plenamente 
sus derechos.

Información catastral
24. Iniciar el proceso de levantamiento de información catastral en 

áreas pilotos.

Programa de educación cívica
25. Presentar un programa de educación cívica nacional para la 

de mocracia y la paz que promueva la defensa de los derechos 
hu manos la renovación de la cultura política y la solución pacífica 
de los conflictos.

Programa de Inversiones para el  
Desarrollo Rural en período 1997-1999
26. Elaborar y presentar un programa de inversiones para el desarrollo 

ru ral con énfasis en infraestructura básicas (carreteras, caminos 
ru rales, electricidad, telecomunicaciones, agua y saneamiento 
am biental) y de proyectos productivos por un monto de 300 
mi llones para el año 1997.
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Legislación y fortalecimiento  
de la administración tributaria
27. Presentar un informe sobre a) las reformas al Código Tributario 

y al resto de la legislación realizadas en 1996 con miras a eliminar 
las disposiciones que facilitan la evasión fiscal y establecer mayo-
res sanciones a la evasión, la elusión y la defraudación tributaria, 
b) las medidas realizadas para garantizar la correcta y rápida 
apli cación o devolución del crédito fiscal y sancionar severamente 
a quienes no reintegran al fisco el iva retenido, y c) las medidas 
adi cionales que se consideren necesarias.

28. Promover y presentar la iniciativas correspondientes para forta-
lecer la institucionalidad para la recaudación y fiscalización 
tributaria.

Foro de la mujer
29. Propiciar la convocatoria de un foro de la mujer sobre los com-

promisos relativos a los derechos y participación de la mujer, 
plasmados en los acuerdos de paz.

F. Acuerdo sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y 
Función del Ejército en una Sociedad Democrática

Instancia multipartidaria legislativa
30. Solicitar a la Presidencia del Congreso de la República que se 

in tegre la instancia multipartidaria, con el propósito de mejorar, 
mo dernizar y fortalecer el Organismo Legislativo conforme a 
la agenda propuesta en el Acuerdo.

Comisión de Fortalecimiento de la Justicia
31. El Presidente de la República promoverá la integración de la 

Co misión de Fortalecimiento de la Justicia encargada de producir 
en un plazo de seis meses, y mediante un debate amplio en tor-
no al sistema de justicia, un informe y un conjunto de reco-
mendaciones susceptibles de ser puestas en práctica a la mayor 
brevedad de conformidad con la agenda propuesta en el Acuerdo.
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Policía Nacional Civil
32. Promover y presentar la iniciativa legal que norme el funciona-

miento de la nueva Policía Nacional Civil.

Academia de Policía
33. Tomar la disposición que los integrantes de la nueva estructura 

po licial deberán recibir formación en la Academia de Policía, 
en donde se les proporcionará una alta preparación profesional, 
una cultura de paz y de respeto de los derechos humanos y a la 
de mocracia, y de obediencia a la ley.

Desmovilización de los  
Comités Voluntarios de Defensa Civil
34. Concluir, 30 días después de la derogación del decreto de creación 

de los Comités Voluntarios de Defensa Civil, la desmovilización 
y desarme de los mismos.

G. Acuerdo sobre Reformas  
Constitucionales y Régimen Electoral

Reformas constitucionales
35. El Gobierno de la República promoverá ante el Congreso de la 

Re pública el Proyecto de Reformas Constitucionales contenidas 
en las secciones A y B del Acuerdo sobre Reformas Constituciona-
les y Régimen Electoral.

Comisión de Reforma Electoral
36. Solicitar al Tribunal Supremo Electoral que conforme y presida 

una Comisión de Reforma Electoral encargada de publicar un 
in forme y un conjunto de recomendaciones sobre la reforma 
elec toral y las modificaciones legislativas correspondientes. Se 
re comienda que dicha Comisión quede integrada a más tardar 
tres meses después de la suscripción del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera, con los representantes que indica el Acuerdo. 
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Asimismo, se recomienda que los trabajos de la Comisión con-
cluyan en un plazo de seis meses a partir de su constitución.

H. Acuerdos sobre el Definitivo Cese al Fuego

Vigencia
37. El cese al fuego definitivo entrará en vigencia a partir de las 

00:00 horas del día “D”, fecha en que deberá estar instalado y 
con capacidad de funcionamiento el mecanismo de verificación 
de las Naciones Unidas. Dicha fase debe finalizar a más tardar 
el día “D+60”, con la desmovilización de la urng.

38. Las Partes se comprometen a mantener la situación actual de 
ce se de actividades militares ofensivas por parte de la urng y 
ce se de actividades contra insurgentes por parte del Ejército de 
Gua temala hasta día “D”.

39. Las Naciones Unidas informarán a las partes sobre la instalación 
del mecanismo de verificación con la mayor antelación posible, 
a fin de que se fije el día “D”.

Despliegue de verif icación
40. Del día “D-10” al día “D”, las Naciones Unidas desplegarán sus 

efec tivos y equipos para efectuar la verificación del cese al fuego 
en los lugares establecidos por las partes de los Anexos sobre el 
Definitivo Cese al Fuego.

Lugares a verif icar
41. Para los efectos de la verificación, durante el período de cese al 

fue go, habrá representantes de Naciones Unidas en las unidades 
mi litares del Ejército de Guatemala designadas en el anexo C 
y en los puntos de concentración de la urng designados en el 
anexo A del Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego.
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Prohibición de actividades de propaganda política
42. Durante el desplazamiento y en los puntos de concentración, 

las fuerzas concentradas no podrán efectuar propaganda ni 
acción política fuera de los puntos de concentración.

Zona de seguridad
43. Alrededor de cada punto de concentración se establecerá una 

zo na de seguridad de 6 kilómetros de radio, donde no podrá 
ha ber unidades militares del Ejército de Guatemala, Comités 
Vo luntarios de Defensa Civil (cvdc) ni efectivos de la urng.

44. A estas zonas sólo podrán acceder las unidades de verificación 
de Naciones Unidas. Las actividades policiales podrán realizarse 
previa coordinación con la verificación de las Naciones Unidas.

Zona de coordinación
45. Alrededor de cada zona de seguridad se establecerá una zona 

de coordinación de 6 kilómetros adicionales, donde los despla-
zamientos de las unidades militares del Ejército de Guatemala 
y de los cvdc sólo podrán hacerse previa coordinación con la 
Autoridad de Verificación de las Naciones Unidas.

Información sobre efectivos y armamento
46. La urng proporcionará a las Naciones Unidas información de-

tallada sobre el número de efectivos, listado de personal, in-
ventario de armas, explosivos, minas y toda la información 
ne cesaria sobre la existencia de campos minados, municiones 
y demás equipos militar, tanto en mano como depositado. 
Asimismo el Ejército de Guatemala proporcionará la información 
ac tualizada sobre el número de efectivos que movilizarán los 
co mandos militares del Ejército de Guatemala designados en 
el anexo C del Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego. Ambas 
partes deberán entregar dicha información a la verificación a 
más tardar el día “D-15”.

47. Las Partes se comprometen a entregar a la Autoridad de Veri-
ficación, dentro del plazo establecido de común acuerdo con 
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ellas, toda información complementaria o adicional requerida 
por dicha Autoridad.

Inicio de desplazamiento
48. Las Unidades del Ejército de Guatemala designadas al anexo C 

del Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego, iniciarán su des
pla zamiento a partir del día “D+2” al día “D+10” o, de ser posible, 
antes.

49. Los efectivos de la urng iniciarán su desplazamiento hacia los 
pun tos de concentración designados en el anexo A del Acuerdo 
sobre el Definitivo Cese al Fuego, a partir del Día “D+11” al día 
“D+12” o, de ser posible, antes. Serán acompañados en estos 
des plazamientos por la misión de verificación.

50. Las Partes comunicarán a la Autoridad de Verificación de las 
Na ciones Unidas, no más tarde del día “D 10”, el programa 
com pleto de desplazamientos de sus respectivas fuerzas (compo
sición, ruta a seguir, inicio del desplazamiento y toda otra in
formación que permita dar cumplimiento a la verificación).

Limitación del espacio aéreo
51. Entrará en vigor el día “D” y deberá quedar restringida la utili

zación del espacio aéreo de la siguiente forma:
a) Estarán prohibidos los vuelos militares sobre las zonas de 

se guridad, excepto por desastre o calamidad pública, en 
cuyo caso deberán informarlo previamente a la Autoridad 
de Verificación de las Naciones Unidas.

b) Los vuelos militares sobre las zonas de coordinación estarán 
per mitidos previa información a la Autoridad de Verificación 
de las Naciones Unidas.

Control de armamento
52. Del día “D+11” al día “D+42” en los puntos de concentración 

de la urng las armas, municiones y demás equipo militar debe
rán ser depositados en lugares especiales designados por las 
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Naciones Unidas, salvo el equipo y arma individual de los com-
batientes mientras permanezcan en dichos lugares.

Operatividad
53. La desmovilización escalonada de los combatientes de la urng 

y su incorporación dentro de un marco de legalidad, a la vida 
ci vil, política, socioeconómica e institucional del país estará 
acorde a lo establecido en el Acuerdo sobre Bases para la In-
corporación de la urng a la Legalidad y en función de la 
aplicación del Acuerdo sobre Cronograma de implementación, 
Cum plimiento y Verificación de los acuerdos de paz. La des-
movilización se hará en la forma siguiente:
a) Del día “D+43” al día “D+48”: un 33%;
b) Del día “D+49” al día “D+54”: un 66%;
c) Del día “D+55” al día “D+60”: un 100%.

Comisión de Apoyo Logístico
54. Para el apoyo logístico al proceso de cese al fuego y desmoviliza-

ción, se establecerá una Comisión bajo la coordinación de las 
Na ciones Unidas Integrada por representantes de la urng y del 
Gobierno de Guatemala. El número de integrantes de la Comi-
sión se fijará en función de las necesidades.

Entrega de armas y municiones
55. Previa la desmovilización del último grupo de combatientes y 

a más tardar el “D+60”, la urng deberá entregar a las Naciones 
Uni das todas las armas y equipo militar de sus efectivos, en 
ma no o en depósito.

Inicio de la verif icación
56. La verificación dará inicio el día “D” cuando empiece a regir el 

ce se al fuego, de conformidad con lo establecido en el Acuerdo 
so bre el Definitivo Cese al Fuego, sin que esto restrinja el 



224 Los Acuerdos de Paz de Guatemala

cumplimiento de la función constitucional del Ejército de Gua-
temala en el resto del territorio nacional.

Coordinación y seguimiento
57. Para los efectos de la coordinación y seguimiento, las Partes se 

com prometen en designar, a distintos niveles, responsables que 
ase guren el enlace con la Autoridad de Verificación.

I. Acuerdo sobre Bases para la Incorporación  
de la Unidad Revolucionaria Nacional 
Guatemalteca a la Legalidad

Fase de incorporación inicial
58. La etapa de desmovilización tendrá una duración de dos meses 

y se entiende como la finalización de las estructuras militares 
de la urng en los puntos de concentración acordados. Durante 
dicha etapa, se prevé la provisión de servicios tales como 
documentación provisional y capacitación y orientación vocacio-
nal, con miras a facilitar la incorporación posterior de los des-
movilizados. La Autoridad de Verificación entregará a la Comi-
sión Especial de Incorporación la lista definitiva de los desmovi-
lizados establecida en los grupos de concentración a más tardar 
el día “D+30”.

59. La urng remitirá la lista de los integrantes no sujetos a concen-
tración beneficiarios de la fase de incorporación inicial a más 
tar dar el día “D-15” a la Autoridad de Verificación. Dicha Auto-
ridad, a su vez, la remitirá a la Comisión Especial de Incorporación 
cuando ésta se constituya.

Documentación provisional
60. Solicitar a la Misión de Verificación la emisión de documentación 

tem poral para los desmovilizados y demás beneficiarios del 
Acuerdo Sobre Bases para la Incorporación de la urng a la Le-
galidad.



225Los Acuerdos de Paz de Guatemala

Seguridad de urng
61. El Gobierno de la República se compromete a tomar las medidas 

administrativas y a garantizar las condiciones necesarias para 
ha cer efectivos los derechos ciudadanos de los miembros de la 
urng, particularmente el derecho a la vida, a la seguridad y a 
la integridad física y prestará particular atención a toda denuncia 
acerca de hechos atentatorios contra la seguridad de los miembros 
de la urng. El respeto de este compromiso deberá ser especial-
mente verificado por la instancia internacional de verificación. 
Di cha instancia podrá proveer acompañamiento temporal a los 
miem bros de la urng cuando el caso lo amerite.

Orientación vocacional y capacitación laboral
62. Los miembros de la urng dispondrán de asesoría y orientación 

vo cacional durante la fase de desmovilización y posteriormente, 
si fuera necesaria. Una vez se acuerde el tipo de actividad econó-
mica a que se dedicarán, podrán contar con programas específicos 
de capacitación técnica y laboral.

Salud
63. Realizar en la etapa de desmovilización una revisión médica de 

los combatientes instalados en los puntos de concentración. Se 
tomarán las acciones necesarias para atender los casos identifica-
dos por la revisión en los campamentos o a nivel local. La Co-
misión Específica de Incorporación asegurarán el acceso a los 
otros niveles de referencia de los pacientes que lo necesiten. Este 
subprograma se realizará con la cooperación del equipo de salud 
de la urng y en consulta con él.

Asesoría jurídica
64. Iniciar la asistencia Jurídica a los miembros de la urng para 

apoyarlos en los aspectos jurídicos relacionados con su incor-
poración.
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Reunif icación familiar
65. Iniciar las medidas necesarias para hacer posibles la reunificación 

de los miembros de urng con sus familias. El Gobierno de la 
Re pública se compromete a brindar todas las facilidades para 
el efecto.

Comisión Especial de Incorporación
66. Crear la Comisión Especial de Incorporación, que estará inte-

grada por un número igual de representantes del Gobierno de 
la República y de la urng, y representantes de los donantes, 
coo perantes y agencias de cooperación internacional, estos úl-
timos con carácter consultivo. La Comisión se constituirá dentro 
de los 15 días posteriores a la firma del Acuerdo de Paz Firme y 
Du radera, y a ese efecto el Gobierno de Guatemala emitirá el 
de creto gubernativo correspondiente.

Reglamento de la Comisión Especial de Incorporación
67. La Comisión Especial deberá estructurar, mediante un regla-

mento específico que se aprobará en un plazo no mayor de 30 
días a partir de su instalación, la organización de sus responsa-
bilidades de coordinación, de gestión financiera y de toma de 
de cisiones acerca de los subprogramas y proyectos derivados del 
Acuerdo sobre Bases para la Incorporación de la Unidad Re-
volucionaria Nacional Guatemalteca a la Legalidad; asimismo, 
la Comisión Especial definirá los mecanismos financieros ade-
cuados, incluyendo la posibilidad de fideicomisos, en consulta 
con los donantes y cooperantes, que faciliten un ágil y eficaz 
cum plimiento del programa de incorporación.

Fundación para la Incorporación
68. La urng se compromete a constituir la Fundación para la Incor-

poración. El Gobierno se compromete a facilitar los trámites 
de constitución de la Fundación.
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J. Otros compromisos

Divulgación
69. Dar la más amplia divulgación al conjunto de los acuerdos paz.

iii. 
cronoGr AmA deL 15 de AbriL  

AL 31 de diciembre de 1997

A. Acuerdo Global sobre Derechos Humanos

Resarcimiento
70. Poner en vigencia el programa de resarcimiento y/o asistencia 

a las víctimas de las violaciones de los derechos humanos y pro-
mover la legislación pertinente, tomando en cuenta las recomen-
daciones de la Comisión de Esclarecimiento Histórico.

Conscripción militar
71. Ver “Acuerdos sobre Fortalecimiento del Poder Civil y Función 

del Ejército en una Sociedad Democrática”, párrafo 129 del pre-
sente Acuerdo.

Regulación de la portación de armas
72. Ver “Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil y Función 

del Ejército en una Sociedad Democrática”, párrafos 130 y 131 
del presente Acuerdo.

Fortalecimiento de las instancias  
de protección de los derechos humanos
73. Apoyar las iniciativas tendientes a mejorar las condiciones téc-

nicas y materiales con que pueda contar el procurador de los 
De rechos Humanos para cumplir con sus tareas de investigación, 
vi  gilancia y seguimiento de la plena vigencia de los derechos 
hu  manos en Guatemala.
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B. Acuerdo para el Reasentamiento de las Poblaciones 
Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado

Identif icación de tierras por  
el reasentamiento de los desarraigados
74. Realizar los estudios adicionales que permitan identificar las 

tie rras estatales, municipales y privados con opción de compra 
pa ra propósito de reasentamiento de la población desarraigada.

Reasentamiento
75. Concluir la programación y/o resolución de los proceso de retor-

no y traslado para el reasentamiento de las poblaciones desa-
rraigadas con base en la libre voluntad y decisión manifestada 
por ellas.

Documentación
76. Intensificar el proceso de la documentación personal de toda la 

po blación que carezca de ella, particularmente de las poblaciones 
de sarraigadas y miembros de la urng, incluyendo la inscripción 
en el registro de Ciudadanos de los hijos de desarraigados y 
miembros de la urng nacidos en el exterior.

Integración productiva de la población desarraigada
77. Realizar programas de integración productiva en el marco de 

una política de desarrollo sostenible y sustentable, y una equidad 
en las áreas y regiones de reasentamiento. Ver Acuerdo sobre 
As pectos Socioeconómicos y Situación Agraria, párrafos 102, 
103 y 106 del presente Acuerdo.

Resolución expedita de los conf lictos de tierra
78. Ver “Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación 

Agra ria”, párrafo,108 del presente acuerdo.
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Esquemas concertados de  
planif icación para el desarrollo
79. Ver “Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación 

Agra ria”, párrafo 86 del presente acuerdo.

Implementación del plan de educación
80. Reconocer los niveles educativos formales e informales de las 

per sonas desarraigadas y reconocer los estudios no formales de 
los promotores educativos y de salud.

Fortalecimiento de los  
gobiernos y organizaciones locales
81. Ver “Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación 

Agra ria”, párrafo 167 del presente Acuerdo.

C. Acuerdo sobre el establecimiento  
de la Comisión para el Esclarecimiento  
de las Violaciones de los Derechos Humanos y  
los Hechos de Violencia que han Causado 
Sufrimiento a la Población Guatemalteca

Comisión de Esclarecimiento Histórico
82. Funcionamiento de la Comisión y decisión de ésta de prorrogar 

su mandato o rendir su informe.

D. Acuerdo sobre Identidad y  
Derechos de los Pueblos Indígenas

Comisión Paritaria para la Reforma y Participación
83. Crear la comisión paritaria de Reforma y Participación, integrada 

por representantes de Gobierno y de las organizaciones indígenas.
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Comisión paritaria sobre Derechos Relativos a la Tierra
84. Crear la Comisión Paritaria sobre Derechos Relativos a la Tierra 

de los pueblos indígenas, integrada por representantes del Go-
bierno y de las organizaciones indígenas.

Defensoría de la Mujer Indígena
85. Crear una defensoría de la mujer indígena, con su participación, 

que incluya servicios de asesoría jurídica y servicio social.

E. Acuerdo sobre Aspectos  
Socioeconómicos y Situación Agraria

Sistema de Consejos de Derecho Urbano y  
Rural para asegurar la participación de la población
86. En congruencia con los acuerdos sobre Reasentamiento de las 

Po blaciones Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado y de 
Iden tidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, el Gobierno se 
com promete prioritariamente a i) restablecer los Consejos Locales 
de desarrollo, ii) Promover una reforma a la Ley de Consejos 
de Desarrollo Urbano y rural para ampliar el aspecto de los 
sec tores participantes en los Consejos Departamentales y Re-
gionales de Desarrollo, y iii) Asegurar el debido financiamiento 
del Sistema de Consejos, a fin de promover la participación de 
la población en la identificación de las prioridades locales, la 
de finición de los proyectos y programas públicos y la integración 
de la política nacional de desarrollo urbano y rural.

Capacitación municipal
87. Establecer y ejecutar, en concertación con la Asociación Nacional 

de Municipalidades (anam), un programa permanente de capa-
citación municipal que sirva de marco para los esfuerzos na-
cionales y la cooperación internacional en la materia.
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Participación de la mujer en el  
desarrollo económico y social
88. Teniendo en cuenta los resultados del foro previsto en el párrafo 

29 del presente Acuerdo, dar seguimiento a los compromisos 
re lativos a la mujer contenida en los Acuerdos de Paz.

Comisión Consultiva para la Reforma Educativa
89. El Ministerio de Educación integrará la comisión con los 

participantes del proceso educativo, incluyendo una representa-
ción de la Comisión de Reforma educativa prevista en el Acuerdo 
sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas.

Educación y capacitación extraescolar
90. Formular e iniciar programas de educación, capacitación y tec-

ni ficación extraescolar, así como programas de capacitación en 
comunidades y empresas y, en el área rural, programas destinados 
a mejorar la capacidad de gestión empresarial y a incrementar 
la calificación, diversificación y productividad de los recursos 
humanos.

Educación cívica
91. Preparar y producir los materiales necesarios para la ejecución 

del programa de educación cívica nacional para la democracia 
y la paz que promueva la defensa de los derechos humanos, la 
re novación de la cultura política y la solución pacífica de los 
conflictos.

Programa de apoyo a estudios
92. Desarrollar y difundir a nivel nacional programas de becas, 

bol sas de estudio, apoyos económicos y otro tipo de incentivos 
que posibiliten la continuidad en la formación educativa de es-
tudiantes necesitados.



232 Los Acuerdos de Paz de Guatemala

Capacitación de docentes y administradores
93. Desarrollar programas de capacitación permanente para maestros 

y administradores educativos.

Aporte a la Universidad de San Carlos
94. Entregar puntualmente a la Universidad San Carlos la asignación 

pri vativa que por mandato constitucional le corresponde.

Compra de medicamentos
95. Estudiar y aplicar modalidades de compra que aseguren la 

trans parencia en la negociación comercial, calidad y bajo precio 
los medicamentos, básicos o genéricos, de mayor demanda en 
el sector público.

Gasto público en vivienda
96. Asignar a la política de vivienda el equivalente a no menos del 

1.5% de los ingresos tributarios contenidos en el Presupuesto 
Ge neral de Ingresos y Egresos del Estado para 1998, con prioridad 
en el subsidio de la demanda de soluciones habitacionales po-
pulares, fortaleciendo para ello al Fondo Guatemalteco de la 
Vi vienda (Foguavi) y al Fondo de Subsidio para la Vivienda 
(Fosuvi).

Participación comunitaria en vivienda
97. Facilitar la creación y fortalecimiento de sistemas de participación 

co munitaria, tales como cooperativas y empresas autogestionarias 
y familiares, que aseguren la incorporación de los beneficiarios 
en la ejecución de los planes, construcción de viviendas y pres-
tación de servicios.
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Revisión de las leyes laborales
98. Promover los cambios legales y reglamentarios contenido en el 

in forme sobre leyes laborales solicitado en el párrafo 21 del pre-
sente Acuerdo.

Inspección laboral
99. Desconcentrar e incrementar servicios de inspección laboral 

que fortalezcan la capacidad de fiscalización del cumplimiento 
de las normas laborales de derecho interno y las derivadas de 
los convenios internacionales de trabajo ratificado por Guatemala.

Organización de trabajadores
100. Agilizar los procedimientos para el reconocimiento de la per-

sonalidad jurídica de las organizaciones laborales y para el caso 
de trabajadores agrícolas sujetos a contratación mediante 
contratistas, se propondrán reformas tendientes al reconoci-
miento jurídico ágil y flexible de formas asociativas que permiten 
ne gociar dicha contratación.

Política económica
101. Propiciar medidas concertadas con los distintos sectores sociales 

ten dientes a incrementar la inversión y la productividad, en el 
marco de una estrategia general de crecimiento con estabilidad 
y equidad social.

Programas de inversiones del  
sector público agropecuario
102. Iniciar la ejecución de un programa de inversiones para el sector 

pú blico agropecuario en las cadenas productivas vinculadas a 
la agricultura, selvicultura y pesca.
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Programas de inversiones para el desarrollo rural
103. Iniciar la ejecución del programa de inversiones para el desarrollo 

ru ral, con atención especial a las zonas de reasentamiento de 
po blación desarraigada y de mayor índice de pobreza, con énfasis 
en infraestructura básica (carreteras, caminos rurales, electrici-
dad, telecomunicaciones, agua y saneamiento ambiental) y 
pro yectos productivos, por un monto de Q300 millones para 
1997.

Fondo de Tierras
104. Promover y presentar ante el Congreso de la República una 

ini ciativa de ley para la constitución del Fondo de Tierras. Dicha 
ley establecerá entre otros los objetivos, funciones, mecanismos 
de financiamiento y adjudicación, origen y destino de las tierras. 
El Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación Agraria 
in dica que las operaciones del fondo de tierras deberán iniciarse 
a más tardar en 1997.

Fideicomiso
105. El Fondo de Tierras creará un fideicomiso dentro de una institu-

ción bancaria participativa para la asistencia crediticia y el fo-
mento del ahorro preferentemente a micro, pequeños y medianos 
empresarios.

Crédito y servicios f inancieros
106. Promover las condiciones que permitan a los pequeños y medianos 

cam pesinos acceder a recursos de crédito de forma individual 
o colectiva, y de una manera financieramente sostenible. En 
particular, con el apoyo del sector empresarial y de las organiza-
ciones no gubernamentales de desarrollo, se propiciará al forta-
lecimiento de agencias locales de ahorro y crédito, tales como 
aso ciaciones, cooperativas y otras que permitan la canalización 
del crédito y el ofrecimiento de servicios financieros a pequeños 
y medianos empresarios en forma eficiente y ajustada a las ne-
cesidades y condiciones locales.
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Jurisdicción agraria y ambiental
107. Promover la creación de una jurisdicción agraria y ambiental 

dentro del Organismo Judicial, teniendo en cuenta las disposi-
ciones del Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos 
Indígenas.

Resolución expedita de los conf lictos de tierra
108. Teniendo en cuenta los compromisos del Acuerdo sobre Reasenta-

miento de las Poblaciones Desarraigadas por el enfrentamiento 
ar mado, el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos 
In dígenas, y las recomendaciones de la Comisión Paritaria sobre 
De rechos relativos a la Tierra de los Pueblos Indígenas, el Go-
bierno se compromete a establecer e iniciar la aplicación de 
pro cedimientos ágiles para dirimir litigios sobre tierras y otros 
re cursos naturales (en particular arreglo directo conciliación). 
Ade más, establecerá procedimientos que permitan definir fór-
mulas compensatorias en caso de litigios y reclamos de tierra 
en los que agricultores, campesinos y comunidades en situación 
de extrema pobreza han resultado o resultaren desposeídos por 
cau sas no imputables a ellos. En este marco, la población desa-
rraigada merecerá especial atención.

Registro y catastro
109. Promover los cambios legislativos que permitan el establecimiento 

de un sistema de registro y catastro descentralizado, multiusuario, 
efi ciente, financieramente sostenible y de actualización fácil y 
obli gatoria.

Impuesto territorial
110. Promover la legislación y los mecanismos para la aplicación, en 

con sulta con las municipalidades, de un impuesto territorial en 
las áreas rurales de fácil recaudación por dichas municipalidades. 
El impuesto, del cual estarán exentas las propiedades de pequeñas 
su perficie, contribuirá a desestimular la tenencia de tierras 
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ociosas y la subutilización de la tierra. No deberá incentivar la 
de forestación de tierras con vocación forestal.

Administración f iscal
111. Fortalecer los mecanismos existentes de fiscalización y recauda-

ción tales como control cruzado, número de identificación tri-
bu taria y crédito fiscal por retención del impuesto sobre la renta 
y del impuesto al valor agregado.

112. Tener en funcionamiento un programa especial dirigido a los 
gran des contribuyentes con el objeto de garantizar que cumplan 
de bidamente sus obligaciones tributarias.

113. Evaluar y regular estrictamente las exenciones tributarias con 
mi ras a eliminar los abusos.

114. Poner en funcionamiento estructuras administrativas que espe-
cíficamente atiendan los programas de recaudación y fiscalización 
del presupuesto de ingresos y la aplicación de las leyes tributarias 
correspondientes.

115. Simplificar y automatizar las operaciones de la administración 
fis cal.

Normas para la elaboración y ejecución del presupuesto
116. A partir de 1997, incorporar anualmente en las normas y linea-

mien tos para la formulación del anteproyecto del Presupuesto 
General de Ingresos y Egresos del Estado, la prioridad hacia el 
gas to social, los servicios públicos básicos y la infraestructura 
fí sica de apoyo a la producción y el fortalecimiento de los or-
ganismos de derechos humanos y el cumplimiento de los acuerdos 
de paz.

Profesionalización y dignif icación  
de los servicios públicos
117. Promover y presentar las iniciativas de ley para:

a) Establecer la carrera de servicio civil; y
b) Asegurar el efectivo cumplimiento de la Ley de Probidad 

y Responsabilidades.
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Fiscalización
118. Reformar, fortalecer y modernizar la Contraloría General de 

Cuentas.

Modernización del Organismo Ejecutivo
119. Promover y presentar ante el Congreso de la Republica:

a) Una reforma de Ley del Organismo Ejecutivo; y
b) Una reforma de la Ley de Compras y Contrataciones para 

pro mover la descentralización de los sistemas de apoyo a la 
ad ministración pública.

F. Acuerdos sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y 
Función del Ejercito en una Sociedad Democrática

Estudios judiciales
120. Fortalecer la Escuela de Estudios Judiciales y la Unidad de Ca-

pacitación del Ministerio Público, como lugares centrales en la 
selección y formación continua de jueces, magistrados y fiscales.

Servicio Público de Defensa Penal
121. Presentar al Congreso de la Republica las iniciativas de ley ne-

ce sarias para establecer el Servicio Público de Defensa Penal 
con el objeto de proveer asistencia a quienes no pueden contratar 
servicios de asesoría profesional privada.

Consejo Asesor de Seguridad
122. Instalar el Consejo Asesor de Seguridad.

Secretaría de Análisis Estratégico
123. Crear la Secretaría de Análisis Estratégico para informar y ase-

sorar al Presidente de la República a manera de anticipar, prevenir 
y resolver situaciones de riesgo o amenazas de distinta naturaleza 
para el Estado democrático.
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Supervisión de los organismos de inteligencia del Estado
124. Promover y presentar una ley que establezca las modalidades 

de supervisión de los organismos de inteligencia del Estado por 
una comisión específica del Organismo Legislativo.

Departamento de Inteligencia Civil y Análisis  
de Información del Ministerio de Gobernación
125. Crear un Departamento de Inteligencia Civil y Análisis de In-

formación que dependerá del Ministerio de Gobernación y será 
res ponsable de recabar información para combatir el crimen 
or ganizado y la delincuencia común por los medios y dentro 
de los límites autorizados por el ordenamiento jurídico y en 
es tricto respeto a los derechos humanos.

Policía Nacional Civil
126. Promover las iniciativas y tomar las acciones necesarias para 

establecer la carrera policial.
127. Promover las acciones y programas que permitan el fortalecimien-

to de la Academia de Policía para que ésta esté en capacidad de 
for mar al nuevo personal policial a nivel de agentes, inspectores, 
ofi ciales y mandos superiores, y actualizar a los que están en 
servicio.

128. Definir los procedimientos que permitan que le ingreso a la 
ca rrera policial, los ascensos y la especialización dentro de ella 
ten gan lugar a través de la Academia de Policía.

Ley de Servicio Cívico
129. Promover ante el Congreso de la República la Ley de Servicio 

Cí vico, que incluirá el servicio militar y el social, en base a lo 
acor dado por el equipo paritario de trabajo que en la actualidad 
trata el tema.
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Tenencia y portación de armas
130. Promover y presentar ante el Congreso de la República la reforma 

a la Ley de Armas y Municiones.

Registros de armas y municiones
131. Transferir los registros que actualmente se encuentran en depó-

sitos en el Departamento de Control de Armas y Municiones 
de Defensa al Ministerio de Gobernación.

Reconversión del Ejército
132. Hacer funcionar a las instituciones, instalaciones y dependencias 

edu cativas, financieras, de salud, comerciales, asistenciales y de 
se guros de carácter público que correspondan a las necesidades 
y funciones del Ejército de Guatemala en las mismas condiciones 
en que operan las otras instituciones similares y sin fines lucra-
tivos. Todos los egresados de los Institutos Adolfo V. Hall pa-
sarán a formar parte de las reservas militares del país. Disponer 
con venientemente de la frecuencia de televisión asignada al 
Ejército de Guatemala.

Disolución de la Policía Militar Ambulante
133. Disolver y desmovilizar la Policía Militar Ambulante.

Reorganización y despliegue de fuerzas militares
134. Reorganizar el despliegue de fuerzas militares en el territorio 

del país, disponiendo su ubicación en función de la defensa na-
cio nal, cuidado de fronteras y protección de la jurisdicción 
ma rítima territorial y del espacio aéreo.

Reducción del Ejército
135. Reducir los efectivos del Ejército de Guatemala en un 33% to-

man do como base su tabla de organización y equipo vigente.
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Reinserción de miembros desmovilizados del Ejército
136. Poner en vigor programas que permitan la reinserción productiva 

de los miembros del Ejército que sean desmovilizados.

G. Acuerdo sobre Bases para la  
Incorporación de la urng a la Legalidad

Programa de incorporación
137. Cumplir el programa de incorporación de la urng a la legalidad 

en sus diferentes aspectos, incluyendo educación, alfabetización, 
vi vienda, proyectos económicos productivos y reunificación 
familiar.

iv. 
cronoGr AmA 1998, 1999 y 2000

A. Acuerdo sobre Reasentamiento de Poblaciones 
Desarraigadas por el Enfrentamiento Armado.

Protección de nacionales en el exterior
138. Fortalecer la política de protección de los nacionales en el ex-

terior, especialmente de la población desarraigada que reside en 
el extranjero, y llevar a cabo las gestiones necesarias con los 
paí ses receptores a fin de obtener para esta población una si-
tuación migratoria estable.

Comercialización
139. Ver “Acuerdos sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación 

Agra ria” (párrafo 167 del presente Acuerdo).
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B. Acuerdo sobre Identidad y  
Derechos de los Pueblos Indígenas

Uso de idiomas indígenas y capacitación bilingüe
140. En concordancia con los resultados de la Comisión de Oficializa-

ción de idiomas indígenas, promover la utilización de los idiomas 
de los pueblos indígenas en la prestación de los servicios sociales 
del Estado a nivel comunitario y promover la capacitación 
bilingüe de jueces e intérpretes judiciales y para idiomas indí-
genas. 

Templos, centros ceremoniales y lugares sagrados
141. En congruencia con los resultados de la Comisión sobre Lugares 

Sagrados, impulsar con la participación de los pueblos indígenas, 
las medidas legales que aseguren una redefinición de las entidades 
del Estado encargadas de la conservación y administración de 
los templos y centro ceremoniales de valor arqueológico, así 
co mo la modificación de la reglamentación para la protección 
de centros ceremoniales con valor arqueológico en beneficio de 
la espiritualidad Maya.

Ley de Radiocomunicaciones
142. Promover y presentar ante el Congreso de la República reformas 

a la Ley de Radiocomunicaciones con el objeto de facilitar fre-
cuencias para proyectos indígenas.

Normatividad consuetudinaria
143. Con la participación de las organizaciones indígenas, y teniendo 

en cuenta los resultados de las Comisiones Paritarias sobre Re-
for ma y Participación y sobre los Derechos relativos a la Tierra 
de los Pueblos Indígenas, promover ante el Congreso de la Re-
pública las acciones necesarias para responder a los compro misos 
de la sección E del Acuerdo sobre Identidad y derechos de los 
Pueblos Indígenas.
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C. Acuerdos sobre Aspectos  
Socioeconómicos y Situación Agraria

Gastos públicos en educación
144. Incrementar, para el año 2000, el gasto público ejecutado en 

edu cación en relación con el producto interno bruto en 50% 
res pecto del gasto ejecutado en 1995.

Escolaridad
145. Facilitar el acceso de toda la población entre 7 y 12 años de edad, 

a por lo menos tres años de escolaridad, antes del año 2000.

Alfabetismo
146. Ampliar el porcentaje de alfabetismo a un 70% para el año 

2000.

Contenido educativo
147. Para el año 2000, adecuar los contenidos educativos de acuerdo 

con la Reforma Educativa.

Capacitación y formación profesional
148. Promover que los programas de capacitación y formación pro-

fesional a nivel nacional atiendan a por lo menos 200,000 tra-
bajadores antes del año 2000, con énfasis en quienes se incorporan 
a la actividad económica y en quienes requieren de adiestramiento 
especial para adaptarse a las nuevas condiciones del mercado 
laboral.

Educación cívica
149. Ejecutar el programa de educación cívica nacional para la de-

mocracia y la paz que promueva al defensa de los derechos hu-
manos, la renovación de la cultura política y la solución pacífica 
de los conflictos.
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Gasto público en salud
150. Aumentar para el año 2000, el gasto público ejecutado en salud 

con relación al producto interno bruto en un 50% respecto al 
gas to ejecutado en 1995 y presupuestar por lo menos 50% del 
gas to público en salud a la atención preventiva.

Mortalidad infantil y materna
151. Reducir la mortalidad infantil y materna, antes del año 2000, 

a un 50% del índice observado en 1995.

Erradicación de la poliomielitis y del sarampión
152. Mantener la certificación de erradicación de la poliomielitis y 

al canzar la del sarampión para el año 2000.

Descentralización y desconcentración  
de servicios de salud
153. Poner en marcha la organización descentralizada de los distintos 

ni veles de atención para asegurar la existencia de programas y 
ser vicios de salud a nivel comunal, regional y nacional, base del 
sis tema nacional coordinado de salud.

Seguridad social
154. Adoptar las medidas necesarias para ampliar la cobertura del 

Ré gimen de Seguridad y Social, mejorar sus prestaciones y la 
am plitud de sus servicios con calidad y eficiencia.

Ordenamiento territorial
155. Llevar a cabo una estrecha articulación de las políticas de vi-

vienda con políticas de ordenamiento territorial, en particular 
pla nificación urbana y protección ambiental, que permita el 
acceso a los pobres a la vivienda con servicios y en condiciones 
de higiene y sostenibilidad ambiental.
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Gastos públicos en vivienda
156. Dedicar anualmente a la política de fomento de la vivienda el 

equi valente a no menos del 1.5% de los ingresos tributarios con-
tenidos en el Presupuesto General de Ingresos y Egresos del 
Es tado, con prioridad al subsidio de la demanda de soluciones 
ha bitacionales de tipo popular.

Financiamiento y facilidades  
para la adquisición de vivienda
157. Promover y facilitar el mercado de valores para la adquisición 

de viviendas incluyendo la hipoteca de primero y segundo grado, 
fa cilitar la compraventa de títulos-valores emitidos con motivo 
de las operación de vivienda, incluyendo acciones comunes y 
pre ferenciales de empresas inmobiliarias, bonos y cédulas hi-
potecarias, certificados de participación inmobiliarias, letras 
com plementarias, pagarés y otros documentos relacionados con 
el arrendamiento con promesa de venta.

Oferta de vivienda
158. Incentivar la oferta de servicios, soluciones habitacionales y 

ma terial de construcción de calidad y costos adecuados.

Normas
159. Aplicar normas antimonopolio en la producción y comercializa-

ción de materiales y servicios de construcción. Actualizar las 
nor mas de salubridad y seguridad aplicables a la construcción 
y supervisar su cumplimiento. Coordinar con las municipalidades 
del país para que existan normas homogéneas, claras y sencillas 
pa ra la construcción y supervisión, persiguiendo la buena calidad 
y adecuada seguridad.

Protección de trabajadores rurales
160. Adoptar sanciones administrativas y/o penales contra los res-

ponsables de prácticas abusivas contra los trabajadores rurales 
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migrantes, mozos colonos y jornaleros, en el contexto de la 
con tratación por intermediación, medianía, pago en especies y 
uso de pesas y medidas.

Capacitación laboral
161. Promover y presentar una iniciativa de ley que norme la formación 

pro fesional a nivel nacional.

Tenencia de la tierra
162. Promover y presentar ante el Congreso de la República una 

ini ciativa de ley que establezca un marco jurídico seguro, simple 
y accesible a toda la población con relación a la tenencia de la 
tierra.

Modernización del Sistema de Registro y Catastro
163. Haber iniciado el funcionamiento del Sistema de Registro y 

Catastro descentralizado, multiusuario, eficiente, financieramente 
sostenible y de actualización fácil y obligatoria.

Regularización de la titulación de tierras
164. Regularizar la titulación de las tierras de las comunidades 

indígenas y poblaciones desarraigadas, así como de los beneficia-
rios del Instituto Nacional de Transformación Agraria que po-
seen legítimamente las tierras otorgadas. En cuanto de tierras 
co munales, normar la participación de las comunidades para 
ase gurar que sean éstas las que tomen las decisiones referentes 
a sus tierras.

Tierras ociosas
165. Promover una revisión y adecuación de la legislación sobre 

tierras ociosas de manera que cumpla con lo estipulado en la 
Cons titución, y regular, incluyendo incentivos y sanciones, la 
sub titulación de las tierras y su uso incompatible con la utilización 
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sos tenible de los recursos naturales y la preservación del ambiente. 
Esta revisión debe incluir una nueva escala impositiva para el 
im puesto anual sobre tierras ociosas, que fijen impuestos signi-
ficativamente más altos a las tierras ociosas y/o subutilizadas de 
propiedad particulares.

Evaluación de las adjudicaciones del Fondo de Tierras
166. Evaluar en 1999 si las adjudicaciones del Fondo de Tierras han 

logrado sus objetivos y, si fuera necesario, modificar la operati-
vidad del programa.

Desarrollo rural
167. Desarrollar un sistema de recopilación, sistematización y difusión 

de información agropecuaria, forestal, agroindustrial y de pesca, 
así como un sistema de centros de acopio y zonas francas. Apoyar 
el fortalecimiento de las diversas formas de organización de la 
mi cro, pequeñas y medianas empresas agrícolas y rural, y fa-
vorecer la concentración parcelaria de los minifundistas si así 
lo desean.

Concesiones de manejo de recursos naturales
168. Para 1999, haber otorgado a pequeños y medianos campesinos 

le galmente organizados, en concesiones de manejo de recursos 
na turales, 100,000 hectáreas dentro de áreas de uso múltiples 
para fines de manejo forestal sostenible, administración de áreas 
pro tegidas, ecoturismo, protección de fuentes de agua y otras 
ac tividades compatibles con el uso potencial sostenible de los 
re cursos naturales de dichas áreas.

Programas de inversiones del  
sector público agropecuario
169. Ejecutar el programa de inversiones del sector público agro-

pecuario en las cadenas productivas vinculadas a la agricultura, 
silvicultura y pesca por un monto acumulado de Q200 millones.
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Programa de manejo de recursos naturales renovables
170. Impulsar un programa de manejo de recursos naturales renova-

bles que incentive la producción forestal y agroforestal sostenible, 
así como proyectos de artesanía, ecoturismo, y pequeñas y me-
dianas industrias que den valor agregado a productos del bosque.

Programa de inversiones para el desarrollo rural
171. Continuar con el programa de inversiones para el desarrollo 

ru ral con énfasis en infraestructura básica (carreteras, caminos 
ru rales, electricidad, telecomunicaciones agua y saneamiento 
am biental) y de proyectos productivos por un monto de Q300 
mi llones anuales.

Sistema tributario
172. Establecer y presentar una metodología que permita evaluar la 

pro gresividad global del sistema tributario acorde con los 
principios básicos establecidos en el Acuerdo Aspectos Socioe-
conómicos y Situación Agraria.

Carga tributaria
173. Tomar las acciones y promover las iniciativas necesarias para 

lo grar, antes del año 200, aumentar la carga tributaria en relación 
al producto interno bruto en por lo menos un 50% con respecto 
a la carga tributaría de 1995.

Descentralización y desconcentración  
de la administración pública
174. Promover y presentar ante el Congreso de la República una re-

for ma a la Ley de gobernación y Administración de los Departa-
mentos de la República a fin de permitir la simplificación, des-
centralización y desconcentración de la administración pública, 
pro poniendo además que el gobernador departamental sea 
nom brado por el Presidente de la República, tomando en con-
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sideración los candidatos propuestos por los representantes no 
gubernamentales de los Consejos Departamentales de Desarrollo.

Modernización de la administración pública
175. Descentralizar los sistemas de apoyo, incluyendo el de compras 

y contrataciones, el de recursos humanos, el de información y 
es tadística, el de administración financiera y el de recaudación.

Código municipal
176. Promover una reforma al Código Municipal para propiciar la 

par ticipación de las comunidades indígenas en la toma de de-
cisiones sobre los asuntos que les afecten y para que los alcaldes 
auxiliares sean nombrados por el alcalde municipal, tomando 
en cuenta las propuestas de los vecinos en cabildos abiertos.

D. Acuerdo sobre el Fortalecimiento del poder Civil y 
Función del Ejército en una Sociedad Democrática

Código Penal
177. En congruencia con los resultados de la Comisión de fortale-

cimiento de la Justicia, promover y presentar ante el Congreso 
de la República una reforma al Código Penal para alcanzar los 
si guientes objetivos:
a) La tipificación de la discriminación étnica como delito;
b) La tipificación del acoso sexual como delito;
c) La adecuación del Código Penal a las disposiciones de la 

Convención Internacional para la Eliminación de Toda 
Forma de Discriminación Racial; y

d) Dar prioridad a la persecución penal de aquellos delitos que 
causan mayor daño social; tomar en cuenta las diferencias 
cul turales propias del país y sus costumbres; garantizar ple-
namente los derechos humanos; y tipificar como actos de 
especial gravedad las amenazas y coacciones ejercidas sobre 
fun cionarios judiciales, el cohecho, soborno y corrupción, 
los cuales deberán ser severamente penalizados.
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Participación de la mujer
178. Realizar una evaluación de los avances en la participación de 

la mujer y, sobre esta base, elaborar el plan de acción corres-
pondiente.

Gasto público para el sistema de justicia
179. Incrementar, para el año 2000, el gasto público destinado al 

Or ganismo Judicial y al Ministerio Público, en relación con el 
pro ducto interno bruto, en un 50% respecto al gasto destinado 
en 1995.

180. Proveer de los recursos necesarios al Servicio público de Defensa 
pe nal para que pueda constituirse e iniciar sus actividades a 
partir del año 1998.

Ley de Orden Público
181. Promover y presentar una iniciativa de una nueva Ley de orden 

Pú blico en consonancia con los principios democráticos y el 
for talecimiento del poder civil.

Archivos
182. Promover y presentar las iniciativas de ley para la tipificación 

del delito por tenencia de registros y archivos ilegales de infor-
mación política sobre los habitantes de Guatemala.

Empresas privadas de seguridad
183. Promover y presentar una iniciativa de ley que regule el fun-

cionamiento y los alcances de las empresas privadas de seguridad, 
con miras a supervisar su actuación y la profesionalidad de su 
per sonal, y asegurar en particular que las empresas y sus em-
pleados se limiten al ámbito de actuación que les corresponde, 
bajo el estricto control de la Policía Nacional Civil.
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Policía Nacional Civil
184. Tener en funcionamiento la Policía Nacional Civil para finales 

de 1999 en todo el territorio nacional, contando con un mínimo 
de 20,000 agentes.

Seguridad pública
185. Haber incrementado para el año 2000 el gasto público ejecutado 

en seguridad pública con relación al producto interno bruto, 
en 50% respecto del gasto ejecutado en 1995.

Ley Constitutiva del Ejército
186. Promover y presentar las reformas a la Ley Constitutiva del 

ejér cito de Guatemala, en función de la entrada en vigencia de 
las reformas constitucionales propuestas, a fin de adecuarla con 
el contenido de los acuerdos de paz.

Presupuesto del Ejército
187. Reorientar el uso y distribución del presupuesto del Ejército de 

Gua temala hacia las funciones constitucionales y la doctrina 
mi litar a que hace referencia el presenta Acuerdo, optimizando 
los recursos disponibles de forma tal de alcanzar, en el año 1999, 
una reducción respecto al gasto destinado en 1995, de un 33% 
en relación con el producto interno bruto.

E. Acuerdo sobre Bases para la  
Incorporación de la urng a la Legalidad

Fase de incorporación def initiva
188. Después de un año del día “D+60”, los beneficiarios podrán 

te ner acceso a servicios de más largo plazo que ofrezca el Go-
bierno, incluyendo asistencia financiera, asesoría jurídica, legal 
y laboral, capacitación y proyectos productivos, destinados a 
ase gurar una incorporación sostenible a la vida económica, 
social y cultural del país, en igualdad de condiciones con el 
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resto de la población guatemalteca. Los proyectos específicos 
adicionales para los miembros de la urng estarán bajo la res-
ponsabilidad de la Fundación para la incorporación. Las Partes 
in vitan a la cooperación internacional a que brinde su apoyo 
téc nico y financiero para asegurar el éxito de la fase de in-
corporación definitiva.

v. 
comisión de AcomPAñAmiento

Definición
189. La Comisión de Acompañamiento de cumplimiento de los 

Acuerdos de Paz es la instancia político-técnico que actúa como 
re ferente de la Secretaría Técnica de la Paz.

Integración
190. La Comisión de Acompañamiento estará de la siguiente manera:

a) Una representación paritaria de las Partes en las negociaciones 
de paz;

b) Cuatro ciudadanos de diversos sectores, quienes serán in-
vitados para integrar la Comisión de común acuerdo con 
las partes en las negociaciones de paz;

c) Se solicitará al Congreso de la República que designe entre 
sus miembros un representante para integrar dicha Comisión; 
y

d) El Jefe de la misión de verificación internacional, con voz 
pero sin voto.

191. Esta Comisión se constituirá en el curso del mes de enero de 
1997.

Objetivo
192. Participar e involucrarse en el cumplimiento de los acuerdos de 

paz para lograr un proceso efectivo y el alcance oportuno de 
los compromisos adquiridos.
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Funciones
193. Corresponden a la Comisión las siguientes funciones:

a) Analizar, con criterios políticos y técnicos, los avances y 
di ficultades en la aplicación y ejecución del Cronograma 
pa ra la la Implementación, Cumplimiento y Verificación 
de los Acuerdos de Paz;

b) Conocer previamente los proyectos de ley convenidos en 
los Acuerdos de Paz y que el Ejecutivo elaborará en cum-
plimiento de los mismos, para contribuir que dichos pro-
yectos correspondan al contenido de los acuerdos de Paz;

c) Mantener comunicación, a través de la Secretaría Técnica 
de la Paz, con instancias de Gobierno que tengan respon-
sabilidades en los ejes de trabajo definidos en el cronograma, 
para informarse sobre el avance de los mismos;

d) Calendarizar y recalendarizar las metas y las acciones de 
acuerdo a las necesidades del cumplimiento del cronograma 
y de la efectiva marcha del proceso de paz;

e) Mantener comunicación y recibir informes de la instancia 
de verificación internacional;

f ) Brindar apoyo a la gestión dirigida a la obtención de fondos 
pa ra la ejecución de los compromisos contenidos en los 
acuerdos de paz; y

g) Elaborar y emitir informes periódicos sobre los avances y 
di ficultades del proceso de cumplimiento del cronograma 
y de los acuerdos de paz, y de los trabajos a su cargo.

Metodología de trabajo
194. La Comisión desarrollará su trabajo en sesiones regulares, tomará 

sus decisiones por consenso y elaborará su reglamento de trabajo 
y funcionamiento en los 30 días siguientes a su constitución.

195. Anualmente, sus integrantes harán una evaluación de su trabajo, 
a efecto de proponer las modificaciones que estimen necesarias 
pa ra el mejor aprovechamiento del funcionamiento de la Co-
misión de Acompañamiento del Cumplimiento de los Acuerdos 
de Paz.
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vi. 
verificAción internAcionAL

196. Las Partes coinciden en que la verificación internacional es un 
factor imprescindible para dar mayor certeza al cumplimiento 
de los acuerdos firmados y fortalecer la confianza en la consoli-
dación de la paz.

197. En concordancia con el Acuerdo Marco para el reinicio de las 
ne gociaciones del 10 de enero de 1994 y las solicitudes hechas 
en todos los acuerdos firmados desde entonces, las Partes solicitan 
al Secretario General de las Naciones Unidas el establecimiento 
de una misión de verificación de los acuerdos incluidos en el 
Acuerdo de Paz Firme y Duradera (en adelante “la Misión”) 
que tengan las siguientes características.

Derechos humanos
198. La actual Misión de las Naciones Unidas de Verificación de 

De rechos Humanos y del cumplimiento de los compromisos 
del Acuerdo Global sobre Derechos Humanos (Minugua) con 
sus funciones y facultades propias, será un componente de la 
Misión mencionada en el párrafo anterior.

Funciones
199. Las funciones de la Misión incluirán:

a) Verificación
i) Sobre la base del cronograma contenido en el presente 

Acuerdo y de las modificaciones sobre el mismo que 
las Partes pudieran acordar en el futuro, verificar el 
cum plimiento de todos los compromisos adquiridos 
en el Acuerdo de Paz Firme y Duradera.

ii) Evaluar la implementación y los avances de los pro-
gramas y proyectos derivados de los acuerdos, en 
función del cumplimiento de los compromisos adqui-
ridos;
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iii) Sobre la base de sus actividades de verificación, for-
mular oportunamente las recomendaciones necesarias 
para evitar o corregir cualquier incumplimiento;

iv) Informar regularmente al Secretario General de las 
Na ciones Unidas y por su intermedio, a los estados 
Miembros de las Naciones Unidas, sobre el proceso 
de cumplimiento de los acuerdos;

b) Buenos oficios
v) Contribuir, en particular a través de la Comisión de 

Acom pañamiento, a resolver las dificultades que pue-
dan surgir en el cumplimiento de los acuerdos de 
paz, incluyendo divergencias entre las Partes en la 
in terpretación de los acuerdos firmados y otras di-
ferencias que puedan entorpecer su cumplimiento;

c) Asesoría
vi) A solicitud de parte, proporcionar la asesoría y los 

apo yos técnicos puntuales que fueran necesarios para 
facilitar el cumplimiento de los compromisos suscri-
tos. Con la anuencia de las Partes, proporcionar asi-
mismo asesoría y apoyos técnicos puntuales a otras 
en tidades involucradas en el cumplimiento de los 
Acuerdos de paz, si dichas entidades lo requieren;

d) Información pública
vii) Informar a la opinión pública sobre el cumplimiento 

de los acuerdos de paz, incluyendo los resultados de 
la verificación y las actividades de la Misión.

Facultades
200. Para el cumplimiento de dichas funciones, la Misión podrá y 

desplazarse libremente por todo el territorio nacional, entrevistar-
se libre y privadamente con cualquier persona o entidad, y ob-
tener la información que sea pertinente.

Duración y estructura
201. Las partes solicitan que el mandato de la Misión sea acorde a 

la duración del Cronograma para la Implementación, Cum-
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plimiento y Verificación de los acuerdos de paz, que es de cuatro 
años, y se ajuste a las tareas que derivan de este cronograma.

202. La misión podrá contar con los funcionarios y expertos 
internacionales y nacionales idóneos necesarios para el cumpli-
miento de sus funciones. Podrá obtener el concurso y cooperación 
de los organismos internacionales cuyo mandato es pertinente 
para las materias cubiertas por los Acuerdos de Paz.

Cooperación
203. El gobierno de Guatemala y la urng se comprometen a facilitar 

a la Misión la verificación de sus compromisos respectivos.
204. El Gobierno se compromete a brindar toda la cooperación que 

la misión requiera para el cumplimiento de sus funciones.

vii. 
disPosiciones finALes

Primera. El presente Acuerdo formará parte del Acuerdo de Paz 
Fir me y Duradera y entrará en vigencia en el momento de 
la firma de este último.

Segunda. De conformidad con el Acuerdo Marco formará parte del 
Acuerdo Marco firmado el 10 de Enero de 1994, se solicita 
al secretario general de las Naciones Unidas la verificación 
del presente Acuerdo.

Tercera. Se dará la más amplia difusión al presente Acuerdo.

Ciudad de Guatemala, 29 de diciembre de 1996

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Gustavo Porras Castejón

Otto Pérez Molina 
General de Brigada
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Raquel Zelaya Rosales

Richard Aitkenhead Castillo

Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Comandante Pablo Monsanto

Comandante Rolando Morán

Carlos Gonzales

Jorge Rosal

Por las Naciones Unidas

Jean Arnault
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Acuerdo de paz firme y duradera

resumen

País y fecha de la firma: Ciudad de Guatemala, 29 de 
diciembre de 1996

firmAntes

	● Delegación del Gobierno de Guatemala;
	● Comandancia de la Unidad Revolucionaria de Guatemala;
	● Boutros Boutros-Ghali en representación de Naciones 

Unidas.

esPíritu

	● Este acuerdo se refiere a la conclusión del proceso de negocia-
ción política entre el Gobierno de Guatemala y la urng. 
En él se reafirma que los acuerdos de paz expresan un con-
sen so de carácter nacional, pues han sido avalados por los 
di ferentes sectores representados en la Asamblea de la So-
ciedad Civil y fuera de ella. Su cumplimiento progresivo 
de be satisfacer las legítimas aspiraciones de los guatemaltecos 
y, a la vez, unir los esfuerzos de todos en aras de esos objetivos 
co munes. Todos los acuerdos anteriores quedan integrados 
en este acuerdo final.
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comPromisos y ALcAnces

	● En el Acuerdo final el Gobierno de la República reafirma 
su adhesión a los principios y normas orientadas a garantizar 
y proteger la plena observancia de los derechos humanos, 
así como su voluntad política de hacerlos respetar. También 
se reafirman derechos, principios y valores sobre diversas 
po blaciones del país.

	● Se reconoce como derecho del pueblo de Guatemala conocer 
ple namente la verdad sobre las violaciones de los derechos 
hu manos y los hechos de violencia ocurridos en el marco 
del enfrentamiento armado interno. El reconocimiento de 
la identidad y derechos de los pueblos indígenas. El respeto 
y ejercicio de los derechos políticos, culturales, económicos 
y espirituales de todos los guatemaltecos, es la base de una 
nueva convivencia que refleja la diversidad de la nación.

	● Se recalca que para lograr la justicia social y el crecimiento 
eco nómico la participación efectiva de los ciudadanos y 
ciu dadanas de todos los sectores de la sociedad y le co-
rresponde al Estado ampliar estas posibilidades de parti-
cipación. El Estado es el ente orientador del desarrollo 
na cional, como legislador, como fuente de inversión pública 
y proveedor de servicios básicos, como promotor de la con-
certación social y de la resolución de conflictos.

	● Se enfatiza que el Estado y los sectores organizados de la 
sociedad deben aunar esfuerzos para la resolución de la 
problemática agraria y el desarrollo rural, que son funda-
mentales para dar respuesta a la situación de la mayoría de 
la población que vive en el medio rural. El fortalecimiento 
del poder civil es una condición indispensable para la exis-
tencia de un régimen democrático. El Ejército de Guatemala 
debe adecuar sus funciones a una nueva época de paz y 
democracia.

	● La incorporación de la urng a la legalidad, en condiciones 
de seguridad y dignidad, como un factor de interés nacional, 
concordante con el objetivo de la conciliación y del 
perfeccionamiento de un sistema democrático sin exclu-
siones.

	● Las reformas constitucionales contenidas en los acuerdos 
de paz constituyen la base sustantiva y fundamental para 
la conciliación de la sociedad guatemalteca en el marco de 
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un Estado de derecho la convivencia democrática, la plena 
observancia y el estricto respeto de los derechos humanos.

	● Los procesos eleccionarios vistos como esenciales para la 
tran sición que vive Guatemala hacia una democracia fun-
cional y participativa. El perfeccionamiento del régimen 
electoral permitirá afianzar la legitimidad del poder público 
y facilitar la transformación democrática del país.

concLusión

Es el Acuerdo que pone fin a más de tres décadas de en-
frentamiento armado interno en Guatemala, con lo cual concluye 
una dolorosa etapa de nuestra historia. Se reconoce que a partir 
de la firma comienza la tarea de preservar y consolidar la paz. 
En ese caminar los Acuerdos de Paz son una agenda integral 
orien tada a superar las causas del enfrentamiento y sentar las 
ba ses de un nuevo desarrollo para el país.

Este Acuerdo representa la síntesis de un proceso negociador 
exi toso, que obliga a las generaciones actuales y futuras a co-
nocerlos y asumirlos, pues es necesario recoger el sentido pro-
fundo de los compromisos de paz.

Al culminar el histórico proceso de negociación para la 
bús queda de la paz por medios políticos, el gobierno de Gua-
temala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
dejan constancia de su reconocimiento a los esfuerzos nacionales 
e internacionales que han coadyuvado a la conclusión del Acuerdo 
de Paz Firme y Duradera en Guatemala. En particular se resaltan 
el papel de la Comisión Nacional de Reconciliación, de la con-
ciliación, de la Asamblea de la Sociedad Civil y de la moderación 
de las Naciones Unidas. Valora asimismo el acompañamiento 
del Grupo de Países Amigos del Proceso de Paz de Guatemala 
in tegrado por la República de Colombia, el Reino de España, 
Esta dos Unidos de América, Estados Unidos Mexicanos. Tam-
bién del Reino de Noruega, Suecia y Dinamarca, y la República 
de Venezuela.
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Contenido del Acuerdo

Considerando:

Que con la suscripción del presente Acuerdo se pone fin a más de 
tres décadas de enfrentamiento armado en Guatemala, y concluye 
una dolorosa etapa de nuestra historia,

Que a lo largo de los últimos años, la búsqueda de una solución 
po lítica al enfrentamiento armado ha generado nuevos espacios de 
diálogo y entendimiento dentro de la sociedad guatemalteca,

Que de aquí en adelante empieza la tarea de preservar y consolidar 
la paz, que debe unir los esfuerzos de todos los guatemaltecos,

Que para ese fin el país dispone, con los acuerdos de paz, de 
una agenda integral orientada a superar las causas del enfrentamiento 
y sentar las bases de un nuevo desarrollo,

Que el cumplimiento de estos acuerdos constituye un compro-
miso his tórico e irrenunciable,

Que para conocimiento de las generaciones presentes y futuras, 
es conveniente recoger el sentido profundo de los compromisos de 
paz,

El Gobierno de la república de Guatemala y la Unidad Re-
volucionaria Nacional guatemalteca (urng) acuerdan lo siguiente:

i. 
concePtos

1. Los acuerdos de paz expresan consensos de carácter nacional. 
Han sido avalados por los diferentes sectores representados en 
la Asamblea de la Sociedad Civil y fuera de ella. Su cumplimiento 
pro gresivo debe satisfacer las legítimas aspiraciones de los gua-
temaltecos y, a la vez, unir los esfuerzos de todos en aras de esos 
objetivos comunes.

2. El Gobierno de la República reafirma su adhesión a los principios 
y normas orientadas a garantizar y proteger la plena observancia 
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de los derechos humanos, así como su voluntad política de 
hacerlos respetar.

3. La población desarraigada por el enfrentamiento armado tiene 
de recho a residir y vivir libremente en el territorio guatemalteco. 
El Gobierno de la República se compromete a asegurar su retorno 
y reasentamiento, en condiciones de dignidad y seguridad.

4. Es un derecho del pueblo de Guatemala conocer plenamente la 
ver dad sobre las violaciones de los derechos humanos y los he-
chos de violencia ocurridos en el marco del enfrentamiento 
armado interno. Esclarecer con toda objetividad e imparcialidad 
lo sucedido contribuirá a que se fortalezca el proceso de conci-
liación nacional y la democratización en el país.

5. El reconocimiento de la identidad y derechos de los pueblos 
in dígenas es fundamental para la construcción de una nación 
de unidad nacional multiétnica, pluricultural y multilingüe. El 
respeto y ejercicio de los derechos políticos, culturales, económi-
cos y espirituales de todos los guatemaltecos, es la base de una 
nueva convivencia que refleja la diversidad de su nación.

6. La paz firme y duradera debe cimentarse sobre un desarrollo 
so cioeconómico participativo orientado al bien común, que 
responda a las necesidades de toda la población. Dicho desarrollo 
re quiere de justicia social como uno de los pilares de la unidad 
y solidaridad nacional, y de crecimiento económico con sostenibi-
lidad, como condición para atender las demandas sociales de la 
población.

7. Es fundamental para lograr la justicia social y el crecimiento 
económico la participación efectiva de los ciudadanos y ciudada-
nas de todos los sectores de la sociedad. Corresponde al Estado 
ampliar estas posibilidades de participación y fortalecerse como 
orientador del desarrollo nacional, como legislador, como fuente 
de inversión pública y proveedor de servicios básicos, como 
pro motor de la concertación social y de la resolución de conflictos. 
Para ello el Estado requiere elevar la recaudación tributaria y 
prio rizar el gasto público hacia la inversión social.

8. En la búsqueda del crecimiento, la política económica debe 
orien tarse a impedir que se produzcan procesos de exclusión 
socioeconómica como el desempleo y el empobrecimiento y a 
op timizar los beneficios del crecimiento económico para todos 
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los guatemaltecos. La elevación del nivel de vida, la salud, la 
edu cación, la seguridad social y la capacitación de los habitantes, 
cons tituyen las premisas para acceder al desarrollo sostenible 
de Guatemala.

9. El Estado y los sectores organizados de la sociedad deben aunar 
es fuerzos para la resolución de la problemática agraria y el de-
sarrollo rural, que son fundamentales para dar respuesta a la 
si tuación de la mayoría de la población que vive en el medio 
ru ral, y que es la más afectada por la pobreza, las iniquidades 
y la debilidad de las instituciones estatales.

10. El fortalecimiento del poder civil es una condición indispensable 
para la existencia de un régimen democrático. La finalización 
del enfrentamiento armado ofrece la oportunidad histórica de 
re novar las instituciones para que, en forma articulada, puedan 
ga rantizar a los habitantes de la república la vida, la libertad, 
la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la per-
sona. El Ejército de Guatemala debe adecuar sus funciones a 
una nueva época de paz y democracia.

11. La incorporación de la urng a la legalidad en condiciones de 
seguridad y dignidad constituye un factor de interés nacional, 
que responde al objetivo de la conciliación y del perfeccionamien-
to de un sistema democrático sin exclusiones.

12. Las reformas constitucionales contenidas en los acuerdos de 
paz, constituyen la base sustantiva y fundamental para la con-
ciliación de la sociedad guatemalteca en el marco de un Estado 
de derecho la convivencia democrática, la plena observancia y 
el estricto respeto de los derechos humanos.

13. Las elecciones son esenciales para la transición que vive 
Guatemala hacia una democracia funcional y participativa. El 
per feccionamiento del régimen electoral permitirá afianzar la 
le gitimidad del poder público y facilitar la transformación de-
mocrática del país.

14. La implementación de la agenda nacional derivada de los acuerdos 
de paz, constituye un proyecto complejo y de largo plazo que 
re quiere la voluntad de cumplir con los compromisos adquiridos 
y el involucramiento de los organismos del Estado y de las 
diversas fuerzas sociales y políticas nacionales. Este empeño 
su pone una estrategia que priorice con realismo el cumplimiento 
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gra dual de los compromisos, de forma tal que se abra un nuevo 
ca pítulo de desarrollo y convivencia democrática en la historia 
de Guatemala.

ii. 
viGenciA de Los Acuerdos de PAz

15. Al presente Acuerdo de paz Firme y Duradera quedan integrados 
to dos los acuerdos suscritos con base en el Acuerdo Marco sobre 
Democratización para la Búsqueda de la paz por Medios Políticos, 
sus crito en la Ciudad de Querétaro, México, el 25 de julio de 
1991 y a partir del Acuerdo Marco para la Reanudación del pro-
ceso de Negociación entre el gobierno de Guatemala y la Unidad 
Revolucionaria Nacional Guatemalteca, suscrito en la Ciudad 
de México el 10 de Enero de 1994. Dichos acuerdos son:
 • El Acuerdo Global sobre Derechos Humanos, suscrito en 

la Ciudad de México el 29 de marzo de 1994;
 • El Acuerdo para el reasentamiento de las poblaciones De-

sarraigadas por el enfrentamiento armado, suscrito en Oslo 
el 17 de junio de 1994;

 • El Acuerdo sobre el Establecimiento de la Comisión para 
el Esclarecimiento Histórico de las violaciones a los Derechos 
Humanos y los Hechos de Violencia que han Causado Su-
frimientos a la Población Guatemalteca, suscrito en Oslo 
el 23 de junio de 1994;

 • El Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos In-
dígenas, suscrito en la Ciudad de México el 31 de marzo de 
1995;

 • El Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación 
Agraria suscrito en la Ciudad de México el 6 de mayo de 
1996;

 • El Acuerdo sobre Fortalecimiento del poder civil y Función 
del Ejercito en una Sociedad Democrática suscrito en la 
Ciu dad de México, el 19 de septiembre de 1996;

 • El Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego suscrito en 
Oslo el 4 de diciembre de 1996.
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 • El Acuerdo sobre reformas Constitucionales y Régimen 
Electoral, suscrito en Estocolmo el 7 de diciembre de 1996;

 • El Acuerdo sobre Bases para la Incorporación de la urng 
a la legalidad, suscrito en Madrid el 12 de Diciembre de 
1996;

 • El Acuerdo sobre Cronograma para la Implementación, 
Cum plimiento y Verificación de los Acuerdos de Paz suscrito 
en la Ciudad de Guatemala el 29 de diciembre de 1996.

16. Con excepción del Acuerdo Global sobre Derechos Humanos, 
que está en vigencia desde suscripción, todos los acuerdos inte-
grados al Acuerdo de Paz y Firme y Duradera cobran formal y 
total vigencia en el momento de la firma del presente Acuerdo.

iii. 
reconocimiento

17. Al culminar el histórico proceso de negociación para la búsqueda 
de la paz por medios políticos, el gobierno de Guatemala y la 
Uni dad Revolucionaria Nacional Guatemalteca dejan constancia 
de su reconocimiento a los esfuerzos nacionales e internacionales 
que han coadyuvado a la conclusión del Acuerdo de Paz Firme 
y Duradera en Guatemala. Resaltan el papel de la Comisión 
Na cional de Reconciliación, de la Conciliación, de la Asamblea 
de la Sociedad Civil y de la Moderación de las Naciones Unidas. 
Valora asimismo el acompañamiento del Grupo de Países Amigos 
del Proceso de Paz de Guatemala integrado por la República 
de Colombia, el Reino de España, los Estados Unidos de América, 
los Estados Unidos Mexicanos, El Reino de Noruega y la 
República de Venezuela.

iv. 
disPosiciones finALes

Primera. El Acuerdo de paz Firme y Duradera entra en vigencia en 
el momento de su suscripción.
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Segunda. Se dará la más amplia divulgación al presente Acuerdo, 
en especial a través de los programas oficiales de Educación.

Ciudad de Guatemala, 29 de diciembre de 1996.

Por el Gobierno de la República de Guatemala:

Gustavo Porras Castejón

Otto Pérez Molina 
General de Brigada

Raquel Zelaya Rosales

Richard Aitkenhead Castillo

Por la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca:

Ricardo Ramírez de León 
(Comandante Rolando Morán)

Jorge Ismael Soto García 
(Comandante Pablo Monsanto)

Ricardo Rosales Román 
(Carlos Gonzales)

Jorge Edilberto Rosal Menéndez

Por las Naciones Unidas

Boutros Boutros-Ghali
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